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I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allende Bussi, Isabel

--Alvear Valenzuela, Soledad

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo

--Espina Otero, Alberto

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo

--García Ruminot, José
--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro
--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Larraín Peña, Carlos

--Letelier Morel, Juan Pablo

--Muñoz Aburto, Pedro

--Navarro Brain, Alejandro

--Novoa Vásquez, Jovino

--Orpis Bouchon, Jaime

--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Quintana Leal, Jaime

--Rincón González, Ximena

--Rossi Ciocca, Fulvio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Tuma Zedan, Eugenio
--Uriarte Herrera, Gonzalo
--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrieron, además, los Ministros de Defensa Nacional, señor Rodrigo Hinzpeter Kirberg; Secretario General de la Presidencia, señor Cristián Larroulet Vignau, y de Energía, señor Jorge Bunster Betteley.
Actuó de Secretario el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:19, en presencia de 18 señores Senadores.

El señor PIZARRO (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor PIZARRO (Presidente).- Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 47ª y 48ª, ordinarias, en 13 y 14 de agosto del año en curso, que no han sido observadas.



(Véanse en los Anexos las actas aprobadas).

IV. CUENTA

El señor PIZARRO (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Siete de Su Excelencia el Presidente de la República:



Con el primero retira la urgencia para la tramitación del proyecto que regula derechos sobre obtenciones vegetales y deroga la ley N° 19.342 (boletín N° 6.355-01).



--Se tiene presente el retiro de la urgencia y se manda agregar el documento a sus antecedentes.



Con el segundo hace presente la urgencia, calificándola de “discusión inmediata”, para el despacho del proyecto de ley que propicia la ampliación de la matriz energética mediante fuentes renovables no convencionales (boletín N° 7.201-08).



Con el tercero retira la urgencia y la hace presente nuevamente, en el carácter de “discusión inmediata”, respecto del proyecto de ley sobre administración de fondos de terceros y carteras individuales, y deroga los cuerpos legales que indica (boletín Nº 7.966-05).



Con los dos siguientes retira la urgencia y la hace presente nuevamente, en el carácter de “suma”, respecto de las iniciativas que se enuncian a continuación:



1.- Proyecto sobre fomento forestal, que modifica y extiende los incentivos a la forestación establecidos en el decreto ley N° 701 (boletín N° 8.603-01).



2.- Proyecto de ley sobre interés máximo convencional (boletines números 7.786-03, 7.932-03 y 7.890-03, refundidos).



3.- Proyecto de ley que crea un sistema de financiamiento para la educación superior (boletín Nº 8.369-04).



4.- Proyecto de ley que crea la autorización de funcionamiento de jardines infantiles (boletín Nº 8.859-04).



5.- Proyecto de ley que establece un sistema de supervisión basado en riesgo para las compañías de seguro (boletín Nº 7.958-05).



6.- Proyecto de ley que modifica la Ley Orgánica de Tribunales Tributarios y Aduaneros, en materia de plantas (boletín Nº 8.662-05).



7.- Proyecto de ley que introduce modificaciones a la legislación tributaria, en materia de factura electrónica, y dispone otras medidas que indica (boletín Nº 8.874-05).



8.- Proyecto de ley sobre probidad en la función pública (boletín Nº 7.616-06).



9.- Proyecto de ley relativo al fortalecimiento de la regionalización del país (boletín N° 7.963-06).



10.- Proyecto de ley que autoriza el levantamiento de secreto bancario en investigaciones de lavado de activos (boletín N° 4.426-07).



11.- Proyecto de ley sobre seguridad privada (boletín N° 6.639-25).



12.- Proyecto de ley relativo a federaciones deportivas nacionales (boletín N° 6.965-07).



13.- Proyecto que modifica la Ley de Transparencia de la Función Pública y de Acceso a la Información de la Administración del Estado (boletín Nº 7.686-07).



14- Proyecto de ley respecto de comunicación de órdenes de apremio en juicios de alimentos (boletín N° 7.765-07).



15.- Proyecto de ley que fortalece el resguardo del orden público (boletín Nº 7.975-25).



16.- Proyecto que crea la Subsecretaría de Derechos Humanos y establece adecuaciones en la Ley Orgánica del Ministerio de Justicia (boletín Nº 8.207-07).



17.- Proyecto de ley que autoriza la publicación en medios electrónicos de actos que deban ser publicados en periódicos de circulación nacional, regional o local (boletín Nº 8.314-07).



18.- Proyecto que modifica la ley N° 19.799, sobre documentos electrónicos, firma electrónica y servicios de certificación de dicha firma, y otros textos legales que indica (boletín N° 8.466-07).



19.- Proyecto de ley que modifica los estatutos de la prisión preventiva y la suspensión de la ejecución de la pena en el caso de la conducción en estado de ebriedad o bajo la influencia de sustancias psicotrópicas, con resultado de lesión o muerte (boletín N° 8.809-07).



20.- Proyecto de ley que modifica el Código Procesal Penal con el fin de reforzar la protección de las víctimas, mejorar la función que desempeña el Ministerio Público y fortalecer la acción policial y la operatividad del sistema de justicia penal (boletín N° 8.810-07).



21.- Proyecto de reforma constitucional que establece la obligatoriedad del segundo nivel de transición y crea un sistema de financiamiento gratuito desde el nivel medio mayor (boletín Nº 8.997-07).



22.- Proyecto que modifica la ley N° 18.961, Orgánica Constitucional de Carabineros de Chile, para establecer la medida de control preventivo de identidad (boletín N° 9.036-07).



23.- Proyecto de ley que crea y destina recursos para el Fondo de Desarrollo del Norte y de las Comunas Mineras de Chile (boletín N° 8.272-08).



24.- Proyecto de ley que implementa la Convención de La Haya que suprime la exigencia de legalización de documentos públicos extranjeros (Convención de la Apostilla), adoptada el 5 de octubre de 1961 en La Haya, Países Bajos (boletín Nº 8.556-10).



25.- Proyecto de ley que crea los hospitales clínicos que indica en la Región Metropolitana (boletín Nº 8.618-11).



26.- Proyecto de ley que modifica la jornada, descanso y composición de la remuneración de los trabajadores de casa particular y prohíbe el uso de uniformes a trabajadoras de casa particular (boletines números 8.292-13, 7.807-13 y 7.675-13, refundidos).



27.- Proyecto que modifica los artículos 88 y 89 de la ley N° 20.255, en relación con el régimen del seguro social contra riesgos de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales aplicable a los afiliados independientes y voluntarios del nuevo sistema de pensiones (boletín Nº 8.936-13).



28.- Proyecto que modifica la Ley General de Urbanismo y Construcciones y leyes complementarias, para establecer un sistema de aportes al espacio público aplicable a los proyectos de construcción (boletín N° 8.493-14).



29.- Proyecto que modifica la Ley General de Urbanismo y Construcciones, en materia de afectaciones de utilidad pública de los planes reguladores (boletín Nº 8.828-14).



30.- Proyecto de ley que permite la introducción de la televisión digital terrestre (boletín N° 6.190-19).



Con el sexto hace presente la urgencia, calificándola de “suma”, para la tramitación del proyecto de ley que establece la meta “Todo Chile a llamada local” (boletines números 8.787-19 y 8.790-15, refundidos).



Con el último retira la urgencia y la hace presente nuevamente, en el carácter de “simple”, respecto de los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de ley que tipifica como delitos conductas relacionadas con la comercialización de fuegos artificiales (boletín Nº 8.612-02).



2.- Proyecto aprobatorio del “Acuerdo Suplementario sobre Inversiones del Tratado de Libre Comercio entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República Popular de China”, suscrito en Vladivostok, Federación Rusa, el 9 de septiembre de 2012 (boletín Nº 9.002-10).



3.- Proyecto que modifica la ley N° 19.831, que crea el Registro Nacional de Servicios de Transporte Remunerado de Escolares (boletín Nº 8.329-15).



--Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



De Su Excelencia el Presidente de la República, mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para nombrar ministros titulares del Tercer Tribunal Ambiental, con sede en Valdivia, a los señores Michael Hantke Domas y Jorge Retamal Valenzuela, en los cupos de abogados, y Roberto Pastén Carrasco, en el cupo de licenciado en Ciencias; y ministros suplentes al señor Pablo Miranda Nigro, en el cupo de abogado, y a la señora Alejandra Villalobos Volpi, en el cupo de licenciado en Ciencias (boletín Nº S 1.602-05), respecto de lo cual hace presente la urgencia en los términos del inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental. (Véase en los Anexos, documento 1).


--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Cuatro de la Honorable Cámara de Diputados: 



Con el primero manifiesta que aprobó la observación formulada por Su Excelencia el Presidente de la República al proyecto de ley sobre procedimiento para otorgar concesiones eléctricas (boletín Nº 8.270-08) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”). (Véase en los Anexos, documento 2).


--Según lo acordado por los Comités, queda para la tabla de esta sesión.



Con el segundo informa que aprobó el proyecto de ley sobre seguridad privada (boletín N° 6.639-25) (con urgencia calificada de “suma”). (Véase en los Anexos, documento 3).


--Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización y a la de Hacienda, en su caso.



Con el tercero expone que dio su aprobación, en los mismos términos en que lo hizo el Senado, al proyecto que modifica la ley Nº 19.132, de Televisión Nacional de Chile, ampliando el giro de la empresa (boletín Nº 8.273-15).



--Se toma conocimiento y se manda comunicar a Su Excelencia el Presidente de la República. 



Con el último comunica un acuerdo adoptado por esa Corporación en el sentido de solicitar formalmente al Senado y al Ejecutivo que realicen todas las gestiones necesarias para que los proyectos de ley que crean la Superintendencia de Educación Superior y la Agencia Nacional de Acreditación puedan ser aprobados a la brevedad. 



--Se toma conocimiento.



Del señor Ministro de Salud:


Contesta solicitud de información, enviada en nombre de la Honorable señora Allende, acerca de los resultados de las mediciones realizadas desde 2011 respecto de la calidad del agua potable que la empresa Aguas Chañar S.A. provee en la Región de Atacama.



Da respuesta a solicitud, cursada en nombre de la Honorable señora Rincón, relativa a la posibilidad de condonar la deuda que grava al señor Víctor Campos Salas, domiciliado en la comuna de Linares, a resultas de una afección cardiaca grave, en las circunstancias que se señalan.

Del señor Ministro de Vivienda y Urbanismo:


Adjunta informe del Servicio de Vivienda y Urbanización de la Región del Maule, que atiende consulta, formulada en nombre de la Honorable señora Rincón, sobre la situación que afecta al señor Eduardo Henríquez Hernández, domiciliado en la comuna de Cauquenes.



Responde acuerdo adoptado por el Senado, a proposición de los Honorables señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Horvath, Muñoz Aburto, Prokurica y Walker, don Patricio, para solicitar a Su Excelencia el Presidente de la República que, en ejercicio de su potestad reglamentaria, modifique el Capítulo 5 de la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones, con el fin de incrementar la seguridad del alumnado en los establecimientos educacionales cooperadores de la función educacional del Estado (boletín Nº S 1.582-12).



--Quedan a disposición de Sus Señorías. 

Informes



De la Comisión de Salud, recaído en el proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, que modifica el Código Sanitario, en materia de regulación referente a farmacias (boletines números 6.523-11, 6.037-11, 6.331-11 y 6.858-11 refundidos). (Véase en los Anexos, documento 4).


--Agréguese a sus antecedentes.



De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el proyecto de reforma constitucional, en primer trámite, que regula el ejercicio del sufragio de los ciudadanos que se encuentran fuera del país (boletín Nº 9.069-07). (Véase en los Anexos, documento 5).


Dos de la Comisión de Relaciones Exteriores, recaídos en los asuntos que se enuncian a continuación;



1.- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el “Acuerdo Suplementario sobre Inversiones del Tratado de Libre Comercio entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República Popular de China”, suscrito en Vladivostok, Federación Rusa, el 9 de septiembre de 2012 (boletín Nº 9.002-10) (con urgencia calificada de “simple”). (Véase en los Anexos, documento 6).


2.- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el “Convenio entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República Federal de Alemania sobre una Actividad Laboral Remunerada de Familiares Dependientes de Miembros de una Representación Diplomática o Consular”, suscrito en Berlín el 22 de octubre de 2012 (boletín Nº 8.939-10). (Véase en los Anexos, documento 7).


--Quedan para tabla.

Moción



De los Honorables señores Bianchi y Horvath, con la que dan inicio a un proyecto que incorpora en la ley N° 19.925 una disposición que exceptúa a los establecimientos de expendio de bebidas alcohólicas de las regiones de Aysén y de Magallanes y la Antártica Chilena de la obligación de estar absolutamente independientes de la casa habitación del comerciante o de cualquier otra persona (boletín Nº 9.076-03). (Véase en los Anexos, documento 8).


--Pasa a la Comisión de Economía.

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la Cuenta.

)------------------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Andrés Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, el Gobierno ha calificado de “discusión inmediata” la urgencia del proyecto de ley sobre administración de fondos de terceros y carteras individuales, acogido ayer en general y respecto del cual la Sala fijó el 16 de septiembre próximo como plazo para la presentación de indicaciones. Se generaría una contradicción entre la obligación de despachar la iniciativa y dicho término.



Por mi parte, he planteado la posibilidad de llegar a un acuerdo más rápido. Sé que el titular de Hacienda se encuentra muy interesado en la tramitación del proyecto, puesto que viaja próximamente al llamado “Chile Day” y quisiera llevarlo aprobado, según me manifestó.



Es cierto que acogimos la idea de legislar, pero el texto es bastante delicado, y el señor Ministro se puede exponer, si media un tratamiento demasiado urgente y rápido, a que a lo mejor tengamos que rechazar algunas disposiciones por no hallarnos en situación de abocarnos a un estudio más a fondo.



Por lo tanto, señor Presidente, le pido hacer ver a ese Secretario de Estado la necesidad de que primero busquemos acuerdos y realmente coincidamos con las normas que se contemplan, y de no efectuar un despacho tan acelerado. Es una iniciativa importante para el país, pero conviene sacar un buen articulado y no uno que quizás presente dificultades y defectos.

El señor PIZARRO (Presidente).- En la conversación que sostuvimos ayer, el señor Ministro quería que discutiéramos en general el proyecto, en el entendido -y así lo traté con los miembros de la Comisión de Hacienda- de que se abría un plazo de quince días para formular indicaciones.



Esa misma información se la entregué al señor Ministro Secretario General de la Presidencia, aquí presente, a quien le expreso que lo pertinente es el cambio de la urgencia, para poder implementar el acuerdo que ayer ya consideramos.



El titular de Hacienda me dijo que ya se había enviado la calificación de “discusión inmediata”. Efectivamente, la Mesa la recibió y dio cuenta de ella recién ahora, partiendo de la base de que si no nos ocupábamos ayer en la iniciativa, estábamos obligados a hacerlo hoy día. Pero, con el despacho que efectuamos en esa sesión, es preciso volver al procedimiento que definimos.



El proyecto ya fue aprobado en general y se fijó un plazo para la presentación de indicaciones cuando el Ministro señor Larroulet también estaba presente. Entonces, le solicitamos a este que cambie la calificación de “discusión inmediata” por la de “suma” urgencia, para los efectos de sacarlo dentro del plazo definido con la Comisión de Hacienda.



Su Señoría tiene la palabra.

El señor LARROULET (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Señor Presidente, entiendo que no se ha dado a conocer la información adicional de que se está tratando de concordar las indicaciones, esfuerzo que se lleva a cabo con miras al próximo martes, caso en el cual calzarían tiempos y acuerdos políticos.



Si no es así, efectivamente será necesario retirar la presente calificación de urgencia.

El señor PIZARRO (Presidente).- Eso es exactamente lo que expresó hace un momento el señor Presidente de la Comisión de Hacienda. 



Conviene que usted quite la “discusión inmediata”, señor Ministro, y la reemplace -repito- por la “suma” urgencia. Mientras tanto, el Presidente del órgano técnico y el Ministerio están buscando toda la coincidencia posible. Y si esta se logra con relación a las indicaciones, vamos a despachar el proyecto dentro del plazo que le interesa al Gobierno para los efectos de llegar con el texto aprobado al “Chile Day”.



Muchas gracias, señor Ministro.



El Honorable señor Zaldívar está conforme, ¿no es cierto?

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Me parece bien.



Y creo que lo importante es que los señores Senadores sepan que el plazo de indicaciones va a ser más breve. Porque si realmente llegamos a un acuerdo respecto de ellas, lo que no ha sucedido todavía en plenitud, el lunes…

El señor PIZARRO (Presidente).- Si lo hay, se podría tratar la materia la próxima semana.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Gracias.

)-------------(

El señor HORVATH.- Pido la palabra.

El señor PIZARRO (Presidente).- La tiene, Su Señoría.

El señor HORVATH.- Conversé con el Presidente y la mayoría de los miembros de la Comisión de Constitución que me fue posible contactar de ayer a hoy, para solicitar formalmente, como Presidente de la Comisión de Medio Ambiente, que le sea traspasada a esta última el proyecto de ley que establece el derecho real de conservación, boletín 5.823-07, sin perjuicio de que después lo estudiemos, si así se determina, con ese otro órgano técnico. Es el mismo procedimiento aplicado en la Cámara de Diputados, para poder acelerar la tramitación del asunto.



En seguida, pido ampliar el plazo para presentar indicaciones a la iniciativa legal sobre protección de glaciares. 



Hemos escuchado prácticamente a todos los actores, y con los Ministerios del Medio Ambiente y de Obras Públicas, y particularmente con la Dirección de Aguas, se han establecido al menos cuatro áreas en las cuales resulta importante una precisión legislativa, como la definición de los glaciares; la determinación de los glaciares de referencia; la relevancia del área de estudio de glaciares en la Dirección General de Aguas, dentro de la Administración Pública y de esa última Secretaría de Estado, y la generación de la instancia de un centro de estudio y coordinación de glaciares en Chile.



Por estas razones, destaco la conveniencia de dicha ampliación de plazo hasta el próximo 30 de septiembre.

El señor PIZARRO (Presidente).- Si no hay objeciones, así se determinará.



Acordado.



¿Y en cuanto a que la Comisión de Medio Ambiente estudie primero, en vez de la de Constitución, el proyecto al cual se hizo referencia?



¿No hay acuerdo?

El señor HORVATH.- Sí lo hay.

El señor ESPINA.- Y luego pasaría a esta última.

El señor HORVATH.- Si es necesario.

El señor PIZARRO (Presidente).- Puede intervenir el Honorable señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, entiendo que se solicita que la iniciativa sea discutida en general por la Comisión de Medio Ambiente, que pase después a la Sala y que posteriormente, cuando corresponda la discusión particular, sea tratada por las Comisiones de Constitución y de Medio Ambiente, unidas.

El señor PIZARRO (Presidente).- Ello no se dijo, pero puede ser una alternativa.

El señor ESPINA.- O por uno y otro órgano técnico en forma separada.

El señor PIZARRO (Presidente).- Lo que parezca pertinente.

El señor ESPINA.- Prefiero el funcionamiento separado, porque se tramita…

El señor PIZARRO (Presidente).- Si lo hacen unidos, podría terminar de una sola vez el tratamiento del asunto.

El señor ESPINA.- La realidad indica que es más difícil convocar a acuerdos en horarios en que ambos trabajen.



Creo que el proyecto es supersencillo. Podría verlo la Comisión de Medio Ambiente y en seguida la de Constitución, con lo cual se despacharía mucho más rápido.

El señor PIZARRO (Presidente).- Se procederá, entonces, en la forma que sugiere el Honorable señor Espina. La iniciativa pasará primero a la Comisión de Medio Ambiente, donde se discutirá en general, y después volverá a la Sala. Será conocida en particular por la Comisión de Constitución y también por la anterior.



Acordado.

V. ORDEN DEL DÍA

PROCEDIMIENTO PARA OTORGAMIENTO DE CONCESIONES ELÉCTRICAS. VETO

El señor PIZARRO (Presidente).- Observación de Su Excelencia el Presidente de la República, en segundo trámite constitucional, al proyecto de ley sobre procedimiento para otorgar concesiones eléctricas, con urgencia calificada de “discusión inmediata”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (8270-08) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En segundo trámite, sesión 100ª, en 5 de marzo de 2013.



En trámite de Comisión Mixta, sesión 41ª, en 17 de julio de 2013.



Observación del Ejecutivo, en segundo trámite, sesión 50ª, en 28 de agosto de 2013.



Informes de Comisión:



Minería y Energía: sesión 10ª, en 9 de abril de 2013.



Minería y Energía (segundo): sesión 31ª, en 17 de junio de 2013.



Mixta: sesión 47ª, en 13 de agosto de 2013.



Discusión:



Sesiones 18ª, en 30 de abril de 2013 (se aprueba en general); 34ª y 36a, en 19 de junio y 2 de julio de 2013, respectivamente (queda pendiente la discusión particular); 38ª, en 3 de julio de 2013 (se aprueba en particular); 47ª, en 13 de agosto de 2013 (se aprueba el informe de la Comisión Mixta).
El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor LABBÉ (Secretario General).- El Ejecutivo presentó una sola observación al texto despachado por el Congreso Nacional, la que propone suprimir los números 2) y 14) del artículo único del proyecto. Estas disposiciones determinan, respectivamente, que el concesionario o los órganos de la Administración del Estado deberán dar debido cumplimiento a las normas legales, tratados internacionales debidamente suscritos y ratificados por Chile y reglamentos vigentes en materia de áreas silvestres protegidas del Estado, y que en el caso de que las obras de una concesión ya obtenida atraviesen tierras pertenecientes a comunidades indígenas, antes de comenzar su construcción se deberá acreditar haber realizado el procedimiento de consulta contemplado en el artículo 6 ° del Convenio N° 169 de la Organización Internacional del Trabajo, por una sola vez, en la oportunidad y forma que establezca el reglamento correspondiente.



Cabe hacer presente que la observación se discute en general y en particular a la vez, sin que proceda dividir la votación.



Los Comités, en sesión del día de ayer, acordaron que se omitiera el informe de Comisión en el análisis de la materia.



Informo que el veto fue aprobado en la Cámara de Diputados.

El señor PIZARRO (Presidente).- En discusión la observación del Presidente de la República.



Tiene la palabra el Ministro de Energía, don Jorge Bunster.

El señor BUNSTER (Ministro de Energía).- Señor Presidente,  muy buenas tardes.



Efectivamente, la Comisión Mixta analizó los cinco incisos que fueron rechazados por la Cámara de Diputados y les prestó su aprobación a todos ellos. 



Debo hacer presente que tres de esos incisos -los referidos a la entrega material del predio, al arbitraje en concesiones superpuestas y al alzamiento de medidas precautorias- produjeron un amplio consenso al interior del citado organismo, no así los otros dos (referidos a las áreas silvestres protegidas y al Convenio 169), sin perjuicio de lo cual las cinco disposiciones resultaron aprobadas.



Cuando se llevó el informe de la Comisión Mixta a la Cámara Baja, se hizo ver que esta Corporación podría rechazarlo en atención a que dos temas no generaban un consenso adecuado.



En virtud de ello, se llegó a un acuerdo político con el objeto de salvar los tres incisos que sí concitaban una amplia concordancia, el cual consistió en aprobar los cinco incisos, comprometiéndose el Gobierno a enviar un veto supresivo para eliminar los dos que no concitaban una gran coincidencia. Me refiero a la norma sobre áreas silvestres protegidas y a la relativa al Convenio 169.



Y así se ha hecho. 



El día lunes recién pasado se ingresó el veto supresivo con “discusión inmediata” y la Sala de la otra rama legislativa lo aprobó, razón por la cual lo estamos presentando ahora ante el Senado con el mismo propósito.



Eso es todo, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Muchas gracias, señor Ministro.



Tiene la palabra el Senador señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, estamos llegando al final de la tramitación de este cuerpo legal, que fija procedimientos para otorgar concesiones eléctricas, el cual será muy importante, sobre todo en materias de transmisión, para desentrampar uno de los grandes problemas que tiene Chile: el abastecimiento energético.



Por ello, esta es una ley fundamental.



Dicho eso, señor Presidente, debo resaltar que en el Senado se gestó un acuerdo político que permitió avanzar en este ámbito, el cual significaba incorporar dos aspectos que hoy día forman parte del veto supresivo, referidos a cómo regular la consulta indígena antes de la construcción de las obras (artículo 34) y a incorporar el tema medioambiental, como concepto, en los artículos 1º o 2º -si no me equivoco- de la Ley de Concesiones.



Lamentablemente, independiente de lo que vote la Cámara Alta, esos puntos se van a suprimir. 



Sin embargo, soy partidario de respetar los acuerdos políticos. Y si nuestra Corporación incorporó ambos elementos, creo que, más allá de que al final sean desechados, debemos honrar siempre la palabra empeñada, particularmente cuando se trata de acuerdos de esa índole.



Por lo tanto, señor Presidente, estoy por el rechazo del veto supresivo. 



Y reitero: cualquiera que sea el resultado de la votación, tales normas ya no estarán en el texto final de la ley. Pero nosotros tenemos que honrar nuestros compromisos, respetar nuestros acuerdos políticos, por lo cual llamo a mis colegas a rechazar la observación presentada por el Ejecutivo para darle viabilidad al proyecto de ley y que ya fue aprobada por la Cámara Baja el día de ayer.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, deseo reiterar los objetivos de esta iniciativa. 



Como lo plantean sus ideas matrices, los principales propósitos son acortar los plazos y apurar y hacer más fluidos los procedimientos de obtención de concesiones eléctricas. Sin embargo, lo anterior no puede hacerse a costa de atropellar otros derechos ni tampoco otras opciones de uso del territorio.



En primer lugar, si uno revisa los antecedentes del veto, no se puede dejar pasar que se limita la posibilidad de hacer observaciones y oposiciones, como las que dispone la fórmula general, la que queda restringida al máximo: solamente a los dueños de la franja, sin incluir a los vecinos, que también pueden verse fuertemente afectados.



¿Qué abre eso? Un espacio para la judicialización, lo que, a nuestro juicio, no es lo más adecuado.



En segundo término, por la vía de la caución económica se pretende resolver todos los conflictos, aun cuando haya recursos pendientes. Es como si lo económico “la llevara” en todas. Incluso, la caución económica cubriría la demolición de la línea. ¿Pero quién va a recurrir para volver a su condición original un bosque nativo, un escenario, un área turística? Eso es imposible de cubrir económicamente. 



Un tercer punto tiene que ver con el proceso de notificación. El proceso de posesión material de los predios se halla muy al margen de lo que es la norma general. Se habla de hacer uso de la fuerza pública y de descerrajar. Y, si no hay nadie en el predio, se permite dejar un papel, con lo cual la notificación se entiende efectuada y habilitada la posesión material del inmueble.



También está el tema de la divisibilidad, que hay que destacar.



La divisibilidad de las concesiones eléctricas no es procedente porque la Ley sobre Bases Generales del Medio Ambiente la prohíbe. Aquí se autoriza por la vía de la concesión, pero después, para los estudios de impacto ambiental, deberán evaluarse como un todo.



En cuanto al veto supresivo mismo, nos parece una mejor alternativa porque en el fondo vuelve al sistema original del Convenio 169, por medio del cual las consultas deben hacerse en forma previa, fundamentada, de buena fe. 



¿Cuál es el objetivo de la consulta? Conocer el parecer de las comunidades originarias afectadas para influir en las decisiones de trazado. Por lo tanto, la fórmula que se propuso en el acuerdo alcanzado en el sentido de notificar o hacer la consulta inmediatamente antes de que entren a operar las máquinas resulta totalmente extemporánea e inadecuada.



El otro punto que se ha suprimido es el que dice relación con el resguardo de las áreas silvestres protegidas por el Estado. Es natural que así sea. Las leyes, los acuerdos internacionales y las normas son para cumplirlos.



Y, no obstante que el tema estaba incorporado en un artículo meramente declarativo, la propuesta aprobada por la Cámara de Diputados tenía por objeto buscar siempre trazados alternativos o que hicieran menos daño.



Por eso aquel es un tema que quedó pendiente. 



De todas maneras, tal como lo hemos señalado en todo el trámite legislativo, esta no es la palabra final, ya que el proyecto deberá ser revisado por el Tribunal Constitucional en razón de que, a nuestro juicio, hay derechos consagrados en la Carta Fundamental que no están siendo debidamente protegidos por esta normativa legal.



Por las consideraciones anteriores, voto a favor del veto.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, cuando realizamos el debate del proyecto, algunos parlamentarios hicimos ver que su contenido no consideraba materias de interés básico para los pueblos originarios y que, de acuerdo al Convenio 169, Chile se halla obligado a hacer la consulta cuando un proyecto afecte a dichas comunidades. ¡Y qué duda cabe de que una ley que fija procedimientos para otorgar concesiones eléctricas las afecta!



Por lo tanto, la solución para darle viabilidad a esta iniciativa no es mala, aun cuando se suprimen las normas que establecían la realización de la consulta consagrada en el Convenio 169 de la OIT a las comunidades indígenas afectadas -aunque no fuera oportuna- y se avanza en el sentido de que debe aplicarse la norma general para los efectos de obligar a ella cuando se pretenda poner en funcionamiento esta normativa legal.



En consecuencia, señor Presidente, mantengo mi posición de seguir defendiendo el derecho de los pueblos originarios a ser consultados cuando se trate de este tipo de materias. Incluso en la actualidad podemos ver cómo a numerosas comunidades les resulta imposible liberarse del gravamen que el Estado les impuso en un momento determinado cuando ordenó pasar los tendidos eléctricos por sus predios -muchos de los cuales no superan la media hectárea- y las dejó imposibilitadas de desarrollar cualquier emprendimiento en virtud de las limitaciones que establece la ley eléctrica para construir debajo de los tendidos. Naturalmente, nadie les preguntó, nadie las indemnizó, nadie les consultó en su oportunidad, ni mucho menos las compensaron por la manera en que fueron afectadas sus propiedades.



Y ahora este Congreso, otra vez, está aprobando legislaciones sin hacer posible el derecho que les asiste a las comunidades rurales -y hablo no solo por los mapuches, sino también por los pequeños agricultores, los pequeños propietarios, los pequeños campesinos-, que se ven abusadas por una normativa que no contempla la reclamación, la indemnización o el pago oportuno de acuerdo a sus derechos. Alguien señala: “Es que se les va a pagar”. Sí, pero conforme a su tasación. Sin embargo, el valor que tiene esa ubicación, esa tierra para el campesino, más para el mapuche, es impagable. O sea, no se puede valorar, en función del precio de tasación comercial, el derecho que posee el ocupante, particularmente el mapuche, cuando se le dice: “Usted debe irse de aquí; el Estado le va a pagar”. A pesar de la cantidad que se le cancele, igual lo van a erradicar de su emplazamiento.



Por tanto, la consulta debería ser vinculante para los efectos de hacer variar cualquier concesión o trazado que se determine por las tierras de estos pequeños propietarios.



Así que este veto supresivo viene a confirmar la necesidad de aplicar la consulta indígena conforme a cómo establezcamos la norma general. Estamos a la espera de que el Presidente de la República cumpla el compromiso que asumió en enero con los parlamentarios de La Araucanía en orden a enviar, a más tardar el 30 de abril, un proyecto que diga relación, entre otras materias, con la consulta indígena. Y todavía no vemos ni conocemos el contenido de esa iniciativa.



Votaré favorablemente este veto supresivo, porque, en definitiva, permitirá a los pueblos originarios velar por sus derechos.

El señor PIZARRO (Presidente).-  Tiene la palabra la Senadora señora Allende. No se encuentra en la Sala en este momento.



Ofrezco la palabra al Senador señor Frei.

El señor FREI (don Eduardo).- Señor Presidente, anuncio mi rechazo al veto que se nos presenta hoy, por diversas razones.



Una de ellas radica en que ya es casi un lugar común decir que estamos en un escenario de crisis energética y que en los próximos años ella será de mayor grado, por la falta de proyectos, por las dificultades en la transmisión y por el costo que está significando para la economía chilena. Precisamente ayer en un foro de ASIMET se sostenía que hay una caída muy fuerte en la inversión industrial en Chile. Entre otras cosas, hemos visto paralizar proyectos energéticos en este último tiempo. Hemos observado cómo la mayoría de ellos se están yendo a nuestro vecino país de Perú, debido a que el costo de la energía allá equivale a casi un tercio de lo que vale hoy en Chile, etcétera.



Se inició acá una conversación y un acuerdo para avanzar en los distintos proyectos. Este es uno de los más importantes. Después tenemos el de energías renovables (entiendo que hoy se le fijó urgencia de “discusión inmediata” para que lo despachemos). Y también hemos trabajado en el relativo a la interconexión entre el Sistema Interconectado Central y el Sistema Interconectado del Norte Grande.



Yo solo quiero señalar dos cosas.



Por un lado, esta iniciativa vuelve a como estaba cuando ingresó al Congreso. Producto de las conversaciones y del acuerdo político que celebramos con el Ministro, logramos incluir algunas indicaciones para mejorarlo. Pero aquí regresamos al original.



El colega que me antecedió en el uso de la palabra, el Senador Tuma, señalaba que con esto iban a proteger más a los pueblos originarios. Yo creo que los van a proteger menos, clara y rotundamente. Porque se va a aplicar la ley general. Esta iniciativa no decía que no se iba a aplicar el Convenio 169. Igual se va a hacer. Pero se hará como se ha definido siempre: “Esta es la línea”, y a continuación pasa la línea, tal como ha sucedido históricamente en Chile. 


En este proyecto por primera vez incluíamos un acápite especial, en el sentido de que no se puede trazar la línea, iniciar la construcción mientras no se vea, con el trayecto definitivo, por dónde va a pasar y dónde estarán las dificultades, para así proteger particularmente a los pequeños y medianos propietarios. Eso queda absolutamente rechazado.



Lo que quiero decir es que este veto, que se consiguió en la Cámara de Diputados sin respetar el acuerdo que teníamos, no es beneficioso para los pueblos originarios, para materializar los proyectos. Y, en definitiva, volvemos a fojas cero la iniciativa que ingresó el Ejecutivo al Congreso.



Pienso que seguimos sin dar muestras ni señales claras para avanzar en materia energética. Y continuamos pagando los más altos costos del mundo, dilatando los proyectos energéticos. No sé a qué precio iremos a llegar. Esto está significando una caída brutal en las inversiones en Chile; de todo tipo, no solo mineras, sino también industriales y otras.



La idea era buscar un mejor acuerdo para sacar adelante los proyectos.



Estamos discutiendo actualmente la interconexión. Al principio esta fue cuestionada. Hemos celebrado tres sesiones y los hemos escuchado a todos. ¿Qué ha manifestado el 98 por ciento de la gente? Que es bueno llevar adelante la interconexión. Porque hoy se está hablando incluso de interconexión a nivel regional. Y tenemos que prepararnos para eso, considerando que cualquiera de estos proyectos demora 3, 4 o 5 años en desarrollarse.



Por las razones que he explicado, creo que este era un avance. Se perdió una oportunidad de mejorar la posición. Era la primera vez que en una ley sectorial se incluía una definición clara y precisa en el sentido de cómo aplicar el Convenio 169 ya con el proyecto definitivo y no solo en un sentido general. Eso lo perdimos y por ello, respetando también el acuerdo que alcanzamos, rechazaré el veto.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Allende.

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, no entraré en detalles, porque esta iniciativa la discutimos amplia y latamente en la Comisión y en la Sala.



Quiero ser explícita otra vez en cuanto a que fui parte del acuerdo y considero importante haberlo alcanzado. Y tengo la absoluta convicción de su relevancia, con una mirada de país.



Creo que Chile tiene tremendas carencias. Como ya lo he mencionado, no posee autonomía energética, le falta una matriz diversificada, depende -es muy vulnerable en esto- de las importaciones de fósiles, que además de ser caros son contaminantes. Vivimos serios problemas cuando se cortó el gas desde Argentina. Empezamos a carbonizar la matriz. Y hemos luchado mucho por tratar de abrir un espacio, derribar barreras y lograr que penetren más energías renovables.



Este proyecto forma parte de acuerdos mayores que hemos alcanzado a conciencia, mirando la situación del país. Hoy día, como mencionaba el Senador Frei, por desgracia tenemos una energía extremadamente cara, que nos está afectando.



La presente iniciativa forma parte de una tríada, por llamarla así.



De esta manera, nos interesa, por un lado, sacar adelante este proyecto, que facilita las tramitaciones para obtener las concesiones. Por otra parte, se encuentra el relativo a la interconexión, considerado extraordinariamente importante para aprovechar las potencialidades que pueden existir entre dos sistemas que hoy no se conectan. Con ello, las vulnerabilidades de uno se podrían suplir con las fortalezas del otro. Creo que esto nos hace mucha falta, y deberíamos haber empezado antes. Finalmente, está el compromiso que adquirió el Gobierno con nosotros: el proyecto llamado “20/25”. En verdad, el originalmente aprobado en nuestra Comisión era 20/20, esto es, que al año 2020 hubiera un 20 por ciento de energías renovables. Lamentablemente, la realidad nos muestra que no será posible. Y, en definitiva, hemos acordado que el plazo sea el 2025. Pero la idea es que ese año lleguemos a un 20 por ciento de producción más limpia, que se diversifique nuestra matriz, que se permita el acceso…



Perdón, señor Presidente. Me resulta superdifícil hablar. Le ruego que me ayude, porque hay colegas de pie, todos encantados, pero es imposible intervenir así. 


Señor Presidente, usted está tan distraído como mis colegas, pero le ruego que me ayude a que tengamos respeto en la Sala, porque es imposible hablar de esta manera.



--(Aplausos en tribunas).



Señalaba que hay una tríada de proyectos: concesiones, interconexión y energías renovables (20/25).



Reitero que esto fue parte de un acuerdo.



Yo entiendo que el Gobierno, viendo que no tendría los votos, plantea un acuerdo político -llamémoslo así- con las diferentes bancadas en la Cámara de Diputados, donde cambia los dos aspectos mencionados acá, que tienen que ver con la consulta a los pueblos originarios, por un lado, y con las áreas silvestres protegidas, por el otro.



A diferencia de lo que algunos señores Senadores han manifestado, haberlos puesto de manera exacta y explícita, sectorialmente, en un proyecto como el que nos ocupa, nos reafirmaba la necesidad de imposibilitar el saltarse esa consulta cuando ya se tuviera el trazado, y antes de la construcción. 



Es una materia extremadamente importante, porque, aunque suele mencionarse la consulta, al final, esta se desvanece. Y lo más probable es que o no se lleve a cabo o que se la realice parcialmente. Aquí teníamos la garantía de que no era posible construir la concesión, una vez que se tuviera claridad acerca del trazado, ya pasada la fase provisional, si no se había efectuado la consulta. Por eso defendimos las indicaciones presentadas en la Comisión de Minería y Energía.



Por otro lado, de acuerdo a la Convención de Washington también debíamos atenernos al resguardo de las áreas silvestres protegidas. Y eso lo considerábamos suficiente.



Entiendo que el Gobierno buscó este acuerdo para sacar el proyecto adelante, aunque yo prefería el texto original. En las circunstancias actuales, no me convence, pero entiendo la actitud del Ejecutivo y no vamos a ser un obstáculo. Además, no tendríamos ni siquiera los votos para ello, porque para insistir ante un veto supresivo se requiere un altísimo quórum. Alguna vez cambiaremos tales exigencias, a las cuales por ahora estamos amarrados.



Con claridad debo decir que lamento que el acuerdo a que se llegó no me represente exactamente, en la medida en que consideraba que antes quedaba más asegurado -y no menos- lo relativo a la consulta a los pueblos originarios. 



En cuanto a las áreas silvestres protegidas, estimo que Chile debía atenerse al compromiso internacional, que en este caso es la Convención de Washington.



Reitero que entiendo la actitud del Gobierno; pero lo importante es que hoy día el país cuente con proyectos sobre concesiones eléctricas, interconexión de sistemas eléctricos independientes y energías renovables 20/25.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Girardi.

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, lo que hace el presente proyecto -lo hemos discutido largamente- es precarizar absolutamente los derechos de las comunidades, de los pueblos originarios y todo lo relacionado con áreas silvestres protegidas, las que estarán cautivas y serán rehenes de otros intereses. 



Hay estándares de protección y tratados internacionales que amparan a las comunidades indígenas, al bosque nativo y velan por las áreas silvestres protegidas.



La ley en proyecto busca un traje a la medida para el desarrollo de actividades económicas.



Todos entendemos que en Chile tienen que desarrollarse las energías, fundamentalmente las renovables. Si no ha sido así es porque la política neoliberal imperante se halla centrada solo en la rentabilidad, en la concentración, en los monopolios y en la instalación de grandes centrales termoeléctricas.



Nuestro país, pese a contar con los mayores recursos en energías renovables -el desierto más irradiado, el 10 por ciento de las reservas planetarias geotérmicas y los recursos mareomotrices mejor calificados a nivel global- no posee ni siquiera un proyecto piloto al respecto. 



Cuando se sabe que las energías del futuro serán las renovables, sobre el particular, seguimos como en la Edad Media, porque las decisiones de desarrollo energético -que tienen que ver con la estrategia país y con la sociedad en que vivimos- son rehenes y prisioneras de intereses económicos, porque se resuelven en las oficinas de las empresas, las que siempre van a priorizar sus intereses de corto plazo, a los que nos vemos sometidos. Son las que gobiernan nuestra política energética. 



No hay una política de Estado ni un diseño estratégico. Tampoco el Ministro Bunster ha obtenido apoyo para implementar esa política energética. 



Entonces lo que hay acá es la definición de un conjunto de instrumentos de política nacional vacíos, como esta futura ley de concesiones. Porque ella no responde a una política integral, ni al desafío de país; en definitiva, no se sabe hacia dónde van dirigidos los incentivos. 



Todos vimos cómo se aprobó Castilla, un proyecto vergonzoso, corrupto y fraudulento. Tuvo que ser reparado por los tribunales de justicia, porque la Comisión Nacional del Medio Ambiente permitió que se gestara el fraude a vista y paciencia de todos los chilenos. Hemos sido testigos de cómo en el país se acogen iniciativas en función de intereses que nunca se debieran aceptar, como en el caso en análisis.



Entonces, evidentemente, a uno le asiste el derecho a suspicacias. 



Yo solo voy a aprobar iniciativas como esta cuando tenga claro a quiénes están sirviendo: si al interés nacional o al de una minoría, a grupos muy poderosos en Chile y que quieren hacer pasar políticas -entre comillas- presentadas con una dimensión altruista, cuando lo único que persiguen es favorecer sus propios intereses.



En nuestra sociedad todos sabemos que hay un resguardo excesivamente precario respecto de bienes públicos vinculados con el bien común de los chilenos, como son las áreas silvestres protegidas, y los relacionados con las comunidades indígenas.



Por lo tanto, evidentemente genera controversia el desarrollo de proyectos que solo implican deteriorar, agravar o menoscabar lo que debiera ser un patrimonio por resguardar.



En términos simbólicos, voy a votar en contra del veto supresivo. Estoy por un marco donde la sociedad se haga cargo de la política energética; donde haya un debate claro y abierto a la sociedad, en que tengamos especificado hacia dónde se está enfocando esto, en términos de la generación distribuida; en que nos preocupemos de que el mundo va a cambiar: en diez años los automóviles serán eléctricos, todas las casas tendrán sistemas fotovoltaicos o termosolares; de que viene un mundo colaborativo, en el cual deberemos ayudar porque todos vamos a producir energía y a consumirla desde una red comunitaria y solidaria. Cuando haya precisión acerca de hacia dónde vamos y de que necesitaremos ramales transversales y no solamente sistemas verticales como lo que estamos haciendo, evidentemente, a mi juicio, la discusión será en otros términos. Pero hacerla en el marco y en el contexto actual lo único que hace es precarizar algunos bienes públicos que debiéramos resguardar y ciertos patrimonios culturales que tenemos que proteger. Tal vez los “avances” de esta iniciativa hagan más inestables esos elementos patrimoniales, los cuales, si bien muchas veces son intangibles, debiéramos preservar con mucha más fuerza de la que estamos usando ahora.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Quintana.

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, una de las exigencias que impone la ciudadanía a quienes detentamos cargos de responsabilidad política es actuar con la más absoluta transparencia. Y en debates de esta naturaleza deben ponerse todas las cartas sobre la mesa. A la hora de legislar,  debemos saber, efectivamente, lo que ocurre: que el debate político sea sobre deliberación de los asuntos públicos, en donde las posiciones partidarias expresen nítidamente cuáles son los intereses políticos y económicos en juego.



Estimo que lo anterior, que debe ser un principio para cualquier Congreso en el mundo, queda completamente desdibujado con el acuerdo alcanzado en las últimas horas en la Cámara de Diputados. Y quiero manifestar que no soy parte de ningún acuerdo, ni tampoco del proyecto original, que buscaba una vía rápida para favorecer este sistema de concesiones eléctricas. 



Particularmente las comunidades indígenas -especialmente en resguardo de nuestra biodiversidad y de las áreas silvestres protegidas- han dado una dura lucha contra quienes están en la defensa de esos intereses, los cuales han sido puestos sobre la mesa del debate en todo instante. Y con los Senadores Gómez, Navarro, Girardi, Horvath y Tuma lo hemos planteado con total claridad. 



Pero este acuerdo al que llega la Cámara de Diputados nos pone en el peor de los mundos. Si lo que teníamos era precario y frágil para la defensa del medio ambiente y de las comunidades indígenas, esto nos coloca -insisto- claramente en el peor de los mundos. 



Concuerdo con el planteamiento formulado por el Senador Frei: aquí sí que queda desprotegido el ámbito indígena. Porque lo que vamos a tener es un ejército de juristas al servicio de las grandes transnacionales, que van a alegar en los tribunales que, habiendo sido eliminada la referencia a la consulta indígena del proceso concesional eléctrico, la ley, en la práctica, habrá creado un sistema de excepción que la evitará. Y ello dará lugar a la posibilidad de concertar acuerdos reparatorios con la finalidad de acelerar los procesos concesionales eléctricos, como lo hemos venido sosteniendo en las distintas sesiones en que se ha debatido el presente proyecto.



A mi juicio, al mutilar la iniciativa, al alterar el acuerdo mayoritario del Senado y de la Comisión Mixta, del cual no fui parte, y el retiro de la referencia al Convenio N° 169, por un lado, y la intangibilidad de las áreas silvestres protegidas, por otro, no solamente restringen la iniciativa, sino además, estos temas, que han sido más controversiales, no van a tener salida ni protección por esta vía. Y, como sabemos que tampoco hay actualmente una ley de consulta indígena -y no va a existir, pese a que Senadores de distintos partidos, transversalmente, le hemos planteado al Gobierno la necesidad de avanzar en esa línea ahora, incluso en los próximos meses-, los pueblos originarios van a quedar en el peor de los mundos. 



La defensa de los intereses de la biodiversidad queda, también, en pésimas condiciones, porque, para sincerar las cosas, el proyecto en debate nunca planteó otras opciones de energías renovables, como la solar, la mareomotriz o la geotermia, que se menciona como si fuera poesía. En la Región de la Araucanía, que represento, ya están muy avanzadas las primeras perforaciones de geotermia, concretamente en Curacautín.



Entonces, abrirse a las energías renovables -por ejemplo, en el desierto más irradiado del mundo- es una opción que el Gobierno no ha querido ver en este acuerdo, el que yo hubiese esperado que incluyera todas las posibilidades.



Por lo tanto, no voy a concurrir con mi voto favorable. Como no participé en el acuerdo original, mucho menos lo haré en el actual, que debilita y precariza aun más las posibilidades de defensa de las comunidades indígenas y el mundo de la biodiversidad.



Votaré en contra.

El señor PIZARRO (Presidente).- En votación la observación de Su Excelencia el Presidente de la República.



--(Durante la votación). 

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Orpis, para fundamentar su voto.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, quiero hacerme cargo de algunos de los planteamientos formulados aquí.



En primer término, me gustaría destacar que el acuerdo político a que hemos llegado es visionario. Porque la Ley de Concesiones desentrampa uno de los grandes problemas que enfrenta Chile y que tiene que ver particularmente con él. Pero, al aprobar y acelerar esa iniciativa, el acuerdo está absolutamente condicionado a acoger el proyecto “20/25”, gracias al cual nuestro país va a pasar a ser líder en Latinoamérica por el porcentaje de energías renovables que tendrá en su matriz.



Quiero agregar un segundo elemento. La Ley de Concesiones no es para los grandes. Los que más se van a beneficiar son los pequeños y las propias energías renovables no convencionales. Si hay un tipo de energía que muchas veces se encuentra lejos de los troncales son estas últimas. Por lo tanto, facilitar la servidumbre para esas energías alejadas de los troncales -el sol, el viento-, implica promoverlas.



Por eso, este acuerdo evidencia visión. Hemos condicionado una cosa con otra. Estamos en el tema de la interconexión. 



También me gustaría despejar otro asunto: aun cuando nos hubiese gustado incorporar en este articulado lo relativo a la consulta indígena, quiero ser categórico en que, para efectos de llevar a cabo ciertos proyectos, aquella no se puede omitir. Siempre operan dos procesos: el concesional, que consiste en el otorgamiento de la servidumbre, y la aprobación ambiental. Ningún proyecto se puede iniciar sin esta última. Y ella requiere la consulta indígena. Tampoco esta se va a omitir a la hora de desarrollar un proyecto eléctrico.



En materia de áreas silvestres protegidas, nos vamos a regir por la legislación actual. Por eso queríamos hacer expresa referencia a ese punto. 



Nos habría gustado incorporar estos temas en leyes sectoriales. Pero no porque no se hayan incorporado se van a omitir tales procesos, particularmente el de la consulta indígena.



Señor Presidente, esto lo hemos tomado con mucha convicción. Y me gustaría que en esta misma sesión -al proyecto se le acaba de poner “discusión inmediata”- aprobáramos la iniciativa “20/25”, de tal manera que despachemos también esta.



Esos son acuerdos contundentes, robustos, que miran la integralidad del sistema eléctrico, en el que Chile tiene un gran potencial en materia de energías renovables no convencionales. 



Ojalá decidiéramos unánimemente que después de este proyecto se vea el de energías renovables no convencionales, conocido como “20/25”.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Rossi, para fundamentar el voto.

El señor ROSSI.- Señor Presidente, pasa que no ha quedado suficientemente claro en esta discusión algo bien de fondo: si algunos de nosotros planteamos observaciones respecto de esta iniciativa en sesiones anteriores, no fue con el ánimo de obstaculizar la inversión en proyectos eléctricos -todos entendemos la importancia del problema energético en el país- y, menos, porque estuviésemos en contra del fomento de las energías renovables no convencionales planteado por  el Senador señor Orpis. 



Es más, en la Cámara Baja, con algunos Diputados que ya no lo son, los señores Encina y Leal, presentamos un proyecto que ya es ley.



Nosotros hemos hecho dos planteamientos, uno de ellos respecto del momento de la consulta indígena. Es fundamental respetar el Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo. Y, por otro lado, también nos referimos a las áreas silvestres protegidas, porque, en la práctica, en diversos Gobiernos -no solo en este- se han intervenido parques nacionales, reservas y monumentos naturales.



El problema que me presenta a mí votar a favor de este veto es que todos sabemos que muchos estudios de abogados surgen cuando hay plata de por medio. Y aquí perfectamente podría ocurrir que en los tribunales de justicia, habiéndose eliminado la referencia a la consulta indígena del proceso concesionario eléctrico, se entendiera que la ley estaría creando un sistema de excepción que evita la consulta, pudiéndose por esa vía concertar acuerdos reparatorios. Obviamente esto no es lo que estamos buscando.



O sea, de aprobar el veto, nos estaríamos quedando en el peor de los mundos. Por eso, voy a votar en contra, al igual que harán, al parecer, otros colegas.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Sabag, para fundamentar su voto.

El señor SABAG.- Señor Presidente, no cabe duda de que todos estamos interesados en que este proyecto pueda concretarse, pero, en nuestro parecer, el acuerdo a que se llegó en el Senado era el adecuado. Porque en él se daba eficacia y se buscaba una salida al Convenio 169 de la OIT, además de abordarse  lo relativo a las áreas silvestres protegidas, que tenían también un destino claro que cumplir para sacar adelante los proyectos eléctricos. Estos nos interesan a todos; pero, evidentemente, los compromisos con el pueblo mapuche y con los organismos internacionales deben ser respetados.



Aquí hemos escuchado a Senadores que, como el que habla, son grandes partidarios del desarrollo de la energía eléctrica. Yo sigo abogando por que en esta materia haya un gran acuerdo nacional, pues, de aquí a pocos años, vamos a estar en serias dificultades. Y lo que aprobamos últimamente, a mi juicio,  tiende a ir mejorando este aspecto, en la idea de llegar a tener, ojalá, un abastecimiento eléctrico no contaminante y que permita el desarrollo de Chile. De esa forma, las empresas no irán a otros países donde pagan 25 o 30 dólares por el megawatt en lugar de los casi 280 dólares que cancelan en Chile, lo que hace que sus productos queden fuera de competencia.



No obstante, me quedo con el acuerdo del Senado.



Voy a votar en contra del veto, porque los tratados internacionales deben respetarse y porque es preciso dar una señal clara al mundo mapuche de que nosotros estamos por proteger sus derechos.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación. 



--Se rechaza la observación de Su Excelencia el Presidente de la República (17 votos contra 8).


Votaron por la negativa la señora Allende y los señores Coloma, Escalona, Frei (don Eduardo), Girardi, Gómez, Kuschel, Lagos, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Letelier, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Quintana, Rossi y Sabag.


Votaron por la afirmativa las señoras Pérez (doña Lily) y Von Baer y los señores Chahuán, Espina, García-Huidobro, Horvath, Novoa y Uriarte.
El señor PIZARRO (Presidente).- No es necesario votar la insistencia, porque la Cámara ya aprobó el veto; y se requiere la aprobación de ambas Corporaciones, por los dos tercios de sus miembros en ejercicio.

)----------------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- En este momento ha llegado a la Mesa una moción de los Senadores señores Espina, Larraín Peña, Rossi, Tuma y Walker (don Patricio), con la que inician un proyecto de reforma constitucional en materia de integración de la Cámara de Diputados (boletín N° 9.078-07). (Véase en los Anexos, documento 9).


--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.
El señor PIZARRO (Presidente).- El señor Presidente de la Comisión de Constitución ha informado a la Mesa que esta iniciativa será tratada en su seno en la sesión del próximo martes en la mañana. Y entiendo que se espera despacharla en esa oportunidad para poder analizarla después en la Sala, ojalá, el martes o miércoles de esa semana.

AUMENTO DE PENA A DELITO DE MANEJO EN ESTADO DE EBRIEDAD CON RESULTADO DE MUERTE O DE LESIONES GRAVÍSIMAS
El señor PIZARRO (Presidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el decreto con fuerza de ley N° 1, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.290, de Tránsito, y sus modificaciones posteriores, en sus artículos 196 y 197, referidos al delito de manejo en estado de ebriedad, causando lesiones gravísimas o con resultado de muerte, con segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y urgencia calificada de “suma”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (8813-15) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 11ª, en 10 de abril de 2013.



Informes de Comisión:



Transportes y Telecomunicaciones: sesión 20ª, en 7 de mayo de 2013.



Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento: sesión 30ª, en 12 de junio de 2013.



Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento (segundo): sesión 49ª, en 27 de agosto de 2013.



Discusión:



Sesión 32ª, en 18 de junio de 2013 (se aprueba en general).

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La iniciativa fue aprobada en general en sesión de 18 de junio de este año.



La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento deja constancia, para los efectos reglamentarios, de que el artículo 2° permanente y el artículo transitorio del proyecto no fueron objeto ni de indicaciones ni de modificaciones, por lo que deben darse por aprobados, salvo que algún señor Senador, con el acuerdo unánime de los presentes, solicite su votación o discusión.


--Se aprueban reglamentariamente.
El señor LABBÉ (Secretario General).- La Comisión rechazó las tres indicaciones que se presentaron, por lo que no efectuó enmiendas al proyecto acogido en general.



Sus Señorías tienen en sus escritorios un boletín comparado, que transcribe las indicaciones formuladas por los señores Senadores y el contenido tentativo de las disposiciones legales vigentes si se mantuviera el texto aprobado en general.



Ahora bien, cabe hacer presente que se han renovado dos indicaciones. La primera es la N° 3, del Honorable señor Espina y otros señores Senadores; y la segunda es la N° 1, del Honorable señor  Chahuán y otros señores Senadores.



La indicación renovada número 3, de los Senadores señores Espina, señoras Von Baer y Lily Pérez y señores Horvath, Cantero, Uriarte, Pérez Varela, Sabag y García, propone agregar al artículo 196 de la Ley N° 18.290, de Tránsito, el siguiente inciso cuarto:



“La pena prevista en el inciso anterior se aplicará en su grado máximo, en los casos en que el delito fuere cometido por un conductor que se encuentre en alguna de las siguientes circunstancias:



“1° Cuyo nivel de alcohol presente en el flujo sanguíneo, al momento de los hechos, haya sido igual o superior a 1,2 gramos por mil de alcohol en la sangre o en el organismo, o cuando la conducción, operación o desempeño fueren ejecutados en estado de ebriedad y bajo la influencia de sustancias estupefacientes o sicotrópicas.



“2° Que haya sobrepasado en 30 kilómetros por hora o más la velocidad máxima autorizada en el lugar de comisión del hecho.


“3° Que hubiera sido condenado o se encontrare actualmente sujeto a una suspensión condicional del procedimiento por alguno de los delitos establecidos en el artículo 196 de esta ley. Estas circunstancias no se tomarán en cuenta después de tres años, contados desde la fecha en que quedó firme la resolución o sentencia que la decreta.



“4° Que no fuera titular del permiso de conducir exigido por la ley o su permiso hubiera sido anulado, suspendido o retenido.



“5° Cuya profesión u oficio consista en el transporte de personas o bienes y el delito haya sido cometido en el ejercicio de sus funciones.”.



Por su parte, la indicación renovada N° 1 sustituye el inciso tercero del artículo 196 de la Ley N° 18.290, de Tránsito, por los siguientes incisos tercero y cuarto, nuevos:



“Si se causaren algunas de las lesiones indicadas en el artículo 397 N° 1 del Código Penal, se impondrá la pena de presidio menor en su grado máximo a presidio mayor en su grado mínimo y multa de ocho a veinte unidades tributarias mensuales.



“Si a consecuencia de dicha conducción en estado de ebriedad, se causare la muerte de una o más personas, se impondrá la pena de presidio mayor en su grado mínimo y multa de quince a treinta unidades tributarias mensuales. En ambos casos, se impondrá además la pena de inhabilitación perpetua para conducir vehículos de tracción mecánica.”.
El señor PIZARRO (Presidente).- En discusión particular el proyecto.



Vamos a debatir la indicación renovada N° 3, del Honorable señor Espina, que leyó el señor Secretario.

El señor ROSSI.- Pido la palabra para un punto de Reglamento.

El señor PIZARRO (Presidente).- Puede hacer uso de ella, señor Senador.

El señor ROSSI.- Señor Presidente, tengo una duda.



Como vamos a discutir primero la indicación del Senador Espina, ¿qué pasará si se aprueba? ¿La otra quedará rechazada por ser incompatible?



Es importante tenerlo claro.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Escalona.

El señor ESCALONA.- En el mismo sentido de lo expresado por el Honorable señor Rossi, entiendo que el orden lógico sería tratar primero la indicación renovada que el Secretario ha presentado como “la indicación Chahuán”.



De lo contrario, ocurriría lo que señala el Senador Rossi, que sería una situación incongruente.
El señor PIZARRO (Presidente).- Su Señoría, ocurre que, conforme a la estimación de la Secretaría, la indicación que figura con el nombre del Honorable señor Espina -varios señores Senadores la suscriben- es más amplia que la del Honorable señor Chahuán.



En efecto, si se aprobara la primera, habría que dar por rechazada la segunda.



Por esa razón la veríamos en primer lugar.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, pido la palabra para un asunto reglamentario.

El señor PIZARRO (Presidente).- Puede intervenir, Su Señoría.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, no conocía la argumentación de que una indicación es más amplia que otra. Ese juicio tiene que emitirlo la Sala. Permítaseme discrepar de la interpretación de la Secretaría, porque en este caso hay que pronunciarse sobre la pena. Y si se rechazara la pena contenida en la indicación del Senador Chahuán, naturalmente correspondería debatir la indicación presentada por el Senador Espina, pero no porque una sea más o menos amplia que la otra.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Espina para un punto de Reglamento.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, el distinguido Senador Escalona está en un error, porque mi indicación dice relación con dos delitos: con el de homicidio y con el de provocar lesiones graves gravísimas. Y la indicación presentada por el Honorable colega Chahuán se refiere únicamente a quien comete el delito de accidente con resultado de muerte.



Por lo tanto, lo razonable es considerar la indicación que abarque un número mayor de infracciones legales.



Yo no solo estoy aludiendo a quien, producto de conducir en estado de ebriedad, mata a alguien, sino también a quien ocasiona lesiones graves gravísimas a una persona, que significan dejarla demente, impotente, con un miembro importante menos o impedida de trabajar por el resto de su vida.



En consecuencia, desde tal perspectiva, mi indicación contempla situaciones más amplias que la otra.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, no hay inconveniente alguno en que la Mesa resuelva…

El señor PIZARRO (Presidente).- ¡De todas maneras vamos a resolver…! ¡Le agradezco su confianza, Su Señoría…!

El señor CHAHUÁN.-… que se discuta primero la indicación del Senador Espina.

El señor PIZARRO (Presidente).- Efectivamente, se va a tratar en primer lugar la indicación número 3.



Con el fin de que la Sala lo tenga claro, la Comisión de Constitución aprobó el proyecto en general y rechazó las tres indicaciones que se presentaron, dos de las cuales fueron renovadas acá, en la Sala.



Ahora, si esas indicaciones se votan en contra aquí, independiente de cual se analice primero, lo que procede es aprobar el informe de la Comisión. Y si se acoge la indicación del Senador Espina, obviamente se cae la otra. Por eso la pusimos en el primer lugar de la discusión.



Tiene la palabra el Honorable señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Permítame insistir, señor Presidente: la indicación del Senador Chahuán establece una pena diferente respecto del delito a que apunta la idea matriz del proyecto. En efecto, ella contempla una sanción superior a la propuesta por el Senador Espina en su indicación. de ahí que no puede desecharse por la vía de la deducción. 



Por consiguiente, la Sala debe pronunciarse expresamente sobre esa otra indicación.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, el Senador Escalona se equivoca desde el punto de vista penal.

El señor ESCALONA.- No estoy equivocado.

El señor ESPINA.- La pena se mantiene…

El señor PIZARRO (Presidente).- Si el Honorable señor Espina quiere intervenir, puede solicitarlo.

El señor ESPINA.- Así se lo pido, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, no logro entender el debate, porque si alguien quiere votar en contra de la indicación que hemos presentado puede hacerlo. No obstante, yo pretendo persuadirlos a todos ustedes con mis mejores argumentos.



Sobre el particular, debo señalar que la indicación que hemos formulado consigna una sanción drástica y que la idea matriz del proyecto que aprobó el Senado se relaciona con una pena de 3 años y un día a 10 años de presidio. Y no pretendo que esta sanción desaparezca, solo estoy argumentando que existen ciertas hipótesis graves conforme a las cuales la pena debe ser de 5 años y un día a 10 diez años, e incluyo algo que no figura en la otra indicación: que la sanción no solo deba aplicarse al culpable de un accidente cuando haya resultado de muerte, sino también cuando se ocasionen lesiones graves gravísimas.



Por lo tanto, es evidente que mi indicación, que está avalada por otros nueve señores Senadores, es más amplia desde el punto de vista de la sanción y desde la perspectiva de las conductas criminales que establece.



Entonces, no entiendo cuál es el fondo del asunto si la idea matriz del proyecto que aprobó en general el Senado se vincula con una pena de 3 años y un día a 10 diez años, y nuestra indicación la eleva. O sea, la sanción que proponemos es mayor a la que se contempla.



En consecuencia, no sé cuál es la razón de que no se pueda discutir en primer lugar. 



Mi interés es poder debatir mi indicación, y si alguien quiere rechazarla está en su derecho. Entre paréntesis, no es solo mía, sino que hoy la hicieron suya otros nueve señores Senadores, y pretendo persuadir a Sus Señorías -he hablado con varios- porque creo que hay buenos fundamentos para aprobarla.



Eso es todo, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Hernán Larraín para referirse a un aspecto reglamentario.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, la verdad es que este tema no es fácil, por cuanto, en rigor, ambas indicaciones son excluyentes: o se aprueba una o se acoge otra. De modo que no es simple decidir cuál debe votarse en primer término, pues son distintas: una es más dura que la otra, por así decirlo.



Sin embargo, es preciso adoptar una decisión.



Quizás podría pensarse, primero, en resolver si se va a aprobar o no alguna de esas indicaciones; y luego, si el criterio de la Sala fuera acoger una de ellas, proceder a votarla. De otra manera, no veo cómo zanjar esta discusión.

El señor PIZARRO (Presidente).- Otra fórmula, señor Senador, sería pronunciarnos nuevamente sobre el informe de la Comisión, y si este se aprobara, dar por rechazadas las indicaciones renovadas. Pero ello no lo podemos hacer reglamentariamente…

El señor LARRAÍN.- No, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).-… porque tenemos la obligación de discutir las indicaciones renovadas.

El señor LARRAÍN.- Así es.

El señor PIZARRO (Presidente).- De ahí que se lo estoy diciendo, Su Señoría. Sigo el mismo razonamiento suyo: no veo otra salida. La única posibilidad que tenemos es analizar las indicaciones una a una, para lo cual se ha resuelto ver en primer lugar la formulada por el Honorable señor Espina y otros señores Senadores, que fue la que se presentó primero y, en opinión nuestra, es más amplia.



Ahora bien, tal vez tendremos que votar las dos, porque si ella se rechazara, habría que pronunciarse sobre la otra indicación. Y de votarse en contra ambas, se aprobaría lo propuesto por la Comisión de Constitución.



Ese es el procedimiento.

El señor LARRAÍN.- Bueno, ese es un procedimiento, señor Presidente. Yo tomaría otro, pero usted es el que decide.

El señor PIZARRO (Presidente).- Entonces, se analizará la indicación renovada número 3, que viene firmada, entre otros, por el Senador señor Espina.



En discusión.



Ofrezco la palabra.



Tiene la palabra el Honorable señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, quiero hacer mis mejores esfuerzos para persuadir a las distinguidas colegas y los distinguidos colegas a aprobar esta indicación, que cuenta con el apoyo de diez Senadores. Y espero que -conforme a lo que se me ha expresado- pueda convencer a varios más en este debate.



Primero, me voy a referir a cuál es la penalidad actual contemplada para este delito; segundo, a lo que cambió el Senado; tercero, a la modificación que esta indicación propone, y cuarto, al grado de culpabilidad en el accidente de la persona a la cual se le aplicará este tipo de sanciones.



En primer término, deseo expresar que en cuanto a la penalidad que existe hoy día nuestra legislación establece que si una persona que conduce en estado de ebriedad provoca solo lesiones materiales o de carácter leve, lo que significa una incapacidad inferior a siete días, o no ocasiona daños, se le aplica una sanción de 61 a 540 días de presidio, más una multa y la suspensión de su licencia de conductor, comenzando por dos años y terminando con quistársela para siempre si hay una tercera reincidencia.



Luego hay una segunda situación: ¿qué ocurre si alguien que maneja en estado de ebriedad produce lesiones graves o menos graves, o sea, de mayor nivel, de mayor envergadura? En este caso, la pena va de 541 días a 3 años de cárcel. Y si se trata de lesiones que impliquen que el afectado quede con incapacidad o imposibilitado para trabajar por menos de 30 días, se agrega la suspensión de la licencia por 36 meses y, en algunas hipótesis de reincidencia, ella se quita automáticamente a perpetuidad.



En seguida, existe un tercera situación, cual es que el conductor del vehículo produzca un accidente que ocasione lesiones graves gravísimas, las cuales, según el Código Penal, son aquellas que dejan a una persona demente, con un miembro importante de su cuerpo incapacitado o impedida de trabajar de por vida. Ahí la sanción va de 3 años y un día a 5 años.



Esa es la graduación de la penalidad en nuestro país: de 61 a 540 días de presidio; de 540 días a 3 años, y de 3 años y un día a 5 años de cárcel.



La Comisión de Constitución del Senado, en su primer informe, estableció una pena que eleva el techo cuando hay resultado de muerte y lesiones graves gravísimas.



En efecto, la sanción que hoy día va de 3 años y un día a 5 años se subió a la que va de 3 años y un día a 10 años, aumentando, por tanto, su rango.



Por su parte, nosotros hemos presentado una indicación que contempla seis hipótesis. Así, se dispone que cuando el nivel de imprudencia, la acción realizada por la persona que comete el delito sea de determinada magnitud, la pena no se inicie en 3 años y un día para llegar a 10 años, sino que comience desde los 5 años y un día hasta alcanzar los 10 años, lo que corresponde al grado superior de la pena.



Es del caso señalar que estamos en presencia de un delito en que se requiere ser culpable del accidente. Por ejemplo, si una persona que conduce un vehículo en estado de ebriedad es chocada por atrás -o sea, no tiene ninguna injerencia en el accidente- y a raíz de ello un tercero resulta muerto o sufre lesiones graves gravísimas, será condenada por manejar en tales condiciones; pero el responsable de la colisión será quien causó el deceso o las lesiones graves gravísimas del tercero.



Ese principio quedó claramente establecido en el debate de la Comisión de Constitución y fue materia de controversia en el primer informe.


Considero superimportante despejar el punto, señor Presidente, que no estaba claro en la discusión general. Porque aquí no se trata de que el solo hecho de que una persona conduzca en estado de ebriedad determina finalmente su responsabilidad en un accidente con resultado de muerte o de lesiones, aunque sea inocente en él. Su culpa se limita al manejo en estado de ebriedad; entonces, será sancionada por esa conducta, no por el resultado de muerte o de lesiones, que no pretendió ni provocó.



¿Qué propone nuestra indicación renovada?



Dice: “Está bien lo que hizo el Senado: 3 años y un día a 10. Pero hay determinadas circunstancias en que la conducta de la persona es de tal magnitud culpable y alevosa que merece una pena superior”.


¿Y cuáles son esas circunstancias?


Las describiré en forma breve, si el señor Presidente me lo permite.



Se trata de circunstancias individuales, separadas.


En primer lugar, cuando la persona no conduce con 0,8 sino con 1,2 gramos por mil de alcohol, o sea, con 50 por ciento más de lo que la ley dispone.



En dos minutos más termino, señor Presidente. Le solicito que tenga la gentileza de concedérmelos.

El señor PIZARRO (Presidente).- No pierda tiempo, señor Senador: mejor, aprovéchelo.

El señor ESPINA.- Okay.



Entonces, si la persona va con 1,2 gramos, la pena comienza en 5 años y un día y llega a 10.



En seguida, cuando el culpable supera en 30 kilómetros por hora o más la velocidad permitida donde tiene lugar el hecho. O sea, no solo conduce en estado de ebriedad, sino que además va a velocidad excesiva, lo que agrega a su conducta un reproche social mayor.



A continuación, cuando el conductor ha sido objeto antes de una suspensión condicional del procedimiento por igual ilícito. Es decir, cometió anteriormente el mismo delito; se le suspende el procedimiento, y, no obstante eso, vuelve a perpetrarlo.



Luego, cuando la persona no tiene permiso para manejar o este se halla anulado o suspendido, lo que presume un reparo mucho mayor, por la irresponsabilidad de su conducta.



Y, finalmente, cuando se trata de un chofer profesional.



Señor Presidente, esas circunstancias agravantes de la responsabilidad son similares a las que nuestra legislación prevé en el caso del homicidio.


En Chile hay homicidio simple y homicidio calificado. El simple tiene una pena de 5 años y un día a 15, y el calificado, una de 10 años y un día a presidio perpetuo. ¿Y por qué? Porque se dice que a la figura normal que es matar a alguien se le agrega una penalidad mayor cuando el ilícito se perpetra con alevosía, con premeditación. Y en este caso la conducta, obviamente, merece un reproche social.



Señor Presidente, debo puntualizar que, con esta legislación, en el caso de la menor Emilia Silva la pena habría sido de 5 años y un día hacia arriba.



Y termino argumentando algo muy breve.


Sostener que no podemos legislar por un caso especial envuelve un tremendo error. Nosotros no somos técnicos: somos políticos, y legislamos cuando la evidencia nos dice que se cometen situaciones a todas luces injustas. Y acabamos de conocer un fallo absolutamente injusto.



Por lo tanto, señor Presidente, considero que esta indicación cumple los estándares para la sanción a una conducta grave: mantiene la pena de 3 años y un día a 10 cuando hay resultado de muerte o de lesiones graves gravísimas, pero señala que, de concretarse una de las cinco circunstancias hipotéticas que mencioné -porque no son copulativas-, si se demuestra que determinado conductor es culpable de un accidente, la pena debe ser superior a 3 años y un día a 10: 5 años y un día a 10.



Por los argumentos entregados, le solicito a la Sala que tenga a bien aprobar esta indicación renovada.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, este ha sido un debate social, porque ha abarcado, como pocas discusiones, a la opinión pública. Y creo que cada uno de nosotros tiene el más absoluto derecho a actuar con la mente abierta, e incluso, a cambiar de parecer.



A mí me hace mucha fuerza -y por eso suscribí la indicación que formuló el Senador Chahuán- lo que está presente en el debate del país, cual es la figura jurídica pero también el hecho ético insoslayable de que cuando una persona bebe y se halla en estado de ebriedad o ha consumido sustancias como la marihuana y otras -cocaína, pasta base, etcétera- debe asumir una obligación social: la imposibilidad de conducir un vehículo y poner en peligro la vida de terceros.



La figura jurídica es el dolo eventual. Porque se ha señalado que las sanciones que se procura establecer son mayores o eventualmente mayores que las aplicables al individuo que comete homicidio; que elevar la pena hasta hacerla aflictiva, llevándola de 5 años hacia arriba, y que anular legalmente la posibilidad del ejercicio del derecho constitucional de la irreprochable conducta anterior son una sutileza o un hecho tan fino pero tan definitivo que separa una realidad de la otra y constituyen el punto que estamos llamados a dilucidar.



Es decir, cuando se quita la vida a un tercero por la irresponsabilidad de una persona que se halla drogada o en estado de ebriedad, la conducta no puede correr el riesgo de no tener pena de cárcel.


Ese es el punto.



La sociedad está mirando este debate. ¿Y dónde se encuentra puesta su atención? En si la decisión que se toma significa o no que el conductor ebrio que choca a un tercero y provoca la muerte de una persona inocente queda o no en la cárcel. Y nuestro sistema legal establece que eso ocurre de 5 años hacia arriba.


Porque aquí ninguno de nosotros ha puesto en duda el ejercicio constitucional de la irreprochable conducta anterior. De lo contrario, se registraría un debate que podría trasladarnos a una situación imposible de resolver. Es propio del sistema democrático y del ejercicio de las libertades personales.



En consecuencia, aquí está en juego la idea de que la persona sepa que, si conduce en estado de ebriedad o bajo el efecto de la marihuana o de otras sustancias psicotrópicas, no podrá tener derecho a la libertad provisional y deberá cumplir un período de privación de libertad.



Entiendo que la decisión es muy fuerte. Y por eso reclamé que el orden lógico era votar la propuesta que presentó el Senador Chahuán y que yo suscribí, entre otros colegas, pues va al tema de fondo en este debate: no es posible eludir la pena de cárcel cuando un conductor ebrio le quita la vida a un tercero en un accidente.


Esa es la esencia de nuestra propuesta: cuando una persona toma un volante, ha de saber que no puede estar bajo el efecto del alcohol y, por consiguiente, que si lo está no debe manejar.



Tal es la gran lección que fluye de este debate.



Hay otras opiniones; lo entiendo. Pero creo que vamos a quedar en deuda con la sociedad si no somos capaces de tomar una decisión tan clara y definitiva como la que estamos planteando.



--(Aplausos en tribunas).

El señor PIZARRO (Presidente).- Les pido a los presentes en las tribunas que no hagan manifestaciones de ningún tipo, ni a favor ni en contra, y que se limiten a escuchar.


Democracia es oír atentamente el debate y respetar las opiniones de cada Senador.



Por favor, no me obliguen a hacer uso del Reglamento para ordenar el desalojo de las tribunas, porque no es esa la idea.


--(Manifestaciones en tribunas).


Ahora, si quieren seguir por el camino inverso, no hay problema.



Tiene la palabra el Senador señor Gómez.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, el 12 de octubre del año 2010 presentamos con el Senador Cantero un proyecto de ley tendiente a reformar precisamente lo relativo al manejo en estado de ebriedad. Y en esta Sala dijimos que la idea era que el que tomaba alcohol no podía manejar y que a quien lo hacía y mataba a una persona debían imponérsele sanciones drásticas y duras.



En esa época no tuvimos la fuerza suficiente ni existía la situación que se vive hoy como para haber sacado adelante dicha iniciativa, cuyos fundamentos eran claros.



Una de las cosas esenciales es, por ejemplo, que no existan atenuantes y que haya una agravante respecto al que maneja en estado de ebriedad y mata a una persona. 



Eso evita el juego de las atenuantes y las agravantes y permite que el juez aplique la penalidad que se establezca: 3 años y un día a 10 años, o 5 años y un día a 10 años. Pero esto hay que consignarlo con precisión.



La indicación del Senador Espina me preocupa porque cambia los umbrales. Ya no habla de estado de ebriedad con 0.9 sino con 1,2 gramos por mil de alcohol. Además, sugiere un exceso de 30 kilómetros o más en la velocidad máxima autorizada, en circunstancias de que el problema no radica en la velocidad sino en que el tipo que maneja curado y mata a una persona tiene que ir a la cárcel.



Entonces, me parece que la fórmula que plantea tal indicación no es correcta.



En mi concepto, debe quedar establecido con claridad que no se debe manejar después de beber alcohol y que, si una persona conduce en esas condiciones y adicionalmente causa la muerte de una persona, debe recibir pena de cárcel.



Lo propusimos en nuestro proyecto. Evitábamos que el culpable saliera en libertad al disponer que para ello debiera cumplir a lo menos la mitad de la pena. La idea era dar una señal nítida de que no se podía manejar en estado de ebriedad.



Señor Presidente, es necesario buscar otra fórmula. Las dos que se proponen no me parecen adecuadas.



La del Senador Chahuán, por ejemplo, plantea que por el solo hecho de causarse algunas de las lesiones referidas en el artículo 397, N° 1, del Código Penal se impondrá de inmediato la pena de 5 años y un día, sin tener en cuenta que las circunstancias son diferentes.



Por ello, es menester facultar al juez para que imponga la pena de cárcel -no quiero dejar duda alguna de que quien maneja en estado de ebriedad y mata a una persona debe ir a prisión- por el período y en las condiciones que él determine, según cada situación: 5 años y un día hacia arriba o 3 años y un día a 10 años. Lo relevante es que el magistrado tenga esa facultad, pero no así la de decretar la libertad. Debe consignarse expresa y claramente en la ley que en tal circunstancia corresponde aplicar una pena gravísima y dura.



Señor Presidente, la Comisión -no he revisado lo que hizo- propone 3 años y un día a 10 años. La preocupación -razonable- de las familias deriva de que quien comete ese delito finalmente sale del tribunal y se va a su casa. Y eso resulta inaceptable. 



Entonces, es necesario establecer criterios lógicos, pues las circunstancias en que se producen tales ilícitos son diferentes.



Como explicaba el propio Senador Espina, si a un individuo que va manejando en estado de ebriedad lo chocan por atrás y muere una persona, la responsabilidad no es de él; sin embargo, debe recibir una pena por conducir curado. Y ella debe ser dura, pero dentro de los rangos que el juez tenga para moverse.



Si quien maneja en estado de ebriedad mata a una persona y es responsable de ello, podrá ser condenado hasta a 10 años de prisión. Pero esta sanción no puede quedar establecida en la ley como única pena.



Señor Presidente, pienso que ambas indicaciones son muy complejas desde el punto de vista del resultado final. 



Por eso, reitero ahora lo mismo que planteé el 12 de octubre de 2010: el que maneja en estado de ebriedad y mata a una persona tiene que ir a la cárcel. Pero hay que buscar una fórmula lógica desde el ángulo de la aplicación de la pena.



Es indispensable resolver el punto. Porque lo que se ha puesto aquí sobre la mesa presentará muchas dificultades, desde la perspectiva del propio tribunal, al momento de imponer la sanción.



--(Aplausos en tribunas).

El señor PIZARRO (Presidente).- Por favor, no aplaudan, no griten.



¡Si quieren, pueden hacer señas…!



--(Manifestaciones en tribunas).



¡Pueden poner carita de pena...! 



Eso sí es factible. Pero no emitan ruidos.



--(Manifestaciones en tribunas).



Bien.



Veremos si se mantienen en silencio.



Tiene la palabra el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, Honorable Sala, como sostuve cuando este proyecto se debatió en general, todos estamos contestes en que es necesario aplicar la máxima rigurosidad de la ley a quienes, conduciendo un vehículo bajo los efectos de sustancias psicotrópicas o en estado de ebriedad, causen lesiones gravísimas o la muerte a una persona. 



Y fue precisamente en ese contexto que hace dos meses presentamos una moción cuyo objeto era considerar a los autores de este tipo de delitos un peligro para la sociedad, de manera que al formalizarse la investigación en su contra se les mantuviere en prisión preventiva, y que asimismo, cuando se les impusiere una pena, no se les otorgasen los beneficios contemplados en la ley N° 18.216.



Sin embargo, la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia, después de efectuar un debate, solo aumentó la pena vigente, de presidio menor en su grado máximo, o sea, 3 años y un día, a la de presidio menor en su grado máximo a presidio mayor en su grado mínimo, vale decir, 3 años y un día a 10 años.



En forma adicional, habíamos presentado otro proyecto (motivados fundamentalmente por la situación que afectó a la pequeña Emilia y que provocó su partida dolorosa) con el propósito de establecer una agravante calificada respecto al conductor que, tras participar en un accidente, huyera del lugar sin prestar auxilio oportuno a las víctimas ni dar pronto aviso a las autoridades sanitaria y policial más próximas.



Con el incremento planteado por la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia, la sanción asignada al delito queda contemplada como pena de crimen. Por tanto, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 140 del Código Procesal Penal, se considera que la libertad del imputado constituye un peligro para la seguridad de la sociedad, de modo que el juez deberá decretar su prisión preventiva.



En lo concerniente a las penas sustitutivas a que podría acceder el imputado, también será prácticamente imposible que se le aplique una, toda vez que, si el tribunal opta por el grado superior de la sanción, no podrá obtener ese beneficio, ya que el artículo 15 bis, letra a), de la ley N° 18.216 establece que para tal efecto se requiere que la sentencia imponga una pena que no exceda de 5 años de privación de libertad.



Eso es justamente lo que proponemos mediante la indicación renovada que presentamos.



Aquella última disposición requerirá que entre en vigencia la modificación del reglamento que incorpore las adecuaciones que en virtud de la ley N° 20.603 se efectuaron a la ley N° 18.216.



No obstante, es necesario dejar constancia de que el Senador Espina propuso una modificación de las sanciones para que al responsable de conducir un vehículo en estado de ebriedad o bajo los efectos de sustancias psicotrópicas y causar la muerte de una persona se le imponga la pena de presidio mayor en su grado mínimo, que va de 5 años y un día a 10 años. Y para el caso del imputado que en estado de ebriedad o bajo los efectos de sustancias psicotrópicas hubiere causado lesiones graves gravísimas (de aquellas descritas en el artículo 397, N° 1, del Código Penal) se planteó aplicar la pena de presidio menor en su grado máximo a presidio mayor en su grado mínimo, vale decir, privación de libertad de 3 años y un día a 10 años.



Sin embargo, tal indicación fue rechazada. Y lo mismo ocurrió con otra similar que formuló Su Señoría.



Señor Presidente, con la Senadora Lily Pérez presentamos una indicación parecida, la que lamentablemente tampoco fue acogida por la Comisión, por lo cual la renovamos -para que la Sala se pronunciara sobre ella en esta oportunidad- con las firmas de los Senadores Letelier, Escalona, Horvath, Girardi, Navarro, Kuschel, Muñoz Aburto y Sabag.



Esa proposición, en nuestro concepto, envuelve mayor equidad y justicia, ya que contempla sanciones más adecuadas a los ilícitos cometidos, dada su gravedad, y, por otra parte, cumple plenamente los principios de racionalidad y proporcionalidad que inspiran al Derecho Penal.



Por lo tanto, señor Presidente y estimados colegas, considero que el proyecto, de la forma como quedó redactado en definitiva, no cumple plenamente los objetivos que se persiguen, es decir, que los responsables de los ilícitos en comento reciban penas acordes con la gravedad de su conducta y, por ende, sean considerados un peligro para la sociedad.



Esto último constituye una necesidad imperiosa que, como Poder Legislativo, debemos satisfacer, ya que es deber nuestro hacer una evaluación de las leyes vigentes y modificar las que requieren reformas, tal cual sucede con la iniciativa que nos convoca en esta ocasión.



Por ello, le solicito a la Sala votar favorablemente la indicación que renovamos diez Senadores.



Para el evento hipotético e improbable de que no sea acogida, presto mi aprobación a este proyecto en la esperanza de que, en último término, una Comisión Mixta mantenga penas altas, por cuanto, según manifesté, considero que ante la muerte de personas por manejo en estado de ebriedad debe contemplarse una sanción mayor.



Claramente, queremos castigar la irresponsabilidad del conductor que, en definitiva, ha bebido alcohol y, finalmente, por ese hecho, causa un accidente con resultado de muerte o de lesiones graves. Ese es el caso de la menor Emilia Silva, que ha conmocionado al país. Y la lucha de sus padres, Benjamín y Carola, no dice relación con que se pueda revisar la pena, porque sabemos que estas modificaciones no tienen efecto retroactivo, sino con que otros padres no sufran lo que ellos han tenido que pasar. 



Por lo mismo, y sobre la base de las consideraciones que he señalado, solicito que se apruebe la indicación presentada por el grupo de diez Senadores.



--(Aplausos en tribunas).

El señor PIZARRO (Presidente).- Le pido al público no aplaudir. Mi obligación es hacer respetar el Reglamento. Si los asistentes no se autocontrolan, no es posible escuchar bien el debate entre los señores Senadores.



Tiene la palabra el Honorable señor Girardi.

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, Chile enfrenta un problema, como es evidente, ya que todos los años fallecen cerca de dos mil personas por accidentes de tránsito. Se registran cerca de 60 mil de ellos y 20 mil lesionados, muchos de los cuales quedan con invalidez. Estos últimos son una carga emocional, primero, para la familia, pero también representan un irreparable costo para el país.



Algunos de los presentes hemos sido impulsores de regulaciones desde hace mucho tiempo. A diferencia del tabaco, respecto del cual hemos dictado leyes restrictivas y planteamos que no hay que fumar, porque todos los días fallecen 46 personas como consecuencia de ello, en el caso del alcohol hemos apelado al consumo responsable. Es decir, no se intenta coartar el derecho de una persona a beber alcohol, pero quien conduce no puede hacerlo.



De las cerca de 2 mil personas que fallecen por accidentes de tránsito, más del 70 por ciento registra el producto en la sangre cuando se hace la autopsia y ello se mide. Es evidente que gran parte de las muertes están relacionadas, de una u otra forma, con su ingestión.



Se ha demostrado en forma científica y en todos los estudios de neurología que investigan estas situaciones que justamente el efecto de los niveles de alcohol es deprimir la capacidad refleja, la de alerta temprana, la de reacción frente a eventos fortuitos. Eso es lo que finalmente favorece los accidentes. Y ello se da ya con niveles muy bajos.



Cuando establecimos el nivel de 0,3 gramo de alcohol por litro de sangre, ello lo determinamos por existir evidencia demostrativa de que precisamente a partir de ese punto se altera la capacidad de reacción de quien va conduciendo. Y esta última se encuentra totalmente deprimida, evidentemente, sobre 0,8 o sobre un gramo de alcohol.



A quienes impulsamos la ley de tolerancia cero nos acusaron acá de chiitas y de vulneradores de libertades, en circunstancias de que precisamente lo que estábamos haciendo era garantizar la libertad de los inocentes, de las personas víctimas -muchas- de los que son irresponsables, no por beber alcohol, sino por beber alcohol y conducir. 



En este último caso, quien consume el producto incurre, a mi juicio, en una agravante por mediar dolo -en la mayoría de los casos, es un mayor de edad-, ya que tiene conciencia, educación, información. Además, se encuentra establecido, como señal de sociedad, que tal conducta no es admisible, y quien la asume procede a sabiendas y, en cierta manera, lleva a cabo una acción casi de premeditación ante la posibilidad de lesionar o dañar a alguien, pues existe una alternativa para evitarlo, que es la de no conducir, la de entregar la llave o la de irse a casa caminando o en taxi.



Y, por eso, como creo que las señales de sociedad importan -la ley de tolerancia cero, a la que muchos colegas calificaron de extrema, ha evitado muertes, y eso lo registran las estadísticas de Gobierno (CONASET), además de lesionados, sufrimiento y costos sociales-, no abrigo ninguna duda acerca de elevar las sanciones en la materia.



A la indicación con la frase “Si a consecuencia de dicha conducción” le agregué las palabras “en estado de ebriedad”. Creo que no corresponde poner o 0,8, o 1, o 1,2 gramos de alcohol: quien conduce sobre 0,3 está incurriendo en una grave irresponsabilidad e irregularidad, y evidentemente pueden registrarse víctimas como consecuencia. Por eso, apoyé la proposición.



Me parece que tiene que haber una señal de sociedad en cuanto a aquello a lo que esa persona se va a exponer, para que pueda meditar y ponderar la conducta que asumirá cuando beba alcohol. Nosotros pedimos que se abstenga de manejar. 



Tenemos proyectos de ley tendientes a contemplar en todas las bebidas alcohólicas un rotulado que llame a un consumo responsable y a no beber si se va a conducir; pero no ha sido fácil sacarlos adelante, porque existe un prejuicio respecto de la regulación, la cual salvaguarda, evidentemente, el bien común. La mayor parte de las veces, quien resulta lesionado o muerto no es el que iba manejando y había vulnerado, de cierta manera, un código de convivencia al beber y actuar con irresponsabilidad, sino personas inocentes, que son víctimas.



Por eso, porque quien conduce es ingobernable cuando consume alcohol, porque lo hace a sabiendas de que su conducta puede acarrear resultados dramáticos para sí mismo, para su familia y para otro, soy partidario de que exista una señal de sociedad muy clara en la materia. Así como la ley de tolerancia cero -insisto en que fue calificada de extrema- disminuyó muertes, accidentes, lesiones y eventos de accidentabilidad, creo que el proyecto en debate va a conseguir el mismo objetivo.



En consecuencia, apoyo la indicación. 

El señor PIZARRO (Presidente).- Puede intervenir la Senadora señora Lily Pérez.

La señora PÉREZ (doña Lily).- Señor Presidente, lo primero que quiero exponer es algo así como una cuestión previa y tal vez más emocional.



En el Senado hemos sido testigos de una abundante tramitación de proyectos de ley que conmueven a quienes pueden acompañarnos. Creo que, sobre todo hoy día, el que estamos discutiendo les causa un sentimiento profundo a víctimas y afectados. Pido que ello se respete, porque se trata de la vida de personas, no de una iniciativa política ni técnica. A mí, por lo menos, ese aspecto me importa mucho más.



Dicho eso, deseo consignar que estimo firmemente que existe un consenso general en el Senado en orden a agravar las penas respecto de muertes a manos de conductores ebrios. 



Aquí bien se señaló que se han planteado medidas de tolerancia cero. En esta Corporación, prácticamente por unanimidad, hemos votado y promovido leyes en ese sentido. Se gastan recursos del Estado en campañas millonarias para combatir la conducción bajo los efectos del alcohol y en acciones educativas. La empresa privada incluso contribuye. Y juzgo que tenemos que ser coherentes con lo que hemos determinado y apoyado al despachar hoy un proyecto que realmente refuerce las sanciones que se imponen a conductores ebrios. 



Sencillamente, una persona que está informada, que ha sido sujeto y objeto de múltiples campañas públicas y privadas acerca de lo que implica la conducción en estado de ebriedad, situación en la que un vehículo deja de ser un medio de transporte y se transforma, en la práctica, en un arma que puede terminar con su vida y la de otros, tiene conciencia plena de lo que puede ocurrir. 



Desde ese punto de vista, pienso que sería muy coherente que el Senado apoyara nuestra indicación, la cual agrava la consideración del  delito. Sin eufemismos, constituye un ilícito grave.



Y si ello nos permite revisar penalidades de otro tipo, bienvenida sea la discusión. Pero no porque algunos consideren más serios otros delitos vamos a dejar a aquel que nos ocupa sin ser objeto de medidas ejemplares por parte del Senado.



Una gran cantidad de gente muere en nuestro país producto de este tipo de acciones. No son accidentes de tránsito. Los hechores se encuentran al tanto de que no deben ni pueden conducir si consumen alcohol o alguna sustancia, y lo hacen igual. Proceden a sabiendas, no con ignorancia.



Por tal razón, creo que lo que hoy día estamos votando -y en eso comparto lo expresado por el Senador señor Girardi- es una señal de la sociedad que estamos construyendo. También lo planteó el Honorable señor Chahuán. Este es el Chile en el que queremos vivir. Y es algo transversal, no político. No se trata de una discusión entre Gobierno y Oposición. Nos hallamos abocados a un debate sobre el sentido que le damos a la vida, sobre su valor.



Solicito, entonces, al igual que otros colegas, y siendo, además, coautora de la indicación, la cual agrava, en su máxima expresión, las penalidades de este tipo de delitos, que ella sea aprobada por una gran mayoría.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Uriarte.

El señor URIARTE.- Señor Presidente, claramente, esta no es una materia de Fácil Despacho, porque hay buenas razones y argumentos a favor o en contra, en el caso particular en examen, de las dos indicaciones en discusión.



Lo que ningún legislador puede hacer, a la hora de enfrentarse a una decisión de este tipo, es dejar impunes acciones que de verdad afectan bienes jurídicos protegidos por la sociedad. Y, de estos últimos, qué mejor que tener presente el más relevante de todos: el derecho a la vida. Es muy importante, entonces, aproximarse de buena forma a la hora de sancionar aquellas que se cometan en su contra.



En esa tarea, lo que no puede ocurrir es que queden sin consecuencias atentados contra la integridad física o psíquica o contra la existencia, por una parte, como tampoco, por la otra, que se castiguen de manera desproporcionada algunos que afectan al derecho a la vida, en relación con otros que también lo hacen.



Lamentablemente, en nuestro ordenamiento hay un desorden notorio en la aplicación de las penas. Es más dura una sanción para alguien que haya cometido un delito de carácter sexual contra un menor de 14 años -una relación consentida, por ejemplo- que matar a la persona. Y ello, por una inconsistencia, o un vacío, o una asimetría, o lo que se quiera en la legislación.



Del mismo modo, aparecen muchas series de otros casos en que un hecho es sancionado de manera mucho más drástica, sin proporcionalidad.



Por eso, no es fácil la tarea de aplicar una penalidad adecuada a un hecho calificado por la sociedad como un atentado contra el orden social. El punto, que se debate en doctrina y en Derecho Penal, no es de fácil solución. Hay abundante literatura sobre el particular, en la que se encuentran muy buenas razones a favor o en contra. Y existen distintas corrientes doctrinarias en la materia.



Solo quisiera plantear que tenemos que tratar de buscar un equilibrio en la forma de castigar un hecho para todos gravísimo: el de quitarle la vida a una persona inocente al incurrirse en una conducta indebida como la de manejar en estado de ebriedad, que exige el mayor reproche social. Pero tenemos que armonizar esa tarea con la búsqueda de una penalidad adecuada.



En consecuencia, me quedo con la indicación del Honorable señor Espina, porque ayudaría al juez a imponer la sanción de acuerdo a condiciones, a circunstancias, claramente especificadas en el ordenamiento. Así, la aplicación de la ley, que es la tarea fundamental de la labor jurisdiccional, se haría conforme a los cinco parámetros objetivos mencionados por Su Señoría. Creo que es la mejor manera de colaborar con la labor de aplicar el castigo apropiado a una conducta, claramente grave, que merece de la sociedad el mayor de todos los reproches.



Formulo un llamado, entonces, a que, o busquemos una coincidencia para rescatar lo mejor de las dos indicaciones, o definitivamente lleguemos a una redacción que permita dejar claramente establecido que el castigo se va a imponer de manera clara, categórica, ejemplar, pero sin generar, por ello, una asimetría, o un desorden, o una situación que tengamos que lamentar después por fallos contradictorios y que de verdad lo único que pueden provocar es un retroceso en lo que hemos tratado de hacer.



En principio, apoyo, por lo tanto, la indicación del Senador señor Espina, y espero que podamos llegar a un buen acuerdo.

El señor PIZARRO (Presidente).- Puede intervenir el Honorable señor Pérez Varela.

El señor PÉREZ VARELA.- Señor Presidente, estimo que en el debate se han registrado algunos aspectos que nos unen, que originan consenso.



Nadie discute hoy que cada día es mayor y se transforma en un elemento que tenemos que resolver el impacto que provoca en una familia, en una comunidad, el hecho de que el causante de un delito o un accidente manejando en estado de ebriedad no reciba ninguna sanción penal ejemplar. 



Ver a un familiar muerto o herido gravemente, sin que al autor de la experiencia le pase absolutamente nada, es también una situación muy traumática.



Por tal motivo, estamos dedicados en este momento a buscar una solución de carácter jurídico a una cuestión que, como sociedad, nos une.



Concuerdo con lo que muchos han planteado aquí en el sentido de que quien provoca un accidente manejando en estado de ebriedad y le causa la muerte o heridas gravísimas a una persona tiene que recibir un castigo ejemplar, el cual, para nuestra sociedad, no es otra cosa que la pena de cárcel.



Y, por lo tanto, tenemos que colaborar y trabajar para que el juez cuente verdaderamente con la guía que le da la ley para que, al conocer de un asunto en el cual se dan las hipótesis que aquí hemos reseñado, aplique la sanción. Uno visualiza, a través de los medios de comunicación y de las conversaciones con la gente, que cuando eso no sucede la sociedad se impacta, y ese efecto genera desilusión, frustración y falta de credibilidad en nuestras propias instituciones.



Me parece, por tal motivo, que la indicación defendida por el Senador señor Espina y que este nos ha invitado a compartir refleja adecuadamente ese criterio. Aquí ya tenemos una regla general para la penalidad, de entre tres años y un día a diez años, aprobada por el Senado. En consecuencia, tenemos que colaborarle al juez en el sentido de que, en casos particulares, específicos, gravísimos, como los de las cinco hipótesis de la indicación -no son copulativas, sino que tiene que plantearse una de ellas-, se aplica la penalidad a partir de cinco años y un día.



Estimo que, en esas circunstancias, con esos mecanismos, les estamos trazando a los tribunales de justicia el camino para disponer lo que todos queremos, lo que todos han planteado aquí: que vaya a la cárcel quien provoca un accidente manejando en estado de ebriedad y causa la muerte de una persona o la hiere gravemente.



Somos legisladores. Estamos construyendo una ley. Por lo tanto, no tenemos que quedarnos solo dando opiniones o haciendo análisis teóricos. Es preciso que transformemos nuestra labor en algo práctico, real, para que el día de mañana, uno, dos, tres años después, ante un caso hipotético determinado, un juez vea que debe actuar de cierta manera y aplicarle, al individuo que incurrió en tal conducta, una pena que parte en cinco años y un día.



A mí me parece que las cinco hipótesis que plantea el Senador Espina son absolutamente correctas y adecuadas. Por ejemplo, concuerdo con la contemplada en el número 5º, que corresponde a la persona “Cuya profesión u oficio consista en el transporte de personas o bienes”. Si ella provoca un accidente en estado de ebriedad y le causa la muerte o un daño a un tercero, claramente debe aplicársele la pena mayor que muchos aquí están buscando.



Por lo tanto, pienso que estamos dando una señal muy precisa al juez para que sancione apropiadamente.



Reitero: nosotros tenemos que superar técnicamente, con un buen trabajo, lo que la sociedad espera de nosotros. ¿Y qué espera de nosotros? Que el conductor que provoque un accidente en estado de ebriedad y cause la muerte de un tercero vaya a la cárcel. Y creo que las hipótesis planteadas por el Senador Espina en su indicación generan respuestas adecuadas a esa necesidad.



Gracias.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Patricio Walker.

El señor WALKER (don Patricio).- Señor Presidente, en primer lugar, debo puntualizar que los integrantes de la Comisión de Constitución llevamos a cabo varias sesiones. En tres oportunidades escuchamos a Benjamín Silva y Carolina Figueroa, los padres de Emilia, y uno no puede menos que empatizar con su dolor y con el de todos los padres que han vivido la misma situación, tan dramática.



Efectivamente, las personas que cometen este tipo de delitos -conducir en estado de ebriedad y producir la muerte o lesiones graves gravísimas a terceros- merecen una pena mayor a la que hoy día existe.



Por eso, en general, nosotros aprobamos subir las penas -las vigentes van de tres años y un día a cinco años- y elevar el techo a diez años, toda vez que consideramos que la penalidad actual es muy baja. Y, naturalmente, a las familias que sufren esta situación les causa mucha molestia e impotencia ver cómo las personas condenadas solo deben ir a firmar una vez al mes, pues, generalmente, gozan del beneficio de la remisión condicional de la pena.



Por esa razón, prohibimos la posibilidad de otorgar este beneficio.



La pregunta, señor Presidente, es cómo sancionar adecuadamente conductas tan graves como aquellas de las que hoy día estamos hablando.



La señal debe ser potente. En la discusión de las indicaciones escuchamos a dos profesores de Derecho Penal, los académicos Juan Domingo Acosta y Julián López, quienes -debo reconocerlo- fueron críticos respecto de ellas. Se refirieron al principio de proporcionalidad e indicaron que los jueces deben tener un rango de penas para aplicar según la gravedad de las conductas. Si la conducta es más grave y merece mayor reproche, la pena debe ser más alta. Si la conducta es menos grave y merece menor reproche, la pena debe ser más baja, pero siempre dentro de un rango alto que permita aplicar castigos ejemplificadores.



La verdad, señor Presidente, es que resulta incomprensible que en algunos casos gravísimos los tribunales de justicia no apliquen penas efectivas, pero sí atenuantes -como ocurrió en el caso de Emilia Silva- frente a hechos donde claramente estas no existían, por tratarse de una persona que no colaboró con la víctima y actuó de manera imprudente.



Entonces, ¿cómo aplicar penas contundentes y efectivas a quienes cometen los delitos más graves?



Lo más lógico es pensar -estoy hablando en teoría- que los jueces actúan con buen criterio y aplican la ley dentro del rango de penas de acuerdo a la gravedad de la conducta. Pero, desgraciadamente, eso muchas veces -como sucedió la semana pasada- no es así. Y por  eso tenemos que tomar una decisión.



El profesor Julián López nos dijo que no podíamos asimilar las penas de los homicidios simples dolosos, en los cuales existe la intención de matar, con las de los cuasidelitos de homicidio, donde claramente hay una conducta imprudente, pero no existe la intención de matar.



Es efectivo que con la Ley de Tolerancia Cero las personas deberían pensarlo diez veces antes de cometer la conducta riesgosa, imprudente y gravísima de conducir bajo los efectos del alcohol, porque ella es totalmente inaceptable.



Hoy día el Senador Espina nos ha presentado una indicación. A pesar de que la rechacé en la Comisión, estoy evaluando la posibilidad de votar a favor de algunos de sus numerales.



Por ese motivo, señor Presidente, solicito que los números 2º y 3º de la indicación mencionada se voten por separado.



He dicho.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Muñoz Aburto.

El señor MUÑOZ ABURTO.- Señor Presidente, suscribí la indicación del Senador Chahuán porque estoy seguro de que es la que guarda mayor sintonía con lo que quiere y piensa la ciudadanía.



Lo que la gente quiere es que aquellos conductores ebrios que provocan muertes u ocasionan lesiones por lo menos pasen un tiempo en la cárcel. Y eso no ocurre en la actualidad con la legislación imperante.



En nuestro país, uno de los cuasidelitos más recurrentes que se cometen es el de conducir en estado de ebriedad causando lesiones, en algunos casos, o la muerte, en otros más graves.



La Región de Magallanes -que represento en esta Corporación- se caracteriza, lamentablemente, por arrojar porcentajes muy altos de conductas asociadas a la conducción en estado de ebriedad y también de consumo de alcohol. A pesar de que la Ley de Tolerancia Cero las ha disminuido en parte, según las estadísticas generales, ello no ha ocurrido así en todas las regiones, especialmente en la mía, donde se repite la práctica de conducir en estado de ebriedad, pese a las drásticas sanciones que contempla dicho cuerpo legal.



El partir con una pena de cinco años y un día a diez años, como lo proponen el colega Chahuán y nueve Senadores más que apoyamos tal indicación, da cuenta de una realidad que está latente en la sociedad chilena y que hace imprescindible sancionar tanto a la persona que conduce en estado de ebriedad como a aquellos irresponsables o criminales del volante que provocan lesiones u ocasionan muertes.



Por eso, reitero que suscribí con bastante beneplácito dicha indicación.



Me llama mucho la atención, eso sí, la propuesta presentada por el Senador Espina, mediante la cual se cambian -tal como indicó el colega Juan Antonio Gómez- los umbrales. 



La Ley de Tolerancia Cero dispone que conduce en estado de ebriedad la persona que arroja una dosificación igual o superior a 0,8 gramos por mil de alcohol en la sangre o en el organismo, mientras que la indicación del Senador Espina lo cambia por un nivel de alcohol presente en el flujo sanguíneo, al momento de los hechos, “igual o superior a 1,2 gramos por mil de alcohol en la sangre”. 



Es decir, el Senador Espina se mete en una ley ya aprobada acá, haciéndola mucho más permisiva e incluso dejándola sin aplicación en el caso de quienes conducen en estado de ebriedad y ocasionan lesiones o muerte. Y eso me preocupa. 


Por ello, si bien todos estamos contestes -como lo han señalado algunos Senadores que me precedieron- en que quien, encontrándose en estado de ebriedad, ocasiona lesiones o muerte debe ser privado de libertad, no es menos cierto que la indicación del Senador Espina me produce cierto desencanto.



Por eso, reitero mi apoyo a la indicación presentada por el Senador Chahuán, que votaré a favor.
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Rossi.

El señor ROSSI.- Señor Presidente, no está de más reiterar que todos los parlamentarios presentes sentimos profundamente el dolor que vive la familia de Emilia y tantas otras que nos acompañan hoy día, que han sido víctimas y han sufrido lo que significa perder a un ser querido en circunstancias tan dramáticas, especialmente cuando se trata de un menor.



Es evidente que en nuestro Código Penal -leí distintas intervenciones de penalistas en la Comisión, columnas de opinión, en fin- hay un problema de proporcionalidad en las sanciones, pues, efectivamente, allí los delitos respecto de las cosas muchas veces reciben más castigo que aquellos que comprometen la vida o la persona humana. 


Los abogados -yo soy médico- señalan que eso se debe a que cuando se elaboró dicho Código la vida humana tenía un valor relativamente menor. Cuesta entenderlo hoy día. Pero al parecer era así. Por fortuna, la sociedad ha cambiado, aunque no el Código Penal. Y nos damos cuenta de que no solo en casos como este los jueces aplican atenuantes que no corresponden -como bien mencionaba el Senador Patricio Walker-, aun cuando las propias leyes, sin necesidad de modificación alguna, permitirían sanciones de otra naturaleza. Por eso, uno entiende la impotencia, la frustración, el dolor, la rabia de las familias cuando ven que quien comete una acción que termina con la muerte de una pequeña sale libre de inmediato.



No quiero repetir argumentos, pero me llama la atención el doble estándar de algunos -cuyas opiniones he escuchado aquí y en otras instancias- con relación al tema de la salud pública y, en este caso, del alcohol.



Podríamos hablar del tabaco, como señalaba el Senador Girardi, o de la ley de rotulado de los alimentos, asuntos en los cuales también se halla comprometida la vida humana, porque la principal causa de muerte en Chile son las enfermedades cardiovasculares, profundamente ligadas a hábitos de vida. Y aquí hemos visto cómo muchos defienden a la SOFOFA y a las tabacaleras.



Me voy a concentrar en el tema del alcohol.



¿Hace cuántos años estamos discutiendo en la Comisión de Salud un proyecto de ley que presentamos en la Cámara de Diputados para evitar o disminuir el consumo de alcohol, particularmente en menores?



Porque aquí estamos hablando de la punta del iceberg, de la persona que decide consumir alcohol y conducir un vehículo, pero no nos hacemos cargo de las causas que hacen que las personas consuman alcohol.



Cuando hemos planteado que hay que rotular -fíjense: solo rotular-, con una advertencia respecto de los efectos del alcohol en la salud de las personas, aquí muchos han sostenido, especialmente en la Comisión de Agricultura, que ello sería inconstitucional, que constituiría una expropiación, pues estaría en juego el derecho de propiedad del dueño de la vitivinícola. 


También hemos propuesto prohibir la publicidad callejera. “¡Qué terrible aquello!”. O restringir la publicidad en la televisión en ciertos horarios, o el auspicio de eventos deportivos a los que asisten menores, quienes hacen la relación entre consumo de alcohol, éxito, deporte y fama. Porque la camiseta de Colo Colo dice “Cristal”. Entonces, obviamente el niño lo asocia al deporte. 



Y de todo eso no se habla. Todo el mundo señala: “No, en realidad no es necesario”. Defienden intereses que no corresponden precisamente al interés general de la nación.



Por eso me llama la atención ese doble estándar y quería hacerlo presente.



En cuanto al proyecto, es evidente que a uno le viene a la mente por qué una persona que decide conducir a exceso de velocidad, que es lo mismo que una que decide consumir alcohol y conducir, recibe una pena de 61 días a 3 años cuando mata a una persona debido al exceso de velocidad.



Eso demuestra que debiésemos realizar un cambio mucho más profundo para tener algo más coherente en nuestra legislación desde la perspectiva de las sanciones penales. Entiendo la argumentación que plantea el Senador Patricio Walker acerca de los delitos culposos y los delitos dolosos, es decir, cuando hay dolo y cuando se habla de cuasidelito de homicidio. La Comisión ha ampliado el rango de las penas a diez años. Me parece razonable lo que está planteando el Senador Espina en orden a que haya ciertas circunstancias agravantes que exijan que una persona vaya a la cárcel cuando ha cometido un delito en determinadas circunstancias.
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Ha concluido su tiempo, señor Senador.



Puede terminar.

El señor ROSSI.- Muchas gracias.



Por lo tanto, voy a votar a favor de la indicación del Senador Espina.



He dicho.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, este es un tema especialmente delicado y muy sensible, porque se ha planteado a raíz de una situación muy dramática: la muerte de Emilia. Aquí están sus padres, con quienes conversamos en la Comisión. Y entendemos el dolor, el cual nos ha hecho reaccionar, cambiando probablemente conceptos, en distinta forma.



No hemos llegado a una solución común entre todos los integrantes de la Comisión. Y quisiera explicar por qué.



Yo entiendo que quienes nos acompañan hoy día deseen un castigo lo más duro posible, porque lo que ocurrió con Emilia merece una sanción fuerte, que la persona que le hizo perder la vida reciba pena de cárcel.



Sin embargo, uno también puede imaginar circunstancias en donde un conductor ebrio mata a una persona y no merece la misma pena de cárcel que en otros casos.



Cuando uno legisla, no lo hace para un caso determinado -hacerlo sería muy fácil, porque ahí estaríamos efectuando un juicio-, sino para otros casos que también se pueden dar en el futuro, de distinta naturaleza y en diferentes circunstancias. La ley no puede preverlos todos. Esa es la labor del juez: adecuar la norma a cada situación.



¿Por qué nos ha sido difícil pensar que el piso para aquel que conduzca en estado de ebriedad y cause la muerte de alguien debe ser cinco años? Porque eso significa equiparar esa conducta con la del homicidio simple. Y no es lo mismo. En algunos casos puede serlo. Pero no siempre es así. Equivale a afirmar que las conductas negligentes son lo mismo que las conductas dolosas. Y eso, conceptualmente, también es distinto.



En consecuencia, no es fácil resolver esta materia.



Por eso, lo que hicimos en la Comisión fue subir el techo de la pena a diez años respecto del delito que hoy día está en un rango de entre tres años y un día y cinco años. Con ello, dejamos que el juez, ante circunstancias determinadas, pueda asegurar que ese caso más grave recibirá una sanción sobre los cinco años y que, de esa forma, el culpable cumpla cárcel efectiva. Pero, si estima que el castigo debe ser menor, entonces le aplicará una pena inferior que se podrá cumplir de manera remitida. Hay muchas cosas que deben considerarse: las atenuantes, las agravantes, el concurso de delitos, las reincidencias, todas cuestiones que el juez deberá ponderar, porque al final será él quien tome la decisión. 


Por eso hemos preferido el camino de ampliar el rango.



En tal sentido, no hemos aceptado las indicaciones, no porque creamos que ciertas conductas no sean merecedoras de una sanción bastante fuerte, sino porque estimamos que aquellas no son necesarias. Poner un piso muy alto también podría causar grandes dificultades.



Ahora, si tuviera que elegir entre una de las dos indicaciones, yo me inclinaría por la del Senador Espina. Pero quiero decir que todos los penalistas consultados, ¡todos!, consideran que ese no es el mejor camino y que lo que hemos hecho en la Comisión es razonable, en cuanto permite cumplir los objetivos que se buscan, aun cuando no en forma automática. 


Y este es un tema que a veces también resulta difícil de entender. Lo que muchos quisieran es que cuando alguien cometa un delito -no me refiero solo a este, sino a cualquiera-, automáticamente reciba una penalidad determinada: si es muy grave, alta; si es menor, baja. Pero una sanción específica.



En eso no consiste la justicia. Esta no es automática y tiene que ver con la realidad de cada caso.



Por eso, el camino que hemos seguido es abrir al juez esta circunstancia. Tengo la convicción de que, si la norma propuesta por la Comisión de Constitución estuviera vigente, el chofer que desgraciadamente provocó la muerte de Emilia estaría preso. Y de esa manera se cumpliría ese objetivo. Pero -repito- no todos los casos son iguales y, dada esa situación, nos ha parecido conveniente hacerlo así.



De ahí que yo planteaba, porque a lo mejor la Sala podía pensar algo distinto, que lo conveniente habría sido decidir si acaso convenía o no recibir indicaciones. Porque, si llegáramos a tal conclusión, no sería necesaria ninguna de las dos indicaciones. Porque tener que rechazar ambas es un proceso complejo. Si no se acepta una, aparece la otra, que puede no ser la más adecuada. Con las dos pasa lo mismo.



No sé qué otra fórmula pueda haber. Incluso, creo más razonable la propuesta del señor Presidente del Senado de  establecer una agravante. Tal vez eso pudiera ayudar a disponer algo más genérico. 



El problema de las situaciones planteadas por el Honorable señor Espina es que según ciertas hipótesis operaría el piso hacia arriba de 5 años y un día. Pero hay otras situaciones que uno podría imaginar, tan graves como las especificadas, que no tendrían ese piso. Y esas diferencias de sanciones para conductas igualmente graves hacen pensar que no es conveniente ir tan al detalle de algunas situaciones.



Sé que no es muy popular lo que estoy diciendo -lo he percibido en las redes sociales-, pero debo ser honesto ante el Senado y ante el país y hacer lo que en conciencia considero mejor. Soy como todos: padre de familia, y no desearía que me sucediera lo mismo que a los progenitores de Emilia; pero tengo que pensar qué es lo más adecuado para la legislación. En eso consiste nuestra labor, a veces no simpática ni comprendida; sin embargo, uno tiene que sopesar qué es lo óptimo para la generalidad de casos que se puedan producir en el futuro. Yo me puedo equivocar. No soy dueño de la verdad ni perfecto. Por lo tanto, puedo errar; como otros. Pero también quienes creen que estoy equivocado han de pensar que tal vez tampoco posean la verdad. Todos tenemos que respetarnos en lo que pensamos, porque queremos el bien para Chile y evitar conductas horrorosas como las que han ocurrido en estos días.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Quintana.

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, en la vida de todo ser humano hay dolores que no tienen sencillamente reparación posible. Nuestra solidaridad y nuestro cariño, fraterno y humano, están con los padres y los abuelos de Emilia, una bebé que fue víctima de la irresponsabilidad de un hombre que cargará de por vida con la culpa de haber dado muerte a una inocente.



Los padres de Emilia han emprendido una cruzada que entendemos. No buscan venganza ni reparación, porque ningún cambio legislativo que agrave las penas de un delito podrá, de manera alguna, aminorar el dolor que sienten y que les acompañará por siempre.


Legislar supone un acto de suma responsabilidad, pero hay circunstancias o materias donde tal responsabilidad se siente con mayor peso sobre nuestros hombros. Para enfrentar en estas condiciones nuestra tarea, debemos volcarnos hacia nosotros mismos y sopesar con racionalidad y prudencia dónde está el bien común y general de la población.



El ejercicio del Ius puniendi del Estado -se expresa en el poder de sancionar a quien infringe la ley penal- es una de las áreas más delicadas de cuantas componen las actividades estatales. Una baja aplicación del poder penal puede generar desorden, caos y reiteración de conductas infractoras; pero, por otra parte, un exceso da lugar, a veces, a la limitación ilegítima de los derechos de las personas y a consecuencias sociales, políticas e incluso económicas que excedan en muchos casos a la persona del infractor de la ley penal.



La proporcionalidad de la pena -ha sido el debate planteado por los miembros de la Comisión de Constitución, los Senadores Hernán Larraín y Patricio Walker-, en relación con el hecho que la justifica, es un logro de la humanidad. Con la adopción de este principio orientador de la política criminal moderna se supera el periodo del puro retribucionismo penal, en donde el castigo buscaba que se infligiera dolor al delincuente como forma de resarcir a la víctima y a la sociedad.



Francamente, quien llegue con ese espíritu al Congreso, estimo que no le hace bien ni a la familia de Emilia ni a otras situaciones que en el futuro los jueces tengan que resolver.



Benjamín Franklin, en pleno siglo XVIII, apelando a criterios pragmáticos, llegó a sostener que la pena, cuando no era proporcional y justa, terminaba inhibiendo a los jueces de aplicarla, lo que es un gran riesgo que todo legislador, hasta el día de hoy, debe tener presente en su mente.



Entonces, sin querer juzgar la actitud de los Diputados, y como parte del debate, discrepo de aquellos que creen que la única manera de resarcir el daño social que se causa es infligir un daño al hechor y meterlo a la cárcel. No me parece que sea el camino.



La Cámara Baja aprobó un texto que fue considerado excesivo por la Comisión de Constitución del Senado en relación con el aumento de la pena para el delito de conducción en estado de ebriedad causando lesiones o muerte. El argumento central es que la agravación de la pena es de tal entidad que terminaremos sancionando con penas de delito doloso a uno que es esencialmente culposo: imprudencia temeraria, pero donde no hay dolo. Hay consenso en que no existe dolo en un delito donde no media la capacidad de representación de los elementos del tipo penal ni la decisión consciente de cometerlo.



La ciencia médica dice que cuando un sujeto conduce en estado de ebriedad -algunos dirán que con esto se está defendiendo al delincuente, aunque nadie lo está haciendo- hay claridad en que esa persona se halla sin control de sus actos y sin capacidad de representación del tipo penal de lo injusto y su cerebro no es capaz de percibir el riesgo -al contrario, muchas veces lo minimiza- ni tampoco puede controlar sus acciones, sus movimientos, etcétera.



Entonces, la Comisión de Constitución ha dado una señal potente al elevar de 3 años y un día a 10 años el rango que les da a los jueces. El tema central es que, a raíz de un caso dramático, doloroso, no podemos alterar más todavía la proporcionalidad actual de las penas. Hoy día tenemos una desproporción absoluta. 



En un delito como el que se encuentra en análisis, porque es un delito, no entendemos la manera como el tribunal puede aplicar las atenuantes de colaboración con la investigación e irreprochable conducta anterior. Esta última puede que sea más objetiva, en fin.



Por lo tanto, al partir de un hecho esencialmente culposo y elevarlo a la misma categoría de un acto que puede terminar con una persona degollada, muerta con alevosía, no estamos hablando de lo mismo. 



Pienso que el debate debe reconducirse al tenor de lo que fue la discusión en la Comisión de Constitución y por eso estoy dispuesto a respaldar su informe.



Aunque no me gusta lo propuesto por el Honorable señor Espina, si me viera forzado a votar alguna de las dos indicaciones,  por supuesto que me pronunciaría a favor de la del señor Senador, a pesar de que no comparto algunas de las hipótesis que presenta.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Lagos.

El señor LAGOS.- Señor Presidente, como han señalado varios señores Senadores, nos hallamos ante una materia delicada, porque estamos legislando a partir de un hecho particular, pero eso no significa que queramos resolverlo. Al mismo tiempo, hay que velar por una mirada más integral del proceso, que diga relación con los muchos otros casos que han ocurrido y que van a ocurrir en el futuro. 



Entonces, escucho los argumentos y comparto el punto de vista jurídico que sostiene que debe tener proporcionalidad el sistema chileno a la hora de fijar las penas. Creo que eso debería ser lo correcto, porque no es lo mismo alguien que comete un delito con dolo que alguien que es -entre comillas- negligente.



Sin embargo, nuestra legislación es tremendamente pobre en esta materia. Una serie de penas carecen de proporcionalidad en el sistema actual.



En consecuencia, ese argumento comienza a perder peso cuando vemos a diario lo que sucede en este Parlamento y en la sociedad. ¡Qué proporcionalidad hay en el tipo de pena y qué valoración le estamos dando, como sociedad chilena, a determinado tipo de faltas y delitos!



No pretendo irme por las ramas, pero ¿qué pasó en el caso de la colusión de las farmacias? Hubo un pacto entre tres cadenas; obtuvieron 40 millones de dólares en ganancias y la sanción a los “culpables” fue solo de pagar 225 millones de pesos (500 mil dólares) y tomar clases de ética.



No advierto proporcionalidad respecto del daño causado. Y, sobre eso, ni una moción parlamentaria. No veo al Gobierno que corra rápidamente a pedir cárcel para la gente que se colude, en circunstancias de que se planteó en su oportunidad, en este mismo Parlamento, que para los delitos “de cuello y corbata” debía haber cárcel.



¿Y por qué no la hubo en ese caso? Porque, en el fondo, se dice: “Era mucho”.



Entonces, tenemos una legislación que ya está porosa en esta materia. Sin embargo, el caso de Emilia se vive todos los fines de semana largos, todos los 18 de septiembre y todos los años nuevos, pero ahora en escala menor, pues la sociedad chilena ha ido tomando conciencia.



El año pasado el proyecto de Ley de Tolerancia Cero fue muy discutido. No sé cuál habrá sido la impresión de amistades y  familiares de cada uno de los Senadores presentes. No era popular: “¡Cómo vas a prohibir que alguien se sirva una copita de vino cuando va a un asado!”. En verdad quienes asisten a uno nunca beben una copita, sino muchas. Otra cosa es que no hay fiscalización.



Lo que tenemos que hacer hoy día es enviar una tremenda señal hacia afuera. Hay legislaciones mucho más rudas que la que se está proponiendo aquí respecto del manejo bajo la influencia del alcohol. Y son sociedades decentes, civilizadas y democráticas, donde los ciudadanos están en el primer plano.



Me dicen que eso es injusto, porque vamos a poner una sanción equivalente a la que se aplicaría a alguien que, con dolo, se propone matar a una persona. Probablemente lo sea, pero es la señal que quiero mandar a la sociedad chilena.



Yo no tengo problema con el consumo del alcohol. Lo que no tolero, como señal, es que alguien después de beber conduzca. Creo que fue la Senadora señora Pérez quien dijo algo que comparto: los vehículos son armas, al final del día. ¡Armas! Una persona borracha decidió ingerir alcohol antes. Nadie la obligó a tomar. Y ahí está la responsabilidad.



Ciertamente, ninguna persona que aborda un auto quiere atropellar o tener un accidente. Pero ¿cómo hacemos sancionable socialmente al que toma esa decisión en forma libre?



Creo profundamente en las libertades individuales. He presentado proyectos polémicos en el Congreso sobre todo tipo de materias: derecho al aborto, derecho al autocultivo de marihuana, derecho a la no discriminación, matrimonio igualitario. Pero, cuando se trata de ofender a terceros, hay que poner límites. Y lo tan repetido de que mi derecho termina donde comienza el de los demás es lo mejor que se aplica en este caso.



No hay una solución perfecta. Y entiendo el argumento del Senador señor Hernán Larraín. Es un planteamiento lúcido. Pero donde tenemos que hacer un esfuerzo es en la señal que vamos a enviar a la sociedad chilena. Esa es la cuestión.



Sí, es muy probable que la pena para ciertos delitos del Código Penal y en cientos de otros casos sea desproporcionada. ¿Y las atenuantes? Lamentablemente, ellas sirven para todo. Hoy día una jueza puede aplicar la atenuante de irreprochable conducta anterior a Manuel Contreras, siendo correcta su resolución. ¡Es correcta! Así es la legislación. Yo quiero que la cambiemos.



Por eso, si no hay acuerdo, me voy a quedar con lo que se propuso inicialmente: una pena de cinco años y un día hacia arriba.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, no cabe duda de que los padres de Emilia, Benjamín y Carolina, y la ciudadanía han puesto muchas expectativas en este proyecto. En mi opinión, su gesto es muy loable, porque evidentemente  están tratando de que se dicte una ley para que otras personas no sufran el tremendo dolor que ellos han tenido al perder a su hija.



La iniciativa en debate no los va a beneficiar. La futura ley se aplicará a los delitos que se cometan para adelante. Las leyes penales no tienen efecto retroactivo.



Hace pocos días conocimos un primer fallo realmente ridículo: el responsable se iba para su casa con una pena mínima.



Los jueces aplican la ley vigente. Y nosotros aquí pretendemos cambiarla, para que realmente sea eficaz y proporcional al daño causado por personas que conducen en estado de ebriedad y muchas veces drogadas. Provocan un dolor muy profundo y destruyen a veces las familias, los hogares. Y ello no puede quedar impune.



Por eso, he adherido a la propuesta de aumentar las penas, aprobada por la Comisión, y he apoyado la indicación del Senador señor Chahuán, la que, por supuesto, tiende a conseguir ese objetivo.



Su texto señala claramente: “Si se causaren algunas de las lesiones indicadas en el artículo 397 N°1 del Código Penal, se impondrá la pena de presidio menor en su grado máximo a presidio mayor en su grado mínimo y multa de ocho a veinte unidades tributarias mensuales.



“Si a consecuencia de dicha conducción en estado de ebriedad, se causare la muerte de una o más personas, se impondrá la pena de presidio mayor en su grado mínimo y multa de quince a treinta unidades tributarias mensuales. En ambos casos, se impondrá además la pena de inhabilitación perpetua para conducir vehículos de tracción mecánica”.



No me cabe duda de que esto hará pensar mucho a las personas antes de conducir luego de haber bebido. A lo mejor, algunas no se dan cuenta, pero los amigos y familiares deben hacérselo ver. En mi opinión, la Ley de Tolerancia Cero ha dado resultado, porque conforme a ella muchas personas hoy día se abstienen de tomar, aunque sea una copa. 



O sea, vamos avanzando, aunque tenemos que avanzar mucho más. 



Quiero acompañar en el dolor a Benjamín Silva y a Carolina Figueroa y a toda su familia, y decirles que es muy loable que ellos sigan luchando por que se apruebe una ley que quizá impida que se cause tanto dolor y sufrimiento a otras gentes en el futuro.



Por supuesto, voy a votar a favor de la indicación del Senador señor Chahuán, porque endurece fuertemente las penas.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, casos como el que estamos conociendo hoy día -más allá de la influencia que pueden ejercer en la opinión pública, la cual ha tomado el de Emilia como su propia causa-, nos hacen cuestionarnos temas de fondo, de concepto jurídico, a los cuales me quiero referir, porque han sido parte del debate de esta tarde.



Se ha señalado que, con el aumento de penalidad que se da en cualquiera de las dos indicaciones presentadas, el conducir bajo la influencia del alcohol se está asimilando a una conducta dolosa. Y, desde un punto de vista penal, se hace una clara diferencia en las conductas dolosas y las culposas. Creo que ese es el fondo de lo que estamos discutiendo hoy día para efectos de establecer la proporcionalidad o no.



Pero, en este tipo de problemas, en mi concepto, se da una condición distinta. Porque los efectos de la decisión de beber tienen que retrotraerse al estado anterior en que se encontraba una persona; es decir, cuando estaba plenamente consciente. Con absoluta libertad decidió beber y conducir. Pero, en ese evento, tenía que estar plenamente consciente de que hacerlo en estado de ebriedad podía terminar en lo que concluyó el caso Emilia.



Por lo tanto, no estamos frente a un hecho culposo, en que la persona, sin beber, comete un accidente de tránsito que puede tener los mismos efectos. No, aquí el responsable es libre para beber o no. Pero, al momento de hacerlo, debe estar plenamente consciente de que al conducir puede provocar daño, muerte, mutilación.



Entonces, es muy tenue la línea que separa una conducta dolosa de una conducta en que a conciencia se podía prever, o al menos sospechar, cuáles iban a ser sus consecuencias. Porque, evidentemente, una persona que maneja bajo los efectos del alcohol o en estado de ebriedad sabe que su acto va a implicar limitaciones en sus reacciones. Es decir, conoce de antemano, al momento de beber, cuáles pueden ser las consecuencias de su acto.



Por lo tanto, me parece absolutamente lícito aumentar las penas.  Porque no estamos frente a un delito culposo tradicional, sino ante uno en que existe plena conciencia de los resultados que puede acarrear el conducir en estado de ebriedad y en que la decisión de hacerlo se toma previamente con absoluta libertad.



Por eso, señor Presidente, estoy de acuerdo en aumentar la penalidad para este tipo de delitos, pues causan mucho daño, especialmente, a mi juicio, al provocar quizás lo más importante que se halla en juego: quitar la vida a las personas o dejarlas con serias dificultades para seguir viviendo. 



En consecuencia, eso hay que retrotraerlo al estado inmediatamente anterior: a que cuando una persona beba se haga responsable, si decide tomar el volante y conducir bajo los efectos del alcohol, de que puede generar las consecuencias que hemos conocido no solo en este caso, sino en bastantes más a nivel nacional y cada vez con mayor frecuencia.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Vamos a proceder a votar la indicación renovada número 3, presentada por el Honorable señor Espina y otros señores Senadores. 



Se ha pedido votación separada, por un lado, de los números 2° y 3°, y por otro, de todos los numerales.



En consecuencia, lo razonable sería pronunciarse respecto a cada número, ojalá de la manera más expedita posible.



Tiene la palabra el Honorable señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, ¿no sería mejor votar primero la indicación globalmente y después ir votando número por número? Porque si se rechaza en general…

El señor PIZARRO (Presidente).- ¿Qué pasa si ocurre eso?

El señor LARRAÍN.- Entonces, da lo mismo…

El señor PIZARRO (Presidente).- Lo que sucede es que hay señores Senadores que pidieron dividir la votación de la indicación pues creen que es factible aprobarla parcialmente.

El señor LARRAÍN.- Está bien. Usted fija las reglas.

El señor PIZARRO (Presidente).- Ellos están en su derecho.



Tiene la palabra el Senador señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, no intervengo para pronunciarme a favor o en contra de la indicación, sino para manifestar que le hice presente una observación al Honorable señor Espina, autor de la indicación, acerca del número 4°, que dice: “Que no fuera titular del permiso de conducir exigido por la ley o su permiso hubiera sido anulado, suspendido o retenido.”.



Ella se refiere a que establecer “suspendido o retenido” es demasiado amplio. Porque, por estacionarse mal, a cualquiera le pueden quitar la licencia de conductor. Y si, por desgracia, esa misma persona comete el delito de que se trata, al no contar con ese documento, cae en lo sancionado en el numeral 4°.



Es muy distinto el caso cuando el carné para conducir ha sido anulado o no se tiene.



Por eso le pedí a Su Señoría que, para no pronunciarme por toda la indicación, se suprimiera la frase “suspendidos o retenidos”.

El señor PIZARRO (Presidente).- Señor Senador, una de las razones por las que vamos a votar separadamente radica en que hay observaciones respecto a varios números.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Entonces, cuando llegue el momento voy a plantearlo.

El señor PIZARRO (Presidente).- Corresponde pronunciarse primero sobre el numeral 1° de la indicación renovada N° 3.



En su texto se propone agregar al artículo 196 de la Ley de Tránsito el siguiente inciso cuarto:



“La pena prevista en el inciso anterior se aplicará en su grado máximo, en los casos en que el delito fuere cometido por un conductor que se encuentre en alguna de las siguientes circunstancias:



“1° Cuyo nivel de alcohol presente en el flujo sanguíneo, al momento de los hechos, haya sido igual o superior a 1,2 gramos por mil de alcohol en la sangre o en el organismo, o cuando la conducción, operación o desempeño fueren ejecutados en estado de ebriedad y bajo la influencia de sustancias estupefacientes o sicotrópicas.”.


Quienes estén de acuerdo, votan que sí; los que no lo estén ni con la indicación ni menos con el número 1° votan que no.



En votación.



--(Durante la votación).

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra para fundamentar el voto el Senador señor Gómez.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, la indicación persigue que en ciertas circunstancias, establecidas en su texto, se aplique la pena máxima.



Mi preocupación con el número 1° estriba, primero, en que su redacción me parece equívoca, y segundo, en que cambia el umbral del manejo en estado de ebriedad.



Conforme a la actual legislación, si conduzco con 0,9 o 1,2 gramos por mil de alcohol en la sangre, lo hago en estado de ebriedad y, por ende, se me condena a la misma pena.



En el numeral que se propone se aplica cierta pena a quien maneja con un nivel de alcohol de entre 0,81 y 1,2 gramos por mil, y otra distinta al que lo hace con uno de 1,2 gramos hacia arriba. Y ello me parece incorrecto.

El señor ESPINA.- ¡No es eso!

El señor GÓMEZ.- Cuando se produce la muerte de una persona es lo mismo manejar en estado de ebriedad con 0,81 o 1,2 gramos por mil de alcohol.



En segundo lugar, se menciona: “Cuyo nivel de alcohol presente en el flujo sanguíneo, al momento de los hechos, haya sido igual o superior a 1,2 gramos por mil de alcohol en la sangre o en el organismo, o cuando la conducción, operación o desempeño fueren ejecutados en estado de ebriedad y bajo la influencia de sustancias estupefacientes o sicotrópicas.”.



O sea, primero se habla de 1,2 gramos por mil, y después, de que se aplicará la misma sanción cuando se maneje en estado de ebriedad, en circunstancias de que, de acuerdo con la ley, se conduce en estado de ebriedad cuando se tiene sobre 0,8 gramos por mil.



Por lo tanto, me parece que esa norma no está bien redactada y no es correcta.



Considero que, si queremos hacer que el juez aplique una gradualidad en la pena, debemos establecer otro tipo de criterio. Por ejemplo, el de manejar con licencia falsa o los que menciona más adelante la indicación: tener sanciones anteriores, haber sido condenado, etcétera. Pero cambiar algo que en la actualidad opera para todos los chilenos: el límite de 0,8 gramos por mil de alcohol en la sangre, no me parece conveniente.



Entonces, voto en contra del número 1°.

El señor PIZARRO (Presidente).- Debemos efectuar cinco votaciones, más la de la otra indicación y la del resto del proyecto.



Para fundamentar el voto, tiene la palabra el Senador señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, lamento estar en absoluto desacuerdo con lo planteado por el Honorable señor Gómez.



Al respecto, quiero explicar lo siguiente: si alguien maneja en estado de ebriedad, es culpable de un choque y produce la muerte de una persona o le provoca lesiones de una magnitud tan grave como la de dejarla impedida de trabajar para el resto de su vida o demente, conforme a lo aprobado por el Senado -olvidémonos de esta indicación-, ese conductor arriesga una pena que va de 3 años y un día a 10 años.



Lo que sostenemos es que existen ciertas circunstancias en que la conducta del acusado resulta aún más grave, y que, en tal caso, la sanción, en vez de partir de 3 años y un día, debe comenzar de 5 años.



Lo anterior es del todo razonable.



¿Podría el juez aplicar igual una pena de 10 años? Sí. Si el acusado conducía con 0,8 gramos por mil de alcohol en la sangre. Lo que nosotros queremos señalarle al señor juez es que si la persona manejaba en estado de ebriedad le puede aplicar una pena que vaya de 3 años y un día a 10 años. Pero que si lo hacía en estado de ebriedad con 50 por ciento más de lo fijado en la ley (0,8 gramos) la condena no puede partir de 3 años y un día, sino de 5 años y un día, porque esa conducta linda en el dolo indirecto.



¿Qué significa el dolo indirecto?



El dolo es directo…

El señor GÓMEZ.- ¡Es permanente!

El señor ESPINA.- Yo lo escuché atentamente, Su Señoría.



El dolo directo…

El señor GÓMEZ.- ¡Es permanente!

El señor ESPINA.- No.



Señor Presidente, alguien comete un delito con dolo directo cuando lo hace intencionalmente. En el caso que nos ocupa, una persona se expone en forma potencial a perpetrar el delito.



Lo que nosotros queremos manifestarle al conductor es: “Mire, una cosa es que usted maneje en estado de ebriedad y arriesgue una pena de entre 3 años y un día a 10 años, que es altísima. Pero le quiero advertir que, si lo hace con más alcohol en la sangre, su pena va a oscilar entre 5 años y un día y 10 años”.



Ello, como señal para que el juez entienda que la sociedad reprocha la conducción en estado de ebriedad, pero lo hace mucho más si se maneja con mayor cantidad de alcohol en la sangre.



Se trata de una gradualidad razonable frente a estos hechos.



Y deseo agregar que, si no se aprueba esta norma, el juez igual puede aplicar esa sanción si considera tal conducta como una circunstancia agravante. Yo solo quiero obligar al juez a hacerlo por el delito en sí mismo.



Me parece de absoluto sentido común que, a medida que la conducta de la persona sea más -llamémoslo así- responsable en términos de la muerte, la sanción vaya siendo cada vez mayor. Y esa gradualidad está representada en el numeral que se propone. 



Luego se dispone que, si además de manejar en estado de ebriedad, con 0,8 gramos por mil de alcohol en la sangre hacia arriba, la persona lo hace drogada, la conducta también tendrá una agravante.



En consecuencia, se establece la gradualidad a fin de que exista un criterio para que el juez suba la pena cada vez que la conducta sea más grave.



Y quiero manifestar que con esta disposición -no se trata de mencionar un caso puntual- el culpable del asesinato de Emilia Silva se hallaría en la cárcel, porque él conducía con 2,05 gramos por mil de alcohol en la sangre. ¡Con mayor razón, entonces!



Por lo tanto, reitero: la gradualidad que proponemos tiene el sentido de señalarle al juez que, a medida que la conducta sea más grave, aplique sanciones más graves. 



Eso es lo que el legislador debe indicarle al juez: que utilice distintos criterios.



En definitiva, señor Presidente, considero que la indicación es razonable y que apunta en la dirección correcta.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Rossi, para fundamentar el voto.

El señor ROSSI.- Señor Presidente, voy a votar favorablemente el número 1°.



Estaba conversando aquí con mi amigo el Senador José Antonio Gómez, y lo cierto es que no comparto la lógica que él señala en cuanto a que no es posible establecer una diferenciación dentro de lo que conocemos como estado de ebriedad. Tanto es así que los legisladores, mediante convención, decidimos que conducir con la presencia de entre 0,3 y 0,8 gramos por mil de alcohol en la sangre significa hacerlo bajo la influencia del alcohol, y que con más de 0,8 se cae en estado de ebriedad.



Anteriormente, la sociedad chilena expresada en el Congreso determinó que un gramo era el límite para dictaminar si había una conducta que implicaba manejar bajo la influencia del alcohol o en estado de ebriedad. Y, quizás, mañana se señale algo distinto conforme a los estudios que aparezcan. De hecho, el Senador Girardi mencionaba uno que decía que a partir de 0,3 ya habría una alteración neurológica que afectaría la capacidad de alerta de la persona y, por tanto, de conducción.



En definitiva, todo ello obedece a convenciones.



Por consiguiente, es perfectamente posible guiar al juez mediante el establecimiento de que en determinadas circunstancias puede considerarse como una agravante el que un conductor registre un nivel de alcohol en el cuerpo 50 por ciento superior al máximo permitido. 



Esto también se da en otros ámbitos. Sus Señorías pueden ver, por ejemplo, que en algunas legislaciones se dispone que si la persona circula a 50 por ciento por encima del límite máximo permitido, o sobre 30 o 20 kilómetros por hora -al respecto, hay legislación comparada abundante-, tal conducta también constituye una agravante. Porque ¿cómo va a ser lo mismo transitar a 85 kilómetros por hora en una zona con un límite de 80, que desplazarse a 140 kilómetros por hora? ¡No puede ser igual!



Por eso, acá se entrega una herramienta que guíe al juez. Y, como bien dijo el Senador Espina -ya que aquí se ha mencionado tanto ese caso-, con esta norma, efectivamente se hallaría preso el culpable de la muerte de Emilia.



En consecuencia, voto que sí.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el numeral 1° de la indicación renovada N° 3 (18 votos contra 7 y una abstención).


Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Rincón y Von Baer y los señores Espina, Frei (don Eduardo), García, García-Huidobro, Kuschel, Larraín (don Carlos), Orpis, Pérez Varela, Quintana, Rossi, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



Votaron por la negativa los señores Chahuán, Escalona, Gómez, Lagos, Larraín (don Hernán), Muñoz Aburto y Pizarro.



Se abstuvo la señora Pérez (doña Lily).
El señor PIZARRO (Presidente).- En seguida, corresponde pronunciarse sobre el número 2° de la indicación, que dice: “Que haya sobrepasado en 30 kilómetros por hora o más la velocidad máxima autorizada en el lugar de comisión del hecho.”.



En votación.



--(Durante la votación).

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Gómez, para fundamentar el voto.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, tengo una diferencia conceptual esencial en este punto. Porque observo que lo que se persigue con la indicación es fijar criterios de aplicación de la pena, en el entendido de que hay situaciones de mayor riesgo, que, por tanto, deben ser sancionadas duramente. 



¿Y cuál es esa discrepancia conceptual? Que, a mi juicio, lo sensato es que quien maneje no tome. Por ende, si hoy día conduzco en estado de ebriedad o con 1,2 o con 1,3 gramos de alcohol por mil en la sangre -como se propone- y mato a una persona, se me debe aplicar la sanción más dura. Eso es lo que queremos. No se trata de que el conductor circule a más velocidad o menos velocidad o que tome más o tome menos, sino de que no beba porque es peligroso y puede matar a niños y familias.



¡Ese es el punto!



Entonces, bajo ese concepto pareciera mucho más razonable la propuesta del Senador Chahuán -de él y de otros colegas, para no ponerle solo su nombre a la indicación-, pues, por último, es clara y dice una cosa precisa: “Si a consecuencia de dicha conducción en estado de ebriedad, se causare la muerte de una o más personas, se impondrá la pena de presidio mayor en su grado mínimo…”, etcétera. En cambio, lo que se plantea ahora es “entre que sí y que no”.



Por eso, señor Presidente, estoy en contra de estas proposiciones.



Ahora, concuerdo con lo que argumentaba el Senador Espina en orden a que hay situaciones más graves respecto a las cuales se puede aplicar la gradualidad. Y de ahí que sostengo que manejar con un carné falso o cuando no se tiene licencia, por ejemplo, constituye una agravante adicional. Hay una serie de elementos que eventualmente permitirían fijar esa gradualidad desde el punto de vista de la dureza de la pena. 



En definitiva, esto no es muy diferente a la iniciativa que discutimos anteriormente en la Sala. A mí me gustaría ver la grabación del debate del proyecto de ley que presenté sobre esta materia. Muchos decían “Cómo podemos hacer esto”; “Cómo vamos a impedir tomar un traguito”; “Cómo es posible que votemos una iniciativa tan dura”. ¡Que me iban a echar del Partido Radical, porque estaba promoviendo que no se bebiera…!



¡Esas eran las bromas que se hacían acá…!



Y yo alegué -y lo sigo haciendo- que el ejemplo que debe darse a la sociedad chilena es que no se puede manejar cuando se toma. 



¡Ese es el camino!



Por eso, estoy en desacuerdo con todas las graduaciones que se pretende establecer.



En tal lógica, si no se encuentra una fórmula, un mecanismo distinto -fue lo que planteé antes- para consignar ciertas agravantes respecto de la conducción en estado de ebriedad, prefiero que se aplique derechamente la pena que corresponde. Así, estoy seguro de que va a manejar bastante menos gente que haya bebido.



Gracias.



--(Aplausos en tribunas).

El señor PIZARRO (Presidente).- Por favor, les pido guardar silencio a quienes se encuentran en las tribunas.



¡Supongo que no son radicales todos los que están arriba…!



Hay dos señores Senadores más inscritos para fundamentar el voto.



Recuerdo a Sus Señorías que se está votando el segundo punto de la indicación, que consagra como condicionante “Que haya sobrepasado en 30 kilómetros por hora o más la velocidad máxima autorizada en el lugar de comisión del hecho”.



Tiene la palabra el Honorable señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, en el mismo sentido de lo que usted aclaró, debo precisar que nos estamos pronunciando sobre el numeral 2° de la indicación renovada número 3, que parte de una penalidad mucho mayor cuando una persona que maneja en estado de ebriedad causa lesiones gravísimas o con resultado de muerte. Y en este caso concreto, si lo hace a exceso de velocidad, sobrepasando en 30 kilómetros por hora el límite máximo autorizado.



Eso estamos votando. 



Y a mí me parece del todo razonable que ello sea considerado un delito mayor. Porque, evidentemente, no solo se conduce en estado de ebriedad, sino, además, a exceso de velocidad.



Por lo tanto, partir con una pena de 5 años y un día (superior, por supuesto, a la de 3 años y un día, que es la norma general) me parece del todo razonable.



Por eso, voto a favor del numeral 2°.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el numeral 2° de la indicación renovada N° 3 (17 votos contra 10).



Votaron por la afirmativa las señoras Allende y Von Baer y los señores Espina, Frei (don Eduardo), García, García-Huidobro, Kuschel, Larraín (don Carlos), Orpis, Pérez Varela, Quintana, Rossi, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



Votaron por la negativa las señoras Pérez (doña Lily) y Rincón y los señores Chahuán, Escalona, Gómez, Horvath, Lagos, Larraín (don Hernán), Muñoz Aburto y Pizarro.

El señor PIZARRO (Presidente).- Corresponde pronunciarse sobre el punto 3° de la indicación renovada N° 3, que dice: “Que hubiera sido condenado o se encontrare actualmente sujeto a una suspensión condicional del procedimiento por alguno de los delitos establecidos en el artículo 196 de esta ley. Estas circunstancias no se tomarán en cuenta después de tres años, contados desde la fecha en que quedó firme la resolución o sentencia que la decreta.”.



En votación.



--(Durante la votación).
El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Espina para fundamentar el voto.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, a mí me interesa que quede claro el objetivo de cada norma.



Esta es absolutamente razonable.



Estamos partiendo de la base de que una persona comete el delito de manejo en estado de ebriedad y es culpable de un choque, por lo que se le debe aplicar una pena que va de 3 años y un día a 10 años. En este caso, el juez tiene que fluctuar en la sanción; y si hay circunstancias agravantes, comenzará de 5 años y un día hacia arriba, porque esa es la regla general en materia de penas.



Pero aquí hay una situación bien increíble.



Una persona comete el delito de conducción en estado de ebriedad con resultado de muerte y lesiones graves. El juez le dice: “Voy a suspender la causa,” -puede hacerlo hasta por 3 años- “pues le daré una segunda oportunidad”. Si esa persona, cuya causa está suspendida, reincide en igual conducta, lo razonable es que se le imponga una pena más grave, porque está actuando con un grado de malicia absoluta. O sea, cometió un delito y, a sabiendas de que se halla dentro del plazo de la suspensión del juicio que determinó el magistrado para darle una segunda oportunidad, incurre en el mismo ilícito. Entonces, lo razonable es que esta conducta tenga un reproche social mayor que el de la primera vez.



Por lo tanto, siguiendo la misma lógica, en este caso la pena parte de 5 años y un día a 10 años.



Ese es el fundamento de la norma que nos ocupa, señor Presidente.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el numeral 3° de la indicación renovada N° 3 (23 votos a favor, 2 en contra y una abstención).



Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Rincón y Von Baer y los señores Espina, Frei (don Eduardo), García, García-Huidobro, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Muñoz Aburto, Orpis, Pérez Varela, Quintana, Rossi, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



Votaron por la negativa la señora Pérez (doña Lily) y el señor Chahuán.



Se abstuvo el señor Pizarro.

El señor PIZARRO (Presidente).- Pasaremos al numeral 4° de la indicación renovada N° 3.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor PIZARRO (Presidente).- Primero voy a leer la norma, señor Senador, y después le daré la palabra.



El punto 4° dice: “Que no fuera titular del permiso de conducir exigido por la ley o su permiso hubiera sido anulado, suspendido o retenido.”.



Tiene la palabra el Senador señor Zaldívar, quien planteó una cuestión de forma respecto al contenido de este punto.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, solicito votar separadamente la expresión “suspendido o retenido”, porque soy partidario de eliminarla.



Es posible que a una persona le suspendan o le retengan la licencia de conducir por una infracción de tránsito menor; por ejemplo, un mal estacionamiento. Pero eso no se puede comparar con las motivaciones que determinan la anulación del permiso, las que normalmente son graves. Y tampoco es comparable con la situación de quien maneja sin tener licencia.



Por eso, propongo votar por separado la expresión “suspendido o retenido”.

El señor PIZARRO (Presidente).- ¿Qué opinan los autores de la indicación?



Si se aprobara la sugerencia del Honorable señor Zaldívar, el N° 4° quedaría así: “Que no fuera titular del permiso de conducir exigido por la ley o su permiso hubiera sido anulado.”.



¿Habría acuerdo en la Sala?

El señor ORPIS.- Sí, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Entonces, se pondría en votación el punto 4° sin la expresión “suspendido o retenido”.



Tiene la palabra el Senador señor Gómez.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, hay que agregarle a este numeral una sanción que existe en la ley, relativa al uso de licencias de conducir falsificadas. Esa también debiera ser una agravante. Empero, aquí no se la incluye.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- ¡Pero si es lo mismo!

El señor GÓMEZ.- No: es diferente. Se trata de una norma de la Ley de Tránsito. Por lo tanto, también debiera incorporarse aquí, como agravante.



Yo voté a favor de los puntos anteriores porque apoyo ese tipo de agravantes. Pero no me parece adecuado que se establezcan diferencias. O sea, a quien conduce borracho, aunque se desplace a 10 kilómetros por hora, si mata a una persona, hay que aplicarle las penas correspondientes.



En este caso, pienso que se trata de agravantes que se deben incluir.

El señor PIZARRO (Presidente).- Yo sugiero lo siguiente, señor Senador.



Votemos la primera parte del punto 4°, mientras Su Señoría analiza una posible redacción para el aspecto cuestionado. Porque es factible que una persona conduzca con una licencia que, siendo verdadera, no le pertenece. Sin embargo, eso es distinto de que lo haga con una falsa.



¿Le parece a la Sala?



Entonces, esperaríamos la redacción elaborada por Su Señoría para completar el numeral 4°, y luego, si hubiera acuerdo unánime en la Sala, podríamos incorporarla. Ese sería el procedimiento.



Tiene la palabra el Senador señor Chahuán para fundamentar su voto.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, quiero explicar mi votación negativa en cada uno de los puntos anteriores, pues estoy defendiendo la tesis de la indicación que renovamos un grupo de diez Senadores.



De todas maneras, no obstante que considero un avance importante lo que estamos aprobando el día de hoy, mantengo la posición de que la indicación que planteamos con otros nueve Senadores era la opción más idónea.

El señor PIZARRO (Presidente).- Sugiero lo siguiente: mientras se busca una redacción que pueda concitar acuerdo unánime, podemos votar el numeral N° 5 de la indicación renovada.



¿Ya hay una propuesta de redacción para el numeral 4°?

El señor ESPINA.- Sí, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, la redacción que acabo de conversar con los Senadores Larraín y Gómez, la cual, obviamente, debe ser refrendada por la Sala, es del tenor siguiente: “Que no fuera titular del permiso de conducir exigido por la ley o su permiso hubiera sido anulado o falso”.

El señor PIZARRO (Presidente).- Le agradecemos la brevedad, señor Senador.



¿Habría acuerdo para votar ese texto?



--Así se acuerda.

El señor PIZARRO (Presidente).- Entonces, en votación el numeral 4°, al que se le eliminaron las palabras “suspendido o retenido” y se le incorporaron los términos “o falso” después de la expresión “anulado”.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el numeral 4°, con las modificaciones que explicitó el señor Presidente (20 votos a favor, 3 en contra y una abstención).



Votaron por la afirmativa las señoras Allende y Rincón y los señores Espina, Frei (don Eduardo), García, García-Huidobro, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín (don Carlos), Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Quintana, Rossi, Sabag, Tuma, Uriarte y Zaldívar (don Andrés).



Votaron por la negativa la señora Pérez (doña Lily) y los señores Chahuán y Larraín (don Hernán).



Se abstuvo la señora Von Baer.

El señor PIZARRO (Presidente).- A continuación debemos pronunciarnos sobre el numeral 5°, que dice: “Cuya profesión u oficio consista en el transporte de personas o bienes y el delito haya sido cometido en el ejercicio de sus funciones.”.



En votación.



--(Durante la votación).

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Espina para fundamentar su voto.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, el Senador Escalona me dijo: “¡Esto es una arbitrariedad! ¿Por qué un chofer profesional va a tener una sanción superior con respecto a quien no lo es?”.



La razón es muy sencilla: su profesión le exige mayor cuidado en lo que hace y la gente que va en el vehículo confía en que es buen conductor.



Lo que nosotros pretendemos aquí es seguir el criterio de agravación.



Si un chofer conduce en estado de ebriedad un bus al que subieron, por ejemplo, 30 personas que confiaban en que iban a ser transportadas con seguridad; si igual forma de manejar tiene lugar en un taxi colectivo o básico que traslada a personas que suponen que quien conduce el vehículo porta un carné conseguido luego de cumplir exigencias mayores, en ambos casos se registra una conducta susceptible de mayor reproche, pues no solo se comete el delito de manejar en estado de ebriedad -y pensemos en un accidente con resultado de muerte-, sino que, además, de una manera u otra se defrauda a quienes confían en los choferes profesionales y esperan de ellos un comportamiento más correcto. 



Por lo tanto, también se sigue la hipótesis de la mayor responsabilidad.



Y voy a dar algunos ejemplos.



Primero, hay una figura penal -hicimos la búsqueda con la secretaría- vinculada con los salvavidas.



Si una persona se está ahogando y otra no se tira al agua para salvarla, podrá decírsele: “Usted tuvo capacidad para intervenir y no actuó”. Es factible que haya un delito por omisión. Y tal vez la respuesta será: “Yo no estoy obligado”. ¡Pero el salvavidas tiene obligación!



Segundo, si un policía al que se le pide socorrer a una persona que está siendo víctima de un atraco aduce que no le corresponde hacerlo, un vecino que va por la calle podría señalarle: “¡Usted es un profesional del orden público!”. 



Tercero, si un bombero, cuya misión es apagar incendios, en el momento en que debe actuar ante un siniestro dice “Yo no voy a hacer nada”, su conducta es reprobable a raíz de que asumió frente a la sociedad un deber de envergadura mayor.



En consecuencia, en esa hipótesis, lo razonable es que quien tiene más responsabilidad asuma un reproche social mayor.



Ese es el fundamento de la norma en comento, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Escalona, para fundamentar su voto.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, en mi concepto, este número 5° implica quitarle completamente el sentido a este proyecto de ley, e incluso, no está de acuerdo con su idea matriz.



Nosotros no estamos convocados acá para sancionar a los choferes por el ejercicio de su profesión: el sentido de toda esta discusión es castigar a los drogadictos y a los borrachos que se suben a un vehículo para manejarlo.



Entonces -repito-, todo esto, que parece muy académico, muy bonito, al final desvirtúa el sentido de la iniciativa que se nos pide aprobar o rechazar, y además -lo digo sinceramente-, se aparta de la idea matriz del texto original.



Ahora, las argumentaciones, las comparaciones o las metáforas que hizo el Senador Espina son absolutamente arbitrarias. No se puede comparar la situación del conductor de un vehículo para el transporte escolar con la de un carabinero, por ejemplo, pues su sentido de vida y su preparación profesional son del todo diferentes.



Insisto en que, lamentablemente, con este tipo de proposiciones se pierde el espíritu original del proyecto: castigar a quienes conducen ebrios o drogados.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra, para fundamentar su voto, el Senador señor Rossi.

El señor ROSSI.- Señor Presidente, solo deseaba dar otros ejemplos en la línea de lo que planteaba el Senador Espina en materia de agravantes. Pero no voy a abundar al respecto.

El señor PIZARRO (Presidente).- Senadora señora Lily Pérez, puede fundamentar su voto.

La señora PÉREZ (doña Lily).- Señor Presidente, solo quiero manifestar, para la historia de la ley, que he votado en contra de estas proposiciones porque no me satisfacen.



Pese a que reconozco el esfuerzo que ha puesto en ellas el colega Espina y a que las firmé primitivamente, lo que plantean no me parece suficiente para satisfacer mi aspiración: que se haga justicia en todos los casos.



Por eso, con el Senador Chahuán presentamos una indicación mucho más drástica con respecto a la aplicación de las sanciones máximas y al agravamiento de las penas que establece actualmente la ley. Y nos habría gustado que junto con eso se hubiera revisado una serie de sanciones.



Por lo expuesto, deseo que quede testimonio de por qué he votado en contra de estas proposiciones.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Lagos. 

El señor LAGOS.- Señor Presidente, fundamentaré mi pronunciamiento básicamente porque creo que tal vez el punto 5° de esta indicación se va a aprobar, muy a mi pesar, tal como está y ni siquiera tendremos la oportunidad de discutir la de los colegas Chahuán y Lily Pérez, que yo quería votar a favor.



Solo deseo expresar que el objetivo era enviarle a la sociedad chilena una señal sobre qué tipo de legislación deseamos, qué clase de valores queremos transmitir.



Entiendo todas las disquisiciones jurídicas que se han hecho acá, pero, para mí, la idea de fondo es la siguiente: no se trata de que la gente no beba alcohol, sino de que no conduzca cuando lo ha hecho. 



Esta no es una persecución ni nada por el estilo. La cuestión estriba en que constituye una irresponsabilidad tremenda el que una persona curada, borracha, se suba a un vehículo, tome el volante y mate a alguien mientras lo conduce.



¡Esa es la señal que debemos dar!



Nosotros legislamos sobre muchas cosas, Senador Espina -se lo digo por intermedio de la Mesa-, pero (seamos francos) son pocas las que les hacen sentido a los ciudadanos.



La gente entiende lo que ahora nos ocupa y el país muestra un progreso en esta clase de materias.



En efecto, hoy existe más conciencia en cuanto al problema de conducir bajo los efectos del alcohol; al daño que causa el tabaco, en fin. Hemos avanzado enormemente en una serie de aspectos. Y yo creí que esta legislación iba a ayudar a seguir en ese camino.


¿Que en el Código hay otras penas que son desproporcionadas? No me cabe ninguna duda. Pero no por eso yo iba a dejar de legislar en esta materia.


Entendí el esfuerzo que trató de hacer el Senador Espina. Sin embargo, creo que la señal que hemos de dar debe ser ¡categórica!: el problema no es el consumo de alcohol, sino la conducción bajo los efectos de su ingesta.


Es una opción que tiene cada ciudadano llegado el minuto. Y eso es lo que no estamos logrando acá en este ejercicio.

El señor ESPINA.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor PIZARRO (Presidente).- No le puedo dar la palabra de nuevo, señor Senador, pues ya fundó su voto.

El señor ESPINA.- Es algo muy breve.

El señor PIZARRO (Presidente).- No es posible, Su Señoría. Estamos en votación, y usted ya fundamentó su posición.



Ahora bien, al Senador señor Escalona solo quiero señalarle que, en mi concepto, la indicación sí tiene que ver con la idea matriz del proyecto. 



Los conductores profesionales reciben un tratamiento especial: son objeto de una formación especial; realizan cursos especiales; tienen un tipo de licencia especial; cumplen una función profesional, y en muchos casos, también social, y en todo el resto de los planteamientos legales  establecidos en cada una de las normas se les da un tratamiento distinto. 



Ahora, efectivamente, como lo que se ha propuesto acá son agravantes, el asunto resulta más complejo. Y es una agravante el que un chofer profesional, en el ejercicio de su función, transporte pasajeros o carga en estado de ebriedad, bajo la influencia del alcohol o tras haber consumido estupefacientes.



Aunque el punto es opinable, Honorable señor Escalona, estimé oportuno dejar aquella constancia.

El señor ESCALONA.- Pero no es lo que se está votando, señor Presidente.


El señor PIZARRO (Presidente).- Estamos votando el número 5° de la indicación N° 3, señor Senador.

El señor ESCALONA.- Insisto en que no es lo que se está votando.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el punto 5° de la indicación renovada N° 3 (15 votos contra 7 y una abstención).



Votaron por la afirmativa la señora Von Baer y los señores Espina, Frei (don Eduardo), García, García-Huidobro, Larraín (don Hernán), Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Quintana, Rossi, Sabag, Tuma y Uriarte.



Votaron por la negativa la señora Pérez (doña Lily) y los señores Chahuán, Escalona, Horvath, Lagos, Larraín (don Carlos) y Muñoz Aburto.



Se abstuvo la señora Allende.

El señor PIZARRO (Presidente).- En consecuencia, con las modificaciones que la Sala acordó introducir al N° 4°, queda aprobada la indicación renovada N° 3 y, como se estableció al iniciarse el tratamiento del proyecto, rechazada la indicación renovada N° 2, del Senador señor Chahuán.

)----------(

El señor ORPIS.- Pido la palabra.

El señor PIZARRO (Presidente).- La tiene, Su Señoría.
El señor ORPIS.- Señor Presidente, el proyecto de reforma constitucional que establece la obligación del Estado de eliminar todos los obstáculos de hecho que impidan el pleno desarrollo de las personas fue aprobado en general hoy día por la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.



Como hay un acuerdo del Senado en el sentido de que también vaya a la Comisión de Constitución, solicito que se recabe la anuencia necesaria para que el paso a esta se omita en el primer trámite reglamentario y se realice durante la discusión en particular.

El señor PIZARRO (Presidente).- O sea, la idea es obviar el trámite a la Comisión de Constitución en el primer informe...

El señor ORPIS.- Exacto.

El señor PIZARRO (Presidente).-… y efectuarlo en el segundo.

El señor ORPIS.- Sí, en la discusión particular, porque, a pesar de que la iniciativa es de artículo único, hubo acuerdo para realizar el trámite a dicho órgano técnico.

El señor PIZARRO (Presidente).- ¿Le parece a la Sala?



--Así se acuerda.
El señor ORPIS.- Gracias, señor Presidente.

)----------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Informo a la directiva del Colegio de Profesores, la cual se encuentra en la tribuna, que ha terminado el Orden del Día.



En la próxima sesión ordinaria tendremos que abocarnos al debate sobre el informe recaído en la consulta de la Sala sobre la admisibilidad del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que renueva la vigencia de la ley N° 19.648, sobre acceso a titularidad de los docentes a contrata en los establecimientos públicos subvencionados.



--(Manifestaciones en tribunas).



Deseo expresarles a los asistentes en las tribunas que la Mesa del Senado y los Comités, a petición de la directiva de su Colegio, aquí presente, que conversó conmigo, pasamos a llevar la configuración de la tabla y trasladamos el asunto desde el lugar 29 del Orden del Día al tercero para tratar de verlo ahora, no obstante que no media ninguna calificación de urgencia. Esta última, como ustedes saben, la coloca el Gobierno. Adoptamos la medida por decisión nuestra, en el entendido de que iba a ser posible hacerlo.



Esa misma voluntad, en la medida en que ustedes tengan paciencia -porque la han tenido, y mucha-, es la que vamos a seguir…



--(Manifestaciones en tribunas).



Consciente de sus motivos, les pido comprender que no siempre depende de nosotros ocuparnos en primer lugar de una materia. Intentamos hacer un esfuerzo colectivo, pasando a llevar otras urgencias que reglamentariamente deberíamos considerar antes, para poder ver el proyecto de ustedes. 



La sesión ordinaria siguiente se celebrará el martes próximo y esperamos tratar en esa ocasión lo que a ustedes les interesa, junto con diversas iniciativas.

El señor TUMA.- En primer lugar.

El señor PIZARRO (Presidente).- Así que mientras más serenidad y colaboración se manifiesten, menos problemas podemos enfrentar, porque basta que se ponga urgencia a otros proyectos o que esta sea calificada de “discusión inmediata” para que el asunto vuelva al lugar número 29. 



Además, ustedes saben que la materia implica un debate y una decisión bastante complejos, porque lo primero que se requiere decidir es la admisibilidad o no, que es otro de los aspectos en discusión. 



Entonces, la mayor tranquilidad que tengamos para poder resolver se las agradeceré mucho. 



No puedo garantizar que el informe será tratado el martes próximo, pero intentaremos que así suceda. Por favor, comprendan lo que digo. Sus dirigentes conocen mejor que nadie la decisión que hemos tenido que tomar ante la petición de ustedes. Mantengamos, por favor, el debido respeto.



--(Manifestaciones en tribunas).

VI. INCIDENTES

PETICIONES DE OFICIOS

El señor LABBÉ (Secretario General).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios. 

El señor PIZARRO (Presidente).- Se les dará curso en la forma reglamentaria.

)-----------(



--Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes: 



De la señora ALLENDE:


Al señor Ministro de Salud, para que se informe sobre MEDIDAS DE MINISTERIO ANTE DENUNCIA CONTRA DIRECTOR REGIONAL DE SERVICIO DE SALUD DE ATACAMA.



De la señora RINCÓN:



A la señora Directora Nacional del Servicio Electoral, solicitándole ESTABLECIMIENTO DE LOCAL DE VOTACIÓN EN MELOZAL, COMUNA DE SAN JAVIER, y al señor Gerente de Seguridad y Operación Norte, Centro y Sur de la Empresa de los Ferrocarriles del Estado, con el objeto de que proceda a REVALUAR SUPRESIÓN DE GUARDIA DE SEGURIDAD EN ESTACIÓN RETIRO.

)---------------(

El señor PIZARRO (Presidente).- En Incidentes, los Comités Independientes y Movimiento Amplio Social no intervendrán. 



En el turno del Comité Socialista, tiene la palabra el Honorable señor Escalona. 

INCUMPLIMIENTO DE PLATAFORMA SOCIAL COMPROMETIDA EN TRAMITACIÓN DE LEY DE PESCA. OFICIO
El señor ESCALONA.- Señor Presidente, en el día de hoy se ha registrado una manifestación de numerosos pescadores artesanales en una situación social muy conflictiva, de angustia y de pobreza, en la ciudad de Concepción. Demandan el correcto cumplimiento de la plataforma social comprometida con ellos cuando se discutió y aprobó la Ley de Pesca, el que no está siendo concretado, lamentablemente.



En el caso de la Región del Biobío se trataba de recursos del Gobierno Regional y de la Subsecretaría de Pesca, con el propósito de atender la aflictiva condición de varios miles de familias del sector de la pesca artesanal.



Sin embargo, hay fuertes reclamos y quejas por las nóminas de beneficiarios, por los criterios utilizados y, especialmente, por la exclusión de centenares de personas cuya pertenencia al oficio es incontrovertible, pero que, por diferentes razones, han sido marginadas de la posibilidad de acceder a la medida.



Lo anterior está afectando seriamente la paz social en la Octava Región. Es una cuestión que irrita y afecta enormemente en el ámbito local. Como es sabido, la zona perdió empuje en su crecimiento económico. Los habitantes estiman que se encuentra virtualmente detenida, desde el punto de vista de la posibilidad de enfrentar eficientemente sus dificultades económicas y sociales en el corto y mediano plazo.



El desempleo se ha acentuado. La desocupación y la cesantía son fenómenos lamentablemente recurrentes. No hay ninguna posibilidad de que estos pescadores artesanales resuelvan sus problemas de ingreso familiar por la vía de un empleo, porque este no se encuentra, y especialmente en las zonas del borde costero es escaso y no se ha logrado restablecer. 



Por lo tanto, la situación es altamente conflictiva y puede generar una situación muy delicada, desde el punto de vista de la paz social, de modo que solicito que se requiera al Presidente de la República, como firmante de la Ley de Pesca, el cumplimiento de los compromisos establecidos en la plataforma social que el Congreso Nacional votó en los meses pasados.



Los pronunciamientos del caso se llevaron a cabo aquí en la Sala en diciembre del año anterior. Un fallo del Tribunal Constitucional validó dicho cuerpo legal, donde un artículo que no se especificó, pero que existe, estableció el compromiso del sistema político de llevar adelante una plataforma social que enfrentara y aliviase la situación de decenas de miles de familias que iban a ser afectadas por la implementación de ese ordenamiento.



En consecuencia, demando del Primer Mandatario el cumplimiento de aquello que fue comprometido personalmente en la Sala por su representante, el entonces Ministro de Economía, señor Pablo Longueira.



De no ser así, de no empeñarse efectivamente el Ejecutivo en proveer los recursos que se necesitan, desde luego que resulta sombrío el horizonte en la Región del Biobío, por el drama que se registra en el sector de la pesca industrial y artesanal.



Insisto en que reclamo del Jefe del Estado el cumplimiento de la palabra empeñada.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del Honorable señor Escalona, conforme al Reglamento.
El señor PIZARRO (Presidente).- No se ocupará el tiempo restante del Comité Socialista.



El Comité Demócrata Cristiano no intervendrá.



En el turno del Comité Partido por la Democracia, tiene la palabra el Senador señor Tuma.

SOLIDARIDAD CON GOBIERNO SIRIO ANTE EVENTUAL INVASIÓN DE ESTADOS UNIDOS. COMUNICACIÓN
El señor TUMA.- Señor Presidente, pertenezco a la Comisión de Relaciones Exteriores y, en el ámbito de mi permanente preocupación por lo que está ocurriendo en el Medio Oriente, quiero expresar mi inquietud y denuncia pública frente al manejo de una distorsionada información o desinformación que estamos recibiendo en muchos países adscritos a una sola fuente, preferentemente de Europa y los Estados Unidos, desde la cual nos llegan antecedentes absolutamente falsos, contradictorios y engañosos en relación con el conflicto del Medio Oriente y, particularmente, la situación de Siria.



Por todos los medios de prensa se está difundiendo que los Estados Unidos ya habrían decretado que dicho país está administrando armas químicas, denuncia similar a la registrada con relación a Iraq, donde nunca se encontraron. Y mientras las Naciones Unidas están indagando si ello es efectivo, los Estados Unidos ya determinaron que lo es, de la misma manera que lo hizo anteriormente en relación con el Gobierno de Saddam Hussein.



De acuerdo con información que he estado recibiendo, el 20 de agosto en curso -el 21 se habrían utilizado supuestamente armas químicas por el gobierno de Assad- ya se habían subido videos con la denuncia de que se había atacado a niños y jóvenes en la forma a que he hecho referencia.



Por mi parte, quiero condenar el uso de semejantes dispositivos, pero, al mismo tiempo, deseo reservarme el derecho de la denuncia respecto de los autores. Porque no hay ninguna razón para pensar, con lógica, que el Gobierno de Bashar al Assad, que tiene la situación del territorio prácticamente más controlada que en los últimos dos años, utilice justo ahora ese recurso contra la población civil que lo habita.



Todas las evidencias que entregan otros medios de comunicación y que llegan a Chile revelan que las fuerzas rebeldes organizaron el asesinato a fin de involucrar a los Estados Unidos en una decisión de ataque al Gobierno sirio, con el objeto de recuperar la posibilidad de ganar una guerra que tienen perdida.



Ello se lleva a cabo también con el apoyo de gobiernos árabes dirigidos por monarcas. La “primavera árabe” nunca tuvo lugar en las monarquías, que son precisamente las que han estado financiando a quienes proveen a los rebeldes contra el régimen de Bashar al Assad.



Podemos no compartir el modo en que se gobierna a Siria. Pero lo que no podemos hacer es asumir una conducta precisamente usada por quienes combaten a ese Gobierno para justificar una invasión de los Estados Unidos al país, lo que se inscribe en una política funcional al Estado de Israel, para los efectos de avanzar en un control de la zona. Si no solo van por Siria: también van por Irán.



En consecuencia, la cuestión es mucho más compleja de lo que publican los medios de comunicación.



Me parece, entonces, que existe un montaje deliberado del Departamento de Estado y que es muy probable que a estas horas o en poco más se invada o ataque Siria con el objeto de apoderarse de esos territorios o de que lo hagan los rebeldes, que están siendo financiados por distintos regímenes títeres de los Estados Unidos, así como también por dos o tres gobiernos europeos.



Aparte estos países e Israel, esa invasión no cuenta con simpatía general en el mundo. Creo que son muy aislados los que adhieren a la posición de los Estados Unidos y que la inmensa mayoría de los pueblos y países no quieren la continuación de estas acciones, de estas guerras. Juzgo que es algo que le hace mal a la humanidad.



Por eso, señor Presidente, pido que se envíe una nota, en mi nombre, al Embajador de Siria para expresar mi solidaridad frente al atropello que están viviendo el pueblo de ese país y el Gobierno de Bashar al Assad.



--Se anuncia el envío de la comunicación solicitada, en nombre del Honorable señor Tuma, conforme al Reglamento.
El señor PIZARRO (Presidente).- Los Comités Radical Social Demócrata y Unión Demócrata Independiente no intervendrán.



En el turno del Comité Renovación Nacional, tiene la palabra el Senador señor Horvath.

ADMISIBILIDAD DE PROYECTO QUE RENUEVA VIGENCIA DE LEY N° 19.648. OFICIOS
El señor HORVATH.- Señor Presidente, habiendo quedado atrás el calor del público en las tribunas, quisiera exponer que el informe de la Comisión de Constitución, donde se rechazó, por tres votos contra dos, la admisibilidad de la titularidad de los profesores, a contrata o en otra condición, no obedece exactamente a la representación política transversal que se registra en la Sala.



Dos informes en derecho concluyen que la moción sí es admisible, y, por lo tanto, la idea es levantar una voz de aliento para que efectivamente prospere en el Senado.



Aprovecho de pedir que se solicite información a los Ministerios de Educación y del Interior para saber, en el nuevo escenario, cómo los distintos municipios van a tomar y sustentar la situación.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del Honorable señor Horvath, conforme al Reglamento.
SOLUCIÓN DE DEUDA HISTÓRICA CON PROFESORES

El señor HORVATH.- Señor Presidente, deseo insistir, una vez más, como lo ha hecho varias veces el Senado a través de proyectos de acuerdo, en la necesidad de un sistema de solución de la deuda histórica que se mantiene con el magisterio. Ello incluso ha sido sancionado favorablemente por tribunales de nuestro país y por organismos internacionales.



Es preciso buscar, desde luego, una salida de la situación, aunque sea gradual, focalizada en los docentes de mayor edad, para que reciban el beneficio.

APOYO A CONSCRIPTOS QUE CUMPLIERON CON SERVICIO MILITAR ENTRE 1973 Y 1990. OFICIO
El señor HORVATH.- Señor Presidente, me permito pedir que se oficie al señor Ministro de Defensa -le expuse el punto hoy día en la Sala- a fin de que se entregue un informe pormenorizado de los conscriptos que hicieron su servicio militar, a partir de 1973, por más de dos años.



En el caso de regiones fronterizas como la que represento y la de Magallanes, se registraron incluso períodos iguales o superiores a partir de 1977, con motivo del desconocimiento del fallo arbitral de Gran Bretaña por parte de Argentina, y en 1982, con motivo de la toma de las islas Malvinas o Falkland, las Georgias del Sur y del riesgo que ello significó para nuestro país.



Lo anterior representó una cantidad importante de personas que se vieron obstaculizadas de desarrollar su trabajo en forma normal, y es justo que el Estado las apoye.



Gracias.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del Honorable señor Horvath, conforme al Reglamento.
El señor PIZARRO (Presidente).- El resto del tiempo del Comité Renovación Nacional no se ocupará.



Habiéndose cumplido el objetivo de la sesión, esta se levanta.



--Se levantó a las 19:54.




Manuel Ocaña Vergara,





Jefe de la Redacción

A N E X O S

SECRETARÍA DEL SENADO

LEGISLATURA NÚMERO 361

ACTAS APROBADAS

SESIÓN 47ª, ORDINARIA, EN MARTES 13 DE AGOSTO DE 2013


Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Pizarro; del Vicepresidente, Honorable Senador señor Gómez, y, accidentalmente, del Honorable Senador señor Zaldívar.

Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Girardi, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Letelier, Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio) y Walker (don Patricio).

Concurren, asimismo, los Ministros de Hacienda; de Energía, y del Medio Ambiente, señores Felipe Larraín y Jorge Bunster y señora María Ignacia Benítez, respectivamente.

Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_________

Se deja constancia de que se cuenta con 37 Senadores en ejercicio.

- - -

ACTAS


Las actas de las sesiones 44ª, especial, y 45ª, ordinaria, de 6 de agosto, y 46ª, ordinaria, de 7 de agosto, todas del presente año, se encuentran en Secretaría a disposición de las señoras y señores Senadores, hasta la sesión próxima para su aprobación.
_________

CUENTA

Mensajes


Dos de S. E. el Presidente de la República:


Con el primero, retira y hace presente la urgencia, calificándola de “discusión inmediata”, para la tramitación de los siguientes asuntos:


1.- Proyecto de ley que reajusta el monto del ingreso mínimo mensual (Boletín Nº 9.037-05).


2.- Proyecto de ley que establece penas para la fabricación, tenencia, transporte, comercialización y utilización del “hilo curado” (Boletín Nº 8.579-25).


Con el segundo, retira y hace presente la urgencia, en el carácter de “suma”, respecto del proyecto de ley relativo al fortalecimiento de la regionalización del país (Boletín N° 7.963-06).


- Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios


Seis de la Honorable Cámara de Diputados: 


Con el primero, informa que aprobó la proposición formulada por la Comisión Mixta constituida para resolver, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 71 de la Constitución Política de la República, las divergencias suscitadas durante la tramitación del proyecto de ley sobre procedimiento para otorgar concesiones eléctricas (Boletín N° 8.270-08) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”).


- Queda para Tabla.


Con el segundo, comunica que tomó conocimiento del acuerdo de esta Corporación que declaró inadmisible el articulado del proyecto de ley que reajusta el monto del ingreso mínimo mensual (Boletín Nº 9.037-05) e informa la nómina de los Honorables señores Diputados que integrarán la Comisión Mixta que ha de formarse conforme lo dispone el artículo 15 de la ley N° 18.918.


- Se toma conocimiento y se manda agregar el documento a sus antecedentes. 


Con los dos siguientes, manifiesta que dio su aprobación a las enmiendas propuestas por esta Corporación a los proyectos de ley que se enuncian a continuación:


1.- El que crea el Ministerio del Deporte (Boletín N° 8.085-29).


2.- El que incrementa las remuneraciones variables que indica, para el personal de la Junta Nacional de Jardines Infantiles y otorga bonos que indica (Boletín Nº 8.903-04).


- Se toma conocimiento y se manda archivar los documentos junto con sus respectivos antecedentes.


Con los dos últimos, informa que ha dado su aprobación a los siguientes proyectos de ley: 


1.- Proyecto de ley que establece el día 9 de febrero como el “Día Nacional del Hincha del Fútbol” (Boletín Nº 8.825-29).


- Pasa a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.


2.- Proyecto de ley que establece obligaciones relativas a la propina en restaurantes, bares, pubs, clubes, discotecas y similares (Boletín    Nº 8.932-13).


- Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.   

Del Excelentísimo Tribunal Constitucional


Envía copia autorizada de sentencias definitivas pronunciadas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad, respecto de los preceptos que se enuncian a continuación: 


1.- Artículos 5°, inciso segundo, y 21°, N°1, letra b), de la ley  N° 20.285, cuyo artículo primero contiene el texto de la Ley de Transparencia de la Función Pública y de Acceso a la Información de la Administración del Estado.


2.- Artículo 348 del Código Procesal Penal.


3.-  Artículo 768, inciso segundo, del Código de Procedimiento Civil.


- Se toma conocimiento y se manda archivar los documentos.

Del señor Ministro del Interior y Seguridad Pública


Responde solicitud de información, cursada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, respecto de las condiciones de seguridad eléctrica existentes en el Mercado Central de Concepción, antes del siniestro que lo afectó en fecha reciente.

De la señora Ministra de Obras Públicas


Adjunta informe del señor Director Nacional de Vialidad, que responde consulta enviada en nombre del Honorable Senador señor Escalona, relativa a la construcción de un camino costero entre Pargua y Calbuco.

Del señor Ministro del Trabajo y Previsión Social


Da respuesta a acuerdos adoptados por el Senado, respecto de las materias que se indican a continuación:


1.- El propuesto por los Honorables Senadores señores Navarro, Gómez y Quintana, para que se realice una estimación del número de licencias médicas rechazadas a personas que padecen de fibromialgia y una evaluación de las razones para adoptar tal decisión (Boletín Nº S 1.541-12).


2.- El presentado por los Honorables Senadores señores Prokurica, Chahuán, Espina, García-Huidobro, Horvath, Larraín Peña y Ruiz-Esquide, relativo a la implementación de un sistema de pensiones que beneficie a los docentes de establecimientos municipalizados (Boletín N° S 1.547-12).

Del señor Ministro de Agricultura


Atiende solicitud de información, remitida en nombre del Honorable Senador señor Navarro, sobre monto del gasto efectuado por esa Secretaría de Estado en avisaje radial para promover los beneficios del decreto ley N° 701, de 1975, sobre fomento forestal, así como por sus servicios dependientes.

Del señor Ministro (S) de Bienes Nacionales


Atiende consulta, formulada en nombre de la Honorable Senadora señora Rincón, en materias de vigencia actual de la concesión de uso gratuito otorgada a la Asociación Gremial de Artesanos Artísticos de Cauquenes y procedimiento legal para solicitar la renovación de la misma a su vencimiento.


Informa estado del proceso que realizan, en conjunto, el Ministerio de Defensa Nacional y esa Secretaría de Estado para pronunciarse sobre la posibilidad de legislar en materia de otorgamiento de títulos de dominio a los habitantes de las viviendas conocidas como “palafitos” en el borde costero de Chiloé; materia consultada en nombre del Honorable Senador señor Escalona.

Del señor Ministro de Energía


Responde solicitud de antecedentes, enviada en nombre del Honorable Senador señor Muñoz Aburto, relativa a los efectos de la uniformidad de huso horario que rige a Chile continental en el consumo eléctrico y a la posibilidad de crear una bonificación compensatoria a los usuarios de la Región de Magallanes y la Antártica Chilena.

De la señora Directora Jurídica (S) del Consejo para la Transparencia


Remite copia de decisión de inadmisibilidad, recaída en solicitud de amparo al derecho de acceso a la información en contra de la Corporación, por no ser asunto de competencia de ese Consejo.

Del señor Director del Servicio de Salud Maule


Atiende solicitud de información, cursada en nombre de la Honorable Senadora señora Rincón, respecto de la situación del señor Alfredo Stalin Navarrete Gutiérrez, paciente que fue incorporado al programa de reparación endovascular del Hospital Regional de Talca. 


- Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes


Dos de la Comisión de Hacienda, recaídos en las iniciativas que se enuncian a continuación:


1.- Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica la ley N° 18.450 con el fin de fomentar la inversión privada en obras de riego o drenaje comprendidas en proyectos integrales y de uso múltiple cuyo costo supere las 30.000 unidades de fomento (Boletín Nº 8.771-01) (con urgencia calificada de “suma”).


2.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre administración de fondos de terceros y carteras individuales, y que deroga los cuerpos legales que indica (Boletín Nº 7.966-05) (con urgencia calificada de “suma”).


De las Comisiones de Agricultura y de Hacienda, recaídos en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que otorga a los funcionarios del Instituto de Desarrollo Agropecuario (INDAP) condiciones especiales para la bonificación por retiro voluntario, por el período que indica, y otros incentivos al retiro (Boletín Nº 8.815-01) (con urgencia calificada de “suma”).


- Quedan para Tabla.

_________

ACUERDOS DE COMITÉS



El señor Secretario General expresa que los Comités, en sesión celebrada en el día de hoy, han adoptado los siguientes acuerdos, que la Sala, unánimemente, ratifica:

1.- Tratar como si fuera de Fácil Despacho, en la sesión ordinaria de hoy, el proyecto de ley signado con el Número 7.- de la Tabla, esto es, el que elimina los aranceles para la importación de bienes provenientes de países menos adelantados (Boletín Nº 8.969-10).


2.- Colocar en primer lugar del Orden del Día, en la sesión ordinaria de hoy, el Oficio de S. E. el Presidente de la República, signado con el Número 10.- en la Tabla, que requiere el acuerdo del Senado para nombrar como integrantes del Consejo de Alta Dirección Pública a la señora María Loreto Lira Domínguez y al señor Manuel Adrián Inostroza Palma (Boletín   N° S 1.587-05); y, en segundo lugar, el proyecto de ley sobre procedimiento para otorgar concesiones eléctricas (Boletín N° 8.270-08), que se incorporó en la cuenta de hoy.


3.- Poner en primer lugar del Orden del Día, en la sesión ordinaria de mañana, el proyecto signado con el Número 8.-, de la Tabla de hoy, que modifica la ley N° 20.378, que creó un subsidio nacional al transporte público remunerado de pasajeros, incrementando los recursos del subsidio y creando el fondo de apoyo regional (FAR) (Boletín N° 8.289-15).


4.- Fijar un nuevo plazo para presentar indicaciones al proyecto de ley que modifica los artículos 88 y 89 de la ley N° 20.255, en relación con el régimen del seguro social en contra de riesgos de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales, aplicable a los afiliados independientes y voluntarios del nuevo sistema de pensiones (Boletín Nº 8.936-13), hasta el lunes 26 de agosto a las 12:00 horas, para ser presentadas en la Secretaría de la Comisión de Trabajo y Previsión Social.


5.- Ampliar el plazo para formular indicaciones al proyecto de ley que modifica la Ley General de Urbanismo y Construcciones y leyes complementarias, para establecer un sistema de aportes al espacio público aplicable a los proyectos de construcción (Boletín N° 8.493-14), hasta las 12:00 horas del lunes 9 de septiembre próximo.


6.- Rendir homenaje, al inicio de la sesión ordinaria del día martes 3 de septiembre, al ex Senador señor Beltrán Urenda Zegers.


7.- Celebrar una sesión extraordinaria el día martes 17 de septiembre, entre las 10:00 y las 12:30 horas, en reemplazo de la sesión ordinaria de ese día.

_________

En primer lugar, el señor Presidente saluda el retorno y la recuperación del Honorable Senador señor Ruiz-Esquide, quien agradece la preocupación demostrada por su estado de salud.

- - -

Enseguida, el Honorable Senador señor Escalona valora el ingreso a tramitación legislativa del proyecto que establece incentivos al retiro para los funcionarios del Senado y de la Biblioteca del Congreso Nacional (Boletín N° 9.064-16). 

- - -

Luego, el Honorable Senador señor Muñoz Aburto solicita recabar el acuerdo de la Sala para que el proyecto de ley que modifica la jornada, descanso y composición de la remuneración de los trabajadores de casa particular y prohíbe el uso de uniformes a trabajadoras de casa particular, con informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social (Boletines            N°s 8.292-13, 7.807-13 y 7.675-13, refundidos), vuelva a la citada Comisión para un nuevo primer informe.


Así se acuerda.

- - -


En su oportunidad, el Honorable Senador señor Larraín Fernández solicita obtener el asentimiento de la Sala para que las Comisiones de Agricultura y de Medio Ambiente y Bienes Nacionales, unidas, puedan sesionar en paralelo. Se accede. 
- - -


Finalmente, el señor Presidente saluda a los alumnos del Limache College, de Limache, que se encuentran en las tribunas.

_________

La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, consultas, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que elimina los aranceles para la importación de bienes provenientes de países menos adelantados, con informes de las Comisiones de Relaciones

Exteriores y de Hacienda

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto individualizado precedentemente, que tiene el Boletín N° 8.969-10 y urgencia calificada de “suma”.

Añade que el objetivo principal del proyecto es fijar un arancel cero a la importación de mercancías originarias de países menos adelantados, excluida la importación de trigo, harina de trigo y azúcar.

Destaca que la Comisión de Relaciones Exteriores discutió este proyecto en general y en particular, por tratarse de aquellos de artículo único, y lo aprobó por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Kuschel, Larraín Fernández, Tuma y Walker (don Ignacio), en los mismos términos en que lo despachó la Cámara de Diputados.

Finalmente, indica que la Comisión de Hacienda aprobó en general y en particular el proyecto por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Kuschel, Novoa y Zaldívar, en los mismos términos en que lo había despachado la Comisión de Relaciones Exteriores.

- - -


Enseguida, el señor Presidente pone en discusión en general y en particular el proyecto y otorga la palabra a los Honorables Senadores señores Sabag, Tuma y Larraín Fernández. Interviene, también, el señor Ministro de Hacienda.


Cerrado el debate y puesto en votación en general el proyecto, es aprobado por 35 votos a favor.

Votan positivamente, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Frei, García, García-Huidobro, Girardi, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Letelier, Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Fundamentan su voto positivo, los Honorables Senadores señores Prokurica, Orpis, Lagos, Kuschel y Zaldívar.

- - -


Concluida la votación, interviene el señor Ministro de Hacienda.

- - -


Luego, el señor Presidente lo declara también aprobado en particular, en virtud de lo dispuesto en el artículo 126 del Reglamento de la Corporación.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de ley aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Sustitúyense los incisos segundo y tercero del artículo 1° de la ley N° 18.687, que modifica el arancel aduanero y leyes      N°s 18.480, 18.483, 18.525 y 18.634, por el siguiente:


“Fíjanse en 0% los derechos de aduana a la importación de mercancías originarias procedentes de países menos adelantados, excluidas la importación de trigo, harina de trigo y azúcar. Mediante decreto supremo expedido a través del Ministerio de Hacienda se determinará el listado de los países menos adelantados y las condiciones para su inclusión o exclusión, según los criterios establecidos al efecto por la Organización de Naciones Unidas. Además, este decreto establecerá las condiciones y requerimientos operacionales que deberán cumplir las mercancías para calificar como originarias, entre los que se deberá contemplar la presentación de un certificado de origen al momento de la importación. Asimismo, este decreto supremo establecerá la lista de países a los que se les aplicará este beneficio a contar del primer, segundo y tercer año de vigencia de esta ley, lo que se determinará utilizando el índice de concentración de exportaciones del año inmediatamente anterior al de su dictación. El primer año se incorporarán todos aquellos cuyo índice de concentración sea superior a 0,75%; el segundo año, aquellos cuyo índice sea menor o igual a 0,75% y mayor a 0,49%, y el tercer año, los países restantes.”.


Artículo transitorio.- Las modificaciones introducidas por esta ley entrarán a regir el primer día del mes subsiguiente al de su publicación en el Diario Oficial.”.

_________

Oficio de S. E. el Presidente de la República, con el que requiere el acuerdo del Senado para nombrar como integrantes del Consejo de Alta Dirección Pública a la señora María Loreto Lira Domínguez y al señor Manuel Adrián Inostroza Palma, con

informe de la Comisión de Hacienda


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del oficio de S.E. el Presidente de la República en que se solicita el acuerdo del Senado para nombrar como miembros del Consejo de Alta Dirección Pública a la señora María Loreto Lira Domínguez y al señor Manuel Adrián Inostroza Palma, que tiene el Boletín N° S 1.587-05 y respecto del cual el Ejecutivo hizo presente la urgencia en los términos del párrafo segundo del número 5) del artículo 53 de la Constitución Política.

Destaca que la Comisión de Hacienda recibió en audiencia a las personas propuestas por el Primer Mandatario para integrar el Consejo, en sesión en la que se intercambiaron opiniones y planteamientos acerca de las funciones y desafíos del Consejo y del Sistema de Alta Dirección Pública.

Informa que la Comisión deja constancia, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Escalona, Kuschel, Lagos y Zaldívar, de que en la proposición en estudio se ha dado cumplimiento a los requisitos, formalidades y procedimientos previstos por nuestro ordenamiento jurídico.

Finalmente, resalta que la Sala deberá pronunciarse respecto de la propuesta presidencial como una unidad y que los nombramientos deberán ser ratificados por los cuatro séptimos de los Senadores en ejercicio.

- - -


Enseguida, el señor Presidente pone en votación la solicitud señalada, que es aprobada por 28 votos a favor, de un total de 37 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo prescrito en el inciso segundo del artículo cuadragésimo cuarto de la ley Nº 19.882.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín y Von Baer y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Frei, García-Huidobro, Girardi, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Letelier, Novoa, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Rossi, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio) y Zaldívar.

Fundamenta su voto a favor, el Honorable Senador señor Sabag.

- - -

Concluida la votación, manifiestan su intención de voto favorable, los Honorables Senadores señora Rincón y señores García y Ruiz-Esquide.
- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.

_________
Informe de la Comisión Mixta constituida para resolver, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 71 de la Constitución Política de la República, las divergencias suscitadas durante la tramitación del proyecto de ley sobre procedimiento para otorgar

concesiones eléctricas

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que este proyecto tiene el Boletín N° 8.270-08 y urgencia calificada de “discusión inmediata”, y las divergencias suscitadas entre ambas Cámaras derivan del rechazo por parte de la Cámara de Diputados, en tercer trámite constitucional, de las enmiendas recaídas en las siguientes normas del artículo único: en la letra b) del numeral 5); en el numeral 12); en los numerales 12 bis) y 12 ter), nuevos, y en el numeral 21), esto es, en lo fundamental, en las normas que versan sobre la oportunidad en que se hace la consulta a los pueblos originarios; la forma en que se salvaguardan las áreas protegidas; las personas que pueden formular observaciones u oposiciones, y el mecanismo de notificación y de entrega de posesión material del predio que soporta la servidumbre.


Agrega que la Comisión Mixta, como forma de resolver las divergencias entre ambas Cámaras, efectúa una proposición que consiste en aprobar los textos propuestos por el Senado para los numerales 5), letra b); 12); 12 bis); 12 ter), y 21) del artículo único, con una enmienda en el caso del número 12 ter).


Destaca que la Comisión adoptó este acuerdo con las siguientes mayorías:


- Respecto de la letra b) del número 5) y el número 12 bis), con los votos afirmativos de los Honorables Senadores señores Frei, Orpis y Prokurica y de los Honorables Diputados señores Bertolino, Rojas y Vilches, y los votos en contra de los Honorables Senadores señores Gómez y Horvath y de los Honorables Diputados señores Núñez y Vallespín.


- En relación al número 12), con los votos afirmativos de los Honorables Senadores señores Frei, Orpis y Prokurica y de los Honorables Diputados señores Bertolino, Rojas y Vilches; los votos en contra de los Honorables Senadores señores Gómez y Horvath y del Honorable Diputado señor Vallespín, y la abstención del Honorable Diputado señor Núñez.


- En lo referente al número 12 ter) y al número 21), con los votos afirmativos de los Honorables Senadores señores Frei, Orpis y Prokurica y de los Honorables Diputados señores Bertolino, Núñez, Rojas, Vallespín y Vilches, y los votos en contra de los Honorables Senadores señores Gómez y Horvath.


Hace presente que los artículos 31 bis y 34 bis, introducidos por los numerales 12) y 12 ter), respectivamente, del artículo único del proyecto, contenidos en la propuesta que formula la Comisión Mixta tienen el carácter de orgánico constitucionales.


Finalmente, informa que la Cámara de Diputados en sesión del día de hoy, aprobó la proposición de la Comisión Mixta.

- - -


La Comisión Mixta, como forma de resolver las discrepancias entre ambas Corporaciones, propone lo siguiente:

Artículo único.-

Numeral 5)

Letra b)


Aprobar el texto del Senado.

Numeral 12)


Aprobar el texto del Senado.

Numeral 12 bis)


Aprobar el texto del Senado.

Numeral 12 ter)


Aprobar el texto del Senado, con la siguiente enmienda:


En el inciso primero del artículo 34 bis, que este numeral agrega, sustituir la frase “Toda vez que en un juicio cualquiera, incluyendo los juicios posesorios sumarios a que”, por la siguiente: “Toda vez que en un juicio posesorio sumario a los que”.

Numeral 21)


Aprobar el texto del Senado.

- - -


Enseguida, el señor Presidente pone en discusión el informe de la Comisión Mixta y otorga la palabra a los Honorables Senadores señores Prokurica, Orpis, Horvath, Frei, Girardi, Zaldívar, Letelier y Orpis. Interviene, también, el señor Ministro de Energía.


Cerrado el debate y puesto en votación el informe de la Comisión Mixta, es aprobado por 23 votos a favor y 6 en contra, de un total de 37 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República, respecto de los artículos 31 bis y 34 bis, introducidos por los numerales 12) y 12 ter), respectivamente, del artículo único del proyecto.

Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín y Von Baer y señores Chahuán, Coloma, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Sabag, Uriarte, Walker (don Ignacio) y Zaldívar.

Fundamenta su voto favorable, el Honorable Senador señor Frei.


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señores Girardi, Gómez, Horvath, Letelier, Quintana y Tuma.


Fundamentan su voto en contra, los Honorables Senadores señores Gómez y Tuma.
- - -

En su alocución, el Honorable Senador señor Horvath hace expresa reserva de constitucionalidad sobre el proyecto.

- - -


Terminada la votación, manifiesta su intención de voto negativo, el Honorable Senador señor Rossi.

- - -


Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley N°1, de 1982, del Ministerio de Minería, ley General de Servicios Eléctricos, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N°4, de 2007, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción:


1) Incorpórase al artículo 11° el siguiente inciso segundo:


“El otorgamiento de las concesiones no eximirá al concesionario del cumplimiento de todas las normas legales y reglamentarias pertinentes, en especial las que regulan materias medioambientales.”.


1 bis) Incorpórase, en el artículo 15°, el siguiente inciso segundo:


“El concesionario o los órganos de la Administración del Estado deberán dar debido cumplimiento a las normas legales, tratados internacionales debidamente suscritos y ratificados por Chile y reglamentos vigentes en materia de áreas silvestres protegidas del Estado.”.


2) Modifícase el artículo 19° en el siguiente sentido:


a) Reemplázase el literal d) por el siguiente:


“d) En el caso de líneas de transmisión y de distribución, un trazado y la franja de seguridad adyacente, ambos preliminares, y la ubicación preliminar de las subestaciones, con indicación del área en la que se estime necesario efectuar los estudios y mediciones, cuyos vértices serán graficados mediante coordenadas UTM, indicándose el huso utilizado para estos efectos. La solicitud deberá incluir la mención precisa de la o las regiones, provincias y comunas en las cuales se efectuarán los estudios y mediciones e indicar aquellas localidades, contempladas en el último censo, que se encuentren dentro del área. La solicitud deberá incluir un mapa en que se destaque el área preliminar de la concesión solicitada.”.


b) Sustitúyese, en el literal e), el disyuntivo “o”, entre los términos “secciones” y “para su terminación total”, por la conjunción “y”.


c) Agréganse los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos:


“La Superintendencia tendrá un plazo de quince días, contado desde la presentación de la solicitud de concesión provisional, para revisar los antecedentes presentados por el solicitante, lo que sólo hará en base al cumplimiento de las exigencias señaladas en el inciso anterior. De cumplirse las señaladas exigencias, la Superintendencia declarará admisible la solicitud, publicando en su sitio electrónico el texto íntegro de la misma, con indicación de su fecha de presentación.


Si de la revisión de los antecedentes la Superintendencia advirtiera el incumplimiento de alguna de las exigencias antes mencionadas, comunicará dicha situación al solicitante. Dicha comunicación señalará los antecedentes que hayan sido omitidos o que requieran complementarse. El solicitante deberá acompañarlos o complementarlos dentro del plazo de quince días, contado desde la notificación de la comunicación anterior, pudiendo solicitar en la oficina de partes su prórroga por un nuevo plazo de siete días, antes del vencimiento del primero. En caso que los antecedentes fueren insuficientes o no fueren presentados dentro de los correspondientes plazos, la Superintendencia desechará la solicitud de plano mediante resolución, lo que pondrá fin al procedimiento. De resultar los antecedentes suficientes, la Superintendencia declarará admisible la solicitud, publicándola en su sitio electrónico conforme a lo señalado en el inciso anterior.”.


3) Modifícase el artículo 20° de la siguiente forma:


a) Reemplázase el inciso primero por los siguientes:


“Artículo 20°.- Dentro de los quince días siguientes a la declaración de admisibilidad referida en el artículo precedente, la solicitud de concesión provisional será publicada por cuenta del solicitante tres días consecutivos en un diario de circulación nacional y tres días consecutivos en un diario de circulación regional correspondiente a los territorios comprendidos en la solicitud de concesión. Asimismo, deberá comunicar un extracto de la solicitud por medio de tres mensajes radiales que deberán emitirse dentro del plazo de quince días, en diferentes días, por una o más radioemisoras que transmitan o cubran en la capital de la o las provincias señaladas en la respectiva solicitud.


Tanto la solicitud como el mapa incluido en ésta serán publicados en la página web u otro soporte de la Superintendencia y en un lugar destacado de los municipios afectados. Para este último efecto, la Superintendencia deberá enviar al Ministerio de Bienes Nacionales y a los respectivos municipios, dentro de un plazo de tres días contado desde la declaración de la admisibilidad de la solicitud, copia de ésta y del mapa del área solicitada, las que los municipios deberán exhibir dentro de los tres días siguientes a su recepción, por un plazo de 15 días seguidos. El hecho de que la Superintendencia o los municipios no efectúen las anteriores publicaciones no afectará el procedimiento concesional sino sólo la responsabilidad de estos organismos.”.


b) Modifícase el inciso segundo, que ha pasado a ser inciso tercero, como sigue:


i. Sustitúyese la expresión “contado desde la fecha de la publicación en el Diario Oficial” por la frase “contado desde la última publicación en un diario de circulación nacional, la que no podrá ser posterior a la última publicación en un diario de circulación regional”.


ii. Intercálase, entre la coma que sigue al vocablo “interesados” y la expresión “podrán”, la expresión “por sí o debidamente representados,”.


iii. Sustitúyese la frase “los reclamos en aquello que los afecte.” por “sus observaciones a la solicitud de concesión, las que deberán fundarse en el incumplimiento de alguno de los requisitos señalados en el artículo anterior.”.


iv. Reemplázase la oración “La Superintendencia pondrá al solicitante en conocimiento de los reclamos para que los conteste en un plazo máximo de treinta días.” por “La Superintendencia pondrá al solicitante en conocimiento de las observaciones para que las conteste en un plazo máximo de treinta días, debiendo desechar de plano aquellas alegaciones distintas de éstas.”.


c) Reemplázase el inciso final por el siguiente:


“La Superintendencia resolverá fundadamente acerca de las solicitudes de concesiones provisionales, en un plazo máximo de veinte días contado desde el vencimiento del plazo señalado en el inciso anterior, previa autorización de la Dirección Nacional de Fronteras y Límites del Estado, si corresponde de acuerdo a las disposiciones de los decretos con fuerza de ley Nº4, de 1967, Nº7, de 1968, y Nº83, de 1979, todos del Ministerio de Relaciones Exteriores. La resolución que dicte la Superintendencia será reducida a escritura pública.”.


4) Modifícase el artículo 21° en el siguiente sentido:


a) Intercálase en el inciso primero, entre la coma que sigue a los términos “Diario Oficial” y los vocablos “se fijará”, la expresión “a cuenta del solicitante,”.


b) Intercálase en el literal a) del inciso primero, entre la palabra “provisional” y el punto y coma que le sigue, la frase “, el que se contará desde la publicación de la resolución que la otorga”.


c) Reemplázase el inciso segundo por el siguiente:


“Las concesiones provisionales se otorgarán por un plazo máximo de dos años, prorrogable por un nuevo período de hasta dos años. La solicitud de prórroga deberá presentarse a lo menos seis meses antes del vencimiento del plazo de la concesión cuya prórroga se solicita, y se tramitará de acuerdo a lo indicado en el artículo anterior.”.


d) Incorpórase el siguiente inciso tercero, nuevo: 


“En caso de solicitarse la ampliación del área otorgada en una concesión provisional, dicha petición se tramitará como una nueva solicitud respecto del área adicional que se pretenda afectar. La solicitud deberá acompañarse de los antecedentes relacionados con el área que se estime necesario ocupar, conforme a lo establecido en las letras c) y d) del artículo 19º precedente, entendiéndose incorporados a ella los demás antecedentes considerados para la concesión original.”.


5) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 22°:


a) En el inciso segundo:


i. Intercálase, entre la coma que sigue al término “determinará” y la expresión “cuando”, la frase “en conformidad al procedimiento contemplado en el Título XI del Libro Tercero del Código de Procedimiento Civil,”.


ii. Sustitúyese la palabra “afectados” por la frase “dueños de las propiedades afectadas u otros interesados”.


b) Agrégase el siguiente inciso tercero, nuevo:


“En casos calificados, previo a otorgar el permiso a que se refiere el inciso primero, el juez podrá exigir al concesionario, a solicitud del dueño u otros interesados, la entrega de una o más cauciones para asegurar el pago de las indemnizaciones que correspondan en conformidad al inciso anterior. La medida decretada caducará conjuntamente con el vencimiento del plazo de la concesión o su prórroga.”.


6) Modifícase el artículo 25° de la siguiente manera:


a) Sustitúyese, en su inciso primero, la expresión “al Ministro de Energía con copia a la Superintendencia para que ésta” por la frase “ante la Superintendencia con copia al Ministerio de Energía para que aquella”.


b) Reemplázase, en el párrafo segundo del literal d) del inciso segundo, la coma que sigue a la palabra “referida” por un punto seguido y reemplázase la palabra “pero” que le sigue, por la locución “Sin perjuicio de lo anterior,”.


c) Intercálase, en la letra e) del inciso segundo, a continuación de las palabras “En el caso”, la expresión “de centrales hidráulicas,” y sustitúyese el término “transporte” por la palabra “transmisión”.


d) Intercálase en la letra h) del inciso segundo, entre la expresión “impondrán” y el punto y coma que le sigue, la frase “y, si procediere, copias autorizadas de las escrituras o documentos en que consten las servidumbres prediales voluntarias constituidas en favor del peticionario”.


e) Agréganse los siguientes incisos tercero, cuarto y quinto, nuevos:


“La Superintendencia tendrá un plazo de quince días, contado desde la presentación de la solicitud, para revisar los antecedentes presentados por el solicitante, lo que hará sólo en base al cumplimiento de las exigencias señaladas en el inciso anterior. De cumplirse las señaladas exigencias, declarará admisible la solicitud mediante resolución, publicando en su sitio electrónico el texto íntegro de la misma, con indicación de su fecha de presentación.


Si de la revisión de los antecedentes la Superintendencia advirtiera el incumplimiento de alguna de las exigencias antes mencionadas, comunicará dicha situación al solicitante. Dicha comunicación señalará los antecedentes que hayan sido omitidos o que requieran complementarse. El solicitante deberá acompañarlos o complementarlos dentro del plazo de quince días, contado desde la notificación de la comunicación anterior, pudiendo solicitar su prórroga por un nuevo plazo de siete días, antes del vencimiento del primero. En caso de que los antecedentes fueren insuficientes o no fueren presentados dentro de los correspondientes plazos, la Superintendencia desechará la solicitud de plano mediante resolución, que se informará al Ministerio de Energía, lo que pondrá fin al procedimiento. De resultar suficientes los antecedentes, la Superintendencia declarará admisible la solicitud, publicándola en su sitio electrónico conforme a lo señalado en el inciso anterior.


En aquellos casos en que otras leyes requieran la calidad de concesionario para solicitar autorizaciones o permisos especiales, se entenderá que el solicitante a que se refiere el presente artículo cuenta con la calidad de concesionario para el solo efecto de iniciar los trámites que correspondan a dichas autorizaciones o permisos, debiendo acreditar que la respectiva concesión se encuentra en trámite ante la Superintendencia. Lo anterior se verificará mediante una comunicación de la Superintendencia al organismo respectivo, a petición del solicitante.”.


7) Reemplázase el artículo 27° por el siguiente:


“Artículo 27º.- Declarada la admisibilidad, los planos especiales a que se refiere la letra h) del artículo 25º serán puestos por el solicitante, a su costa, en conocimiento de los dueños de las propiedades afectadas. La notificación podrá efectuarse judicial o notarialmente. Cuando se trate de bienes fiscales, la Superintendencia pondrá directamente en conocimiento del Ministerio de Bienes Nacionales dichos planos especiales.


En la notificación deberá constar que los planos fueron entregados a todos aquellos que fueron notificados en conformidad al inciso anterior.


En el acto de notificación o certificación, junto al plano, se entregará un documento informativo elaborado por la Superintendencia que describa las menciones que deberá contener el plano especial de las servidumbres, el procedimiento para presentar observaciones u oposiciones dentro del procedimiento concesional y el nombre, domicilio y rol único tributario del solicitante y de su representante legal.


Cuando haya de notificarse a personas cuya individualidad o residencia sea difícil determinar, o que por su número dificulten considerablemente la práctica de la diligencia, el solicitante podrá recurrir al Juez de Letras competente para que ordene notificar en conformidad al artículo 54 del Código de Procedimiento Civil.


El solicitante deberá demostrar la circunstancia de haberse efectuado la notificación de los planos que contemplen las servidumbres, remitiendo a la Superintendencia copia del certificado notarial, de la certificación del receptor judicial que efectuó la notificación judicial o las publicaciones correspondientes, en caso de haberse practicado la notificación, de acuerdo a lo señalado en el inciso anterior.”.


8) Incorpórase el siguiente artículo 27° bis:


“Artículo 27º bis.- Dentro de los quince días siguientes a la declaración de admisibilidad de la solicitud de concesión definitiva, un extracto de la misma será publicado por cuenta del solicitante, tres días consecutivos en un diario de circulación nacional y tres días consecutivos en un diario de circulación regional correspondiente a los territorios comprendidos en la solicitud de concesión. El extracto deberá contener la fecha de presentación de la solicitud de concesión; la identificación del peticionario; el nombre del proyecto; la ubicación del proyecto, con indicación de la(s) región(es), provincia(s) y comuna(s) donde se ubicará; el listado de predios afectados, donde conste la información requerida en la letra e) del artículo 25°; y las menciones de las letras i) y k) del artículo 25°, según corresponda, y la circunstancia de encontrarse la información relativa a la solicitud de concesión en la página web de la Superintendencia u otro soporte.


El solicitante deberá comunicar, además, y a su costa, un extracto de la solicitud, por medio de siete mensajes radiales. El extracto que se comunique deberá contener la fecha de presentación de la solicitud de concesión; la identificación del peticionario; el nombre del proyecto; la ubicación del proyecto, con indicación de la(s) región(es), provincia(s) y comuna(s) donde se ubicará; la zona de concesión solicitada, si corresponde, de acuerdo a lo señalado en la letra k) del artículo 25°; y la circunstancia de encontrarse la información relativa a la solicitud de concesión en la página web de la Superintendencia. Estos mensajes deberán emitirse dentro del plazo que establece el inciso primero de este artículo en diferentes días por una o más radioemisoras que transmitan o cubran en la capital de la o las provincias señaladas en la respectiva solicitud. El representante legal del medio de comunicación, o quien éste designe, deberá entregar al solicitante una constancia de la emisión de los mensajes, con indicación de la fecha y hora de cada emisión, reproduciendo el texto efectivamente difundido y el nombre, frecuencia y domicilio del medio radial. En todo caso, el último mensaje radial deberá ser emitido al menos un día antes de la última publicación contemplada en el inciso primero.


El solicitante deberá acompañar las publicaciones de la solicitud de concesión efectuadas de acuerdo a lo establecido en el inciso primero. De la misma forma, deberá entregar a la Superintendencia los certificados en que consten las emisiones radiales.


La Superintendencia certificará la fecha en que el solicitante acredite haber efectuado las notificaciones a que se refiere el artículo anterior y las publicaciones establecidas en el presente artículo.”.


9) Incorpórase el siguiente artículo 27° ter:


“Artículo 27° ter.- Los dueños de las propiedades afectadas notificados en conformidad al inciso primero del artículo 27º podrán, dentro del plazo de treinta días contado desde la fecha de notificación, formular ante la Superintendencia sus observaciones u oposiciones a la solicitud de concesión. En caso de que hubieran sido notificados de acuerdo al artículo 54 del Código de Procedimiento Civil, podrán solicitar a la Superintendencia una copia de los planos especiales a que se refiere la letra h) del artículo 25º, dentro del plazo de quince días contado desde la notificación por avisos. La Superintendencia deberá poner los planos a su disposición, a más tardar dentro del día hábil siguiente, contado desde que se hubieran solicitado. En tal caso, el plazo de treinta días señalado en este inciso, se contará desde que la Superintendencia ponga los planos a disposición de quien los hubiera solicitado.


Por su parte, los interesados podrán formular ante la Superintendencia sus observaciones u oposiciones, dentro del plazo de treinta días, contado desde la última publicación efectuada según lo dispuesto en el inciso primero del artículo anterior. Para estos efectos, a contar de dicha publicación podrán, asimismo, solicitar los planos especiales de servidumbre, de acuerdo a lo establecido en el inciso precedente. En tal caso, el plazo de treinta días señalado en este inciso, se contará desde que la Superintendencia ponga los planos a su disposición.


El solicitante podrá requerir a la Superintendencia que certifique el vencimiento de los plazos anteriores.


Las observaciones sólo podrán basarse en la errónea identificación del predio afectado por la concesión o del dueño del mismo, en el hecho de que la franja de seguridad abarque predios no declarados en la solicitud de concesión como afectados por la misma o en el incumplimiento de alguno de los requisitos señalados en el artículo 25º.


Las oposiciones deberán fundarse en alguna de las circunstancias establecidas en los artículos 53° y 54º, debiéndose acompañar los antecedentes que las acrediten.


Las observaciones u oposiciones que presenten tanto los dueños de las propiedades afectadas u otros interesados que no cumplan con lo señalado en los incisos anteriores, en cuanto a las causales en que éstas deben fundarse y al plazo dentro del cual deben formularse, serán desechadas de plano por la Superintendencia.


Los dueños u otros interesados que hubieren formulado observaciones u oposiciones, se tendrán por notificados, para todos los efectos legales, de la solicitud de concesión respectiva.


Para efectos de este Capítulo, se entenderá por interesados a aquellos señalados en el numeral 2 del artículo 21 de la ley N° 19.880.”.


10) Reemplázase el artículo 28° por el siguiente:


“Artículo 28°.- La Superintendencia pondrá en conocimiento del solicitante, dentro de los cinco días siguientes a la fecha de su presentación, las observaciones y oposiciones de los dueños de las propiedades afectadas o de otros interesados, que se funden en las causales indicadas en el artículo anterior y que hayan sido presentadas dentro de plazo, para que aquél, a su vez, haga sus descargos u observaciones a las mismas o efectúe las modificaciones al proyecto que estime pertinentes en un plazo de treinta días.


En caso de requerirse alguna modificación de la solicitud, los nuevos antecedentes se tramitarán de acuerdo a lo señalado en los artículos 25º y siguientes.


Una vez vencido el plazo para responder a todas las observaciones u oposiciones que se hubieren presentado, el solicitante podrá requerir a la Superintendencia que certifique dicha circunstancia, fecha desde la cual se computará el plazo de ésta para evacuar su informe.”.


11) Modifícase el artículo 29° en el siguiente sentido:


a) Sustitúyese, en el inciso primero, la expresión “máximo de ciento veinte días a contar de la fecha en que se efectuó la solicitud” por “de quince días contado desde la fecha de recepción del informe de la Superintendencia”, y suprímese la frase final, que reza “El informe de la Superintendencia se pronunciará sobre las observaciones y oposiciones que hayan formulado los afectados por las servidumbres.”.


b) Reemplázase el inciso segundo por el siguiente: 


“Para evacuar su informe, la Superintendencia dispondrá de sesenta días, contados desde el vencimiento del plazo para responder a todas las observaciones u oposiciones que se hubieren presentado, o desde el vencimiento del plazo para presentarlas, si no se hubiere hecho, o desde la constancia de haberse constituido servidumbre voluntaria respecto de todos los propietarios de predios afectados que no hubieren sido notificados, según corresponda. El informe de la Superintendencia sólo se pronunciará sobre aquellas observaciones y oposiciones fundadas en causales establecidas en esta ley que hubieren sido formuladas por los dueños de las propiedades afectadas o por otros interesados dentro de plazo.”.


c) Incorpóranse los siguientes incisos tercero, cuarto, quinto, sexto y séptimo:


“El decreto de otorgamiento, que contendrá las indicaciones de las letras a) y siguientes del artículo 25º y la aprobación de los planos de servidumbres que se impondrán, deberá ser publicado en el sitio electrónico del Ministerio de Energía en el plazo de quince días, contado desde la fecha de su publicación en el Diario Oficial y deberá ser reducido a escritura pública por el concesionario antes de quince días contados desde esta última publicación.


Tratándose de proyectos para establecer líneas de transmisión de energía eléctrica, el solicitante podrá dividir en cualquier momento la concesión que solicita en dos o más tramos. Las notificaciones practicadas con anterioridad a la división de la solicitud de concesión se entenderán válidas para todos los efectos, siempre y cuando el trazado en el predio afectado y notificado no haya variado a propósito de dicha división.


El decreto que se pronuncie sobre cada tramo, señalará la concesión a la que pertenece.


El decreto también consignará que, si por cualquier circunstancia, alguno de los tramos no pudiere ejecutarse, el retiro de las instalaciones que ocupen bienes nacionales de uso público, terrenos fiscales o particulares, deberá hacerse dentro del plazo y en las condiciones que fije la Superintendencia.


La división a que se refiere este artículo no afectará en modo alguno la prohibición de fraccionamiento contemplada en la ley N°19.300.”.


12) Agrégase el siguiente artículo 31º bis:


“Artículo 31° bis.- Las dificultades que se susciten entre dos o más titulares de concesiones eléctricas, o entre éstos y titulares de concesiones mineras, de concesiones de energía geotérmica, de permisos de exploración de aguas subterráneas o de derechos de aprovechamiento de aguas, de concesiones administrativas o contratos especiales de operación para el aprovechamiento de sustancias no susceptibles de concesión minera conforme con el artículo 7º del Código de Minería, con ocasión de su ejercicio o con motivo de sus respectivas labores, serán sometidas a la decisión de un árbitro de los mencionados en el inciso final del artículo 223 del Código Orgánico de Tribunales. En la determinación de las costas a que el juicio dé lugar, el juez árbitro considerará como criterios para determinar si ha existido motivo plausible para litigar, entre otros, la existencia de proyectos u obras en ejecución en el área objeto de la concesión, derecho o permiso, o la realización o desarrollo de actividades relacionadas directamente con las concesiones, los derechos o permisos otorgados, que son objeto del litigio.


En todo caso, no constituirá un obstáculo para el otorgamiento y ejercicio de concesiones o servidumbres eléctricas la existencia de otros derechos, permisos o concesiones constituidos en el o los predios por terceros.”.


12 bis) Incorpórase, en el artículo 34°, el siguiente inciso segundo:


“En el caso que las obras de una concesión ya obtenida atraviesen tierras pertenecientes a comunidades indígenas, antes de comenzar su construcción se deberá acreditar haber realizado el procedimiento de consulta contemplada en el artículo 6° del Convenio N° 169 de la Organización Internacional del Trabajo, por una sola vez, en la oportunidad y forma que establezca el reglamento correspondiente.”.


12 ter) Agrégase el siguiente artículo 34° bis:


“Artículo 34° bis.- Toda vez que en un juicio posesorio sumario a los que se refiere el Título IV del Libro III del Código de Procedimiento Civil, el juez decrete la suspensión o paralización de las obras que se llevan a cabo en virtud de una concesión eléctrica, se suspenderán los efectos de dicha orden de paralización o suspensión de obras si el concesionario consigna en la cuenta corriente del tribunal caución suficiente para responder de la demolición de la obra o de la indemnización de los perjuicios que, de continuarla, pudieran seguirse al contendor en tales juicios, en caso que a ello sea condenado por sentencia firme, según corresponda. Para estos fines, dentro del plazo de tres días a contar de la fecha de la resolución que decretó la paralización de las obras, o dentro del plazo de tres días a contar de la fecha de la resolución a que se refiere el artículo 565 del Código de Procedimiento Civil, según corresponda, el juez fijará el monto de la caución antes referida. La suspensión de los efectos de la orden de paralización o suspensión de obras tendrá lugar desde el momento en que se consigne el monto de la referida caución en el tribunal.


Las cuestiones que se susciten en relación al monto de la caución fijada por el juez se tramitarán como incidente, lo que en todo caso no afectará la suspensión de la orden de paralización o suspensión de las obras si el concesionario hubiere consignado la caución inicialmente fijada por el juez. En caso que en la tramitación del incidente se solicite el informe de peritos, los gastos y honorarios que en tal caso se originen serán de cargo del titular de la concesión o permiso, debiendo designar al perito el juez competente. Con todo, si el demandante ha sido vencido en el juicio, será condenado al pago del peritaje señalado, sin perjuicio del pago de las demás costas a las que pueda ser condenado conforme las reglas generales.


Si al fallar el incidente se determina que el monto de la caución sea mayor al inicialmente fijado, el concesionario deberá consignar dentro de los quince días hábiles siguientes la diferencia en el tribunal, so pena de levantarse la suspensión de la orden de paralización. En caso que el monto de la caución sea menor al inicialmente fijado por el tribunal, el juez pondrá a disposición del concesionario el excedente, cuando corresponda, dentro del plazo de tres días contado desde la respectiva resolución.”. 

13) Sustitúyese el artículo 39° por el siguiente:


“Artículo 39°.- Las concesiones definitivas de servicio eléctrico caducarán, antes de entrar en explotación:


1. Si el concesionario no redujere a escritura pública el decreto de concesión dentro del plazo establecido en el inciso tercero del artículo 29º.


2. Si no se iniciaren los trabajos dentro de los plazos señalados y no mediare fuerza mayor o caso fortuito u otra causal grave y calificada que exima de responsabilidad al concesionario, la que deberá ser fundada por la Superintendencia.


3. Si no se hubiesen ejecutado por lo menos los dos tercios de las obras dentro de los plazos establecidos y no mediare fuerza mayor o caso fortuito u otra causal grave y calificada que exima de responsabilidad al concesionario, la que deberá ser fundada por la Superintendencia.


La caducidad será declarada por el Presidente de la República mediante decreto supremo fundado.


El decreto supremo que rechace la solicitud de caducidad será expedido por el Ministro de Energía bajo la fórmula “por orden del Presidente de la República.”.


14) Sustitúyese, en el inciso final del artículo 54°, su oración final, por la siguiente:


“Si al constituirse una servidumbre quedaren terrenos inutilizados para su natural aprovechamiento, se aplicará lo dispuesto en el inciso final del artículo 69°.”.


15) Sustitúyese el artículo 63º por el siguiente:


“Artículo 63°.- Si no se produjere acuerdo entre el concesionario y el dueño de los terrenos sobre el valor de éstos, el Superintendente, a petición del concesionario o del dueño de los terrenos, designará una o más comisiones tasadoras compuestas de tres personas, para que, oyendo a las partes, practiquen el o los avalúos de las indemnizaciones que deban pagarse al dueño del predio sirviente. En estos avalúos no se tomará en consideración el mayor valor que puedan adquirir los terrenos por las obras proyectadas.


Sin perjuicio de lo anterior, el solicitante podrá requerir la designación de una o más comisiones tasadoras desde el vencimiento del plazo para presentar observaciones u oposiciones del último notificado. Los honorarios de las comisiones tasadoras serán de cargo del concesionario y serán fijados por el Superintendente.


La comisión tasadora que para cada caso designe el Superintendente, mediante resolución, deberá estar compuesta por tres profesionales inscritos en el Registro a que se refiere el artículo siguiente y no podrá ser integrada por más de un miembro que pertenezca a la administración centralizada o descentralizada del Estado.


Corresponderá al Superintendente designar a los miembros por sorteo en un procedimiento público, bastando para esto último que el sorteo sea anunciado con cinco días de anticipación en la página web de la Superintendencia. En el mismo sorteo deberá el Superintendente nombrar a tres miembros suplentes, y determinar su orden de preferencia, para el caso que alguno de los primeros no acepte el cargo.


Quien siendo designado tasador se encontrare en alguna causal de inhabilidad de las señaladas en el artículo 63° ter, deberá declararlo expresamente e inhabilitarse de conformar la comisión tasadora correspondiente. Dicha declaración deberá entregarse a la Superintendencia en el plazo señalado en el inciso anterior. En tal caso, la Superintendencia designará, en su remplazo, al tasador suplente.”.


16) Incorpórase el siguiente artículo 63° bis:


“Artículo 63° bis.- La Superintendencia llevará un Registro donde se inscribirán las personas interesadas en integrar las comisiones tasadoras referidas en el artículo anterior. El Registro será electrónico y los nombres de sus integrantes se encontrarán publicados en el sitio electrónico de la Superintendencia.


La solicitud de inscripción deberá ser enviada a la Superintendencia, en la forma que establezca el reglamento, debiéndose cumplir con los siguientes requisitos:


a) Acompañar una certificación de no haber sido condenado por un delito que merezca pena aflictiva.


b) Acreditar, mediante declaración jurada, los datos de su empleador o actividad que desarrolla, y los vínculos profesionales que tuvieren con alguna empresa del sector eléctrico.


c) Poseer título, otorgado por una universidad o instituto profesional o técnico del Estado o reconocido por éste, según corresponda, o centros de formación técnica, y acreditar una experiencia mínima de tres años en el sector público o privado, en total, en el avalúo de bienes raíces urbanos o rurales.


Habiéndose cumplido con los requisitos señalados anteriormente, el Superintendente procederá a incorporar en el registro al tasador, sin más trámite.


La acreditación de los requisitos señalados en las letras a) y b) del presente artículo, deberá actualizarse anualmente.”.


17) Incorpórase el siguiente artículo 63° ter:


“Artículo 63° ter.- No podrán integrar una comisión tasadora aquellos que, a la fecha de su designación o en cualquier momento dentro de los 12 meses anteriores a dicha fecha, tengan o hubieren tenido interés en la tasación. Se entiende que existe interés de un tasador en toda tasación en que sea beneficiado, de cualquier forma, (i) él mismo, su cónyuge o sus parientes hasta el segundo grado de consanguinidad o afinidad; (ii) las sociedades o empresas en las cuales sea director o dueño, directamente o a través de otras personas naturales o jurídicas, de un 10% o más de su capital; (iii) las sociedades o empresas en las cuales alguna de las personas antes mencionadas sea director o dueño, directo o indirecto, del 10% o más de su capital, y (iv) el controlador de la sociedad o sus personas relacionadas, si el director no hubiera resultado electo sin los votos de aquél o aquéllos.


Asimismo, no podrán integrar una comisión tasadora aquellos que tengan un vínculo laboral o de prestación de servicios con la empresa concesionaria o con los dueños de los predios sirvientes que deban avaluarse.


Lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 63° no será considerado causal de conflicto de interés.


En caso de que por cualquier causa deba efectuarse una nueva tasación y el monto de la indemnización fijada en ésta sea mayor a la anterior, el concesionario no podrá continuar con las obras mientras no consigne la diferencia en conformidad al artículo 66°.”.


18) Modifícase el artículo 64° de la siguiente forma:


a) Sustitúyese la expresión “de Hombres Buenos” por la voz “tasadora”.


b) Agréganse los siguientes incisos segundo y tercero:


“En caso de que el informe de la comisión tasadora no se evacue dentro de los veinte días siguientes a la última visita a terreno de acuerdo al programa aprobado por la Superintendencia, se aplicará a cada uno de los integrantes de la comisión que hayan provocado el retraso, una multa de diez UTM.


Sin perjuicio de la multa indicada en el inciso anterior, en caso que la comisión tasadora no entregue su informe dentro de plazo, el concesionario o el dueño de los terrenos podrán solicitar al Superintendente la designación de una nueva comisión.”.


19) Modifícase el artículo 65º en el siguiente sentido:


a) Sustitúyense las expresiones “de Hombres Buenos” por la voz “tasadora” y “los interesados y de los afectados” por “los concesionarios y de los dueños de las propiedades afectadas”.


b) Agréganse los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos:


“De no existir servicio de correos que permita la entrega de la tasación mediante carta certificada, el solicitante podrá encomendar la notificación de la tasación a un notario público del lugar, quien certificará el hecho. En caso de no poder practicarse la notificación por carta certificada, la Superintendencia ordenará al concesionario que notifique el avalúo a través de los medios de notificación establecidos en el artículo 27°.


En caso de que el avalúo no pueda ser puesto en conocimiento de los propietarios por alguna de las vías señaladas en los incisos precedentes, ya sea porque no fue posible determinar la residencia o individualidad de los dueños de las propiedades afectadas o porque su número dificulte considerablemente la práctica de la diligencia, el concesionario podrá concurrir ante el juez de letras competente para que ordene notificar en conformidad al artículo 54 del Código de Procedimiento Civil.”.


20) Sustitúyese el artículo 66º por el siguiente:


“Artículo 66°.- El valor fijado por la comisión tasadora, más el veinte por ciento de que trata el artículo 70º, será entregado al propietario y, en caso de que este se encontrare ausente o se negare a recibirlo, será consignado en la cuenta corriente del Tribunal respectivo a la orden del propietario.”.


21) Reemplázase el artículo 67º por el siguiente:


“Artículo 67°.- Sin perjuicio de la existencia de cualquier reclamación pendiente, sea del concesionario o del dueño del predio, la exhibición del comprobante de pago o de la consignación del valor fijado por la comisión tasadora servirá al concesionario para obtener del Juez de Letras respectivo que lo ponga, sin más trámite, en posesión material de los terrenos.


A petición del concesionario, el juez podrá decretar además el auxilio de la fuerza pública para hacer cumplir el decreto de concesión, con facultad de descerrajamiento, facultad esta última de la que se hará uso si existiere oposición a la toma de posesión material de los terrenos o para el evento de encontrarse sin moradores los predios sirvientes, cuestiones que deberán ser constatadas por el agente de la fuerza pública que lleve a cabo la diligencia y de la que deberá dejarse constancia en el expediente. Para proceder de acuerdo a lo dispuesto en este inciso, el juez ordenará que previamente se notifique al dueño del predio sirviente, en el terreno consignado en el decreto de concesión, para lo cual se dejará una copia de la resolución que decretó el auxilio de la fuerza pública, la que contendrá además una referencia a dicho decreto. La notificación será practicada por un receptor judicial o por un notario público, según determine el juez, en calidad de ministro de fe, pudiendo ser también practicada por un funcionario de Carabineros de Chile, en la misma calidad, y se perfeccionará en el momento en que dicha copia se entregue a cualquier persona adulta que se encuentre en el predio. Si el ministro de fe certifica que en dos días distintos no es habida alguna persona adulta a quien notificar, bastará con que tal copia se deposite en el predio, entendiéndose así efectuada la notificación aunque el dueño del predio no se encuentre en dicho lugar o en el lugar de asiento del tribunal.”.


22) Sustitúyese el artículo 68º por el siguiente:


“Artículo 68°.- Los concesionarios o los dueños de las propiedades afectadas podrán reclamar del avalúo practicado por la comisión tasadora dentro del plazo de treinta días, a contar de la fecha de su notificación.


Desde ese momento, las cuestiones que se susciten se ventilarán de acuerdo con las reglas establecidas en el Título XI del Libro Tercero del Código de Procedimiento Civil.”.


Artículo transitorio.- Las personas inscritas en el Registro de Hombres Buenos establecido en el decreto supremo N°113, de 2007, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, pasarán a formar parte del Registro a que se refiere el artículo 63º bis del decreto con fuerza de ley N°4, de 2007, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley N°1, de 1982, del Ministerio de Minería, Ley General de Servicios Eléctricos.”.

_________

Proyecto de ley, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República, en primer trámite constitucional, que modifica la Ley General de Servicios Eléctricos, con el fin de promover la interconexión de sistemas eléctricos independientes,

con informe de la Comisión de Minería y Energía

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto individualizado precedentemente, que tiene el Boletín N° 9.022-08 y urgencia calificada de “discusión inmediata”.


Añade que su objetivo principal es entregar al país un beneficio social mediante la interconexión eléctrica, cuyo valor neto alcance entre 300 y 660 millones de dólares. Adicionalmente, al aumentar el tamaño del mercado y del número de actores en la generación eléctrica habrá más competencia y mejorará la oferta, reduciéndose los precios de la energía.

Destaca que la Comisión de Minería y Energía discutió este proyecto sólo en general, aprobando la idea de legislar con los votos a favor de los Honorables Senadores señores Frei, Orpis y Prokurica, y la abstención del Honorable Senador señor Gómez.

- - -


Enseguida, el señor Presidente pone en discusión en general el proyecto y otorga la palabra al señor Ministro de Energía y a los Honorables Senadores señores Prokurica y Orpis, señora Allende y señor Frei.

Cerrado el debate y puesto en votación en general el proyecto, es aprobado por 27 votos a favor y una abstención.

Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear y Pérez San Martín y señores Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Gómez, Kuschel, Larraín Fernández, Larraín Peña, Letelier, Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Rossi, Sabag, Tuma, Uriarte y Zaldívar.

Fundamentan su voto positivo, los Honorables Senadores señores Sabag, García-Huidobro, Gómez y Kuschel.


Se abstiene, el Honorable Senador señor Horvath, quien fundamenta su decisión.

- - -


Concluida la votación, manifiestan su intención de voto favorable, los Honorables Senadores señores Quintana y Walker (don Ignacio).

- - -


La Sala acuerda que el plazo de indicaciones sea hasta el día 26 de agosto de 2013, a las 12:00 horas.

- - -


Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto aprobado en general es el que se contiene en el primer informe de la Comisión de Minería y Energía, el cual se inserta íntegramente en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________
Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea y regula los registros nacionales de inspectores técnicos de obra (ITO) y revisores de proyectos de cálculo estructural, modifica normas legales para garantizar la calidad de construcciones y agilizar las solicitudes ante las Direcciones de Obras Municipales, con segundo informe de la Comisión

de Vivienda y Urbanismo

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley que tiene el Boletín N° 8.139-14 y urgencia calificada de “suma”.


Añade que esta iniciativa fue aprobada en general en sesión de 11 de diciembre de 2012, y cuenta con un segundo informe de la Comisión de Vivienda y Urbanismo, que deja constancia, para los efectos reglamentarios, de que los artículos 1°; 6°; 15; 18; 20; 22; 24; 25; 26, y 27, contenidos en el artículo primero del proyecto, y los números 2); 4); 5); 6); 7); 8); 9); 10), y 11) del artículo segundo, así como los artículos tercero y cuarto, no fueron objeto de indicaciones o de modificaciones, por lo cual estas disposiciones deben darse por aprobadas, salvo que algún Senador, contando con la unanimidad de los presentes, solicite su discusión y votación.

Puntualiza que, de estas normas, el artículo tercero del proyecto es de rango orgánico constitucional.

- - -


El señor Presidente da por aprobadas las referidas normas, de conformidad a lo establecido en el artículo 124 del Reglamento del Senado, sin perjuicio de lo cual, para efectos de dejar constancia del quórum, pone en votación el artículo tercero del proyecto, que es aprobado por 26 votos a favor, de un total de 37 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.

Votan a favor, los Honorables Senadores señoras Allende, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, García, García-Huidobro, Kuschel, Larraín Fernández, Larraín Peña, Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Rossi, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Patricio) y Zaldívar.

Fundamentan su voto positivo, los Honorables Senadores señores Sabag, Pérez Varela y Tuma.
- - -


Luego, el señor Secretario General agrega que la Comisión de Vivienda y Urbanismo efectuó una serie de enmiendas al texto aprobado en general, todas las cuales fueron aprobadas por unanimidad.

Recuerda que las enmiendas unánimes deben ser votadas sin debate, salvo que algún Senador manifieste su intención de impugnar la proposición de la Comisión o existan indicaciones renovadas. De estas enmiendas unánimes, la recaída en el artículo 23, contenido en el artículo primero del proyecto, incide en normas orgánicas constitucionales.
- - -


Enseguida, el señor Secretario General subraya que la Comisión de Vivienda y Urbanismo, en su segundo informe, propone efectuar las siguientes enmiendas al proyecto de ley aprobado en general:

Artículo primero


Sustituir la expresión “Apruébase la siguiente ley que” por “La siguiente ley”.

Artículo 1°


Reemplazar “regúlese” por “regúlase”.

Artículo 2°


- Sustituir “Obras” por “Obra”.


- Agregar el siguiente inciso segundo, nuevo:


“El Registro regirá para todo el territorio nacional y tendrá carácter público y permanente.”.

Artículo 3°

Inciso primero


- Intercalar, a continuación de “por la presente ley” la expresión “y su Reglamento”, seguida de una coma.


- Sustituir el vocablo “ésta” por “esta ley”.

Inciso segundo


- Reemplazar las letras mayúsculas de las palabras “Arquitecto, Ingeniero Civil, Ingeniero Constructor o Constructor Civil”, por letras minúsculas.


- Reemplazar la locución “en la presente ley” por “en el Reglamento de esta ley”.

Inciso tercero


Sustituir la oración final “deberán ser cumplidas por el profesional que las represente en la obra” por “deberán ser cumplidos por el profesional que efectúe la supervisión de la obra”.

Inciso cuarto


- Reemplazar “Inspectores Técnicos de Obras” por “inspectores técnicos de obra”.

- Agregar, a continuación del vocablo final “ley” la expresión “y su Reglamento”.

Artículo 4°

Inciso segundo


- Reemplazar, las dos veces que aparece la palabra “Inspectores” por “inspectores”.


- En la oración final, incorporar una coma (,), a continuación de “caso”.

Inciso tercero


- Suprimir la coma (,) que sucede al vocablo “público”.


- Eliminar la locución “u otra causal”.


- Sustituir la expresión “o la Secretaría Ejecutiva” por “o la Dirección del Registro que establece el Reglamento”.

Inciso cuarto


- Reemplazar la frase “cuya naturaleza o el bien jurídico protegido” por “relacionados con las labores a desarrollar, cuya naturaleza”.


- Sustituir “Inspector” por “inspector”.

Artículo 5°


En su encabezamiento reemplazar “Inspectores” por “inspectores”.

Número 3)


- Sustituir “Inspector” por “inspector”.


- Intercalar, a continuación de la expresión “en que sea” la palabra “socio”, seguida de una coma.

Número 4)


Agregar, luego de la locución “que sean funcionarios” la expresión “o tengan relación contractual”.

Número 5)


- Reemplazar “y, o” por la conjunción “o”.


- Agregar, a continuación del punto final, que pasa a ser punto seguido, la siguiente oración: “Para estos efectos se entenderá como dependencia económica, entre otras, cuando exista relación de habitualidad en la prestación del servicio de inspección respecto del mismo contratante.”.

Artículo 6°


En su encabezamiento, reemplazar “Inspectores Técnicos de Obras” por “inspectores técnicos de obra”.
Número 1)


- Sustituir “Inspector” por “inspector”.


- Reemplazar “3°” y “2°” por “tercer” y “segundo”, respectivamente.

Número 2)


Reemplazar “Inspector” por “inspector”.

Número 3)


- Sustituir “Inspector” por “inspector”.


- Reemplazar “3°” y “2°” por “tercer” y “segundo”, respectivamente.

Artículo 7°

Número 1)

Letra a)


- Sustituir “libro de obras” por “Libro de Obras”.


- Reemplazar la expresión “del decreto con fuerza de ley         N° 458, de 1975,” por “de la”.

Letra b)


- Sustituir “libro de obras” por “Libro de Obras”.


- Incorporar las siguientes letras c) y d), nuevas:


“c) Hacer uso del certificado que acredita la inscripción en el Registro una vez expirada su vigencia.


d) No informar oportunamente al Registro cualquier modificación de los antecedentes que forman parte de la inscripción, conforme al Reglamento.”.

Número 2)

Letra d)


Eliminar la palabra “aquél”.

Letra f)


Suprimir el vocablo “dicha”.

Letra g)


Reemplazar la expresión “del decreto con fuerza de ley N° 458, de 1975,” por “de la”.

Número 3)


En su encabezamiento, remplazar la frase “o suspensión del Registro, hasta por el plazo de tres años” por “del Registro o suspensión del mismo por al menos un año y hasta por tres años”.

Letra b)


Eliminar la palabra “aquél”.

Letra c)


Suprimir el vocablo “aquél”.

Letra d)


- Sustituir “libro de obras” por “Libro de Obras”.


- Reemplazar “aquél” por “éste”.


- Incorporar a este artículo el siguiente inciso final, nuevo:


“Las sanciones se anotarán en el Registro.”.

Artículo 8°


Agregar el siguiente inciso segundo, nuevo:


“El Registro regirá para todo el territorio nacional y tendrá carácter público y permanente.”.

Artículo 9°

Inciso primero


Reemplazar “ésta” por “esta”.

Inciso segundo


- Sustituir “Arquitecto, o de Ingeniero Civil con especialidad en Obras Civiles” por “arquitecto, o de ingeniero civil con especialidad en obras civiles”.


- Agregar, a continuación del vocablo “categorías” la expresión “en el Reglamento de esta ley”.

Inciso cuarto


Reemplazar el inciso cuarto por el siguiente:


“A las universidades no se les exigirá el cumplimiento del objeto social señalado en el inciso precedente.”.
Inciso quinto


Reemplazar “Categorías de Revisores” por “categorías de revisores”.

Artículo 10

Inciso primero


Sustituir “Revisor” por “revisor”.

Inciso tercero


Reemplazar “Revisores” por “revisores”.

Inciso cuarto


- Suprimir la coma (,) que sucede al vocablo “público”.


- Eliminar la locución “u otra causal”.


- Sustituir la expresión “Secretaría Ejecutiva” por “Dirección del Registro que establece el Reglamento”.

Inciso quinto


- Reemplazar la expresión “cuya naturaleza o el bien jurídico protegido” por “relacionados con las labores a desarrollar, cuya naturaleza”.


- Sustituir “Revisor” por “revisor”.

Inciso sexto


Reemplazar el guarismo “2” por “dos”.

Artículo 11

Número 2)


Agregar, a continuación de la locución “inspector técnico”, la expresión “de obra”.

Número 3)


Intercalar, luego de la expresión “en que sea” la palabra “socio”, seguida de una coma.

Número 5)


Sustituirlo por el siguiente:


“5) Respecto de proyectos en que sean socios del revisado o exista alguna relación contractual o dependencia económica de algún tipo con el arquitecto o el calculista, o tenga intereses comerciales en el proyecto específico o participación, de cualquier naturaleza, en alguna sociedad relativa al proyecto en cuestión. Para estos efectos se entenderá como dependencia económica, entre otras, cuando exista relación de habitualidad en la prestación del servicio de revisión respecto del mismo contratante.”.

Artículo 12

Inciso primero


Reemplazarlo por el que se indica:


“Artículo 12.- En caso que el revisor de cálculo requiera de asesoría en materia de geotecnia o mecánica de suelos, deberá recurrir a los ingenieros con esta especialidad inscritos en el Registro. La especialidad tendrá una sola categoría, pudiendo revisar cualquier proyecto o estudio relacionado con ésta.”.

Inciso segundo


Sustituir “exigencias profesionales exigidas en el Reglamento” por “exigencias profesionales y demás requisitos exigidos en el Reglamento”.

Artículo 13


Sustituir sus numerales 1., 2. y 3., por 1), 2) y 3).

Números 1. y 3.


Reemplazar, en ambos numerales, “3°” por “tercer” y “2°” por “segundo”.

Artículo 14

Número 2)

Letra d)


Sustituir “y, o” por “o”.
Número 3)


En su encabezamiento, remplazar la frase “o suspensión del Registro, hasta por el plazo de tres años” por “del Registro o suspensión del mismo por al menos un año y hasta por tres años”.

Letra b)


Eliminar el vocablo “grave”.

Letra c)


- Suprimir la palabra “grave”.


- Sustituir la expresión “Geotecnia y Mecánica de Suelos” por “geotecnia o mecánica de suelos”.


- Incorporar a este artículo un inciso final, nuevo, del siguiente tenor:


“Las sanciones se anotarán en el Registro.”.

Artículo 15

Inciso primero


Suprimir la expresión “en ésta”.

Artículo 16

Inciso primero


Reemplazar “registrado” por la expresión “inscrito en el Registro”.

Inciso segundo


Sustituir el guarismo “30” por “treinta”.

Artículo 17

Inciso primero


- Reemplazar la expresión “el inspector técnico de obra hubiere incurrido en” por “al inspector técnico de obra se le hubieren formulado cargos referentes a”.


- Sustituir el guarismo “10” por “diez”.


- Intercalar, a continuación de “artículo 3°” la expresión “del artículo primero”.

Inciso segundo


- Sustituir la expresión “el revisor hubiere incurrido en faltas graves y gravísimas” por “al revisor se le hubieren formulado cargos referentes a faltas graves o gravísimas”.


- Reemplazar el guarismo “10” por “diez”.


- Agregar, a continuación de “artículo 9°” la expresión “del artículo primero”.

Artículo 18

Inciso primero


Sustituir “30” por “treinta”.

Artículo 19


Intercalar el siguiente inciso segundo, nuevo:

 
“Las sanciones se anotarán en el Registro.”.

Inciso segundo


Pasa a ser inciso tercero, con las siguientes enmiendas:

- Sustituir “30” por “treinta”.


- Reemplazar el vocablo “registrado” por “inscrito en el Registro”.

Artículo 20


Sustituir el número “30” por “treinta”.

Artículo 21


Reemplazarlo por el que se indica a continuación:


“Artículo 21.- Tratándose de los inspectores técnicos de obra, el recurso de apelación deberá interponerse ante la Comisión de Apelaciones del Registro establecida en el artículo 14 de la ley N° 20.071, en adelante la Comisión.”.

Artículo 22


Sustituir “Cálculo Estructural” por “cálculo estructural”.

Artículo 23

Número 6


Sustituirlo por el siguiente:


“6. Un representante de la Asociación Chilena de Sismología e Ingeniería Antisísmica (ACHISINA).”.
Número 8


Eliminarlo.
Números 9 y 10


Pasan a ser 8 y 9, respectivamente, sin modificaciones.

Artículo 26


Intercalar, a continuación de “a que se refiere” la expresión “el artículo primero de”.

Artículo 27


Intercalar, a continuación de “a que se refiere” la expresión “el artículo primero de”.

Artículo segundo

Número 1.


- Sustituirlo por “1)”.


- Reemplazar el vocablo “acápite” por “párrafo”.


- Sustituir “normas técnicas” por “Normas Técnicas”.


- Agregar en la frase que se reemplaza, a continuación de las palabras “Ordenanza General”, la siguiente oración, precedida por un punto seguido (.): “Las normas técnicas de aplicación obligatoria deberán publicarse en internet y mantenerse a disposición de cualquier interesado de forma gratuita.”.

Número 2.


Sustituirlo por “2)”.

Letra b)


Reemplazar “incluido” por “incluidos”; suprimir la locución “en éste”, y anteponer a la expresión “mecánica de suelos” lo siguiente: “geotecnia o”.

Letra e)


- Incorporar una coma (,), luego de la expresión “al presente artículo”, y agregar dos puntos (:) a continuación de “por la siguiente”.


- En la frase final, reemplazar “esta ley” por “la ley”.

Número 3)


Incorporar, al artículo 67 que se modifica, el siguiente literal c), nuevo:


“c) Agrégase el siguiente inciso segundo, nuevo:


“Las modificaciones y rectificaciones de deslindes autorizadas por la Dirección de Obras Municipales se inscribirán en el Registro de Propiedad del Conservador de Bienes Raíces y anotarán al margen de la inscripción de dominio respectiva.”.”.
Número 7)


Reemplazar “Modifíquese” por “Modifícase”.

Número 9)

Inciso tercero


Sustituir “el inspector” por “del inspector”.

Inciso cuarto


Sustituir, en la oración final, “Dicho Ministerio” por “El Ministerio”, y “fuera” por “fue”.

Inciso quinto


Reemplazar “libro de obras” por “Libro de Obras”.

Número 10)

Letra a)


Eliminar en este literal, que modifica el inciso segundo del artículo 144 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, la frase siguiente: “En caso que la construcción hubiere contado con un inspector técnico de obra (ITO) también deberá acompañarse un informe de dicho profesional”, y anteponer una coma (,) a la preposición “que”, que sigue a la frase que se elimina.

Artículo tercero


- En el encabezamiento de los numerales 1) y 2) reemplazar “1” y “2” por “1) y 2)”, respectivamente.


- En el encabezamiento del número 3) agregar un medio paréntesis ()), a los numerales 3, 4, 5, 3 y 4.


- En el encabezamiento del número 4) agregar un medio paréntesis ()), a los numerales 5 y 4.

Artículo cuarto


Reemplazar, las dos veces que aparece, la referencia al “artículo 14 bis A)” por otra al “artículo 14 Ter”.

Artículo quinto


Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo quinto.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley N° 20.071, que Crea y Regula el Registro Nacional de Revisores Independientes de Obras de Edificación:


1) En el artículo 1°, reemplazáse la mención “de obras de edificación” por “Obras de Construcción”.


2) En la letra b) del artículo 6°, agrégase, a continuación de la frase “con quien tenga” la expresión “una dependencia económica o”.


3) En el artículo 13, agrégase el siguiente inciso tercero, nuevo:


“Las sanciones se anotarán en el Registro.”.”.

- - -


A continuación, la Sala da por aprobadas las referidas enmiendas con la misma votación ya consignada en cuanto al artículo tercero de la iniciativa, dejándose constancia de que se ha dado cumplimiento al quórum constitucional exigido respecto del artículo 23, contenido en el artículo primero del proyecto.
- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


 
“Artículo primero.- La siguiente ley dicta normas sobre Inspectores Técnicos de Obra (ITO) y crea y regula el Registro Nacional de Inspectores Técnicos de Obra (ITO) y el Registro Nacional de Revisores de Proyectos de Cálculo Estructural:

“TÍTULO PRELIMINAR

 
 
Artículo 1°.- Créase y regúlese el Registro Nacional de Inspectores Técnicos de Obra (ITO) y el Registro Nacional de Revisores de Proyectos de Cálculo Estructural, de conformidad con lo establecido en los artículos 143 y 116 bis A), respectivamente, del decreto con fuerza de ley      N° 458, de 1975, Ley General de Urbanismo y Construcciones.

TÍTULO I

Del Registro Nacional de Inspectores Técnicos de Obra

(ITO)

PÁRRAFO PRIMERO

Disposiciones Generales

 

Artículo 2°.- La Dirección del Registro Nacional de Inspectores Técnicos de Obra dependerá del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, quien lo administrará en forma directa o a través de terceros, de conformidad con lo establecido en el artículo 143 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones.



El Registro regirá para todo el territorio nacional y tendrá carácter público y permanente.



Artículo 3°.- Podrán inscribirse en el Registro y permanecer inscritas en él, las personas naturales o jurídicas que cumplan con los requisitos exigidos por la presente ley y su Reglamento, y que no estén afectas a las inhabilidades o incompatibilidades que esta ley contempla.



Para inscribirse en el Registro las personas naturales deberán acreditar estar en posesión del título profesional de arquitecto, ingeniero civil, ingeniero constructor o constructor civil, acreditando también la experiencia mínima exigida para las distintas categorías en el Reglamento de esta ley.



En el caso de las personas jurídicas, los requisitos y condiciones habilitantes para inscribirse en el Registro, deberán ser cumplidos por el profesional que efectúe la supervisión de la obra. 

 

El Reglamento establecerá categorías de inspectores técnicos de obra, según su idoneidad técnica y experiencia profesional acorde al tipo de obra de que se trate, en los términos señalados por esta ley y su Reglamento.

PÁRRAFO SEGUNDO

De las Inhabilidades e Incompatibilidades para la

Inscripción en el Registro

 

Artículo 4°.- Estarán inhabilitadas para inscribirse en el Registro sociedades de personas o sociedades anónimas u otras personas jurídicas, que tengan uno o más socios comunes, o directores o administradores comunes, según corresponda, con otras personas jurídicas ya inscritas.
 
Estarán inhabilitados para inscribirse en el Registro, sea como persona natural o como integrante de una persona jurídica, o para desempeñarse como inspectores si ya estuvieran inscritos, las personas que hayan sido condenadas por crimen o simple delito que merezca pena aflictiva y los inspectores que estén sancionados por algún otro Registro del Ministerio de Vivienda y Urbanismo. En este último caso la inhabilidad para la inscripción se extenderá por dos años desde el término de la sanción.



Estarán inhabilitadas para inscribirse en el Registro las personas naturales o jurídicas que hayan sido sancionadas administrativamente por algún organismo público por incumplimiento de contrato que la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo o la Dirección del Registro que establece el Reglamento consideren que afecta su idoneidad profesional.



Asimismo, podrán rechazarse las solicitudes de inscripción de aquellas personas que hubieren sido condenadas por delitos relacionados con las labores a desarrollar, cuya naturaleza se estimare que afectan la idoneidad profesional del inspector, o la aptitud y responsabilidad de la persona jurídica en su caso.



Artículo 5°.- Los inspectores estarán afectos a las siguientes incompatibilidades y por consiguiente no podrán actuar como tales:



1) Respecto de obras en que les corresponda intervenir profesionalmente en calidad de arquitecto, calculista o constructor.



2) Respecto de obras en las que le cabe alguna participación a la persona jurídica de la cual forman parte o a otro de los socios, directores o administradores de dicha persona jurídica, en calidad de propietario, arquitecto, calculista, constructor, supervisor, revisor calculista o revisor independiente.



3) Respecto de obras emplazadas en predios que pertenezcan en dominio a una sociedad de personas de la cual el inspector sea socio o a una sociedad anónima o a otra persona jurídica en que sea socio, director o administrador, según corresponda.


4) Respecto de obras que se relacionen con organismos de la Administración del Estado y municipalidades de los que sean funcionarios o tengan relación contractual.



5) Respecto de obras en que sean socios del inspeccionado o exista alguna relación contractual o dependencia económica de algún tipo, o tenga intereses comerciales en la obra específica o participación, de cualquier naturaleza, en alguna sociedad relativa a la obra en cuestión. Para estos efectos se entenderá como dependencia económica, entre otras, cuando exista relación de habitualidad en la prestación del servicio de inspección respecto del mismo contratante.



Artículo 6°.- Los inspectores técnicos de obra no podrán revisar obras en que tengan conflictos de interés. Se entenderá que existen tales conflictos tratándose de obras:



1) Emplazadas en predios que pertenezcan en dominio al inspector o a sus parientes hasta el tercer grado de consanguinidad o segundo de afinidad.



2) Emplazadas en predios que pertenezcan en dominio a una sociedad de personas de la cual el inspector sea socio o a una persona jurídica en que éste sea socio, director, administrador o con quien tenga un vínculo laboral.



3) En que algún pariente del inspector, hasta el tercer grado de consanguinidad o segundo de afinidad, intervenga como constructor.

PÁRRAFO TERCERO

De las Infracciones y sus Sanciones

 

Artículo 7°.- Las infracciones que se cometan en las funciones de supervisión a que se refiere el artículo 143 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, se clasificarán en leves, graves y gravísimas.



1) Se considerará como infracción leve y se sancionará con amonestación por escrito:



a) No dejar constancia en el Libro de Obras sobre modificaciones en la obra con respecto a planos y especificaciones técnicas en los términos exigidos por el artículo 143 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones; y,



b) No dejar anotación en el Libro de Obras sobre correcciones solicitadas y no efectuadas en elementos de terminaciones.



c) Hacer uso del certificado que acredita la inscripción en el Registro una vez expirada su vigencia.

 

d) No informar oportunamente al Registro cualquier modificación de los antecedentes que forman parte de la inscripción, conforme al Reglamento.




2) Se considerará como infracción grave y se sancionará con la suspensión del Registro hasta por el plazo de un año:



a) Reincidir en la comisión de alguna infracción leve dentro de un periodo de dos años.



b) Actuar encontrándose afectado por alguna causal de incompatibilidad establecida en esta ley.



c) No estar presente en la obra el titular o el suplente designado durante la ejecución de las partidas principales cuando deba supervisar su correcta ejecución, conforme lo establezca el Reglamento.



d) Cuando se acreditare que en una obra en que ha actuado el inspector técnico de obra no se ha dado cumplimiento al proyecto de arquitectura aprobado en el permiso de construcción, incluidas sus modificaciones, sin que haya representado por escrito el incumplimiento.



e) La emisión de informes erróneos en la recepción definitiva de obras.



f) No supervisar las partidas sujetas a supervisión de acuerdo a las especificaciones técnicas aprobadas en el permiso de edificación o urbanización.



g) No supervisar el oportuno cumplimiento de las medidas de gestión y de control de la calidad de la construcción del proyecto indicadas en el artículo 143 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones.



3) Se considerará infracción gravísima y se sancionará con la eliminación del Registro o suspensión del mismo por al menos un año y hasta por tres años:



a) La reincidencia en la comisión de alguna infracción grave dentro de un período de dos años.



b) Cuando se acreditare que en una obra en que ha actuado el inspector técnico de obra no se han respetado los planos del proyecto estructural y las especificaciones técnicas correspondientes, incluidas sus modificaciones, sin que haya representado por escrito el incumplimiento.



c) Cuando se acreditare que en una obra en que ha actuado el inspector técnico de obra se ha producido incumplimiento de las normas de construcción aplicables a la ejecución de la obra o no se han realizado los ensayes y certificaciones que exigen las normas técnicas de construcción vigentes, sin que haya representado por escrito el incumplimiento.



d) No dejar anotación en el Libro de Obras y no denunciar al propietario de la obra, ante la Dirección del Registro y la Dirección de Obras Municipales, si éste no hubiere ordenado que se corrijan los trabajos defectuosos, cuando se trate de la estructura soportante del edificio, de acuerdo a lo establecido por el profesional que realizó el cálculo estructural del proyecto.



e) Actuar encontrándose afectado por alguna causal de inhabilidad o habiendo perdido alguno de los requisitos de inscripción en el Registro.



f) Actuar habiendo sido condenado por sentencia ejecutoriada en juicio penal en que se haya establecido su responsabilidad por crimen o simple delito por hechos derivados de las funciones del ejercicio de su cargo, durante el tiempo que esté cumpliendo su condena.

 

Las sanciones se anotarán en el Registro.

TÍTULO II

Del Registro Nacional de Revisores de Proyectos de

Cálculo Estructural

PÁRRAFO PRIMERO

Disposiciones Generales

 

Artículo 8°.- La Dirección del Registro Nacional de Revisores de Proyectos de Cálculo Estructural dependerá del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, quien la administrará en forma directa o a través de terceros, de conformidad a lo que establece el artículo 116 bis A) de la Ley General de Urbanismo y Construcciones.



El Registro regirá para todo el territorio nacional y tendrá carácter público y permanente.

 

Artículo 9°.- Podrán inscribirse en el Registro y permanecer inscritas en él, las personas naturales o jurídicas que cumplan con los requisitos exigidos por la presente ley y su Reglamento, que no estén afectas a las inhabilidades o incompatibilidades que ésta ley contempla.

 

Para inscribirse en el Registro las personas naturales deberán acreditar estar en posesión del título profesional de arquitecto, o de ingeniero civil con especialidad en obras civiles, acreditando también la experiencia mínima exigida para las distintas categorías en el Reglamento de esta ley.

 

En el caso de personas jurídicas, ésta debe incluir en su objeto social la revisión de proyectos de cálculo estructural. Los requisitos y condiciones habilitantes para inscribirse en el Registro deben ser cumplidos por el profesional que efectúe la revisión de los proyectos.

 

A las universidades no se les exigirá el cumplimiento del objeto social señalado en el inciso precedente.

 

El Reglamento establecerá categorías de revisores, según requisitos de estudios, idoneidad técnica y experiencia profesional, acorde al tipo de obra de que se trate, en los términos señalados por esta ley y su Reglamento.

PÁRRAFO SEGUNDO

De las Inhabilidades e Incompatibilidades para la

Inscripción en el Registro

 
 
Artículo 10.- Un revisor estará inhabilitado para inscribirse en más de una categoría del Registro, sea como persona natural o como integrante de una persona jurídica.

 

Igualmente estarán inhabilitadas para inscribirse en el Registro sociedades de personas o sociedades anónimas u otras personas jurídicas, que tengan uno o más socios comunes, o directores o administradores comunes, según corresponda, con otras personas jurídicas ya inscritas.

 

Estarán inhabilitados para inscribirse en el Registro, sea como persona natural o en calidad de integrante de una persona jurídica, o para desempeñarse como revisores si ya estuvieran inscritos, las personas que hayan sido condenadas por crimen o simple delito que merezca pena aflictiva y los revisores que estén sancionados por algún otro Registro del Ministerio de Vivienda y Urbanismo. En este último caso la inhabilidad para la inscripción se extenderá por dos años desde el término de la sanción.

 

Asimismo, estarán inhabilitadas las personas naturales o jurídicas que hayan sido sancionadas administrativamente por algún organismo público por incumplimiento de contrato que la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo o la Dirección del Registro que establece el Reglamento consideren que afecta su idoneidad profesional.

 

Podrán rechazarse las solicitudes de inscripción de aquellas personas que hubieren sido condenadas por delitos relacionados con las labores a desarrollar, cuya naturaleza se estimare que afectan la idoneidad profesional del revisor, o la aptitud y responsabilidad de la persona jurídica en su caso.

 

Las inhabilidades que tengan su origen en condena penal, no serán aplicables una vez transcurrido el plazo de dos años desde el término del cumplimiento de la pena. En todos estos casos la Dirección del Registro deberá proceder previo informe de la División Jurídica del Ministerio de Vivienda y Urbanismo.

 

Artículo 11.- Los revisores estarán afectos a las siguientes incompatibilidades y por consiguiente no podrán actuar como tales:



1) Respecto de proyectos en que les corresponda intervenir profesionalmente como arquitecto, calculista o constructor.



2) Respecto de proyectos de cálculo estructural referidos a permisos de edificación de obras en los que le cabe alguna participación a la persona jurídica de la cual forman parte o a otro de los socios, directores o administradores de dicha persona jurídica, en calidad de propietario, arquitecto, calculista, constructor, supervisor, inspector técnico de obra o revisor independiente.



3) Respecto de proyectos de cálculo estructural referidos a permisos de edificación de obras emplazadas en predios que pertenezcan en dominio a una sociedad de personas de la cual el revisor sea socio o a una sociedad anónima o a otra persona jurídica en que sea socio, director o administrador, según corresponda.



4) Respecto de proyectos que se relacionen con un órgano de la Administración del Estado del cual sea funcionario o tenga relación contractual.



5) Respecto de proyectos en que sean socios del revisado o exista alguna relación contractual o dependencia económica de algún tipo con el arquitecto o el calculista, o tenga intereses comerciales en el proyecto específico o participación, de cualquier naturaleza, en alguna sociedad relativa al proyecto en cuestión. Para estos efectos se entenderá como dependencia económica, entre otras, cuando exista relación de habitualidad en la prestación del servicio de revisión respecto del mismo contratante.

 

Artículo 12.- En caso que el revisor de cálculo requiera de asesoría en materia de geotecnia o mecánica de suelos, deberá recurrir a los ingenieros con esta especialidad inscritos en el Registro. La especialidad tendrá una sola categoría, pudiendo revisar cualquier proyecto o estudio relacionado con ésta.

 

Podrán inscribirse en esta especialidad las personas naturales o jurídicas que cumplan con las exigencias profesionales y demás requisitos exigidos en el Reglamento.

 

Artículo 13.- Los revisores de cálculo no podrán revisar proyectos u obras en que tengan conflictos de interés. Se entenderá que existen tales conflictos tratándose de proyectos u obras:



1. Emplazados en predios que pertenezcan en dominio al revisor o a sus parientes hasta el tercer grado de consanguinidad o segundo de afinidad.



2. Emplazados en predios que pertenezcan en dominio a una sociedad de personas de la cual el revisor sea socio o a una persona jurídica en que éste sea socio, director, administrador o con quien tenga un vínculo laboral. 



3. En que algún pariente del revisor, hasta el tercer grado de consanguinidad o segundo de afinidad, intervenga como calculista.

PÁRRAFO TERCERO

De las Infracciones y sus Sanciones

 

Artículo 14.- Las infracciones a las funciones a que se refiere el artículo 116 bis A) de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, se clasificarán en leves, graves y gravísimas.

 

1) Se considerará como infracción leve y se sancionará con amonestación por escrito:



a) Hacer uso del certificado que acredita la inscripción en el Registro una vez expirada su vigencia.



b) No informar oportunamente al Registro cualquier modificación de los antecedentes que forman parte de la inscripción, conforme al Reglamento.


2) Se considerará infracción grave y se sancionará con la suspensión del Registro hasta por el plazo de un año:



a) Reincidir en la comisión de alguna infracción leve dentro de un periodo de dos años.



b) Actuar en una categoría superior a aquélla en la que se encuentre inscrito.



c) No comunicar al Registro cualquier modificación de sus antecedentes personales que incida en las causales de inhabilidad o incompatibilidad. La comunicación deberá efectuarse dentro de los 30 días siguientes a la fecha de la respectiva modificación.



d) Actuar encontrándose afectado por alguna causal de incompatibilidad fundada en conflicto de intereses o en alguna causal de inhabilidad fundada en la pérdida de condiciones que lo habiliten para inscribirse en el Registro.



3) Se considerará infracción gravísima y se sancionará con la eliminación del Registro o suspensión del mismo por al menos un año y hasta por tres años: 



a) La reincidencia en la comisión de alguna infracción grave dentro de un período de dos años.



b) El incumplimiento de la obligación de revisar que el proyecto de cálculo estructural, los planos, la memoria de cálculo y las especificaciones técnicas cumplan con todas las normas aplicables. 



c) El incumplimiento de la obligación de revisar que los antecedentes de geotecnia o mecánica de suelos cumplan con todas las normas aplicables, salvo que se acompañe un certificado suscrito por un especialista inscrito en el Registro.



d) Actuar habiendo sido condenado por sentencia ejecutoriada en juicio penal en que se haya establecido su responsabilidad por crimen o simple delito por hechos derivados de las funciones del ejercicio de su cargo, durante el tiempo que esté cumpliendo su condena.

 

Las sanciones se anotarán en el Registro.

TÍTULO III

Del Procedimiento de Aplicación de Sanciones

 

Artículo 15.- Será competente para conocer de las infracciones a que se refiere la presente ley y aplicar las sanciones que en ésta se establecen, la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo de la Región en cuyo territorio se cometió la infracción.

 

El procedimiento infraccional deberá iniciarse de oficio cuando la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo correspondiente tome directamente conocimiento de hechos que pudieren ser constitutivos de alguna de las infracciones a que se refiere esta ley.

 

El procedimiento también podrá iniciarse mediante denuncia escrita, ante la Secretaría Regional Ministerial competente, formulada y suscrita por cualquier persona u organismo, público o privado, que tenga interés en ello. Las denuncias contendrán una descripción de los hechos concretos que se estiman constitutivos de infracción, debiendo acompañarse copia de los antecedentes en que se fundan.

 

Artículo 16.- El procedimiento infraccional se iniciará mediante una resolución de la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo correspondiente, en la que deberán constar los cargos formulados contra el presunto infractor, la que se le notificará personalmente o por carta certificada enviada al domicilio que tenga inscrito en el Registro, adjuntando los antecedentes en que se fundan. Copia de dicha resolución deberá enviarse a la Dirección del Registro para su conocimiento.

 

La formulación de cargos deberá señalar la forma en que se ha iniciado el procedimiento, una descripción de los hechos que se estiman constitutivos de infracción y la disposición que establece la sanción asignada a la infracción. El presunto infractor tendrá un plazo de treinta días para formular descargos, contado desde la notificación.

 

Artículo 17.- Como medida provisional para obras en construcción, en las que al inspector técnico de obra se le hubieren formulado cargos referentes a faltas graves y gravísimas, podrá resolverse una suspensión temporal de éste, en cuyo caso la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo deberá resolver la continuidad de la medida en un plazo máximo de diez días, resolución que será notificada por carta certificada. Será responsabilidad del propietario reemplazar al inspector técnico de obra en caso de suspensión, e informar a la Dirección de Obras Municipales y a la Dirección del Registro, conforme a la normativa vigente y a lo dispuesto en el artículo 3° de esta ley.

 

Del mismo modo, tratándose de obras en que se introdujeren modificaciones al proyecto de cálculo estructural, y en las cuales al revisor se le hubieren formulado cargos referentes a faltas graves o gravísimas, podrá resolverse una suspensión temporal de éste, en cuyo caso la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo deberá resolver la continuidad de la medida en un plazo máximo de diez días, resolución que será notificada por carta certificada. Será responsabilidad del propietario reemplazar al revisor en caso de suspensión, e informar a la Dirección de Obras Municipales y a la Dirección del Registro, conforme a la normativa vigente y a lo dispuesto en el artículo 9° de esta ley.

 

Artículo 18.- Recibidos los descargos o transcurrido el plazo establecido para ello, la Secretaría Regional Ministerial examinará el mérito de los antecedentes y, en caso de ser necesario, ordenará la realización de ensayes, certificaciones, pericias e inspecciones que sean pertinentes y la práctica de las demás diligencias probatorias que procedan, las que deberán verificarse en un plazo máximo de noventa días, cuyo costo será de cargo del infractor, o bien del denunciante en caso que no se determinare infracción. Los nuevos antecedentes serán remitidos al presunto infractor, quien podrá formular observaciones acerca de ellos dentro del plazo de treinta días contado desde la notificación.

 

Los hechos investigados y las responsabilidades de los infractores podrán acreditarse mediante cualquier medio de prueba, apreciándose ésta en conformidad a las reglas de la sana crítica.

 

Artículo 19.- La resolución que ponga fin al procedimiento infraccional será fundada y resolverá todas las cuestiones planteadas, pronunciándose sobre cada una de las alegaciones y defensas del denunciado, debiendo declarar la sanción que impone al infractor o su absolución.



Las sanciones se anotarán en el Registro.

 

La resolución final a que se refiere este artículo deberá dictarse dentro de los treinta días siguientes a aquél en que se haya evacuado la última diligencia ordenada en el expediente, la que deberá ser notificada personalmente o por carta certificada, enviada al domicilio que el denunciado tenga inscrito en el Registro.

TÍTULO IV

De las Apelaciones

 

Artículo 20.- Contra la resolución que ponga fin al procedimiento sancionatorio previsto en esta ley, procederá el recurso de apelación, debiendo interponerse dentro de los treinta días siguientes a su notificación.

 

Artículo 21.- Tratándose de los inspectores técnicos de obra, el recurso de apelación deberá interponerse ante la Comisión de Apelaciones del Registro establecida en el artículo 14 de la ley N° 20.071, en adelante la Comisión.



Artículo 22.- Respecto de los revisores de proyectos de cálculo estructural, el recurso de apelación deberá interponerse ante la Comisión Nacional de Apelación, establecida en el siguiente artículo.

 

Artículo 23.- Créase la Comisión Nacional de Apelación, que estará integrada por:


1. El Jefe de la División Técnica de Estudios y Fomento Habitacional (DITEC) del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, o su representante, quien la presidirá.


2. Un Director de Obras Municipales, en representación de los Directores de Obras Municipales.


3. Un representante del Ministerio de Obras Públicas.


4. Un representante de la Cámara Chilena de la Construcción.


5. Un representante de la Asociación de Ingenieros Estructurales A.G. (AICE).

6. Un representante de la Asociación Chilena de Sismología e Ingeniería Antisísmica (ACHISINA).


7. Un representante de la Sociedad Chilena de  Geotecnia (SOCHIGE).


8. Un representante del Colegio de Arquitectos de Chile.


9. Un representante del Colegio de Ingenieros de Chile.

 

El Reglamento establecerá un procedimiento de designación y funcionamiento de la Comisión Nacional de Apelación.

 

La constitución de la Comisión Nacional de Apelación se formalizará mediante resolución del Subsecretario de Vivienda y Urbanismo.

 

Artículo 24.- Las apelaciones interpuestas conforme a la presente ley sólo se concederán en el efecto devolutivo, rigiendo las sanciones aplicadas por la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo. Con todo, podrán tener efecto suspensivo si así lo resuelve expresamente la Comisión o la Comisión Nacional de Apelación, según el caso, a petición fundada del interesado.

 

Artículo 25.- Las resoluciones tanto de la Comisión, como de la Comisión Nacional de Apelación, serán inapelables, sin perjuicio de las demás acciones y recursos que procedan. 

 

Artículo 26.- Todos los plazos de días señalados en las disposiciones a que se refiere esta ley son de días hábiles.

 

Artículo 27.- Las acciones para perseguir las infracciones a que se refiere la presente ley prescribirán en el plazo de dos años, contados desde la fecha de la recepción definitiva de la obra por parte de la Dirección de Obras Municipales.”.

 

Artículo segundo.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley N° 458, de 1975, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, Ley General de Urbanismo y Construcciones:



1. En el artículo 2°, reemplázase en el Párrafo referido a las Normas Técnicas, la frase “para el cumplimiento de los standars exigidos en la Ordenanza General” por “de acuerdo a los requisitos de obligatoriedad que establece la Ordenanza General. Las normas técnicas de aplicación obligatoria deberán publicarse en internet y mantenerse a disposición de cualquier interesado de forma gratuita.”.


2. En el artículo 18:



a) Reemplázase el inciso segundo, por el siguiente:



“El arquitecto que realice el proyecto de arquitectura, será responsable de cumplir con todas las normas legales y reglamentarias aplicables a dicho proyecto y por los errores en que haya incurrido en el ejercicio de sus funciones, si de éstos se han derivado daños o perjuicios.”.



b) Intercálase el siguiente inciso tercero, pasando los actuales incisos tercero, cuarto, quinto, sexto, séptimo, octavo y noveno a ser incisos cuarto, quinto, sexto, séptimo, octavo, noveno y décimo, respectivamente:

 

“El profesional competente que realice el proyecto de cálculo estructural, incluidos los planos, la memoria de cálculo, especificaciones técnicas, y el estudio de geotecnia o mecánica de suelos, será responsable de cumplir con todas las normas aplicables a estas materias y por los errores en que haya incurrido, en el ejercicio de sus funciones, si de éstos se han derivado daños o perjuicios. En los casos en que el estudio de mecánica de suelos sea realizado por un profesional competente diferente, este estudio será de su exclusiva responsabilidad.”.


c) Intercálase a continuación del inciso tercero, que ha pasado a ser cuarto, un nuevo inciso quinto, pasando los actuales incisos quinto, sexto, séptimo, octavo, noveno y décimo, a ser incisos sexto, séptimo, octavo, noveno, décimo y undécimo, respectivamente:

 

“El inspector técnico de obra (ITO), será responsable de supervisar que las obras se ejecuten conforme a las normas de construcción aplicables en la materia y al permiso de construcción aprobado y sus modificaciones, así como al proyecto de arquitectura correspondiente, el proyecto de cálculo estructural y su memoria, y los proyectos de especialidades, incluidos los planos y especificaciones técnicas correspondientes.”.



d) Reemplázase el actual inciso cuarto, que pasó a ser sexto, por el siguiente:

 

“Respecto de las responsabilidades, daños y perjuicios, a que se refiere este artículo, las personas jurídicas serán solidariamente responsables con el profesional competente que actúe por ellas como arquitecto, ingeniero civil, ingeniero constructor o constructor civil, los que deberán individualizarse en el respectivo permiso de construcción.”.



e) Reemplázase en el actual inciso quinto, que pasó a ser séptimo, la oración “El propietario primer vendedor estará obligado a incluir en la escritura pública de compraventa, una nómina que contenga la individualización de los proyectistas y constructores a quienes pueda asistir responsabilidad de acuerdo al presente artículo”, por la siguiente: “El propietario primer vendedor estará obligado a incluir en la escritura pública de compraventa, una nómina que contenga la individualización del arquitecto que realizó el proyecto de arquitectura, del profesional que realizó el proyecto de cálculo estructural, del profesional a cargo de la obra, de los profesionales a cargo de los proyectos de especialidades, así como del inspector técnico de obra (ITO), del revisor independiente de obras de construcción y del revisor del proyecto de cálculo estructural, cuando corresponda, a quienes pueda asistir responsabilidad de acuerdo a la ley”.



3) Modifícase el artículo 67 en la siguiente forma:



a) Sustitúyese la oración “o urbanización de terrenos”, por la siguiente  oración: “, urbanización o modificación de deslindes de terrenos”.



b) Agrégase a continuación del punto final, que pasa a ser punto seguido, la siguiente  oración: “En caso de modificación de deslindes no podrán afectarse  los derechos de terceros.”.



c) Agrégase el siguiente inciso segundo:

 

 “Las modificaciones y rectificaciones de deslindes autorizadas por la Dirección de Obras Municipales se inscribirán en el Registro de Propiedad del Conservador de Bienes Raíces y anotarán al margen de la inscripción de dominio respectiva.”.



4) Introdúcense en el artículo 116 Bis, las siguientes modificaciones:



a) En el inciso primero:



i. Reemplázase la oración “persona natural o jurídica con inscripción vigente en un Registro que para estos efectos mantendrá el Ministerio de Vivienda y Urbanismo”, por la siguiente: “con inscripción vigente en el Registro Nacional de Revisores Independientes de Obras de Construcción, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo creado por la ley        Nº 20.071”.



ii. Sustitúyese la oración “Sin embargo, la Ordenanza General podrá determinar las edificaciones en que será obligatoria la contratación de un revisor independiente para los respectivos permisos de construcción o de recepción definitiva.”, por la siguiente: “Sin embargo será obligatoria la contratación de un revisor independiente cuando se trate de edificios de uso público y demás casos que determine la Ordenanza General.”.



b) Reemplázase el inciso segundo por el siguiente:

 

“En el desempeño de sus funciones, los revisores independientes a que se refiere este artículo deberán supervisar que los proyectos de construcción y sus obras cumplan con las disposiciones legales y reglamentarias, y emitir los informes que se requieran para tales efectos, cuyo contenido determinará la Ordenanza General. Con todo, los revisores independientes no supervisarán el proyecto de cálculo estructural, ni los proyectos de ingeniería referidos a obras de urbanización, en su caso.”.



c) Intercálase el siguiente inciso tercero, nuevo, pasando el actual inciso tercero, a ser el inciso cuarto:

 

“El revisor independiente será subsidiariamente responsable al arquitecto que realice el proyecto de arquitectura, en lo relativo a que el proyecto de construcción y sus obras cumplan con todas las normas legales y reglamentarias aplicables a dicho proyecto.”.



d) Agrégase al inciso tercero, que pasa a ser inciso cuarto, la siguiente oración: “Dicha rebaja de derechos incluye la participación del revisor independiente a que se refiere este artículo tanto en el permiso de construcción, como en la recepción definitiva de sus obras.”.



5) Modifícase el artículo 116 bis A), de la siguiente forma:



a) Reemplázase en el inciso primero la expresión “edificaciones” por las siguientes palabras: “demás casos”.



b) Sustitúyese el inciso tercero por el siguiente:

 

“En el desempeño de sus funciones el revisor del proyecto de cálculo estructural será subsidiariamente responsable con el profesional competente que realizó el proyecto de cálculo estructural, debiendo verificar que los planos, la memoria de cálculo, incluida en ésta el protocolo de inspección que se defina en la norma técnica, las especificaciones técnicas, y el estudio de mecánica de suelos, cumplan con todas las normas aplicables.”.



6) Modifícase el artículo 118, del siguiente modo:



a) Reemplázase en el inciso segundo, la palabra “proyectista” por una coma (,).



b) Sustitúyese en el inciso cuarto la frase “ordenará que se otorgue en tal caso, el permiso, previo pago de los derechos.”, por la siguiente: “ordenará que se otorgue el permiso, previo pago de los derechos municipales, que al efecto se reducirán en un 50%, correspondiendo el pago previo de igual monto a la Secretaría Regional Ministerial, a beneficio fiscal. Sin perjuicio de lo anterior, en caso de verificar una contravención al inciso quinto del artículo 116, dicha  Secretaría deberá proceder conforme al artículo 15.”.



7) Modifíquese el artículo 130, de la siguiente forma:



a) Agrégase en la tabla del inciso primero, el siguiente número 11, nuevo:



“11.- Modificaciones de deslindes 2,0% del avalúo fiscal de la parte del terreno que se modifica.”.



b) Intercálase el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando los actuales incisos segundo y tercero a ser tercero y cuarto, respectivamente: 

 

“En caso de modificaciones de proyectos de subdivisión o loteo el derecho municipal se calculará respecto del área de terreno que se modifica.”.



8) Sustitúyese en el artículo 142, la frase “a las obras de edificación que les corresponda informar”, por “a las obras de construcción que les corresponda informar”.



9) Reemplázase el artículo 143, por el siguiente:

 

“Artículo 143.- Durante la ejecución de una obra, el constructor a cargo de ella deberá velar porque en la construcción se adopten medidas de gestión y control de calidad para que ésta se ejecute conforme a las normas técnicas obligatorias, la Ley General de Urbanismo y Construcciones y su Ordenanza General, así como a la demás normativa aplicable a la materia, y se ajuste a los planos y especificaciones del respectivo proyecto.

 

Los contenidos de las medidas de gestión y control de calidad deberán ser establecidos en la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones, debiendo en todo caso referirse como mínimo a los siguientes aspectos: medidas técnicas y de seguridad que se deberán adoptar para la correcta ejecución de las obras de construcción, demolición y excavaciones; los ensayes y certificaciones obligatorios que deberán adoptarse durante el transcurso de la ejecución de las obras, así como las autorizaciones especiales que deberán requerirse para ciertas faenas, cuando la normativa lo establezca; medidas que deberán adoptarse para mitigar el ruido y emisiones de polvo; indicación de los lugares aptos para depositar materiales y elementos de trabajo; aseo de la obra y del espacio público; y programa de trabajo y horarios de ejecución de las obras.

 

Dichas medidas de gestión y control de calidad, deberán ser establecidas y registradas en un documento que se deberá mantener en el lugar de la obra, durante todo el tiempo de ejecución de ésta, a disposición de los profesionales competentes, del inspector técnico de obra (ITO) y de los inspectores de la Dirección de Obras Municipales. Terminada la obra, el constructor a cargo, deberá presentar una declaración jurada afirmando que las medidas de gestión y de control de calidad, fueron aplicadas.

 

Tratándose de edificios de uso público, y demás casos que señale la Ordenanza General, será obligatorio que la obra cuente con un inspector técnico de obra (ITO), independiente del constructor, con inscripción en un Registro que para estos efectos mantendrá el Ministerio de Vivienda y Urbanismo. El Ministerio podrá encomendar dicho Registro a la entidad denominada “Instituto de la Construcción”, cuya personalidad jurídica fue concedida por decreto supremo Nº 1.115, de 1996, del Ministerio de Justicia.

 

El inspector técnico de obra (ITO), estará encargado de supervisar que la obra se ejecute conforme a las normas de construcción aplicables a la ejecución de la obra, al permiso de construcción aprobado y sus modificaciones. Durante la ejecución de la obra será responsable que ésta cumpla con el proyecto de arquitectura; el proyecto de cálculo estructural; y los proyectos  de especialidades; incluidos los planos y especificaciones técnicas correspondientes, debiendo para ello, registrar en el Libro de Obras la supervisión de las partidas que determinen la Ordenanza General y las respectivas especificaciones técnicas. Asimismo, el inspector técnico de obra deberá supervisar oportunamente el cumplimiento de las medidas de gestión y de control de la calidad. Para cumplir su labor el inspector técnico de obra estará facultado para requerir tomas de muestras y demoliciones parciales.



El inspector técnico de obra (ITO) que incumpla sus funciones de supervisión, será subsidiariamente responsable con el constructor, por los daños o perjuicios producidos por fallas o defectos en la construcción derivados del incumplimiento de tales funciones.

 

Se deberá mantener en el lugar de la obra, en forma permanente y actualizada, un Libro de Obras, en el cual se consignarán, debidamente firmadas, las instrucciones y observaciones sobre el desarrollo de la construcción, por parte del profesional que realizó el proyecto de arquitectura y el proyecto de cálculo estructural, así como del constructor y el profesional mencionado en el inciso anterior, sin perjuicio de las observaciones que registren los inspectores municipales cuando lo requieran.”. 



10) Modifícase el artículo 144, del siguiente modo:



a) Intercálase, en el inciso segundo, a continuación de la palabra “profesional”, el siguiente texto: “, que señale que la obra fue construida conforme a las normas técnicas de construcción aplicables a la ejecución de la obra y al permiso de construcción aprobado, incluidas sus modificaciones”.



b) Agrégase en el inciso tercero, a continuación de la expresión “red seca,”, la siguiente: “red inerte,”.



11) Reemplázase en el inciso segundo del artículo 158, la expresión “exigir que sean reparados los edificios que,” por “exigir fundadamente que sean reparados los edificios que presenten daños que comprometan su estabilidad, o bien que”. 



12) Incorpórese el siguiente artículo 161 bis, nuevo:

 

“Artículo 161 bis.- Previo informe fundado de la Dirección de Obras, la Municipalidad podrá decretar la inhabitabilidad parcial o total de los edificios que presenten daños que comprometan su estabilidad, ordenando el desalojo correspondiente. 

 

Decretada la inhabitabilidad, la parte de esta declarada inhabitable, no podrá ser utilizada hasta contar con la recepción de las obras de reparación por la Dirección de Obras Municipales.”.



Artículo tercero.- Modifícase el artículo 24 de la ley N° 18.695, Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades, contenida en el decreto con fuerza de ley  N° 1, de 2006, del Ministerio del Interior, en el siguiente sentido:


1) Reemplázase el número 1 de la letra a), por el siguiente:


“1) Dar aprobación a las fusiones, subdivisiones y modificaciones de deslindes de predios en las áreas urbanas, de extensión urbana, o rurales en caso de aplicación del artículo 55 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones;”.



2) Sustitúyese el número 2 de la letra a), por el siguiente:



“2) Dar aprobación a los anteproyectos y proyectos de obras de urbanización y edificación y otorgar los permisos correspondientes, previa verificación de que éstos cumplen con los aspectos a revisar de acuerdo a la Ley General de Urbanismo y Construcciones.”. 



3) Elimínase el número 3 de la letra a), pasando los números 4 y 5, a ser números 3 y 4, respectivamente.



4) Reemplázase el actual número 5 de la letra a), que pasó a ser número 4, por el siguiente:



“4) Recibirse de las obras y autorizar su uso, previa verificación de que éstas cumplen con los aspectos a revisar de acuerdo a la Ley General de Urbanismo y Construcciones.”.

 

Artículo cuarto.- Intercálase en la ley N° 19.537, sobre Copropiedad Inmobiliaria, el siguiente artículo 14 ter, nuevo:

 

“Artículo 14 ter.- La tramitación de solicitudes ante la Dirección de Obras Municipales se efectuará conforme a lo establecido en la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones.”.

 
Artículo quinto.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley N° 20.071, que crea y regula el Registro Nacional de Revisores Independientes de Obras de Edificación:


1) Reemplázase, en el artículo 1°, la mención “de obras de edificación”, por “Obras de Construcción”.


2) Agrégase, en la letra b) del artículo 6°, a continuación de la frase “con quien tenga”, la expresión “una dependencia económica o”.


3) Incorpórase, en el artículo 13, el siguiente inciso tercero:


“Las sanciones se anotarán en el Registro.”.”.

- - -


Luego, el señor Presidente señala que ha concluido el Orden del Día.

_________
TIEMPO DE VOTACIONES

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señora Pérez San Martín y señor Sabag, con el que piden a S. E. el Presidente de la República que modifique los decretos supremos   N°s 94 y 212, ambos del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, en materia de seguridad de los

usuarios en los terminales de locomoción


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores precedentemente individualizados, correspondiente al Boletín Nº S 1.588-12.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por 19 votos a favor.


Votan favorablemente, los Honorables Senadores señoras Allende, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Cantero, Chahuán, Escalona, Espina, García, García-Huidobro, Horvath, Larraín Fernández, Muñoz Aburto, Pizarro, Prokurica, Quintana, Sabag, Tuma y Zaldívar.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Considerando:

1. Que la seguridad en los terminales de buses, tratándose de los servicios de transporte no urbano, se encuentra regulada a nivel local mediante las ordenanzas municipales respectivas;

2. Que, a nivel nacional, existe el decreto supremo N° 94, del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, del año 1985, que aprueba la política nacional de terminales para servicios de locomoción colectiva no urbana;

3. Que, por su parte, el decreto supremo N° 212, del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, del año 1992, contiene el Reglamento de los Servicios Nacionales de Transporte Público de Pasajeros;

4. Que los terminales de buses del país, durante mucho tiempo, han enfrentado problemas de seguridad y, si bien es cierto existe fiscalización, es necesario aumentar las medidas de resguardo con el objeto de proteger a los usuarios de estos servicios;

5. Que la mayoría de los terminales de buses actualmente son concesionados por empresas privadas o son administrados por las municipalidades, principalmente en materia de locomoción colectiva no urbana;

6. Que no existe suficiente legislación en materia de seguridad en los terminales de buses, salvo un plan nacional de seguridad, las ordenanzas municipales y algunos textos reglamentarios como los señalados precedentemente, por lo que es necesario introducir nuevas normas tendientes a fortalecer y fiscalizar el cumplimiento de las medidas de seguridad existentes, o bien, implementar otras de mayor entidad, como por ejemplo, las aplicadas en Perú, donde es obligación para todos los terminales, tanto de administración pública como privada, contar con detectores de metales, exigir la cédula de identidad al momento de comprar los pasajes y efectuar la revisión del equipaje para evitar la introducción de armas o drogas al interior de los buses poniendo en peligro a los pasajeros, y

7. Que es necesario que exista una regulación uniforme para los terminales de buses de similares características, que permita establecer normas de seguridad al interior de los mismos a fin de evitar situaciones lamentables como las que han ocurrido en el pasado y que hoy en día se han hecho cada vez más conocidas a través de las redes sociales.


El Senado acuerda:


Solicitar a Su Excelencia el Presidente de la República que, en uso de su potestad reglamentaria, efectúe las siguientes modificaciones a la normativa que rige en materia de seguridad de los usuarios en los terminales de buses de locomoción colectiva:


a) Agregar, en el número III del artículo 2° del decreto supremo N° 94, del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, del año 1985, que aprueba la política nacional de terminales para servicios de locomoción colectiva no urbana, una letra E del siguiente tenor:


“E.- Serán responsables de la seguridad de los usuarios al interior de los terminales de locomoción colectiva no urbana, los concesionarios privados o bien la autoridad municipal que administre estos servicios de transporte.”.


b) Incorporar, en el artículo 87 del decreto supremo N° 212, del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, del año 1992, que contiene el Reglamento de los Servicios Nacionales de Transporte Público de Pasajeros, el siguiente inciso segundo:


“Además, tanto los Inspectores Municipales como los del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones deberán fiscalizar que se adopten las medidas que resguarden la seguridad de los usurarios al interior de los terminales de buses, informando oportunamente a Carabineros de Chile o a la autoridad competente en caso de que el terminal no cumpla con estas medidas de seguridad destinadas a proteger la integridad de las personas.”.”.

_________

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Escalona, Prokurica, Sabag y Tuma, con el que solicitan a S. E. el Presidente de la República el envío de un proyecto de ley que establezca un mecanismo de reajuste no menor al 6% de las

pensiones básicas solidarias


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores precedentemente individualizados, correspondiente al Boletín Nº S 1.590-12.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por 13 votos a favor.


Votan a favor, los Honorables Senadores señora Rincón y señores Cantero, Chahuán, Escalona, García-Huidobro, Gómez, Horvath, Muñoz Aburto, Pizarro, Quintana, Sabag, Tuma y Zaldívar.
- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Considerando:

1. Que la ley N° 20.255, que estableció la reforma previsional, introdujo una serie de modificaciones a fin de mejorar el sistema previsional chileno, entre otras, la creación del bono por hijo nacido vivo y las pensiones básicas solidarias de vejez y de invalidez;

2. Que, al tenor de lo dispuesto en la letra a) del artículo 2° y en el artículo 3° de la mencionada ley, son beneficiarias de la pensión básica solidaria las personas que no tengan derecho a pensión en algún régimen previsional y que reúnan los siguientes requisitos: 

a) Haber cumplido sesenta y cinco años de edad.

b) Integrar un grupo familiar perteneciente al 60% más pobre de la población de Chile conforme a lo establecido en el artículo 32 de la misma ley.

c) Acreditar residencia en el territorio de la República de Chile por un lapso no inferior a veinte años, continuos o discontinuos, contado desde que el peticionario haya cumplido veinte años de edad; y, en todo caso, por un lapso no inferior a cuatro años de residencia en los últimos cinco años inmediatamente anteriores a la fecha de presentación de la solicitud para acogerse a los beneficios contemplados en el Título I de la ley;

3. Que el monto de la referida pensión fue establecido en $ 75.000 a contar del 1 de julio del año 2009;

4. Que, por su parte, el inciso primero del artículo 8° de la citada ley establece que la pensión básica solidaria de vejez se reajustará automáticamente en el cien por ciento de la variación que experimente el Índice de Precios al Consumidor determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas, entre el mes anterior al último reajuste concedido y el mes en que dicha variación alcance o supere el diez por ciento;

5. Que, de acuerdo a dicho sistema, a partir del año 2009 la pensión básica solidaria de vejez ha experimentado los siguientes incrementos por concepto de reajuste: al 1 de julio de 2010, alcanzó un monto de $ 75.840, en tanto que al 1 de julio de 2011, con un reajuste del 3,4%, sumó $ 78.449; al 1 de julio de 2012, con un 2,7% de reajuste, llegó a $ 80.528, y al 1 de julio de 2013, reajustada en un 1,9%, totalizó $ 82.058;

6. Que, conforme a lo anterior, la pensión básica solidaria de vejez, luego de cuatro años de su establecimiento, ha tenido un reajuste total de $ 7.058 y, en el período julio 2012 a julio 2013, de $ 1.530;

7. Que si se considera que el Índice de Precios al Consumidor no refleja en forma real el incremento del costo de vida, sobre todo para los sectores de menores ingresos, así como tampoco para las zonas extremas del país, donde tal incremento es mucho mayor, resulta que al exiguo monto de la pensión básica solidaria, se suma un aún más insuficiente mecanismo de reajuste, y

8. Que, atendido lo anterior, y sin perjuicio de otras reformas que es preciso efectuar al sistema previsional, es necesario y urgente el envío de un proyecto de ley que modifique el procedimiento de reajuste de la pensión básica solidaria, de manera que ésta obtenga un incremento que permita al pensionado acceder a una pensión con la que, al menos, pueda continuar atendiendo su subsistencia.


El Senado acuerda:


Solicitar a Su Excelencia el Presidente de la República el envío de un proyecto de ley que establezca un mecanismo de reajuste de las pensiones básicas solidarias, equivalente, al menos, al 6% del monto de las mismas.”.

_________

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Navarro, Gómez, Sabag y Tuma, con el que solicitan a S. E. el Presidente de la República la apertura de un debate público, de carácter político y técnico, respecto de las implicaciones estratégicas del Acuerdo Estratégico Trans-Pacífico de Asociación Económica en los procesos de integración regional y en las relaciones

comerciales con la República Popular China


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores precedentemente individualizados, correspondiente al Boletín Nº S 1.591-12.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por 13 votos a favor.

Votan positivamente, los Honorables Senadores señoras Pérez San Martín y Rincón y señores Cantero, Chahuán, Escalona, Gómez, Horvath, Muñoz Aburto, Pizarro, Quintana, Sabag, Tuma y Zaldívar.
- - -


Concluida la votación, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señor Cantero y señora Rincón.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:
“Considerando:

1. Que, aunque en el caso chileno se ha mantenido todo el proceso de negociación en la más estricta reserva, se sabe que el Acuerdo Estratégico Transpacífico de Asociación Económica (TPP, por su sigla en inglés), busca integrar a once economías -a saber, Estados Unidos de América, Canadá, Perú, México, Brunei, Nueva Zelanda, Singapur, Australia, Malasia, Vietnam y Chile, a las que se podría sumar Japón-, “en una mega área comercial con aranceles cercanos a cero en los mercados de bienes, servicios y agricultura, así como también incluir acuerdos para proteger los derechos de propiedad intelectual, inversiones, reglas de origen, competencia, trabajo y estándares medioambientales”, como señaló el periódico El Mercurio en su edición del 1 de junio del presente año;

2. Que en esa misma publicación se cita al actual Director de la División de Comercio Internacional e Integración de la Comisión Económica para América Latina y El Caribe (CEPAL), ex Director de la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales (DIRECON) y negociador de los tratados de libre comercio celebrados entre Chile y Estados Unidos de América y Chile y Corea, además del Acuerdo de Asociación Política y Económica con la Unión Europea, el economista y académico señor Osvaldo Rosales, quien, sobre el TPP, señala que “esta es una negociación de altísima relevancia por las implicaciones que tiene sobre el escenario global, sobre la integración en Asia y la integración en América Latina”, agregando que el TPP “podría acentuar la división entre los ejes Atlántico y Pacífico en nuestra región”. Finalmente, expresa que, en su opinión, “el balance costo-beneficio no es muy claro” para Chile, sugiriendo que el cambio que verá la economía será marginal debido a que ya existen acuerdos comerciales con los socios del TPP;

3. Que, por su parte, el consultor en comercio internacional y, hasta hace algunos meses, jefe negociador de Chile en el TPP durante la actual administración, señor Rodrigo Contreras, en un artículo publicado en la revista peruana Caretas el pasado 16 de mayo, sostuvo respecto del TPP que “temas de interés específico para la región -protección de la biodiversidad biológica y cultural, flexibilidad para diseñar y ejecutar políticas públicas de desarrollo, acceso a medicamentos y material educativo sin restricciones excesivas, y temas de propiedad intelectual- deben negociarse con cuidado y firmeza para resguardar el interés nacional y regional”;

4. Que en el citado artículo el señor Contreras añade que debe existir “una posición negociadora firme ante las pretensiones y presiones de los países más ricos en el TPP y sus empresas”, agregando que “debemos evitar límites al acceso al conocimiento disponible en Internet y no exacerbar la protección de la propiedad intelectual en el descargo de contenidos en línea. Tampoco debemos aceptar la ampliación excesiva de los plazos de protección a los derechos de autor para libros, películas o música, que limitarían su disponibilidad en bibliotecas y escuelas, y que los harían más costosos para personas de menores ingresos”;

5. Que, finalmente, el mencionado ex negociador del TPP advierte que “Es preciso rechazar la imposición de un modelo concebido en función de realidades de países de altos ingresos, que son muy distintas de los demás países participantes. En caso contrario, este acuerdo se convertirá en una amenaza para nuestros países: restringirá nuestras opciones de desarrollo en salud y educación, en diversidad biológica y cultural, y en el diseño de políticas públicas y la transformación de nuestras economías. Generará, además, presiones de los cada vez más activos movimientos sociales, que no están dispuestos a dar tregua a gobiernos que acepten un resultado de las negociaciones del TPP que limite las posibilidades de aumentar la prosperidad y el bienestar de nuestros países”;

6. Que un informe elaborado por el consultor internacional y ex Director de la DIRECON, señor Carlos Furche, en mayo de 2013, señala que “Chile es el único miembro del TPP que posee acuerdos vigentes con todos los demás socios, incluyendo a Japón que se sumará próximamente. Este hecho determina que se trate de una negociación en la que las ganancias potenciales, desde el punto de vista comercial, sólo pueden ser marginales. En contraposición, algunas de las demandas planteadas durante el proceso negociador pueden tener un alto costo para Chile, pues podrían limitar la operación de políticas públicas de gran importancia para el desarrollo del país”;

7. Que en una columna publicada en el diario La Tercera el día 3 de junio pasado, el ex Senador señor Carlos Ominami y el señor Cristián Fuentes, del Área Internacional de la Fundación Chile 21, señalaron que “nadie sabe para qué sirve, aunque está claro a quién beneficia el Transpacific Partnership (TPP). En negociaciones casi secretas, un pacto que sería el inicio de una gran zona de libre comercio del Pacífico, se ha convertido en una pieza de la estrategia de Estados Unidos para contener a China, nuestro principal socio comercial. Fuera de meternos en un esquema ajeno que no agrega ninguna ventaja, el TPP busca cerrar acuerdos sobre propiedad intelectual que podrían significar la censura de internet y aumentar la protección de las patentes de una serie de productos vitales para el desarrollo del país”;

8. Que, por su parte, la ONG Derechos Digitales, entidad que ha seguido las negociaciones del TPP y sus impactos para Chile, indicó en una publicación en su sitio web del pasado 6 de junio, que “es llamativa la tenacidad del gobierno de Sebastián Piñera de cerrar un nuevo tratado de libre comercio llamado, eufemísticamente, Transpacific Partnership (TPP), que tiene como socios sólo a países con los cuales nuestro país tiene ya firmados acuerdos de libre comercio, lo que supondrá re-negociar tratados que no tienen ni siquiera diez años desde su suscripción. A lo anterior, debiera indicarse aspectos aún más problemáticos, como el excesivo celo en las negociaciones, declaradas secretas, que hace imposible saber -incluso para el Congreso Nacional- a qué nos estamos comprometiendo normativamente en el TPP”. Para informar sobre esta materia, la referida ONG Derechos Digitales abrió el sitio electrónico www.tppabierto.net, y

9. Que, de acuerdo a diversas informaciones de prensa, el TPP fue uno de los temas abordados durante el último encuentro sostenido entre Su Excelencia el Presidente de la República y el Presidente de Estados Unidos de América, señor Barack Obama, así como también lo fue en la reunión sostenida por el Jefe de Estado chileno y el Secretario de Estado norteamericano, señor John Kerry. Según informó El Mostrador el 3 de junio pasado, el Primer Mandatario chileno aseguró, antes de esta última reunión, que “el TPP puede convertirse en la mayor zona de libre comercio del mundo, y estamos colaborando y muy comprometidos con eso”, enfatizando que Chile “tiene un compromiso” de “hacer un buen progreso” en esta materia, para antes de la próxima cumbre APEC en octubre próximo.


El Senado acuerda:


Solicitar a Su Excelencia el Presidente de la República que, más allá de los procedimientos y mecanismos diplomáticos utilizados en el marco de la negociación que el Gobierno de Chile lleva adelante en el Acuerdo Estratégico Transpacífico de Asociación Económica (TPP), se abra un debate público, técnico y político, oportuno y veraz, sobre las implicancias que dicho acuerdo podría tener para Chile en materia económica y de relaciones internacionales, especialmente respecto de los procesos de integración regional de los que forma parte, y de la relación con China, principal socio comercial del país.”.

_________
PETICIONES DE OFICIOS


El señor Secretario General informa que los Honorables Senadores señoras Alvear y Rincón y señores Bianchi y Escalona, han requerido que se dirijan oficios, en sus nombres, a las autoridades y en relación con las materias que se consignan, de manera pormenorizada, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.


El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los Senadores indicados, en conformidad con el Reglamento del Senado.

_________


Se levanta la sesión.
MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado

SESIÓN 48ª, ORDINARIA, EN MIÉRCOLES 14 DE AGOSTO DE 2013


Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Pizarro, y del Vicepresidente, Honorable Senador señor Gómez.


Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Girardi, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Letelier, Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.

Concurren, asimismo, los Ministros de Hacienda; Secretario General de la Presidencia, y de Transportes y Telecomunicaciones, señores Felipe Larraín, Cristián Larroulet y Pedro Pablo Errázuriz, respectivamente. 


Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_________


Se deja constancia de que se cuenta con 37 Senadores en ejercicio.

- - -

ACTAS


Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 44ª, especial, y 45ª, ordinaria, de 6 de agosto, y 46ª, ordinaria, de 7 de agosto, todas del presente año, que no han sido observadas.
_________

CUENTA

Mensajes


Tres de S. E. el Presidente de la República:


Con el primero, retira la urgencia para la tramitación del proyecto de ley que modifica la Ley General de Servicios Eléctricos, con el fin de promover la interconexión de sistemas eléctricos independientes (Boletín  N° 9.022-08).


- Se tiene presente el retiro y se manda agregar el documento a sus antecedentes.


Con el segundo, retira y hace presente la urgencia, en el carácter de “suma”, respecto de los proyectos que se enuncian a continuación:


1.- Proyecto de ley sobre fomento forestal que modifica y extiende los incentivos a la forestación establecidos en el decreto ley N° 701 (Boletín N° 8.603-01).


2.- Proyecto de ley que otorga a los funcionarios del Instituto de Desarrollo Agropecuario (INDAP), condiciones especiales para la bonificación por retiro voluntario, por el período que indica, y otros incentivos al retiro (Boletín Nº 8.815-01).


3.- Proyecto de ley sobre interés máximo convencional (Boletines N°s 7.786-03, 7.932-03 y 7.890-03, refundidos).


4.- Proyecto de ley que adapta normas laborales al ámbito del turismo (Boletín Nº 8.770-23).


5.- Proyecto de ley que pone término a la existencia legal de la Empresa de Abastecimiento de Zonas Aisladas (EMAZA) (Boletín Nº 8.786-27).


6.- Proyecto de ley que crea un sistema de financiamiento para la educación superior (Boletín Nº 8.369-04).


7.- Proyecto de ley que crea la Agencia Nacional de Acreditación y establece un nuevo sistema de acreditación de las instituciones de educación superior (Boletín Nº 8.774-04).


8.- Proyecto de ley que crea la autorización de funcionamiento de jardines infantiles (Boletín Nº 8.859-04).


9.- Proyecto de ley que establece un sistema de supervisión basado en riesgo para las compañías de seguro (Boletín Nº 7.958-05).


10.- Proyecto de ley sobre administración de fondos de terceros y carteras individuales, y deroga los cuerpos legales que indica (Boletín Nº 7.966-05).


11.- Proyecto de ley que modifica la Ley Orgánica de Tribunales Tributarios y Aduaneros en materia de plantas (Boletín Nº 8.662-05).


12.- Proyecto de ley que introduce modificaciones a la legislación tributaria en materia de factura electrónica y dispone otras medidas que indica (Boletín Nº 8.874-05).


13.- Proyecto de ley sobre probidad en la función pública (Boletín Nº 7.616-06).


14.- Proyecto de ley que modifica la Ley de Transparencia de la Función Pública y de Acceso a la Información de la Administración del Estado (Boletín Nº 7.686-07).


15.- Proyecto de ley respecto de comunicación de órdenes de apremio en juicios de alimentos (Boletín N° 7.765-07).


16.- Proyecto de ley que fortalece el resguardo del orden público (Boletín Nº 7.975-25).


17.- Proyecto de ley que crea la Subsecretaría de Derechos Humanos y establece adecuaciones en la Ley Orgánica del Ministerio de Justicia (Boletín Nº 8.207-07).


18.- Proyecto de ley que autoriza la publicación en medios electrónicos de actos que deban ser publicados en periódicos de circulación nacional, regional o local (Boletín Nº 8.314-07).


19.- Proyecto de ley que modifica la ley N° 19.799, sobre documentos electrónicos, firma electrónica y servicios de certificación de dicha firma y otros textos legales que indica (Boletín N° 8.466-07).


20.- Proyecto de ley que modifica los estatutos de la prisión preventiva y de la suspensión de la ejecución de la pena en el caso de la conducción en estado de ebriedad o bajo la influencia de sustancias sicotrópicas con resultado de lesión o muerte (Boletín N° 8.809-07).


21.- Proyecto de ley que modifica el Código Procesal Penal con el fin de reforzar la protección de las víctimas, mejorar la función que desempeña el Ministerio Público y fortalecer la acción policial y la operatividad del sistema de justicia penal (Boletín N° 8.810-07).


22.- Proyecto de reforma constitucional que establece la obligatoriedad del segundo nivel de transición y crea un sistema de financiamiento gratuito desde el nivel medio mayor (Boletín Nº 8.997-07).


23.- Proyecto de ley que modifica la ley N°18.961, Orgánica Constitucional de Carabineros de Chile, para establecer la medida de control preventivo de identidad (Boletín N° 9.036-07).


24.- Proyecto de ley que crea y destina recursos para el Fondo de Desarrollo  del Norte y de las Comunas Mineras de Chile (Boletín N° 8.272-08).


25.- Proyecto de ley que implementa la Convención de La Haya que suprime la exigencia de legalización de documentos públicos extranjeros (Convención de la Apostilla), adoptada el 5 de octubre de 1961 en La Haya, Países Bajos (Boletín Nº 8.556-10).


26.- Proyecto de ley que modifica el Código Sanitario en materia de regulación referente a farmacias (Boletines N°s 6.523-11, 6.037-11, 6.331-11 y 6.858-11, refundidos).


27.- Proyecto de ley que crea los hospitales clínicos que indica en la Región Metropolitana (Boletín Nº 8.618-11).


28.- Proyecto de ley que modifica la jornada, descanso y composición de la remuneración de los trabajadores de casa particular, y prohíbe el uso de uniformes a trabajadoras de casa particular (Boletines        N°s 8.292-13, 7.807-13 y 7.675-13, refundidos).


29.- Proyecto de ley que modifica los artículos 88 y 89 de la ley N° 20.255, en relación con el régimen del seguro social en contra de riesgos de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales, aplicable a los afiliados independientes y voluntarios del nuevo sistema de pensiones (Boletín Nº 8.936-13).


30.- Proyecto de ley que modifica la Ley General de Urbanismo y Construcciones y leyes complementarias, para establecer un sistema de aportes al espacio público aplicable a los proyectos de construcción (Boletín   N° 8.493-14).


31.- Proyecto de ley que modifica la Ley General de Urbanismo y Construcciones en materia de afectaciones de utilidad pública de los planes reguladores (Boletín Nº 8.828-14).


32.- Proyecto de ley que permite la introducción de la televisión digital terrestre (Boletín N° 6.190-19).


33.- Proyecto de ley que modifica el decreto con fuerza de ley  N° 1, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley de Tránsito, N° 18.290, y sus modificaciones posteriores, en sus artículos 196 y 197, referidos al delito de manejo en estado de ebriedad, causando lesiones gravísimas o con resultado de muerte (Boletín Nº 8.813-15).


Con el último, retira y hace presente la urgencia, calificándola de “simple”, respecto de los siguientes asuntos:


1.- Proyecto de ley que modifica la ley N° 18.700, orgánica constitucional sobre votaciones populares y escrutinios, con el objeto de sustituir el sistema electoral aplicable a la elección de parlamentarios (Boletín N° 9.030-07).


2.- Proyecto de reforma constitucional que modifica la Constitución Política de la República en materia de reelección y vacancia de parlamentarios (Boletín N° 9.031-07).


- Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios


Dos de la Honorable Cámara de Diputados: 


Con el primero, comunica que dio su aprobación al informe de la Comisión Mixta constituida en conformidad a lo dispuesto en el artículo 15 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, que propone la forma de resolver la dificultad suscitada durante la tramitación del proyecto de ley que reajusta el monto del ingreso mínimo mensual (Boletín N° 9.037-05) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”).


- Queda para Tabla.


Con el segundo, informa que aprobó el proyecto de ley que modifica algunos aspectos previsionales de las Fuerzas Armadas, Fuerzas de Orden y Seguridad Pública y Gendarmería de Chile (Boletín Nº 8.643-02) (con urgencia calificada de “suma”).


- Pasa a la Comisión de Defensa Nacional y a la de Hacienda, en su caso.

Certificado


De la Comisión de Salud, recaído en el proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, que modifica el Código Sanitario en materia de regulación referente a farmacias (Boletines N°s 6.523-11, 6.037-11, 6.331-11 y 6.858-11, refundidos) (con urgencia calificada de “suma”).


- Queda para Tabla.

Informes


De la Comisión de Minería y Energía, recaído en el proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, que propicia la ampliación de la matriz energética mediante fuentes renovables no convencionales (Boletín N° 7.201-08).


De la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que pone término a la existencia legal de la Empresa de Abastecimiento de Zonas Aisladas (EMAZA) (Boletín Nº 8.786-27) (con urgencia calificada de “suma”).


De la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que crea la Agencia Nacional de Acreditación y establece un nuevo sistema de acreditación de las instituciones de educación superior (Boletín Nº 8.774-04) (con urgencia calificada de “suma”).


De la Comisión de Agricultura, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que regula derechos sobre obtenciones vegetales y deroga la ley N° 19.342 (Boletín N° 6.355-01).


De la Comisión de Economía, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el decreto con fuerza de ley N° 5, de 2003, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley General de Cooperativas (Boletín Nº 8.132-26).


De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en la consulta de la Sala del Senado relativa a la admisibilidad del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional,  que renueva la vigencia de la ley N° 19.648, de 1999, sobre acceso a la titularidad de los docentes a contrata en los establecimientos públicos subvencionados (Boletín Nº 8.784-04).


- Quedan para Tabla.

Mociones


De los Honorables Senadores señores Chahuán, Bianchi, Cantero, García y Tuma, con la que se da inicio a un proyecto de ley que modifica el decreto ley Nº 3.063, sobre rentas municipales, en materia de patentes para operar máquinas de destreza o entretenimiento (Boletín Nº 9.068-06). 


- Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.


De los Honorables Senadores señoras Allende y Alvear y señores Espina, Larraín Fernández y Walker, don Patricio, con la que inician un proyecto de reforma constitucional que regula el ejercicio del sufragio de los ciudadanos que se encuentran fuera del país (Boletín Nº 9.069-07).


- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


De los Honorables Senadores señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Horvath y Letelier, con la que se inicia un proyecto de ley que modifica la Ley de Tránsito en materia de otorgamiento de licencias de conducir a personas afectadas por alteraciones síquicas o físicas (Boletín        Nº 9.067-15). 


- Pasa a la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.

Proyectos de acuerdo


De los Honorables Senadores señores Chahuán, Bianchi, García Huidobro, Horvath, Larraín Fernández y Sabag, con el que solicitan a S. E. el Presidente de la República que remita una iniciativa legal para integrar a la dotación de la Defensoría Penal Pública, en calidad de funcionarios de planta o a contrata, a los noventa y cuatro profesionales que prestan servicios a honorarios en la Unidad de Defensa Penal de dicho organismo (Boletín           Nº S 1.596-12). 


Tres de los Honorables Senadores señor Sabag, señora Alvear y señores Chahuán, Horvath, Pérez Varela, Prokurica, Tuma y Zaldívar, con los que formulan peticiones a  S. E. el Presidente de la República sobre las siguientes materias: 


1.- Estudiar la factibilidad de un sistema de seguro para los futbolistas amateur inscritos en las ligas deportivas del país y la creación de un registro especial (Boletín Nº S 1.597-12).


2.- Otorgar rango de Ministerio al Servicio Nacional de la Discapacidad e instruir al señor  Ministro de Desarrollo Social para que mejore la coordinación de las instituciones públicas y privadas que atienden las necesidades de los discapacitados (Boletín Nº S 1.598-12).


3.- Disponer los estudios para el otorgamiento de una pensión no contributiva a los voluntarios que han prestado servicios por más de cincuenta años al Cuerpo de Bomberos de Chile (Boletín Nº S 1.599-12).


- Quedan para el Tiempo de Votaciones de la sesión ordinaria respectiva.

- - -


Al término de la lectura de la Cuenta, llegan a la Mesa los siguientes documentos:

Mensaje


De S. E. el Presidente de la República, con el que retira y hace presente la urgencia, “en el carácter de suma”, para la tramitación del proyecto de ley que modifica la ley N° 18.450, con el fin de fomentar la inversión privada en obras de riego o drenaje comprendidas en proyectos integrales y de uso múltiple cuyo costo supere las 30.000 unidades de fomento (Boletín         Nº 8.771-01).  


- Se tiene presente la calificación y se manda agregar el documento a sus antecedentes.


Segundo informe de la Comisión de Salud, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que sanciona la comercialización del hilo “curado” (Boletín N° 8.576-11). 


- Queda para Tabla.

- - -


Enseguida, el señor Presidente sugiere considerar en el primer lugar del Orden del Día de hoy el informe de la Comisión Mixta que propone la forma de resolver la dificultad suscitada durante la tramitación del proyecto de ley que reajusta el monto del ingreso mínimo mensual (Boletín N° 9.037-05); enseguida, el proyecto de ley que modifica la ley N° 20.378, que creó un subsidio nacional al transporte público remunerado de pasajeros, incrementando los recursos del subsidio y creando el fondo de apoyo regional (FAR) (Boletín N° 8.289-15), y por último, el proyecto de ley que sanciona la comercialización del hilo “curado” (Boletín N° 8.576-11).

Así se acuerda.

- - -


Luego, el Honorable Senador señor Walker (don Patricio) solicita recabar la autorización de la Sala para abrir un nuevo plazo para presentar indicaciones al proyecto de ley que modifica el decreto con fuerza de ley N° 1, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley de Tránsito, N° 18.290, y sus modificaciones posteriores, en sus artículos 196 y 197, referidos al delito de manejo en estado de ebriedad, causando lesiones gravísimas o con resultado de muerte (Boletín N° 8.813-15), para ser presentadas hasta las 17:00 horas de hoy, en la Secretaría de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, así como también para que la citada Comisión pueda sesionar en paralelo a partir de esa hora.


Se accede a lo solicitado.
- - -


En su momento, se informa que las Comisiones de Hacienda y de Transportes y Telecomunicaciones, unidas, con motivo del estudio del proyecto de ley que modifica la ley N° 20.378, que creó un subsidio nacional al transporte público remunerado de pasajeros, incrementando los recursos del subsidio y creando el fondo de apoyo regional (FAR) (Boletín N° 8.289-15), han solicitado obtener el consentimiento de la Sala para que se dirija oficio, en su nombre, a S.E. el Presidente de la República, con el objeto de que estudie la posibilidad de enviar un Mensaje en el que considere las indicaciones que individualizan, las que fueran declaradas inadmisibles por referirse a materias propias de la iniciativa exclusiva del señor Jefe de Estado.


Así se acuerda.

- - -


Finalmente, el señor Presidente saluda a las alumnas del 4° año “G” de Enseñanza Media del Liceo Carmela Carvajal de Prat, de Santiago, que se encuentran en las tribunas.

- - -


La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, consultas, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________

ORDEN DEL DÍA

Informe de la Comisión Mixta constituida en conformidad a lo dispuesto en el artículo 15 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, que propone la forma de resolver la dificultad suscitada durante la tramitación del proyecto de ley

que reajusta el monto del ingreso mínimo mensual

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que este proyecto tiene el Boletín N° 9.037-05 y urgencia calificada de “discusión inmediata”, y la divergencia suscitada entre ambas Cámaras deriva de la declaración de inadmisibilidad por parte del Senado, en el segundo trámite constitucional, del articulado del proyecto despachado por la Cámara de Diputados. 

Agrega que la Comisión Mixta deja constancia de que en su seno el Ejecutivo formuló una propuesta con miras a resolver la dificultad surgida entre ambas Cámaras, la que fue aprobada con los votos a favor de los Honorables Senadores señores Escalona, Kuschel, Lagos, Novoa y Zaldívar y de los Honorables Diputados señores Auth, Pérez, Recondo y Silva, y el voto en contra del Honorable Diputado señor Ortiz. 

Finalmente, informa que la Cámara de Diputados, en sesión del día de hoy, aprobó la proposición de la Comisión Mixta. 

- - -


La Comisión Mixta, como forma de resolver la discrepancia entre ambas Corporaciones, propone lo que se señala enseguida:

“Sustituir el proyecto de ley por el siguiente: 


“Artículo 1°.- Elévase, a contar del 1 de agosto de 2013, de $193.000 a $210.000 el monto del ingreso mínimo mensual para los trabajadores mayores de 18 años de edad y hasta de 65 años de edad. 


Elévase, a contar del 1 de agosto de 2013, de $144.079 a $156.770 el monto del ingreso mínimo mensual para los trabajadores mayores de 65 años de edad y para los trabajadores menores de 18 años de edad. 


Elévase, a contar del 1 de agosto de 2013, el monto del ingreso mínimo mensual que se emplea para fines no remuneracionales, de $124.497 a $135.463.


Artículo 2°.- Reemplázase el artículo 1° de la ley N° 18.987, por el siguiente: 


“Artículo 1°.- A contar del 1 de julio de 2013, las asignaciones familiar y maternal del Sistema Único de Prestaciones Familiares, reguladas por el decreto con fuerza de ley N° 150, de 1982, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, tendrán los siguientes valores, según el ingreso mensual del beneficiario:


a) De $8.626 por carga, para aquellos beneficiarios cuyo ingreso mensual no exceda de $220.354. 


b) De $5.294 por carga, para aquellos beneficiarios cuyo ingreso mensual supere los $220.354 y no exceda los $321.851.


c) De $1.673 por carga, para aquellos beneficiarios cuyo ingreso mensual supere los $321.851 y no exceda los $501.978.


d) Las personas que tengan acreditadas o que acrediten cargas familiares y cuyo ingreso mensual sea superior a $501.978 no tendrán derecho a las asignaciones aludidas en este artículo.


Sin perjuicio de lo anterior, mantendrán su plena vigencia los contratos, convenios u otros instrumentos que establezcan beneficios para estos trabajadores.


Dichos afiliados y sus respectivos causantes mantendrán su calidad de tales para los demás efectos que en derecho correspondan.


Los beneficiarios contemplados en la letra f) del artículo 2° del citado decreto con fuerza de ley N° 150, y los que se encuentren en goce de subsidio de cesantía se entenderán comprendidos en el grupo de beneficiarios indicados en la letra a) precedente.”.


Artículo 3°.- Fíjase, a contar del 1 de julio de 2013, en $8.426 el valor del subsidio familiar establecido en el artículo 1° de la ley N° 18.020. 


Artículo 4°.- El mayor gasto fiscal que represente durante el año 2013 la aplicación de los artículos 1°, 2° y 3° de la presente ley, se financiará con cargo a los recursos del Tesoro Público.”.”.

- - -


El señor Presidente pone en discusión la proposición de la Comisión Mixta y otorga la palabra al Honorable Senador señor Zaldívar.

Cerrado el debate y puesta en votación, se aprueba la proposición de la Comisión Mixta por 30 votos a favor.


Votan positivamente, los Honorables Senadores señoras Allende, Pérez San Martín y Von Baer y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Girardi, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Rossi, Sabag, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.

Fundamentan su voto favorable, los Honorables Senadores señores García, Sabag, Escalona, Bianchi, Novoa, Espina y Larraín Fernández.

- - -


Concluida la votación, manifiesta su intención de voto favorable la Honorable Senadora señora Rincón.

- - -


Finalmente, hace uso de la palabra el señor Ministro de Hacienda.

- - -


Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto aprobado por el Senado es el que se transcribe precedentemente.

_________

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 20.378 que creó un subsidio nacional al transporte público remunerado de pasajeros, incrementando los recursos del subsidio y creando el fondo de apoyo regional (FAR), con informes de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones y de las Comisiones de Hacienda y de Transportes y Telecomunicaciones,

unidas

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto individualizado precedentemente, que tiene el Boletín N° 8.289-15 y urgencia calificada de “suma”. 

Añade que sus principales objetivos son:

- Incrementar el subsidio permanente dispuesto en el artículo 2° de la ley N° 20.378, que creó un subsidio nacional para el transporte público remunerado de pasajeros, y los aportes adicionales establecidos en los artículos pertinentes (subsidio transitorio para Transantiago y aporte especial a los Gobiernos Regionales).

- Dar eficiente cobertura a las necesidades de compensación derivadas del menor pago que realizan los estudiantes en el transporte público.

- Otorgar mayor cobertura y proyección a las iniciativas y proyectos desarrollados en regiones.

- Crear un Fondo de Apoyo Regional (FAR) que permita destinar recursos al financiamiento de proyectos de relevancia regional e interregional, y proveer de una efectiva posibilidad de desarrollo al sistema de transporte ferroviario.

- Incorporar otras competencias al panel de expertos, en especial, las vinculadas a los procesos de determinación de las condiciones de operación. Del mismo modo, mejorar las regulaciones al subsidio regional en relación con el sistema de transportes, y establecer la exigencia de evaluar cada dos años el funcionamiento del sistema Transantiago.

- Perfeccionar diversos aspectos de gestión, permitiendo la utilización en ello de una parte de los subsidios que se entreguen.

- Promover el fortalecimiento del transporte público en las zonas rurales del país.

Recuerda que con fecha 8 de abril de 2012 la Sala del Senado encargó el estudio de la iniciativa a la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones y a la Comisión de Hacienda.

Añade que la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, luego de analizar el proyecto de ley, lo despachó en general, y pasó a la Comisión de Hacienda.

Destaca que con fecha 12 de diciembre de 2012, la Sala de la Corporación dispuso que el proyecto de ley fuera considerado por las Comisiones de Hacienda y de Transportes y Telecomunicaciones, unidas, a las que se autorizó para discutirlo en general y en particular en el primer informe.


Agrega que las Comisiones de Hacienda y de Transportes y Telecomunicaciones, unidas, aprobaron la idea de legislar por nueve votos a favor y uno en contra. Se pronunciaron favorablemente, los Honorables Senadores señores Bianchi, Chahuán (como miembro de ambas Comisiones), Escalona, Girardi, Lagos, Letelier y Zaldívar (como miembro de ambas Comisiones). Votó en contra, el Honorable Senador señor Novoa.

Finalmente, señala que en cuanto a la discusión en particular, las Comisiones unidas realizaron diversas enmiendas, las cuales fueron aprobadas por unanimidad.
- - -


Enseguida, el señor Secretario General subraya que las Comisiones de Hacienda y de Transportes y Telecomunicaciones, unidas,  en su informe, proponen efectuar las siguientes enmiendas al proyecto de ley aprobado por la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones en su primer informe -que es del mismo tenor que el texto despachado por la Cámara de Diputados-:

Artículo único


Pasa a ser artículo 1°, con las siguientes enmiendas:

Número 2)

Letra a)

Letra b)


Eliminar la frase “y también en las zonas que cuenten con servicios de taxis colectivos”, y remplazar las palabras “prestadores de servicios” por “responsables del servicio”. 

Número 3)

Letra a)

Artículo 4°

Inciso primero


- Suprimir, en el encabezado, las palabras “y respecto de”, y sustituir la frase “la transferencia de éste se realizará de acuerdo a las normas que se expresan a continuación”, por la siguiente: “lo percibirán de acuerdo a las normas que se expresan en el presente artículo”. 


- Sustituir, en el numeral iii), la frase “Igualmente tendrán derecho al subsidio las” por el artículo “Las”. 
Número 4)

Artículo 5°


- Intercalar, en su inciso primero, entre “subsidio al transporte escolar;” y “subsidios que promuevan el transporte público en las Regiones de Arica y Parinacota,”, la siguiente frase: “un subsidio orientado a la promoción y fortalecimiento del transporte público en las zonas rurales del país;”. 

- Incorporar el siguiente inciso final, nuevo:


“En el Programa de Apoyo al Transporte Regional quedan excluidas todas las actividades de publicidad o difusión por medios de comunicación masivos, en los términos previstos en el artículo 3° de la ley     N° 19.896.”. 


Intercalar los siguientes números 5) y 6), nuevos:


“5) En el artículo 6°:


i) Intercálase, en el inciso segundo, entre “contratos señalados,” y “modificación”, la siguiente frase: “capacidad de oferta, mediciones de demanda, tiempos promedio de espera y de viaje, multas y descuentos ejecutados, accidentes, interrupciones relevantes de servicio,”;


ii) Incorpórase el siguiente inciso tercero, nuevo:


“Los Ministerios de Hacienda y de Transportes y Telecomunicaciones deberán realizar anualmente evaluaciones selectivas especializadas de algunos de los distintos programas e iniciativas relacionadas con Subsidios al Transporte Público. Toda evaluación, ya sea mediante encuestas, aplicación de indicadores o estudios especializados, tendrá carácter público.”. 


6) Agrégase el siguiente inciso segundo, nuevo, en el artículo 7º:


“Del mismo modo, cualquier convenio o contrato suscrito al amparo de esta ley, cuya validez o duración sea superior a 3 años, contados desde su suscripción, deberá contar con la visación previa del Ministro de Hacienda.”.”. 

Número 5)


Pasa a ser número 7), sin enmiendas.

Número 6)


Pasa a ser número 8), con enmiendas consistentes en sustituir la voz “intercálase” por “intercálanse” y las palabras “el siguiente párrafo” por “las siguientes oraciones”, y en intercalar una coma (“,”) a continuación de las comillas (“) que anteceden a la frase “de forma de no incrementar la diferencia entre costos e ingresos del sistema.”. 

Número 7)


Pasa a ser número 9), sin enmiendas.

Número 8)


Pasa a ser número 10), con las siguientes enmiendas:

Artículo 20

Inciso primero


Intercalar entre “Vivienda y Urbanismo,” y “Desarrollo Social”, la conjunción “y”; y entre “y” y “los Intendentes de las regiones”, la preposición “por”; sustituir el vocablo “Este” por “Cada”, y, antes del tercer punto (“.”) seguido, reemplazar la voz “plan” por “Plan y el organismo responsable de su mantención o conservación”.  

Inciso segundo


Intercalar, a continuación de “paraderos,” la expresión “terminales,”. 

Inciso tercero


Sustituir “del referido” por “de cada”. 

Número 9)


Pasa a ser número 11), con una enmienda consistente en sustituir la oración final del artículo 21, que comienza a continuación del punto (“.”) seguido, por la siguiente: “La conservación de estas obras corresponderá a los organismos competentes, de conformidad con las reglas generales.”. 

Intercalar el siguiente número 12, nuevo:


“12) Incorpórase el siguiente artículo 21 bis, nuevo:


“Artículo 21 bis.- Respecto de las obras relacionadas con transporte público que se realicen total o parcialmente en predios municipales o privados, se exigirá la constitución de una prohibición de enajenar, gravar y ejecutar actos y celebrar contratos sobre el inmueble en que tales obras se ejecuten. La prohibición deberá inscribirse en el Conservador de Bienes Raíces por un plazo de diez años. En casos calificados y mediante resolución fundada, el Ministerio ejecutor de la obra podrá autorizar el alzamiento de la prohibición de que trata este artículo, siempre que se  mantenga la utilización del inmueble para fines de transporte público por el tiempo señalado. Igualmente, el Ministerio podrá exigir que se restablezca la prohibición por el tiempo que corresponda. 


Con todo, la prohibición podrá alzarse si se reintegran los recursos aportados, expresados en unidades tributarias mensuales, más un interés del 1% mensual. Esta tasa de interés se calculará sobre los valores percibidos y hasta el momento de su reintegro. Al valor a reintegrar se le deducirá la parte correspondiente a la proporción de tiempo que el predio estuvo destinado efectivamente a los fines de transporte público, a razón de un décimo por año, contados desde la fecha de funcionamiento efectivo de la obra.”. 
Número 10)


Pasa a ser número 13), con una enmienda consistente en sustituir la voz “frase” por “siguiente oración:”. 

Número 11)


Pasa a ser número 14), con las siguientes enmiendas:

Artículo tercero transitorio


- Suprimir, en el inciso segundo, a continuación de “correspondientes” la frase “, una vez publicada en el Diario Oficial”. 
 
- Intercalar, en el inciso tercero, entre la palabra “año” y el punto   final (.), la frase “, y tendrá carácter público”. 

Número 12)


Pasa a ser número 15), con las siguientes enmiendas:

Artículo cuarto transitorio


Intercalar en el inciso segundo, después del punto (“.”) seguido, entre “sectoriales y” y “los gobiernos”, las palabras “las de”; y entre “regionales;” y “la forma a través de la cual,”, la conjunción “y”. 

Inciso tercero

Número 1.-

Letra a)


- Intercalar, luego del primer punto (“.”) seguido, entre “usados” y “debiendo”, una coma (“,”).


- Sustituir, después del tercer punto seguido, la coma (“,”) que sucede a la palabra “procedimiento” por “y los requisitos que deberán cumplir”, y suprimir la frase “, y los requisitos que deben cumplir”. 


- Incorporar, a continuación del punto aparte (“.”), que pasa a ser seguido (“.”), lo siguiente: 


“Los vehículos beneficiados con los programas a que se refiere este literal, deberán prestar servicios de transporte público de pasajeros por al menos 48 meses contados desde el otorgamiento del beneficio. El incumplimiento de esta exigencia, salvo en los supuestos de fuerza mayor o  caso fortuito, obligará al beneficiario a restituir la suma percibida, reajustada de conformidad a la variación que experimente el Índice de Precios al Consumidor determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas o la entidad que lo reemplace, entre el mes anterior a aquél en que se percibió y el que antecede a su restitución. La devolución deberá materializarse dentro de un plazo de 60 días hábiles contados desde que haya quedado establecido el precitado incumplimiento por la Subsecretaría de Transportes.”. 

Letra c)


Eliminar la palabra “gran”.

Inciso final


Sustituir la voz “fondo” por “Fondo” y la frase “los recursos que formen parte se traspasarán al” por “serán traspasados a la Partida”. 
Número 13)


Pasa a ser número 16), sin enmiendas.


Incorporar los siguientes artículos 2° y 3°, nuevos:


“Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 18.696, que modifica el artículo 6° de la ley N° 18.502, autoriza la importación de vehículos que señala y establece normas sobre transporte de pasajeros:


a) Sustitúyase el inciso segundo del artículo 3º por el siguiente:


"El Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, sin perjuicio de lo  dispuesto en el artículo 113 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2009, de los Ministerios de Transportes y Telecomunicaciones y de Justicia, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.290, de tránsito, podrá, en los casos de congestión de las vías, de deterioro del medio ambiente o de las condiciones de seguridad de las personas o vehículos producto de la circulación  vehicular, disponer el uso de las vías para determinados tipos de vehículos o servicios, mediante procedimientos de licitación pública, para el funcionamiento del sistema de transporte de pasajeros. Asimismo, en caso de requerir un ordenamiento y,o mejora en la calidad de los servicios de transporte público de pasajeros, o bien incorporar el efecto de subsidios u otros beneficios en las tarifas, el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones podrá disponer, en determinadas zonas urbanas y,o rurales donde no se encuentre vigente una concesión de uso de vías, el establecimiento de un perímetro de exclusión, que consiste en la determinación de un área geográfica en la que se exige, a todos los servicios de transporte público que operen en la respectiva área y por un plazo determinado, el cumplimiento de ciertas condiciones de operación y de utilización de vías, y otras exigencias, restricciones, diferenciaciones o regulaciones específicas, tales como tarifas, estructuras tarifarias, programación vial, regularidad, frecuencia, antigüedad, requerimientos tecnológicos o administrativos, entre otras. Los perímetros de exclusión serán dispuestos por resolución fundada del Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, previo informe técnico del Secretario Regional Ministerial respectivo. Los servicios de transporte que operen en un perímetro de exclusión se sujetarán a las disposiciones de la resolución que disponga su establecimiento y la verificación de su cumplimiento quedará sujeta a lo que se señale en las respectivas resoluciones y a la demás normativa aplicable. La correcta, efectiva y adecuada prestación de los servicios por parte de los prestadores, para estos efectos, será constatada por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, el que, en caso de incumplimiento, aplicará las sanciones de amonestación por escrito, multa, suspensión o cancelación de la inscripción en el Registro Nacional de Servicios de Transporte de Pasajeros del servicio o del vehículo respectivo, según lo previsto en la correspondiente resolución o normativa aplicable, sin perjuicio de las demás acciones y sanciones judiciales o administrativas que establezca la ley. El establecimiento de  este mecanismo regulatorio no implicará exclusividad en el uso de las vías, sin perjuicio de lo cual el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones estará facultado para restringir fundadamente el número de servicios y prestadores que operen dentro del respectivo perímetro de exclusión, estableciendo criterios generales y objetivos de prioridad o selección en la correspondiente convocatoria a concurso. Todos los procedimientos, plazos, sanciones, multas y reclamaciones relacionadas con el establecimiento y operación de un perímetro de exclusión se sujetarán, en lo no previsto en este artículo, a las normas de la ley N°19.880, que establece base de los procedimientos administrativos que rigen los actos de los órganos de la administración del Estado.". 


b) Sustitúyense los incisos cuarto y quinto del artículo 3º, por los siguientes:


“Sin perjuicio de los informes a que se refiere el inciso precedente, el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, antes de disponer del uso de vías mediante licitación, deberá requerir uno o más estudios elaborados por algún organismo o entidad técnica, pública o privada, reconocidamente especializada en el ámbito de la planificación vial.


Él o los estudios deberán pronunciarse, entre otros aspectos, sobre la eficiencia económica y el impacto social  esperado en caso de establecerse la licitación de vías respectivas.”. 


c) Incorpórase, a continuación del punto (“.”) aparte del inciso vigésimo quinto del artículo 3º, que pasa a ser punto (“.”) seguido, lo siguiente: “El Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones podrá determinar los estándares técnicos, de operación y de acreditación de los sistemas tecnológicos y de administración financiera que complementen la operación bajo cualquier modalidad  de los servicios de locomoción colectiva de pasajeros, como asimismo la obligatoriedad de su uso o de la entrega de datos e información contenida o proveniente de dichos sistemas al referido Ministerio.”. 


d) Agréganse, en el inciso segundo del artículo 3° quáter, los siguientes numerales v) y vi), nuevos: 


“v) Experiencia previa y la evaluación e indicadores de desempeño obtenidos en la operación previa o actual de servicios de transporte público. 


vi) Ventajas tecnológicas, ambientales o de eficiencia de la flota o de los sistemas de apoyo a la gestión de flota.”.


Artículo 3°.- Modifícase el artículo 1° de la ley N° 19.254, en el siguiente sentido:


a) Reemplázase, en el N° Cargos correspondiente al grado 2, “Jefes de División”, de la  “PLANTA  DE DIRECTIVOS”, el guarismo “3” por “7”.


b) Sustitúyese, en el N° Cargos correspondiente a la expresión “TOTAL”, la segunda vez que aparece, el número “37” por “41”.


c) Reemplázase, en el N° Cargos correspondiente a “TOTAL GENERAL”, el número “156” por “160”.”. 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo primero


Sustituir la frase “, con excepción del programa establecido en la letra a) del artículo 4° de la ley N° 20.378, modificado por la presente ley, el que podrá ser prorrogado hasta por tres años, contados a partir de la entrada en vigencia de la presente ley.”, por la siguiente oración: “. Con todo, tratándose de los programas aprobados con arreglo a lo establecido en la letra a) del artículo 4° de la ley N° 20.378, derogada por la presente ley, podrán ser prorrogados anualmente hasta el año 2022, de acuerdo con lo dispuesto en la correspondiente Ley de Presupuestos del  Sector Público.”. 

Artículo cuarto


Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo cuarto.- Durante los tres primeros años de vigencia de la presente ley, el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, para el caso de los perímetros de exclusión que implemente en zonas geográficas distintas a la Provincia de Santiago y las comunas de Puente Alto y San Bernardo, estará facultado para convocar a los responsables de servicios de transporte público remunerado de pasajeros de la respectiva zona, a procesos previos de negociación destinados a modificar las tarifas y,o estándares de servicio, con el objeto de poder incorporar los efectos de los recursos resultantes de aplicar el mecanismo de subsidio en el correspondiente perímetro de exclusión.


Los perímetros de exclusión que se determinen en función del presente artículo tendrán una duración máxima de 5 años, contados desde la fecha en que se encuentre totalmente tramitado el acto administrativo que lo apruebe, con posibilidad de prórroga hasta por un máximo de 2 años, previo pronunciamiento favorable del Panel de Expertos establecido en el artículo 14° de la ley N° 20.378.”. 

Artículo quinto


Reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo quinto.- Hasta el año 2022, con cargo a los recursos correspondientes al numeral ii) del artículo 2º de la ley N° 20.378, en los decretos respectivos se podrán incluir recursos para solventar gastos de operación que permitan la contratación, funcionamiento e implementación de equipos técnicos y profesionales en las Secretarías Regionales Ministeriales, para la ejecución de estudios, planificación, y elaboración de otros instrumentos, que permitan un uso eficiente de los subsidios establecidos en la ley.


Los equipos profesionales que de conformidad al inciso anterior se constituyan en las Secretarías Regionales Ministeriales, deberán estar operativos en el plazo de tres meses contados desde la entrada en vigencia de la presente ley y tendrán dentro de sus funciones, la obligación prioritaria de tener disponible para cada una de las  regiones del país un plan maestro del transporte público. Dichos planes tendrán que elaborarse a más tardar dentro del plazo de un año contados desde la constitución de los equipos respectivos. Sin perjuicio de lo  anterior, en el caso de las regiones de Antofagasta, Coquimbo, Valparaíso, Bío Bío y Los Lagos, dichos planes deberán estar elaborados antes de los ocho meses contados desde la misma fecha referida precedentemente.”. 


Incorporar el siguiente artículo sexto transitorio, nuevo: 


“Artículo sexto.- Otórgase hasta el año 2022, con cargo a los recursos establecidos en el artículo cuarto transitorio de la ley Nº 20.378, un bono “Tarjeta Nacional del Estudiante (TNE)”, de carácter anual, de hasta 3 unidades tributarias mensuales por cada bus, minibus, trolebus y taxibus que preste servicios urbanos o rurales, con inscripción vigente al 1° de marzo de cada año en el  Registro Nacional de Servicios de Transporte Público de Pasajeros, con excepción de los buses que presten servicios urbanos en la Provincia de Santiago y en las comunas de San Bernardo y Puente Alto. Para efectos de su concesión y otorgamiento, el Ministerio de Hacienda y el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones dictarán un reglamento en el que se establecerá el procedimiento y las condiciones para su pago por parte del Servicio de Tesorerías.”. 
- - -


El señor Presidente pone en discusión en general el proyecto y otorga la palabra al Honorable Senador señor Bianchi. 


Cerrado el debate y puesto en votación en general, es aprobado por 26 votos a favor, uno en contra, una abstención y un pareo.

Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Frei, García, García-Huidobro, Girardi, Horvath, Lagos, Muñoz Aburto, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Uriarte, Walker (don Patricio) y Zaldívar.

Fundamentan su voto positivo, los Honorables Senadores señores Prokurica, Coloma, Zaldívar, Girardi, García, Pérez Varela, Sabag, Escalona, García-Huidobro, Horvath y Muñoz Aburto, señora Pérez San Martín, señores Chahuán y Pizarro, señora Allende y señor Uriarte.

Vota por la negativa, el Honorable Senador señor Novoa, quien fundamenta su decisión.

Se abstiene, el Honorable Senador señor Larraín Fernández, quien fundamenta su voto.

No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Espina.
- - -


Posteriormente, el señor Presidente, en virtud de lo dispuesto en el artículo 120 del Reglamento del Senado, lo declara, también, aprobado en particular.
- - -


Hacen uso de la palabra los señores Ministros Secretario General de la Presidencia, y de Transportes y Telecomunicaciones.
- - -


Finalmente, el Honorable Senador señor Novoa se refiere al procedimiento utilizado en la Sala para la aprobación de este proyecto, respecto de lo cual se pronuncia, también, el señor Presidente.

- - -


Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto de ley aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 20.378, que crea un Subsidio Nacional para el Transporte Público Remunerado de Pasajeros:


1) Reemplázase el artículo 2º por el siguiente:


“Artículo 2º.- A contar de la fecha de publicación de esta ley, el gasto total anual por aplicación del mecanismo de subsidio a que se refiere el artículo anterior no podrá exceder $380.000.000 miles. Este límite máximo se reajustará anualmente en la Ley de Presupuestos, considerando la variación que experimente el Índice de Precios al Consumidor. El monto que se considere en la Ley de Presupuestos de cada año para la aplicación del mecanismo de subsidio, se dividirá en partes iguales entre:


i) la Provincia de Santiago y las comunas de San Bernardo y Puente Alto, y


ii) la Región Metropolitana, excluidas la Provincia de Santiago y las comunas de San Bernardo y Puente Alto, así como las demás regiones del país.


Sin perjuicio de lo anterior, y en la medida que el sistema de transporte público de la Provincia de Santiago y las comunas de San Bernardo y Puente Alto se extienda a otras comunas o regiones colindantes, o se integre tarifaria o tecnológicamente con servicios de transporte público mayor cuyo origen esté en dichas comunas o regiones, parte del subsidio correspondiente al numeral ii) y distribuido para las mismas comunas o regiones que cumplan las condiciones señaladas, podrá ser reasignado al numeral i) de este mismo artículo. Lo anterior será establecido en la Ley de Presupuestos del año respectivo.


Para los efectos de esta ley, se entenderá por transporte público mayor el que se efectúa mediante buses, minibuses, trolebuses y taxibuses, o a través de otros modos terrestres, ferroviarios, marítimos o aéreos y se entenderá por transporte público menor a los taxis colectivos, en la medida en que estén destinados a un uso masivo por parte de la población y sometidos a un régimen regulatorio de carácter legal, reglamentario y,o contractual para su debida autorización y fiscalización.


Un decreto expedido, a más tardar, el 31 de diciembre de cada año para el año calendario siguiente, por los Ministros de Transportes y Telecomunicaciones y de Hacienda, bajo la fórmula "Por orden del Presidente de la República" establecerá anualmente, por región, el monto que le corresponde por aplicación del mecanismo de subsidio, así como la distribución de éste, de conformidad a lo señalado en la letra b) del artículo 3° y en los artículos 4° y 5° de la presente ley. La referida distribución se realizará en base a los parámetros propios de los sistemas de transportes, tales como viajes, tarifas, flota u otros, y considerando los proyectos, programas y contratos que se encuentren vigentes y que se hubieren puesto en ejecución con anterioridad a la dictación del decreto, destinando los recursos prioritariamente a rebaja de tarifas y al mejoramiento de condiciones de calidad y seguridad del transporte público en beneficio de los usuarios. Para las Regiones de Arica y Parinacota, Tarapacá, Aysén, Magallanes y la Antártica Chilena, y las Provincias de Palena y Chiloé, en la determinación del porcentaje que le corresponda a cada región, se podrá considerar un complemento adicional para fomentar el transporte público remunerado de pasajeros, cuando se constate que el uso del transporte público es significativamente menor al del resto del país.”.


2) En el artículo 3º:


a) Reemplázase la letra b) del inciso primero por la siguiente:


“b) En las zonas geográficas distintas a la Provincia de Santiago y las comunas de Puente Alto y San Bernardo, que cuenten con servicios de transporte público remunerado de pasajeros mediante buses, minibuses y trolebuses, que operen en el marco de una concesión de uso de vías otorgadas en virtud de la ley N° 18.696, o que operen bajo un perímetro de exclusión o condiciones de operación u otra modalidad equivalente, el monto del subsidio será determinado mediante la fórmula de cálculo y procedimiento que fije un reglamento expedido por el Ministro de Transportes y Telecomunicaciones y que deberá llevar, además, la firma del Ministro de Hacienda. Los recursos correspondientes serán transferidos por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones a los concesionarios o responsables del servicio, según las condiciones establecidas en las bases de licitación y los respectivos contratos o resoluciones, según corresponda, quienes deberán incorporar el efecto del subsidio en las condiciones económicas y en la operación de los servicios, tales como tarifas, calidad del servicio, mecanismos de control y otras.”.


b) Modifícase el inciso tercero de la siguiente manera:


i) Reemplázase la frase “contratos respectivos”, por “contratos o resoluciones respectivas”.


ii) Reemplázase la frase “bases y contratos” por “bases, contratos o resoluciones”.


iii) Reemplázase la frase “prestadores de servicio, no será reembolsable con ningún otro ingreso del sistema de transporte público.”, por “prestadores de servicios de transporte o prestadores de servicios complementarios, no les será reembolsable con ningún otro ingreso asociado al sistema de transporte público.”.


3) En el artículo 4º:


a) Reemplázase el inciso primero por el siguiente:


“Artículo 4º.- En las zonas geográficas distintas a las señaladas en el artículo 3º, las personas que se indican a continuación y que se encuentren al 31 de diciembre del año anterior a la entrega del subsidio en alguna de las calidades que se señalan en los literales siguientes, lo percibirán de acuerdo a las normas que se expresan en el presente artículo:


i) Beneficiarios del artículo 3° de la ley N° 18.020.


ii) Beneficiarios de los artículos 2° y 4° del decreto con fuerza de ley N° 150, de 1982, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, que perciban las referidas asignaciones por tener ingresos iguales o inferiores al límite máximo establecido en el artículo 1° de la ley N° 18.987.


iii) Las familias que se encuentren registradas en el sistema de protección social “Chile Solidario”.”.


b) Elimínase el inciso tercero, pasando los actuales incisos cuarto, quinto, sexto y séptimo a ser incisos tercero, cuarto, quinto y sexto, respectivamente.


c) Suprímese en los incisos sexto y séptimo, que pasaron a ser incisos quinto y sexto, respectivamente, la frase “considerado en la letra b)”.


4) Sustitúyese el artículo 5º por el siguiente: 


“Artículo 5º.- En las mismas zonas contempladas en los artículos 3°, literal b), y 4°, podrán destinarse recursos de subsidio, sobre la base de criterios de impacto y,o rentabilidad social, a un Programa de Apoyo al Transporte Regional que contemplará un subsidio al transporte público remunerado en zonas aisladas; un subsidio al transporte escolar; un subsidio orientado a la promoción y fortalecimiento del transporte público en las zonas rurales del país; subsidios que promuevan el transporte público en las Regiones de Arica y Parinacota, Tarapacá, Aysén, Magallanes y la Antártica Chilena, y las Provincias de Palena y Chiloé, cuando el uso del transporte público mayor sea significativamente menor al resto del país; y otros programas que favorezcan el transporte público y la seguridad y educación vial.

El programa de Apoyo al Transporte Regional será administrado por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, y las normas necesarias para la distribución de recursos entre proyectos, su implementación y operación estarán contenidas en un reglamento especial dictado para esos efectos por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones y suscrito, además, por el Ministerio de Hacienda.


Para efectos de la entrega del subsidio el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones podrá celebrar convenios con otros Ministerios, servicios públicos o con entidades privadas, conforme a la normativa vigente.


En el Programa de Apoyo al Transporte Regional quedan excluidas todas las actividades de publicidad o difusión por medios de comunicación masivos, en los términos previstos en el artículo 3° de la ley     N° 19.896.”.


5) En el artículo 6°:


a) Intercálase, en el inciso segundo, a continuación de los términos “contratos señalados,”, la siguiente frase: “capacidad de oferta, mediciones de demanda, tiempos promedio de espera y de viaje, multas y descuentos ejecutados, accidentes, interrupciones relevantes de servicio,”.


b) Incorpórase el siguiente inciso tercero:


“Los Ministerios de Hacienda y de Transportes y Telecomunicaciones deberán realizar anualmente evaluaciones selectivas especializadas de algunos de los distintos programas e iniciativas relacionadas con Subsidios al Transporte Público. Toda evaluación, ya sea mediante encuestas, aplicación de indicadores o estudios especializados, tendrá carácter público.”. 


6) Agrégase, en el artículo 7º, el siguiente inciso segundo:


“Del mismo modo, cualquier convenio o contrato suscrito al amparo de esta ley, cuya validez o duración sea superior a tres años, contados desde su suscripción, deberá contar con la visación previa del Ministro de Hacienda.”.


7) En el artículo 8º:


a) Suprímese en el inciso primero la expresión “la letra b)”, y reemplácese la expresión “del artículo 4°”, por “el artículo 4°”.


b) Elimínase en el inciso final la expresión “literal b) del”.


8) En el artículo 14:


a) Reemplázase en la letra a) la expresión “mensualmente” por “trimestralmente”; e intercálase entre la expresión “remunerado de pasajeros” y el punto aparte (.), el siguiente párrafo: “, de forma de no incrementar la diferencia entre costos e ingresos del sistema. Sin perjuicio de lo anterior, si la variación de costos aplicable al ajuste de tarifas supera un valor límite, según lo dispuesto para estos efectos en el mismo reglamento antes señalado, el Ministro de Transportes y Telecomunicaciones podrá solicitar al Panel de Expertos la determinación de un incremento adicional de tarifas”.


b) Intercálase en la letra c), a continuación de la expresión “determinar”, la expresión “trimestralmente”.


c) Agrégase la siguiente letra f):


“f) Pronunciarse sobre la metodología, condiciones y términos de la implementación de modificaciones en las condiciones económicas y en la operación de los servicios de transporte público remunerado de pasajeros a que hace referencia el artículo 3° literal b).”.


9) Reemplázase en el inciso segundo del artículo 15 la frase “Administrador Financiero de Transantiago S.A.”, por “correspondiente prestador de servicios complementarios”.


10) Sustitúyese el artículo 20 por el siguiente:


“Artículo 20.- El Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones podrá proponer uno o más Planes Maestros de Infraestructura de Transporte Público (PMITP), los cuales deberán ser aprobados por el referido Ministerio y por los Ministros de Hacienda, Obras Públicas, Vivienda y Urbanismo, y Desarrollo Social, y por los Intendentes de las regiones donde se encuentren las áreas metropolitanas abordadas por el o los PMITP. Cada Plan tendrá una vigencia de 5 años y podrá ser actualizado, conforme a los requerimientos que demande el sistema de transporte público. Adicionalmente, estos Ministros definirán en conjunto el organismo técnico del Estado que se encargará de ejecutar cada obra del Plan y el organismo responsable de su mantención o conservación. Su estado de avance será informado anualmente por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones a los citados Ministros.


El Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones podrá construir, mantener, modificar, ampliar, reparar, conservar y concesionar obras públicas menores contenidas en los PMITP. Se entenderán para efectos de esta ley como obras públicas menores: las estaciones de trasbordo con o sin zonas pagas, paraderos, terminales, señales de tránsito, demarcaciones y equipos tecnológicos que apoyen la operación del transporte público y las obras complementarias que fueren necesarias para la ejecución de las obras señaladas.


El Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, en el marco de cada Plan, podrá encomendar a los organismos técnicos del Estado la ejecución de obras contenidas en él, de acuerdo a lo establecido en el artículo 16 de la ley Nº 18.091.”.


11) Sustitúyese el Artículo 21 por el siguiente:


“Artículo 21.- En el caso de que una región no cuente con un PMITP aprobado, el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones podrá realizar, respecto de las obras públicas menores, aquellas acciones a que se refiere el inciso segundo del artículo 20 o encomendar su ejecución a los organismos técnicos del Estado. La conservación de estas obras corresponderá a los organismos competentes, de conformidad con las reglas generales.”.


12) Incorpórase el siguiente artículo 21 bis, nuevo:


“Artículo 21 bis.- Respecto de las obras relacionadas con transporte público que se realicen total o parcialmente en  predios municipales o privados, se exigirá la constitución de una prohibición de enajenar, gravar y ejecutar actos y celebrar contratos sobre el inmueble en que tales obras se ejecuten. La prohibición deberá inscribirse en el Conservador de Bienes Raíces por un plazo de diez años. En casos  calificados y mediante resolución fundada, el Ministerio ejecutor de la obra podrá autorizar el alzamiento de la prohibición de que trata este artículo, siempre que se mantenga la utilización del inmueble para fines de transporte público por el tiempo señalado. Igualmente, el Ministerio podrá exigir que se restablezca la prohibición por el tiempo que corresponda. 


Con todo, la prohibición podrá alzarse si se reintegran los recursos aportados, expresados en unidades tributarias mensuales, más un interés del 1% mensual. Esta tasa de interés se calculará sobre los valores percibidos y hasta el momento de su reintegro. Al valor a reintegrar se le deducirá la parte correspondiente a la proporción de tiempo que el predio estuvo destinado efectivamente a los fines de transporte público, a razón de un décimo por año, contados desde la fecha de funcionamiento efectivo de la obra.

13) Elimínase en el inciso segundo del Artículo Segundo Transitorio la siguiente oración: “En tanto no se logren los acuerdos necesarios para transferir el monto de los subsidios, los recursos considerados para el financiamiento de éstos se distribuirán conforme a lo prescrito en el artículo 5° letra b).”.


14) Reemplázase el Artículo Tercero Transitorio por el siguiente:


“Artículo Tercero Transitorio.- Autorízase la disposición, entre los años 2012 y 2022, de un aporte especial para el transporte, conectividad y desarrollo regional, por hasta $360.000.000 miles anuales, por sobre el monto señalado en el artículo 2º de la presente ley. Este límite máximo se reducirá progresivamente, a partir del año 2018, en un 1% respecto del año inmediatamente anterior. El monto resultante se reajustará anualmente en la Ley de Presupuestos, considerando la variación que experimente el Índice de Precios al Consumidor. El monto que se considere en la Ley de Presupuestos de cada año para la aplicación de este aporte especial, se dividirá en partes iguales entre las necesidades de transporte de la Provincia de Santiago y las comunas de San Bernardo y Puente Alto, y las necesidades de transporte, conectividad y desarrollo de las demás regiones del país y la Región Metropolitana, excluidas la Provincia de Santiago y las comunas de San Bernardo y Puente Alto.


Los recursos de este aporte especial correspondientes a la Provincia de Santiago y las comunas de San Bernardo y Puente Alto serán transferidos en la forma señalada en la letra a) del artículo 3º de esta ley, sin más trámite o requisito que la aprobación de las transferencias correspondientes. Con todo, podrá aplicarse a este aporte y al subsidio establecido en el literal i) del artículo 2° lo dispuesto en el inciso final del artículo 3º de la presente ley y, asimismo, podrán excederse cada uno de ellos fundadamente hasta por un máximo de 5%. Los recursos de este aporte especial correspondientes a las demás regiones del país y la Región Metropolitana, excluidas la Provincia de Santiago y las comunas de San Bernardo y Puente Alto, serán transferidos al Fondo al cual hace referencia el artículo cuarto transitorio de esta ley.


El Panel de Expertos creado en el artículo 14° de esta ley, cada dos años y a partir del año 2014, convocará a entidades especializadas a la realización de un estudio de evaluación externa al sistema de transporte público remunerado de pasajeros de la Provincia de Santiago y de las comunas de San Bernardo y Puente Alto, sobre la base de objetivos específicos concordados entre el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones y el Ministerio de Hacienda. Lo anterior, con el objeto general de evaluar el funcionamiento del sistema, su eficiencia, sus costos y la pertinencia y montos de los subsidios y aportes establecidos en esta ley, en base a lo cual podrá proponer un ajuste a los montos de subsidio, para su consideración en la discusión del correspondiente proyecto de Ley de Presupuestos del Sector Público. El citado estudio deberá ser entregado a más tardar el 31 de agosto del respectivo año, y tendrá carácter público.”.


15) Sustitúyese el Artículo Cuarto Transitorio por el siguiente:


“Artículo Cuarto Transitorio.- Créase el Fondo de Apoyo Regional, para el financiamiento de iniciativas de transporte, conectividad y desarrollo regional, en adelante el Fondo, el cual se financiará con las transferencias de los aportes señalados en el artículo Tercero Transitorio y con los recursos establecidos en el artículo 2°, literal ii), descontados los montos a que se refieren los artículos 3°, letra b); 4° y 5°.


Mediante uno o más decretos del  Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, suscritos además por los Ministros del Interior y Seguridad Pública y de Hacienda, se regulará la operación, condiciones, destino y distribución de los recursos del Fondo. Dichos decretos deberán establecer los criterios y mecanismos de distribución de los recursos entre las iniciativas sectoriales y las de los gobiernos regionales; y la forma a través de la cual, dentro del marco de sus atribuciones, éstos priorizarán y definirán los proyectos que serán financiados con los recursos del Fondo.


Los gastos e inversiones que se podrán realizar con cargo al Fondo tendrán los destinos que a continuación se indican, tomando en cuenta su impacto o rentabilidad social:


1.- Grandes Proyectos de desarrollo, de infraestructura general, transporte público, modernización, y otros; los que podrán involucrar más de una región y más de un período presupuestario. Entre estos proyectos podrán incluirse:


a) Ejecución de un programa especial mediante el cual los Gobiernos Regionales estarán facultados para convocar a un proceso de renovación de buses, minibuses, trolebuses y taxibuses. Este proceso deberá considerar la compra de los buses, minibuses, trolebuses y taxibuses usados, debiendo disponer la destrucción y conversión en chatarra de éstos, garantizando su posterior renovación por buses, minibuses, trolebuses y taxibuses de menor antigüedad. Sin perjuicio de la conversión en chatarra señalada precedentemente, los Gobiernos Regionales podrán ordenar la conservación de determinados buses, minibuses, trolebuses y taxibuses para efectos de investigación histórica o para su exhibición en museos. El Ministro de Transportes y Telecomunicaciones dictará un reglamento, que llevará además las firmas de los Ministros de Hacienda y de Interior y Seguridad Pública, el que establecerá, entre otras materias, el procedimiento y los requisitos que deberán cumplir los buses, taxibuses, minibuses y trolebuses que quedarán incluidos en el programa; debiendo éstos encontrarse operativos para el transporte público remunerado de pasajeros durante los últimos tres años contados desde la fecha de publicación de esta ley. Asimismo, los Gobiernos Regionales podrán convocar a programas de modernización del transporte público mayor y taxis colectivos, en su calidad de transporte público menor, destinados a la incorporación de tecnologías menos contaminantes y mejoras en aspectos de seguridad, calidad y eficiencia en beneficio de los usuarios. Dichos programas estarán regulados en el mismo reglamento referido precedentemente. Los vehículos beneficiados con los programas a que se refiere este literal deberán prestar servicios de transporte público de pasajeros por, al menos, 48 meses contados desde el otorgamiento del beneficio. El incumplimiento de esta exigencia, salvo en los supuestos de fuerza mayor o caso fortuito, obligará al beneficiario a restituir la suma percibida, reajustada de conformidad a la variación que experimente el Índice de Precios al Consumidor determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas o la entidad que lo reemplace, entre el mes anterior a aquél en que se percibió y el que antecede a su restitución. La devolución deberá materializarse dentro de un plazo de 60 días hábiles contado desde que haya quedado establecido el precitado incumplimiento por la Subsecretaría de Transportes.

b) Infraestructura para el transporte público y su modernización, tales como diseño e implementación de planes de mejora del transporte público, de inversión en infraestructura para el transporte o la modernización de la gestión de los sistemas.


c) Cualquier otro proyecto de inversión, distinto a los señalados anteriormente, los que se deberán fundar en la relevancia de dichas inversiones para la región o regiones.


Los proyectos señalados en los literales b) y c) precedentes deberán cumplir con las normas sobre evaluación contempladas en el artículo 19 bis del decreto ley N° 1.263, de 1975, sobre Administración Financiera del Estado, así como con las demás normativas aplicables al respecto.


2.- Un Programa de Apoyo a los servicios de transporte público remunerado de pasajeros prestados mediante ferrocarriles, destinado a financiar su sustentabilidad económica a través del financiamiento de mejoras realizadas en las condiciones técnicas y de calidad de prestación de los servicios, entre otros. Las normas necesarias para su implementación y operación se establecerán en un decreto dictado por el Ministro de Transportes y Telecomunicaciones y suscrito, además, por el Ministro de Hacienda.


En el evento que existan recursos remanentes en el Fondo hasta dos años después del término de los aportes especiales, serán traspasados a la Partida Tesoro Público.”.


16) Reemplázase en el Articulo Décimo Transitorio el guarismo “2014”, por “2022”; y la expresión “subsidio transitorio”, por “aporte especial”.


Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 18.696, que modifica el artículo 6° de la ley N° 18.502, que autoriza la importación de vehículos que señala y establece normas sobre transporte de pasajeros:


a) Modifícase el artículo 3º del modo que sigue:


i) Sustitúyese el inciso segundo, por el siguiente:


“El Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 113 del decreto con fuerza de ley N° 1, de los Ministerios de Transportes y Telecomunicaciones y de Justicia, del año 2009, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley             N° 18.290, de tránsito, podrá, en los casos de congestión de las vías, de deterioro del medio ambiente o de las condiciones de seguridad de las personas o vehículos producto de la circulación vehicular, disponer el uso de las vías para determinados tipos de vehículos o servicios, mediante procedimientos de licitación pública, para el funcionamiento del sistema de transporte de pasajeros. Asimismo, en caso de requerir un ordenamiento y,o mejora en la calidad de los servicios de transporte público de pasajeros, o bien incorporar el efecto de subsidios u otros beneficios en las tarifas, el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones podrá disponer, en determinadas zonas urbanas y,o rurales donde no se encuentre vigente una concesión de uso de vías, el establecimiento de un perímetro de exclusión, que consiste en la determinación de un área geográfica en la que se exige, a todos los servicios de transporte público que operen en la respectiva área y por un plazo determinado, el cumplimiento de ciertas condiciones de operación y de utilización de vías, y otras exigencias, restricciones, diferenciaciones o regulaciones específicas, tales como tarifas, estructuras tarifarias, programación vial, regularidad, frecuencia, antigüedad, requerimientos tecnológicos o administrativos, entre otras. Los perímetros de exclusión serán dispuestos por resolución fundada del Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, previo informe técnico del Secretario Regional Ministerial respectivo. Los servicios de transporte que operen en un perímetro de exclusión se sujetarán a las disposiciones de la resolución que disponga su establecimiento y la verificación de su cumplimiento quedará sujeta a lo que se señale en las respectivas resoluciones y a la demás normativa aplicable. La correcta, efectiva y adecuada prestación de los servicios por parte de los prestadores, para estos efectos, será constatada por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, el que, en caso de incumplimiento, aplicará las sanciones de amonestación por escrito, multa, suspensión o cancelación de la inscripción en el Registro Nacional de Servicios de Transporte de Pasajeros del servicio o del vehículo respectivo, según lo previsto en la correspondiente resolución o normativa aplicable, sin perjuicio de las demás acciones y sanciones judiciales o administrativas que establezca la ley. El establecimiento de este mecanismo regulatorio no implicará exclusividad en el uso de las vías, sin perjuicio de lo cual el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones estará facultado para restringir fundadamente el número de servicios y prestadores que operen dentro del respectivo perímetro de exclusión, estableciendo criterios generales y objetivos de prioridad o selección en la correspondiente convocatoria a concurso. Todos los procedimientos, plazos, sanciones, multas y reclamaciones relacionadas con el establecimiento y operación de un perímetro de exclusión se sujetarán, en lo no previsto en este artículo, a las normas de la ley N° 19.880, que establece base de los procedimientos administrativos que rigen los actos de los órganos de la Administración del Estado.”. 


ii) Reemplázanse los incisos cuarto y quinto, por los siguientes:


“Sin perjuicio de los informes a que se refiere el inciso precedente, el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, antes de disponer del uso de vías mediante licitación, deberá requerir uno o más estudios elaborados por algún organismo o entidad técnica, pública o privada, reconocidamente especializada en el ámbito de la planificación vial.


El o los estudios deberán pronunciarse, entre otros aspectos, sobre la eficiencia económica y el impacto social  esperado en caso de establecerse la licitación de vías respectivas.”. 


iii) Incorpórase, en el inciso vigésimo quinto, la siguiente oración final: “El Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones podrá determinar los estándares técnicos, de operación y de acreditación de los sistemas tecnológicos y de administración financiera que complementen la operación bajo cualquier modalidad de los servicios de locomoción colectiva de pasajeros, como asimismo la obligatoriedad de su uso o de la entrega de datos e información contenida o proveniente de dichos sistemas al referido Ministerio.”. 


b) Agréganse, en el inciso segundo del artículo 3° quáter, los siguientes numerales v) y vi): 


“v) Experiencia previa y la evaluación e indicadores de desempeño obtenidos en la operación previa o actual de servicios de transporte público. 


vi) Ventajas tecnológicas, ambientales o de eficiencia de la flota o de los sistemas de apoyo a la gestión de flota.”. 


Artículo 3°.- Modifícase el artículo 1° de la ley N° 19.254, en los siguientes términos:


a) Reemplázase, en el N° Cargos correspondiente al grado 2, “Jefes de División”, de la “PLANTA DE DIRECTIVOS”, el guarismo “3” por “7”.


b) Sustitúyese, en el N° Cargos correspondiente a la expresión “TOTAL”, la segunda vez que aparece, el número “37” por “41”.


c) Reemplázase, en el N° Cargos correspondiente a “TOTAL GENERAL”, el número “156” por “160”.
DISPOSICIONES TRANSITORIAS


Artículo primero.- Los actos, contratos, proyectos y programas vigentes al momento de la publicación de la presente ley, que se hayan ejecutado en virtud de normas que ésta modifica o deroga, se considerarán válidos para todos los efectos y continuarán ejecutándose y desarrollándose hasta su total término. Con todo, tratándose de los programas aprobados con arreglo a lo establecido en la letra a) del artículo 4° de la ley N° 20.378, derogada por la presente ley, podrán ser prorrogados anualmente hasta el año 2022, de acuerdo con lo dispuesto en la correspondiente Ley de Presupuestos del  Sector Público. 

Artículo segundo.- El Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones y el Ministerio de Hacienda dispondrán de un plazo de ciento ochenta días, contado a partir de la entrada en vigencia de esta ley, para dictar los decretos que modifiquen y actualicen  los reglamentos en concordancia con las normas legales contenidas en el presente cuerpo legal.


Artículo tercero.- El porcentaje destinado prioritariamente a rebaja de tarifas y al mejoramiento de condiciones de calidad y seguridad del transporte público en beneficio de los usuarios, establecido en el artículo 2° de la ley N°20.378, modificado por la presente ley, a partir del año 2015 no podrá ser inferior a un 50%.


Artículo cuarto.- Durante los tres primeros años de vigencia de la presente ley, el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, para el caso de los perímetros de exclusión que implemente en zonas geográficas distintas a la Provincia de Santiago y las comunas de Puente Alto y San Bernardo, estará facultado para convocar a los responsables de servicios de transporte público remunerado de pasajeros de la respectiva zona, a procesos previos de negociación destinados a modificar las tarifas y,o estándares de servicio, con el objeto de poder incorporar los efectos de los recursos resultantes de aplicar el mecanismo de subsidio en el correspondiente perímetro de exclusión.


Los perímetros de exclusión que se determinen en función del presente artículo tendrán una duración máxima de cinco años, contados desde la fecha en que se encuentre totalmente tramitado el acto administrativo que lo apruebe, con posibilidad de prórroga hasta por un máximo de dos años, previo pronunciamiento favorable del Panel de Expertos establecido en el artículo 14 de la ley N° 20.378.


Artículo quinto.- Hasta el año 2022, con cargo a los recursos correspondientes al numeral ii) del artículo 2º de la ley N° 20.378, en los decretos respectivos se podrán incluir recursos para solventar gastos de operación que permitan la contratación, funcionamiento e implementación de equipos técnicos y profesionales en las Secretarías Regionales Ministeriales, para la ejecución de estudios, planificación, y elaboración de otros instrumentos, que permitan un uso eficiente de los subsidios establecidos en la ley.


Los equipos profesionales que de conformidad al inciso anterior se constituyan en las Secretarías Regionales Ministeriales deberán estar operativos en el plazo de tres meses contado desde la entrada en vigencia de la presente ley y tendrán, dentro de sus funciones, la obligación prioritaria de tener disponible para cada una de las  regiones del país un plan maestro del transporte público. Dichos planes tendrán que elaborarse a más tardar dentro del plazo de un año contado desde la constitución de los equipos respectivos. Sin perjuicio de lo  anterior, en el caso de las regiones de Antofagasta, Coquimbo, Valparaíso, Biobío y Los Lagos, dichos planes deberán estar elaborados antes de ocho meses contados desde la misma fecha referida precedentemente.

Artículo sexto.- Otórgase hasta el año 2022, con cargo a los recursos establecidos en el artículo cuarto transitorio de la ley Nº 20.378, un bono “Tarjeta Nacional del Estudiante (TNE)”, de carácter anual, de hasta tres unidades tributarias mensuales por cada bus, minibus, trolebus y taxibus que preste servicios urbanos o rurales, con inscripción vigente al 1° de marzo de cada año en el  Registro Nacional de Servicios de Transporte Público de Pasajeros, con excepción de los buses que presten servicios urbanos en la Provincia de Santiago y en las comunas de San Bernardo y Puente Alto. Para efectos de su concesión y otorgamiento, el Ministerio de Hacienda y el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones dictarán un reglamento en el que se establecerá el procedimiento y las condiciones para su pago por parte del Servicio de Tesorerías.”.

_________

Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que sanciona la comercialización del hilo “curado”,

con segundo informe de la Comisión de Salud

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley que tiene el Boletín N° 8.576-11. 


Añade que la iniciativa fue aprobada en general en sesión de 11 de septiembre de 2012 y cuenta con un segundo informe de la Comisión de Salud, que deja constancia, para efectos reglamentarios, de que no hay artículos del proyecto que no hayan sido objeto de indicaciones ni de modificaciones.

Destaca que la Comisión de Salud efectuó diversas enmiendas al texto aprobado en general; todas ellas las aprobó por unanimidad, por lo que deben ser votadas sin debate, salvo que algún Senador manifieste su intención de impugnar una proposición de la Comisión o existieren indicaciones renovadas.
- - -


Enseguida, el señor Secretario General subraya que la Comisión de Salud, en su segundo informe, propone efectuar las siguientes enmiendas al proyecto de ley aprobado en general:
Artículo único


Pasa a ser artículo 1°, con las siguientes enmiendas:


- En el inciso segundo, suprimir la palabra inicial “Asimismo” y la coma que le sigue.


- El inciso tercero pasa a ser inciso primero del artículo 2°, sin enmiendas.


Consultar un artículo 2°, nuevo, conformado por el inciso tercero del artículo único y los incisos segundo y tercero, nuevos, que se describen:


“Artículo 2°.- Para los efectos de esta ley, se entenderá por hilo curado cualquier hilo, ya sea de algodón, plástico, fibra sintética, lino o metal, recubierto por un pegamento unido a un abrasivo, como cristal, vidrio, elemento mineral o polvo metálico de cualquier naturaleza.


Se entenderá por hilo de competencia aquel hilo de algodón de grosor N° 24, recubierto por una mezcla de gelatina industrial de origen animal y cuarzo microgranulado entre 0,042 y 0,053 micras.


No estarán afectas a las sanciones del artículo 1° la producción, acopio, comercialización, facilitación y uso de hilo de competencia por personas afiliadas a organizaciones o asociaciones deportivas de volantinismo reconocidas oficialmente, destinado a su empleo en competencias de dicha disciplina deportiva.”.


 Insertar a continuación los siguientes artículos 3° y 4°, nuevos:


“Artículo 3°.- La actividad de volantinismo con hilo de competencia sólo podrá ser desarrollada por mayores de edad con inscripción al día en los clubes y asociaciones constituidos conforme a la ley N° 19.712.


Dicha actividad se deberá ejercer en los lugares que determine la autoridad competente, los que deberán tener el equipamiento de primeros auxilios respectivo y estar, a lo menos, a quinientos metros de distancia de cualquier sitio en que la integridad física de las personas pueda resultar expuesta en cualquier forma.


Artículo 4°.- La elaboración del hilo de competencia deberá realizarse por fabricantes registrados, autorizados y sometidos a fiscalización por la autoridad competente.


No se comprenderá en la definición del artículo 2° el hilo de competencia que se utilice por los volantinistas con inscripción al día en los clubes y asociaciones constituidos conforme a la ley N° 19.712.”.

- - -


Luego, el señor Presidente pone en votación las enmiendas unánimes propuestas por la Comisión, que son aprobadas por 16 votos a favor.

Votan favorablemente, los Honorables Senadores señoras Allende y Pérez San Martín y señores Cantero, Chahuán, Frei, García, Kuschel, Larraín Fernández, Novoa, Orpis, Pizarro, Prokurica, Ruiz-Esquide, Sabag, Uriarte y Walker (don Patricio).

Fundamentan su voto a favor, los Honorables Senadores señores Chahuán, Sabag y Larraín Fernández.

- - -


Concluida la votación, manifiesta su intención de voto positivo el Honorable Senador señor Horvath.
- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1°.- El que use o facilite la utilización de hilo curado será sancionado con multa de dos a diez unidades tributarias mensuales.


El que produzca, acopie o comercialice hilo curado será castigado con la pena de presidio menor en su grado mínimo y multa de diez a cien unidades tributarias mensuales.


Artículo 2°.- Para los efectos de esta ley se entenderá por hilo curado cualquier hilo, ya sea de algodón, plástico, fibra sintética, lino o metal, recubierto por un pegamento unido a un abrasivo, como cristal, vidrio, elemento mineral o polvo metálico de cualquier naturaleza.


Se entenderá por hilo de competencia aquel hilo de algodón de grosor número 24, recubierto por una mezcla de gelatina industrial de origen animal y cuarzo microgranulado entre 0,042 y 0,053 micras.


No estarán afectas a las sanciones del artículo 1° la producción, acopio, comercialización, facilitación y uso de hilo de competencia por personas afiliadas a organizaciones o asociaciones deportivas de volantinismo reconocidas oficialmente, destinado a su empleo en competencias de dicha disciplina deportiva.


Artículo 3°.- La actividad de volantinismo con hilo de competencia sólo podrá ser desarrollada por mayores de edad con inscripción al día en los clubes y asociaciones constituidos conforme a la ley N° 19.712.


Dicha actividad se deberá ejercer en los lugares que determine la autoridad competente, los que deberán tener el equipamiento de primeros auxilios respectivo y estar, a lo menos, a quinientos metros de distancia de cualquier sitio en que la integridad física de las personas pueda resultar expuesta en cualquier forma.


Artículo 4°.- La elaboración del hilo de competencia deberá realizarse por fabricantes registrados, autorizados y sometidos a fiscalización por la autoridad competente.


No se comprenderá en la definición del artículo 2° el hilo de competencia que se utilice por los volantinistas con inscripción al día en los clubes y asociaciones constituidos conforme a la ley N° 19.712.”.

- - -


Enseguida, el señor Presidente señala que ha concluido el Orden del Día de esta sesión.

_________
INCIDENTES


El señor Secretario General informa que los Honorables Senadores señores Escalona, Horvath y Orpis, han requerido que se dirijan oficios, en sus nombres, a las autoridades y en relación con las materias que se consignan, de manera pormenorizada, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.


El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los Senadores indicados, en conformidad con el Reglamento del Senado.
- - -


Hacen uso de la palabra, los Honorables Senadores señores Kuschel (en el tiempo del Comité Partido Renovación Nacional) y Cantero (en el tiempo del Comité Independientes), quienes se pronuncian -o solicitan el envío de oficios- en relación con las materias que se consignan, detalladamente, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.


El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados por los mencionados Senadores, en conformidad con el Reglamento del Senado. 


Se deja constancia de que no hacen uso de su tiempo los Comités Partido Movimiento Amplio Social, Partido Socialista, Partido Demócrata Cristiano, Partido por la Democracia, Partido Radical Social Demócrata y Partido Unión Demócrata Independiente.

- - -


Se levanta la sesión.
MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado
D O C U M E N T O S
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OFICIO DE SU EXCELENCIA EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA, MEDIANTE EL CUAL SOLICITA EL ACUERDO DEL SENADO PARA NOMBRAR COMO MINISTROS TITULARES DEL TERCER TRIBUNAL AMBIENTAL, CON SEDE EN VALDIVIA, A LOS SEÑORES MICHAEL HANTKE DOMAS Y JORGE RETAMAL VALENZUELA, EN LOS CUPOS DE ABOGADOS Y ROBERTO PASTÉN CARRASCO, EN EL CUPO DE LICENCIADO EN CIENCIAS; COMO MINISTROS SUPLENTES AL SEÑOR PABLO MIRANDA NIGRO, EN EL CUPO DE ABOGADO, Y A LA SEÑORA ALEJANDRA VILLALOBOS VOLPI, EN EL CUPO DE LICENCIADO EN CIENCIAS
(S 1602-05)
GAB. PRES. N° 1201

ANT.: Oficio N° 393, de fecha 20 de junio de 2013, de la Presidencia de la Excma. Corte Suprema.

MAT.: Propone Ministros Titulares y Suplentes del Tercer Tribunal Ambiental.

SANTIAGO, 27 de agosto de 2013

DE:

SEBASTIÁN PIÑERA ECHENIQUE



PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA

A:

SEÑOR JORGE PIZARRO SOTO



PRESIDENTE DEL HONORABLE SENADO

1.- De acuerdo al artículo 20 de la Ley N° 20.600 (“Crea Los Tribunales Ambientales”), cada Tribunal Ambiental estará integrado por tres ministros titulares y dos ministros suplentes. Cada ministro será nombrado por S.E. el Presidente de la República, con acuerdo del Senado, de una nómina de cinco personas que, para cada cargo, propondrá la Excma. Corte Suprema.

2.- Respecto del acuerdo requerido del H. Senado, éste se adoptará en votación única, por los tres quintos de sus miembros en ejercicio. Sancionado dicho procedimiento y nombrados los respectivos ministros por decreto supremo suscrito además por los Ministros de Medio Ambiente y de Justicia, éstos, por ser los primeros integrantes del Tercer Tribunal Ambiental, permanecerán en sus cargos conforme a las reglas y hasta transcurrido el plazo establecido en el artículo cuarto transitorio de la referida Ley N° 20.600 para cada uno de ellos, esto es:

i.- Un ministro titular abogado lo será por dos años y el otro por seis años; el ministro titular licenciado en ciencias será nombrado por cuatro años.

ii.- Entre los ministros abogados la determinación de quién asumirá el período de dos o seis años se efectuará por sorteo.

iii.- Tratándose de los ministros suplentes, el abogado será nombrado por cuatro años y el licenciado en ciencias lo será por seis años.

3.- Dispuesto lo anterior, señalo a V.E. que mediante oficio N° 393, de fecha 20 de junio de 2013, la. Excma. Corte Suprema ha propuesto a este Presidente de la República, cinquenas, en base a las cuates corresponde nombrar, con acuerdo del H. Senado, a los ministros titulares y suplentes respectivos para la integración del Tercer Tribunal Ambiental con asiento en la comuna de Valdivia.

4.- En mérito de todo lo anterior, vengo en requerir el acuerdo de este H. Senado, para nombrar en los respectivos cargos de Ministro Titular del Tercer Tribunal Ambiental, a las siguientes personas:

i.- Para el primer cargo de ministro titular, en cupo de abogado, don Michael Hantke Domas

ii.- Para el segundo cargo de ministro titular, en cupo de abogado, don Jorge Retamal Valenzuela.

iii.- Para el cargo de ministro titular, en cupo de licenciado en ciencias, don Roberto Pastén Carrasco.

5-. Adicionalmente; y para los cargos de Ministro Suplente del Tercer Tribunal Ambiental, vengo en requerir el acuerdo de este H. Senado, para nombrar a las siguientes personas:

i.- Para el cargo de ministro suplente, en cupo de abogado, a don Pablo Miranda Nigro.

ii.- Para el cargo de ministro suplente, en cupo de licenciado en ciencias, doña Alejandra Villalobos Volpi.
6.- Atendida la conveniencia de contar a la brevedad posible con el acuerdo de ese H.

Senado para proceder a tos nombramientos antes referidos, hago presente la urgencia en el despacho de esta materia, en tos términos a que alude el inciso segundo del N° 5 del artículo 53 de la Carta Fundamental.
Saluda a V.E.

(Fdo.): Sebastián Piñera Echenique, Presidente de la República.
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OBSERVACIÓN DEL EJECUTIVO, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, SOBRE PROCEDIMIENTO PARA OTORGAR CONCESIONES ELÉCTRICAS 
(8270-08)
Oficio Nº 10.888
VALPARAÍSO, 28 de agosto de 2013.
La Cámara de Diputados, en sesión de esta fecha, aprobó la observación formulada por S.E. el Presidente de la República al proyecto de ley sobre procedimiento para otorgar concesiones eléctricas, correspondiente al boletín N° 8270-08.
Acompaño los antecedentes respectivos.

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Edmundo Eluchans Urenda, Presidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkič, Secretario General de la Cámara de Diputados.-
TEXTO DE LAS OBSERVACIONES

SANTIAGO, 21 de agosto de 2013.-

Nº 183-361/

Honorable Cámara de Diputados:

Mediante oficio Nº 10.870, de 14 de agosto de 2013, V.E. comunicó que el H. Congreso Nacional tuvo a bien aprobar el proyecto de ley sobre procedimiento para otorgar concesiones eléctricas, correspondiente al boletín Nº8270-08.
Sobre el particular, vengo en informar a V.E. que, en uso de la facultad que me confiere el inciso primero del artículo 73 de la Constitución Política de la República y de conformidad con lo establecido en el Título III de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, vengo en formular observaciones al proyecto del rubro.

I. ANTECEDENTES DEL PROYECTO DE LEY
El proyecto de ley iniciado en un mensaje de S.E. el Presidente de la República, tiene por objeto modificar el Decreto con Fuerza de Ley N° 4/20.018, de 2006, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del Decreto con Fuerza de Ley N° 1, de 1982, del Ministerio de Minería, que contiene la Ley General de Servicios Eléctricos, específicamente en lo referente al procedimiento aplicable al otorgamiento de las concesiones que en dicho texto se regulan, para agilizar su tramitación.
En términos generales, su objetivo principal es adecuar y actualizar la Ley General de Servicios Eléctricos que data del año 1982 en consideración a que el actual procedimiento concesionario ha quedado obsoleto frente al nuevo escenario regulatorio, con las demandas de mayor seguridad de suministro y con la entrada de las Energías Renovables no Convencionales (ERNC) y los Pequeños Medios de Generación Distribuidos (PMGD) que el país y nuestro Gobierno quiere impulsar. Ello porque en los últimos años hemos podido apreciar un retraso significativo y cada vez más recurrente en la obtención de los permisos, autorizaciones o actuaciones administrativas requeridas para desarrollar cualquier infraestructura energética eléctrica, sea ésta una central de generación hidráulica o líneas para la transmisión o distribución de la energía generada. Paradójicamente, de entre estos permisos o autorizaciones, que son de la más diversa índole e involucran competencias de numerosos órganos de la Administración del Estado –ya sea centralizada o descentralizada–, es la propia concesión eléctrica uno de los instrumentos cuya operatoria ha reflejado problemas que requieren mayor urgencia en su solución. 

En síntesis, las deficiencias del actual procedimiento concesional han provocado mayor incertidumbre en inversionistas, mayores plazos y costos de desarrollo de cada uno de los proyectos, lo que finalmente deriva en un mayor costo de la energía y menor seguridad del servicio. 

Por ello las modificaciones que incluye el proyecto de ley apuntan principalmente a lo siguiente:

i. Simplificar el proceso de concesión provisional, de manera que sus requisitos sean más acordes con los fines y características de la misma, haciéndola así más atractiva para  que los inversionistas desarrollen sus proyectos, de manera de subsanar su actual subutilización. Esto redundará en considerables eficiencias para el sistema en su conjunto, ya que, en el caso de licitaciones para construcción y operación de líneas del sistema troncal, es esperable que las propuestas se hagan con estudios previos, evitando el actual traspaso al usuario final de las incertidumbres asociadas en la forma de un sobrecosto adicionado al valor de inversión ofertado.

ii.  Realiza una adecuación general de los plazos en el proceso concesional administrativo, que involucran a todas las partes concernidas, esto es, la Superintendencia de Electricidad y Combustibles (“Superintendencia”), el solicitante y los posibles afectados.
iii. Se mejora el proceso de notificaciones a los afectados de los planos que contienen las servidumbres eléctricas, reduciéndose los medios de notificación de cinco a dos: notificaciones notariales y judiciales, dado que en la práctica estos medios de notificación han evidenciado ser los más eficaces y expeditos. Asimismo, el proyecto contempla la posibilidad de notificar por avisos en caso que se acredite haber agotado las otras vías de notificación.  

iv. El proyecto de ley establece también procedimientos judiciales sumarios para todo tipo de reclamos no contemplados en la Ley General de Servicios Eléctricos, para así darle adecuada celeridad al proceso concesional.

v. Se introduce la posibilidad de dividir la solicitud de concesión sólo con el propósito de obtener el título de concesionario, para que proyectos de grandes longitudes, como aquellos que usualmente componen las licitaciones troncales, puedan dividirse sólo para efectos de la tramitación concesional, no operando tal división para efectos de la tramitación ambiental. 

vi. Se modifica, además, el procedimiento de tasación de los inmuebles, creándose una “Comisión Tasadora”, con requisitos más exigentes para poder conformarlas, la que, mediante cambios precisos, estará dotada de mejores herramientas para desarrollar su función en beneficio de todas las partes involucradas.

vii. Finalmente, se establece como mecanismo de solución de conflictos entre diferentes tipos de concesionarios, un procedimiento arbitral forzoso, con el fin de no entorpecer el desarrollo armónico y oportuno de nuestra matriz eléctrica.

II. 
EL PROYECTO DE LEY DESPACHADO POR EL H. CONGRESO NACIONAL
Durante la discusión parlamentaria del proyecto de ley, tanto en su primer y segundo trámite constitucional, se presentaron diversas indicaciones, las cuales generaron un amplio consenso en ambas Cámaras, salvo aquellas que intentaron abordar materias relativas a la consulta indígena contemplada en el Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo y consagrar expresamente en la ley el cumplimiento a la normativa sobre áreas silvestres protegidas. 
Durante la tramitación, estas materias fueron objeto de un amplio debate y derivaron finalmente en la presentación de nuevas indicaciones que resultaron aprobadas por el Senado. Posteriormente, en el tercer trámite constitucional, la Cámara de Diputados rechazó entre otras materias, las modificaciones introducidas por el Senado sobre la consulta indígena contemplada en el Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo y el cumplimiento de la normativa sobre áreas silvestres protegidas. 
Por consiguiente, se constituyó  al efecto una Comisión Mixta, en virtud de lo dispuesto en el artículo 71 de la Constitución Política de la República. 
En esta instancia, nuevamente el foco de las discrepancias estuvo centrado en las dos materias objeto de la presente observación,  proponiéndose finalmente  por seis votos a cuatro, mantener la redacción aprobada por el H. Senado. Cabe agregar que las restantes materias sometidas a conocimiento de la Comisión Mixta, contaron con un alto grado de consenso. 
Sometido el informe de la Comisión Mixta a la ratificación en la Sala  de la Cámara de Diputados en sesión celebrada el 13 de agosto de 2013, se advirtió que las materias relativas a la consulta indígena  contemplada en el Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo y el cumplimiento a la normativa sobre áreas silvestres protegidas, nuevamente no generaban amplios niveles de consenso dificultando la aprobación del resto de las materias objeto del informe. En atención a lo anterior y a la necesidad imperiosa de que nuestro país cuente con una política energética que asegure un desarrollo seguro y sustentable en el tiempo, se suscribió un acuerdo político entre el Ejecutivo representado por los Ministros de Energía y Secretaría General de la Presidencia, con los Jefes de Bancada del Partido Radical, Partido por la Democracia, Partido Demócrata Cristiano, Partido Renovación Nacional y Partido Unión Demócrata Independiente, en el que se estableció que los parlamentarios comprometían votar favorablemente la propuesta efectuada por la Comisión Mixta, y por su parte, el Ejecutivo se comprometía a presentar un veto supresivo sobre las materias referidas anteriormente. Luego de la suscripción del acuerdo antedicho, la Cámara ratificó por amplia mayoría el informe de la Comisión Mixta.
Finalmente, el H. Senado, en sesión celebrada el mismo día 13 de agosto de 2013, aprobó también el señalado informe.
Por tanto, y en uso de la facultad que me confiere el inciso primero, del artículo 73, de la Constitución Política de la República, y de conformidad con lo establecido en el Título III de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, por este acto vengo a formular la siguiente observación al proyecto del rubro:

AL ARTÍCULO único
· Para suprimir el segundo y catorceavo numeral.

Dios guarde a V.E.,

(Fdo.): Sebastián Piñera Echenique, Presidente de la República.- 
Patricia Pérez Goldberg, Ministra de Justicia.- Jorge Bunster Betteley, Ministro de Energía. 
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PROYECTO DE LEY, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, 
SOBRE SEGURIDAD PRIVADA
(6639-25)
Oficio Nº 10.883
VALPARAÍSO, 27 de agosto de 2013.
Con motivo del mensaje, informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al proyecto de ley sobre seguridad privada, boletín No 6639-25, del tenor siguiente:

PROYECTO DE LEY
“Título I

DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1°.- La presente ley tiene por objeto regular la seguridad privada, entendiéndose por tal el conjunto de actividades o medidas de carácter preventivo, coadyuvantes y complementarias de la seguridad pública, destinadas a la protección de personas, bienes y procesos productivos, que se encuentren en recintos previamente delimitados, realizadas por personas naturales o jurídicas de derecho privado, debidamente autorizadas en la forma y condiciones que establece esta ley.

Asimismo, quedarán sujetas a esta ley las actividades de transporte de valores, servicios de escoltas personales o guardaespaldas, y de investigadores privados.

Artículo 2°.- El personal de la Administración del Estado no podrá realizar actividades de seguridad privada.
Para los efectos de esta ley, se entenderá por Administración del Estado los órganos y servicios indicados en el inciso segundo del artículo 1° de la ley N° 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.

Título II

DE LAS ENTIDADES OBLIGADAS A MANTENER SISTEMAS DE VIGILANCIA PRIVADA

1. De las entidades obligadas y del sistema de vigilancia privada

Artículo 3°.- Estarán obligadas a mantener un sistema de vigilancia privada las entidades de carácter público o privado, cuyas características de funcionamiento, los recintos en que se encuentren emplazadas o las actividades que en ellas se desarrollen, generen un mayor nivel de riesgo para la seguridad pública. 

También estarán obligadas a mantener sistemas de vigilancia privada las empresas transportadoras de valores, las instituciones bancarias y financieras de cualquier naturaleza y las empresas de apoyo al giro bancario que reciban o mantengan dineros en sus operaciones.

Las entidades señaladas en el inciso precedente serán designadas por decreto supremo fundado, expedido por el Ministerio del Interior y Seguridad Pública “Por orden del Presidente de la República”, previo informe de Carabineros de Chile y en consideración al mayor nivel de riesgo que conlleve su actividad.

Los documentos fundantes de los procesos administrativos señalados precedentemente serán secretos y deberán mantenerse en custodia. Sólo podrán ser conocidos por las partes interesadas o sus representantes legales.

Artículo 4°.- El sistema de vigilancia privada estará integrado por un organismo de seguridad interno, por los recursos tecnológicos y materiales y por los protocolos de funcionamiento debidamente autorizados por la Subsecretaría de Prevención del Delito. El sistema de vigilancia privada será dirigido por un jefe de seguridad.

Serán parte del organismo de seguridad interno el jefe de seguridad, los encargados de armas, los vigilantes privados y los guardias de seguridad que apoyen su función.

El organismo de seguridad interno se estructurará conforme a la distribución geográfica y magnitud de la entidad, y será dirigido por un jefe de seguridad.

Artículo 5°.- El jefe de seguridad será el responsable de la ejecución de la política general de seguridad de la entidad y tendrá a su cargo la organización, dirección, administración, control y gestión de los recursos destinados a la protección de personas y bienes.

El jefe de seguridad deberá cumplir con los siguientes requisitos:

1) Ser mayor de edad.

2) Estar en posesión de un título profesional de una carrera de, a lo menos, seis semestres de duración otorgado por entidades de educación superior del Estado o reconocidas por éste, y un curso de especialidad.

3) No haber sido condenado por crimen o simple delito.

4) No haber sido sancionado por actos constitutivos de violencia intrafamiliar de competencia de los jueces de familia, de acuerdo a la ley N° 20.066.

5) No hallarse acusado por crimen o simple delito.

6) No haber dejado de pertenecer a las Fuerzas Armadas o de Orden y Seguridad Pública como consecuencia de una medida disciplinaria. 

7) No haber sido sancionado en los últimos tres años por infracción gravísima establecida en esta ley.

8) Tener salud y condiciones físicas y psíquicas compatibles con las labores por desempeñar. El reglamento determinará el modo y periodicidad en que deberán acreditarse estas aptitudes.

9) No haber sido declarado con invalidez de segunda clase en el sistema de salud previsional de las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad Pública.
Los jefes de seguridad deberán acreditar el cumplimiento de los requisitos establecidos en los numerales 3) y 4) del inciso precedente, mediante el correspondiente certificado de antecedentes. Mensualmente, la entidad obligada deberá presentar el referido certificado actualizado a la Subsecretaría de Prevención del Delito.
Artículo 6°.- Cada recinto, oficina, agencia o sucursal de las entidades comprendidas en el artículo 3° de esta ley deberá contar con un encargado de seguridad, quien velará por el cumplimiento de las medidas establecidas en el estudio de seguridad para ese recinto, en coordinación con el jefe de seguridad, y se relacionará con la autoridad fiscalizadora para los efectos de esta ley.

El encargado de seguridad deberá cumplir los mismos requisitos establecidos para los vigilantes privados, y podrá ser uno de ellos.

2. De los vigilantes privados

Artículo 7°.- El vigilante privado será quien realice labores de protección a personas y bienes, con dedicación exclusiva y excluyente, dentro de un recinto o área determinada, autorizado para portar armas, credencial y uniforme.

El vigilante privado tendrá la calidad de trabajador dependiente de la empresa en la que presta servicios y le serán aplicables las normas del Código del Trabajo.

Los vigilantes privados deberán cumplir los siguientes requisitos:

1) Tener entre 21 y 65 años de edad.

2) Haber cursado la enseñanza media o su equivalente.

3) Tener salud y condiciones físicas y psíquicas compatibles con las labores por desempeñar. El reglamento determinará el modo y periodicidad en que deberán acreditarse estas aptitudes.

4) Haber cumplido con la ley de reclutamiento y movilización, cuando fuere procedente.
5) No haber sido condenado por crimen o simple delito.

6) No haber sido sancionado por actos de violencia intrafamiliar de competencia de los jueces de familia, de acuerdo con la ley N° 20.066.

7) No hallarse acusado por crimen o simple delito.

8) No haber dejado de pertenecer a las Fuerzas Armadas o de Orden y Seguridad Pública producto de una medida disciplinaria.

9) No haber sido sancionado en los últimos tres años por infracción gravísima establecida en esta ley.

10) No haber ejercido funciones de control o fiscalización de las entidades, servicios o actuaciones de seguridad, vigilancia, ni de su personal o medios, como miembro de las Fuerzas Armadas o de Orden y Seguridad Pública en el año anterior a la solicitud.

11) Haber aprobado un curso especial de formación y perfeccionamiento en las entidades autorizadas para ello de conformidad con esta ley y su reglamento.

Los vigilantes privados deberán acreditar mensualmente el cumplimiento de los requisitos establecidos en los numerales 5) y 6) del inciso precedente, mediante el correspondiente certificado de antecedentes. El empleador deberá acreditar el cumplimiento permanente de los requisitos antes señalados ante la autoridad fiscalizadora en la forma y periodicidad que señale el reglamento.
Artículo 8°.- Los vigilantes privados deberán portar armas de fuego en el ejercicio de sus funciones, exclusivamente mientras dure la jornada de trabajo y sólo dentro del recinto o área para el cual fueron autorizados. 

Excepcionalmente, en casos debidamente calificados, Carabineros de Chile podrá eximir el porte de armas de fuego.

La entrega de armas y municiones a los vigilantes privados y su restitución por éstos, deberán ser debidamente registradas, en conformidad con lo establecido en el reglamento de esta ley y las instrucciones que, de conformidad al mismo, imparta Carabineros de Chile. Asimismo, deberá consignarse en el registro el uso del arma de fuego y el hecho de haberse extraviado o perdido dicha arma o sus municiones.
Todas las armas de fuego que posea la entidad deberán estar inscritas ante la autoridad fiscalizadora señalada en la ley N° 17.798 y su reglamento. La omisión en el cumplimiento de este requisito hará incurrir al representante legal de la entidad, al jefe de seguridad y al vigilante privado, en su caso, en las responsabilidades penales que contempla la referida ley.

Las labores de registro a que se refiere el inciso tercero de este artículo, así como la conservación y custodia de las armas y municiones, serán realizadas por un encargado de armas de fuego, quien será designado para tales efectos por la entidad, y a quien se le aplicarán los mismos requisitos establecidos en el artículo 7° para los vigilantes privados, pudiendo ser uno de ellos.

El encargado de armas de fuego será el responsable de guardar las armas y municiones en un lugar cerrado dentro del mismo recinto en que éstas se utilizan, o en otros que determine la autoridad fiscalizadora, el cual debe ofrecer garantías suficientes de seguridad y determinarse en el respectivo estudio de seguridad. 

En caso de pérdida o extravío de un arma de fuego o de municiones, la empresa obligada a tener sistemas de seguridad responderá conforme con lo dispuesto en el número 2) del artículo 61 de esta ley.
Artículo 9°.- Los vigilantes privados tendrán la obligación de usar uniforme y credencial, cuyas características serán determinadas en el reglamento respectivo. En todo caso, el uniforme deberá diferenciarse del utilizado por el personal de las Fuerzas Armadas, de Orden y Seguridad Pública y de Gendarmería de Chile. 

Los vigilantes privados no podrán usar el uniforme fuera del recinto o área en el que presten sus servicios.

Excepcionalmente, en casos calificados, la autoridad fiscalizadora podrá eximir a determinados vigilantes privados de la obligación de usar uniforme en el ejercicio de sus funciones.

El uniforme a que se refiere este artículo es de uso exclusivo de los vigilantes privados y deberá ser proporcionado gratuitamente por la empresa en que prestan sus servicios.

La credencial respectiva será otorgada por la autoridad fiscalizadora, de conformidad con lo establecido en el reglamento de esta ley.

Artículo 10.- Las entidades empleadoras deberán contratar un seguro de vida en beneficio de cada vigilante privado, en la forma que establezca el reglamento.

Corresponderá a Carabineros de Chile informar a la Subsecretaría de Prevención del Delito, dentro del plazo de treinta días, las actividades de mayor riesgo en las que se desempeñan los vigilantes privados, con el fin de establecer las características del seguro que deberá ser contratado por la entidad.

Artículo 11.- Se prohíbe desempeñar funciones de vigilantes privados fuera de los casos contemplados en esta ley.

Asimismo, se prohíbe a toda persona natural o jurídica proporcionar u ofrecer, bajo cualquier forma o denominación, servicios de personas que porten o utilicen armas de fuego, con excepción de las empresas transportadoras de valores autorizadas en conformidad con esta ley. Esta prohibición se extiende a las convenciones destinadas a proporcionar personal para cumplir labores de vigilancia privada y a los procesos de publicidad, reclutamiento, selección, adiestramiento y traslado para tales fines.

La infracción de lo dispuesto en los incisos anteriores será sancionada como una infracción gravísima de esta ley. 

Artículo 12.- Todo vigilante privado o funcionario integrante de un organismo de seguridad interno, deberá informar periódicamente a su empleador del cumplimiento de los requisitos contemplados en el artículo 7°, en la forma y plazo que determine el reglamento. 

Si por causa sobreviniente, algún vigilante privado o cualesquier de los demás integrantes del organismo de seguridad interna perdiera alguno de los requisitos exigidos para desempeñarse como tal, deberá cesar en sus funciones. El empleador procederá a poner término al contrato de trabajo una vez que tome conocimiento de la pérdida de alguno de los requisitos, conforme con lo dispuesto precedentemente. 

El incumplimiento de cualesquiera de estas obligaciones importará una infracción gravísima de esta ley.

3. De los recursos tecnológicos y materiales

Artículo 13.- Las características de los recursos tecnológicos o materiales que deban ser implementados por cada entidad se determinará en el reglamento. El referido reglamento, al menos, regulará: 

1) Las características del sistema de alarmas de asalto, independiente de las alarmas de incendio, robo u otras.
2) Los requisitos y condiciones que deberán cumplir las cajas receptoras y pagadoras de dineros y valores ubicadas en oficinas, agencias o sucursales en las que se atienda público. 

3) Los sistemas de filmación de alta resolución. 

4) El sistema de comunicaciones entre el banco o financiera y la empresa de transporte de valores desde o hacia sus clientes.
5) En general, la implementación de recursos tecnológicos según las características de la actividad de que se trate.

Corresponderá al reglamento exigir los más altos estándares en la implementación de los recursos tecnológicos o materiales de que se trate. 

Título III

DE LAS EMPRESAS OBLIGADAS A CONTAR CON MEDIDAS DE SEGURIDAD

Artículo 14.- Se encontrarán obligadas a contar con medidas de seguridad privada las personas naturales o jurídicas, de carácter público o privado, cuyas características de funcionamiento hagan vulnerables a los recintos en que ellas se encuentran emplazadas, frente a la comisión de delitos que pongan en peligro la seguridad de las personas que trabajen en ellas y de terceros que concurran a las mismas; como también del dinero o valores que custodien, conserven, manejen o expendan. Dichas entidades serán determinadas de manera genérica o particular por el Subsecretario de Prevención del Delito, previo informe de Carabineros de Chile.

Para efectos de esta ley, se entenderá por medidas de seguridad privada toda acción que involucre la implementación de recursos humanos, materiales, tecnológicos o los procedimientos destinados a otorgar protección a las personas y sus bienes dentro de un recinto o área determinada.

La Subsecretaría de Prevención del Delito determinará, en forma genérica, las actividades económicas que se someterán a la obligación señalada en el inciso precedente. La Subsecretaría de Prevención del Delito señalará los requisitos, procedimientos y modalidades a las que deberá sujetarse cada área económica, rubro o actividad en particular. En todo caso, los establecimientos, instituciones o empresas que reciban, mantengan o paguen valores o dinero deberán cumplir con las obligaciones señaladas en esta ley en cada recinto o local en que desarrollan sus actividades, ya sea que las realicen de manera permanente o temporal, siempre que los montos existentes en caja, en cualquier momento del día, sean iguales o superiores al equivalente a quinientas unidades de fomento. 

Quedarán siempre afectos a las obligaciones de esta ley los establecimientos de venta de combustibles al público, cualquiera sea el monto de los valores o dinero que tengan en caja.

Las entidades, empresas o grupos de empresas que desarrollen sus actividades en espacios de acceso público, gratuito o pagado, deberán cumplir con las medidas de seguridad que se determinen en conformidad con el inciso primero de este artículo. 

Título IV

DISPOSICIONES COMUNES A LOS TÍTULOS II y III

Artículo 15.- Las entidades obligadas a contar con sistemas de vigilancia privada o con medidas de seguridad privada, deberán tener un estudio de seguridad vigente, antes de iniciar su funcionamiento.

Artículo 16.- Para los efectos del artículo anterior, notificada la entidad, ésta tendrá un plazo de treinta días hábiles para presentar ante la Subsecretaría de Prevención del Delito una propuesta de estudio de seguridad que será elaborada por la propia entidad; ésta podrá requerir los servicios de un asesor o empresa de asesoría de seguridad, debidamente acreditada ante la misma autoridad.

Un reglamento determinará la forma, características y contenidos mínimos que deberá comprender el estudio que se proponga.

Si se notificara a la entidad obligada la necesidad de modificar su estudio, deberá efectuar las correcciones que se indiquen dentro del plazo de treinta días hábiles.

En contra de la resolución que establece la necesidad de realizar correcciones al estudio de seguridad propuesto, procederá el recurso de reposición dentro del plazo de cinco días hábiles contado desde su notificación. En cuanto a la tramitación, plazos y procedimientos de este recurso, se aplicará lo señalado en el artículo 59 de la ley N°19.880, que establece las bases de los procedimientos administrativos que rigen los actos de los órganos de la Administración del Estado.

La propuesta de estudio, el estudio de seguridad y el procedimiento pertinente serán secretos para todos los efectos legales.

Artículo 17.- En el caso de las entidades obligadas a contar con sistemas de vigilancia, el estudio señalado en el artículo precedente deberá: 

1) Contener la información general y particular de la entidad y sus instalaciones.
2) Señalar las áreas vulnerables, las condiciones de riesgo que se identifiquen y proponer medidas técnicas y materiales tendientes a neutralizar y evitar situaciones delictuales.
3) Detallar la estructura del organismo de seguridad interno y las acciones de contingencia ante emergencias o comisión eventual de ilícitos.
4) Señalar el número de vigilantes con los que contará la entidad y las modalidades a las que deberá sujetarse la organización y el funcionamiento de dicho servicio. 

5) Indicar las medidas de seguridad concretas que se adoptarán para dar cabal cumplimiento a esta ley.

El estudio de seguridad tendrá una vigencia de dos años, contados desde su aprobación.

Dentro de los tres meses anteriores al vencimiento de dicho plazo, la entidad obligada deberá presentar un nuevo estudio de seguridad o solicitar que se prorrogue la vigencia del actual.
No obstante, cualquier modificación que incida en el estudio de seguridad deberá ser presentada a la Subsecretaría de Prevención del Delito, sometiéndose al mismo procedimiento señalado en el artículo anterior y no podrá implementarse sino luego de su aprobación. 

Cualquier cambio en los integrantes del organismo de seguridad interno deberá ser informado a la Subsecretaría de Prevención del Delito y a la autoridad fiscalizadora dentro del plazo de quince días hábiles.

Artículo 18.- En el caso de las empresas obligadas a contar con medidas de seguridad, el estudio de seguridad deberá indicar las medidas precisas y concretas de seguridad que adoptarán para dar cumplimiento a lo preceptuado en esta ley. 

El estudio de seguridad para las empresas señaladas en el inciso precedente tendrá una vigencia de tres años, contados desde su aprobación. Dentro de los tres meses anteriores al vencimiento de dicho plazo, la entidad obligada deberá presentar un nuevo estudio de seguridad o solicitar que se prorrogue la vigencia del actual.

No obstante, cualquier modificación que incida en el estudio de seguridad deberá ser presentada a la Subsecretaría de Prevención del Delito y sólo podrá implementarse luego de su aprobación. Para ello, se hará aplicable el procedimiento y el recurso de reposición a que se refiere el artículo 16.

Título V

DE LOS SERVICIOS DE SEGURIDAD PRIVADA

1. Disposiciones generales

Artículo 19.- Para efectos de esta ley, se considerarán servicios de seguridad privada: 

1) Aquellos prestados por guardias de seguridad, investigadores privados, escoltas o guardaespaldas.
2) La formación y capacitación de vigilantes privados, guardias de seguridad, investigadores privados y escoltas personales o guardaespaldas.
3) La custodia y transporte de valores.
4) La asesoría en materia de seguridad privada. 

5) Todos aquellos destinados a la protección de personas, bienes y procesos productivos, ante la ocurrencia de un delito.


Artículo 20.- Las personas naturales que presten servicios en materias de seguridad privada, que no estén reguladas específicamente, deberán acreditar ante la Subsecretaria de Prevención del Delito los siguientes requisitos en forma previa a ejercer sus labores:

1) Ser mayor de edad.


2) No haber sido condenado por crimen o simple delito.

3) No haber sido condenado por actos de violencia intrafamiliar de competencia de los jueces de familia, de acuerdo con la ley N° 20.066.

4) No haber sido sancionado en los últimos tres años por infracción gravísima establecida en esta ley.

Las personas naturales que presten servicios de seguridad privada deberán acreditar el cumplimiento de los requisitos establecidos en los numerales 3) y 4) del inciso precedente mediante el correspondiente certificado de antecedentes. La persona natural deberá acreditar el cumplimiento permanente de los requisitos antes señalados ante la Subsecretaría de Prevención del Delito en la forma y periodicidad que señale el reglamento. La Subsecretaría de Prevención del Delito revocará la autorización respectiva cuando, por causas sobrevinientes, la persona pierda alguno de los requisitos, generales o especiales, exigidos en esta ley para prestar servicios en materia de seguridad privada.

Sin perjuicio de lo anterior, la Subsecretaría de Prevención del Delito podrá suspender temporalmente la autorización concedida, en caso de establecerse la existencia de anomalías subsanables en el desarrollo de la actividad. En contra de la resolución que establezca la existencia de anomalías, procederán los recursos señalados en la ley N°19.880.

2. Empresas de seguridad privada

Artículo 21.- Se entenderá por empresas de seguridad privada aquellas que, disponiendo de medios materiales, técnicos y humanos, tengan por objeto suministrar de manera continua servicios destinados a la protección de personas y bienes, de conformidad con lo establecido en el artículo 19.
Artículo 22.- Sólo podrán actuar como empresas de seguridad privada las que se encuentren autorizadas por la Subsecretaría de Prevención del Delito y cumplan, a lo menos, con los siguientes requisitos:

1) En caso de tratarse de una persona natural, ésta deberá cumplir con los requisitos establecidos en el artículo 20. Si se tratare de una persona jurídica, sus socios y representante legales deberán cumplir con los requisitos recién enunciados.

2) Constituirse como personas jurídicas de derecho privado y con objeto social exclusivo.

3) Contar con un adecuado lugar para el desarrollo de sus actividades, el que constituirá su domicilio para todos los efectos legales.

Sin perjuicio de los requisitos señalados en el inciso anterior, el nombre o razón social de la persona jurídica no podrá ser igual o similar al de los organismos de las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad Pública.

Un reglamento establecerá la forma y procedimientos para otorgar la autorización a que se refiere el inciso primero.
Artículo 23.- Las empresas de seguridad privada deberán cumplir las siguientes obligaciones:

1) Mantener bajo estricto secreto toda información de que dispongan o que les sea proporcionada en razón de los servicios que prestan y velar porque su personal guarde igual secreto.

2) Mantener informada a la autoridad fiscalizadora mediante el envío de informes trimestrales, los que deberán contener la nómina vigente del personal y la individualización de aquellos cuyos contratos de trabajo han terminado.

3) Habilitar oficinas de atención de personal para los subscriptores de sus servicios o público en general.

4) Informar de manera veraz y oportuna sobre los servicios de seguridad privada ofrecidos, su precio, condiciones de contratación y otras características relevantes de los mismos, y prestarlos en los términos convenidos en el contrato. 

En caso que del incumplimiento se sigan infracciones a la ley Nº 19.496, las multas contempladas en la misma se aplicarán aumentadas al doble cuando la autora de la infracción fuere una empresa prestadora de servicios de seguridad privada.

Para estos efectos, será aplicable el procedimiento señalado en el Título IV de la ley Nº19.496, y los contratos de prestación de servicios de seguridad privada deberán sujetarse a lo previsto en el Párrafo 4º del Título II de la misma ley.

3. Del transporte de valores

Artículo 24.- Se entenderá por transporte de valores el conjunto de actividades asociadas a la custodia y traslado de valores desde un lugar a otro por vía terrestre, aérea, fluvial, lacustre o marítima.

Se entenderá por valores el dinero en efectivo, los documentos bancarios y mercantiles de normal uso en el sistema financiero, los metales preciosos, sea en barras, amonedados o elaborados, las obras de arte y cualquier otro bien que, atendidas sus características, haga aconsejable su conservación, custodia o traslado bajo medidas especiales de seguridad, de conformidad con lo establecido en el reglamento.

El transporte de valores sólo se podrá realizar a través de empresas de seguridad privada autorizadas por la Subsecretaria de Prevención del Delito para estas labores, previo informe técnico de la Dirección de Seguridad Privada de Carabineros de Chile.

Artículo 25.- Las personas jurídicas que presten servicios de transporte de valores deberán contar con un sistema de vigilancia privado, de conformidad con lo dispuesto en esta ley y en su reglamento. Dicho reglamento señalará, a lo menos:

1) Las características de los vehículos blindados, número de tripulantes, dotaciones, las bóvedas y equipamiento.

2) Las características de los sistemas de comunicación y de televisión con que deberán contar los vehículos blindados.

3) Los elementos especiales de seguridad con los que deberá contar el personal que se desempeñe como vigilante privado.

Artículo 26.- Las empresas de transporte de valores podrán administrar, por cuenta de terceros, centros de recaudación y pago bajo condiciones de seguridad, según el nivel de riesgo y de acuerdo al informe de la autoridad fiscalizadora respectiva.

Artículo 27.- Las empresas de transporte de valores están autorizadas para mantener los dispensadores de dinero, cajeros automáticos u otros sistemas de similares características de propiedad de las instituciones bancarias o financieras. Esta actividad se realizará con apertura de bóveda o sin apertura de bóveda, condicionada a las disposiciones de seguridad que establezca el reglamento, para la citada operación y características e implementación de los dispensadores de dinero.

Artículo 28.- Un reglamento regulará el equipamiento, implementos, procedimientos, dotaciones, solemnidades y cuantías sujetas a las disposiciones de este párrafo.

4. De los guardias de seguridad

Artículo 29.- Guardia de seguridad es aquel que otorga, personalmente, protección a personas y bienes, dentro de un recinto o área determinada y previamente delimitada.

Artículo 30.- Para ejercer las labores señaladas en el artículo anterior, los interesados deberán estar autorizados por la Subsecretaría de Prevención del Delito, previo cumplimiento de los requisitos establecidos en el artículo 20 y los que se señalan a continuación:

1) Tener entre 18 y 65 años de edad.

2) Haber aprobado un curso de capacitación, de conformidad con lo dispuesto en esta ley y su reglamento.

3) Tener condiciones psíquicas compatibles con las labores a desempeñar.
Un reglamento determinará el tiempo y forma en que deberán acreditarse estas condiciones de idoneidad.

Los guardias de seguridad acreditarán el cumplimiento de los requisitos recién señalados mediante el porte, en un lugar visible, de la correspondiente credencial que les entregará la autoridad fiscalizadora.

La autorización a que hace referencia el inciso primero tendrá una vigencia máxima de cuatro años, y podrá ser renovada por la Subsecretaría de Prevención del Delito.

Artículo 31.- Salvo en aquellos casos que expresamente se autoricen, los guardias deberán usar el uniforme establecido en la directiva de funcionamiento a que se refiere el artículo siguiente.

Artículo 32.- Cualquier persona natural o jurídica podrá contratar guardias para brindar seguridad a una vivienda o grupo de ellas, edificios, conjunto residencial, locales comerciales y otros que, por su naturaleza, requieran de este tipo de servicios. Para lo anterior, el o los interesados podrán contratar los servicios de una empresa, debidamente acreditada, que provea recursos humanos para estos fines o bien contratar directamente los servicios de una o más personas que cuenten con la credencial que les permite ejercer esta labor.

Los servicios que desarrollen los guardias de seguridad deberán comunicarse a la autoridad fiscalizadora especificando, en una directiva de funcionamiento, el lugar donde se realizarán, tipo de uniforme y la individualización de la persona que presta el servicio.

La directiva de funcionamiento podrá ser aprobada o modificada por la autoridad fiscalizadora. En este último caso, el o los interesados en el servicio deberán realizar las modificaciones solicitadas.

En el caso que la directiva deba ser modificada, ésta se reformará por el o los interesados en la prestación del servicio.

Las solemnidades, características y demás contenidos de la directiva de funcionamiento serán establecidas por el respectivo reglamento.

5. De los investigadores privados

Artículo 33.- Son investigadores privados las personas naturales que realizan actividades tendientes a la obtención y aporte de información relativa a hechos de carácter privado o derivados de algún proceso judicial a instancias de alguno de los legitimados en éste.

Artículo 34.- Para ejercer las labores señaladas en el artículo anterior, los interesados deberán estar autorizados por la Subsecretaría de Prevención del Delito, previo cumplimiento de los requisitos establecidos en el artículo 20.
La autorización tendrá una vigencia de dos años, pudiendo ser renovada ante la Subsecretaría de Prevención del Delito, y se acreditará mediante una credencial que otorgará la misma autoridad.

Los investigadores privados deberán encontrarse en posesión de un título profesional o grado académico otorgado por entidades de educación superior reconocidas por el Estado y cumplir con los demás requisitos de idoneidad que determine el reglamento.

Los investigadores privados deberán mantener pólizas de seguro por responsabilidad extracontractual, en los términos y condiciones que fije el reglamento. Asimismo, deberán informar a la prefectura de Carabineros respectiva, la totalidad de las investigaciones que estén realizando.

Artículo 35.- La Subsecretaría de Prevención del Delito llevará un registro de investigadores privados de carácter público, que contendrá la identificación y domicilio de los mismos, así como las sanciones por infracciones a esta ley en que éstos hubieren incurrido.

Artículo 36.- El que desempeñe las funciones de investigador privado sin estar habilitado para ello, de conformidad con los artículos 33 y 34 de esta ley, incurrirá en la pena de reclusión menor en su grado mínimo y en la accesoria de inhabilitación para ejercer labores de investigador privado por el tiempo que dure la condena.

Asimismo, el investigador privado que intercepte comunicaciones telefónicas será sancionado conforme con lo establecido en el artículo 161-A del Código Penal.

6. De los escoltas personales o guardaespaldas

Artículo 37.- Escolta personal o guardaespaldas es toda persona que es contratada a cualquier título, para proteger a otra del riesgo de ser víctima de un delito. 

Sólo podrán contratar escoltas personales o guardaespaldas aquellas personas que determine el reglamento de esta ley.
El que contratare los servicios de un escolta personal o guardaespaldas sin estar autorizado para ello, incurrirá en una infracción grave de la presente ley.

Artículo 38.- Para ejercer las labores señaladas en el artículo anterior, los interesados deberán estar autorizados por la Subsecretaria de Prevención del Delito, previo cumplimiento de los requisitos establecidos en el artículo 20 de esta ley y los que se señalan a continuación:

1) Haber cursado la enseñanza media o su equivalente.

2) Tener condición psicológica apta para el desempeño de sus funciones.

3) No hallarse acusado por crimen o simple delito.

El reglamento determinará el modo y periodicidad para acreditar el cumplimiento de las exigencias psicológicas, así como la capacitación de estas personas. 

El cumplimiento de los requisitos señalados en este artículo se acreditará mediante una credencial que entregará la Subsecretaría de Prevención del Delito para estos efectos.

La autorización a que se refiere este artículo tendrá una vigencia de cuatro años, pudiendo ser renovada por la Subsecretaría de Prevención del Delito.

El que desempeñe las funciones de escolta personal o guardaespaldas sin estar habilitado para ello de conformidad con la presente ley, incurrirá en la pena de reclusión menor en su grado mínimo y en la accesoria de inhabilitación para ejercer como tal por el tiempo que dure la condena.

Artículo 39.- Los servicios de escolta personal o guardaespaldas sólo podrán prestarse a través de una empresa debidamente acreditada que provea recursos humanos para estos fines.

Estas empresas serán responsables ante terceros de los daños y perjuicios que ocasionen los escoltas o guardaespaldas en el ejercicio de sus funciones, salvo que acrediten que éstos actuaron con la debida diligencia y en legítima defensa propia o del tercero al que protegían.

Excepcionalmente, también podrán contratarse directamente los servicios de una o más personas habilitadas para ejercer la labor de escolta personal o guardaespaldas, previa autorización de la autoridad fiscalizadora. En estos casos, quien contrate los servicios será responsable ante terceros de los daños y perjuicios que ocasione su escolta o guardaespaldas en el ejercicio de sus funciones, salvo que acredite que éste actuó con la debida diligencia.

Para los efectos señalados en los incisos anteriores, los interesados deberán demostrar ante la autoridad fiscalizadora el cumplimiento de las garantías o seguros por responsabilidad extracontractual que determine el reglamento.

Artículo 40.- Incurrirá en falta grave la empresa que ofrezca servicios de escoltas personales o guardaespaldas de personas no autorizadas para ejercer estas labores y será sancionada en conformidad con el artículo 61, número 2, de esta ley.

7. Disposiciones comunes a guardias, investigadores privados y escoltas o guardaespaldas

Artículo 41.- Prohíbese a las personas que desarrollen labores de guardia de seguridad, investigador privado, escolta personal o guardaespaldas, usar armas en el cumplimiento de su cometido. El incumplimiento de esta norma importará una infracción gravísima y será sancionada conforme al artículo 62, número 1, de esta ley, sin perjuicio de las demás sanciones que corresponda por los delitos que se cometan.

Para determinar si se han usado armas, se estará a lo dispuesto en el artículo 132 del Código Penal.

Artículo 42.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo precedente, quien estuviere autorizado para ejercer labores de guardia de seguridad, investigador privado, escolta personal o guardaespaldas, y portare armas de fuego sin el permiso establecido en el artículo 6° de la ley N° 17.798, sobre Control de Armas, será sancionado con la pena de presidio menor en su grado medio a presidio mayor en su grado mínimo, sin que a su respecto se aplique lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 11 de la referida ley.

Artículo 43.- Será considerada circunstancia agravante especial de la responsabilidad penal, cometer cualquier delito durante el desempeño de la función de vigilante privado, guardia de seguridad, investigador privado, escolta personal o guardaespaldas.

8. De la capacitación de agentes de seguridad privada

Artículo 44.- Son instituciones de capacitación las personas jurídicas, de giro exclusivo, autorizadas especialmente por la Subsecretaria de Prevención del Delito para formar, capacitar y perfeccionar al personal de seguridad que desarrolle labores de vigilante privado, guardia de seguridad, escolta personal o guardaespaldas. 

Los programas de capacitación deberán garantizar el aprendizaje, práctica y perfeccionamiento del referido personal de seguridad, y serán aprobados por la Subsecretaría de Prevención del Delito.

Artículo 45.- Se entenderá por capacitadores a los profesionales y técnicos, autorizados por la Subsecretaria de Prevención del Delito, dedicados a la instrucción, formación, capacitación y perfeccionamiento de vigilantes privados, guardias de seguridad, escolta personal o guardaespaldas.

Los capacitadores deberán cumplir con los requisitos señalados en el artículo 20 de esta ley, sin perjuicio del nivel de educación profesional y técnico en materias inherentes a seguridad privada requeridos por el reglamento.

Artículo 46.- La capacitación de vigilantes privados sólo podrá impartirse a aquellas personas que hayan sido contratadas para esa función en conformidad a esta ley. 

Artículo 47. Los cursos de capacitación a que se refiere este párrafo finalizarán con un examen ante Carabineros de Chile, en virtud del cual, una vez aprobado, la Subsecretaría de Prevención del Delito entregará una certificación que acreditará haber cumplido con los requisitos correspondientes.

La capacitación de vigilantes privados y escoltas personales o guardaespaldas tendrá una vigencia de dos años. Dentro de dicho plazo no será necesario rendir el curso nuevamente aunque el vigilante privado o escolta personal cambie de empleador.

La capacitación de guardias de seguridad tendrá una vigencia de cuatro años.

Sin perjuicio de los plazos especiales, el resto de las autorizaciones a que se refiere esta ley, que no tengan un plazo especialmente señalado, tendrán una vigencia de cuatro años.

Artículo 48. Un reglamento fijará los contenidos, modalidades y duración de los distintos programas de capacitación a los que se refiere este párrafo.

Título VI

DE LA SEGURIDAD PRIVADA EN EVENTOS MASIVOS

Artículo 49.- Para efectos de esta ley, se considerará evento masivo aquel de índole artística, recreativa, religiosa, política, social, cultural, deportiva o de cualquier otra naturaleza que se realice en un recinto privado o público o en un bien nacional de uso público, que se cierre para tales efectos, capaz de producir una amplia concentración de asistentes y cuya convocatoria se haga al público en general.

Se considerarán organizadores de eventos masivos a las personas naturales o jurídicas encargadas de la organización, promoción y desarrollo del evento. Los propietarios o administradores de los recintos, estadios u otros centros en que se produzca una aglomeración masiva de personas, en los cuales se desarrollen las reuniones a que hace mención esta ley, deberán presentar ante la autoridad fiscalizadora un estudio de seguridad en el cual se consignarán los niveles de riesgo, vulnerabilidades, medidas de seguridad y demás consideraciones que establezca el reglamento.

Artículo 50.- Quedarán sujetos a las disposiciones de este título, los eventos públicos o privados que generen o puedan generar un mayor riesgo para sus asistentes de sufrir un perjuicio en su persona o sus bienes considerando las características y condiciones del mismo.

Artículo 51.- Los organizadores de un evento masivo deberán, con a lo menos quince días hábiles de anticipación a la fecha propuesta para el desarrollo del evento, presentar al intendente respectivo, una directiva de funcionamiento, cuyos requisitos se fijarán en el reglamento.

Recibida la directiva de funcionamiento, el intendente respectivo dentro del plazo de ocho días hábiles deberá aprobarla o disponer, por medio de una resolución, que se le realicen modificaciones a la misma. La resolución que contenga las modificaciones a la directiva de funcionamiento se notificará al afectado y, respecto de ella, procederán los recursos establecidos en el artículo 59 de la ley N° 19.880. 

Sin perjuicio de la autorización establecida en los incisos precedentes, los organizadores de eventos masivos deberán tramitar las demás autorizaciones administrativas que correspondan.

Artículo 52.- La directiva de funcionamiento señalada en el artículo anterior deberá contener, a lo menos:

1) Las medidas de seguridad que se implementarán y los motivos que justifican su pertinencia.
2) El número de guardias con los que contará el organizador y las modalidades a las que se sujetará la organización y el funcionamiento de dicho servicio.
3) Las demás que determine el reglamento.
Artículo 53.- El incumplimiento de las medidas señaladas en la directiva de funcionamiento, debidamente aprobada por el intendente respectivo, o por cualquier otra circunstancia que ponga en riesgo o en peligro a las personas, autorizará a la autoridad fiscalizadora para impedir o suspender el evento público, sin perjuicio de las demás sanciones establecidas en esta ley.

No obstante, los organizadores de un evento masivo que no presenten la directiva de funcionamiento, como aquellos que no cumplan con las medidas señaladas en ella, responderán por todos los daños que se produzcan con ocasión del evento público masivo respectivo.

Título VII

DE LAS AUTORIDADES ENCARGADAS DE LA SUPERVISIÓN, CONTROL Y FISCALIZACIÓN

De la Supervisión y Control
Artículo 54.- La Subsecretaría de Prevención del Delito, a través de la División de Seguridad Privada, estará a cargo de la supervisión y control de la seguridad privada, debiendo velar porque ésta se realice conforme a esta ley y su normativa complementaria.

En el cumplimiento de sus funciones, la Subsecretaría de Prevención del Delito, a través de la División de Seguridad Privada, deberá guardar el debido secreto o reserva respecto de la información que sea sensible para la seguridad pública o privada.

Artículo 55.- La Subsecretaría de Prevención del Delito, a través de la División de Seguridad Privada y en el ámbito de esta ley, tendrá las siguientes atribuciones o facultades:

1) Proponer al Ministro del Interior y Seguridad Pública políticas sobre seguridad privada.

2) Requerir a los demás órganos del Estado los informes que estime necesarios para el cumplimiento de sus funciones.

3) Actuar como órgano de consulta, análisis, comunicación y coordinación en materias relacionadas con la seguridad privada.

4) Resolver acerca de la catalogación de entidades que deben contar con sistemas de vigilancia y seguridad privada.

5) Establecer los contenidos de la capacitación a que deben someterse los agentes de seguridad.

6) Proponer al Ministerio del Interior y Seguridad Pública las modificaciones legales y reglamentarias en materia de seguridad privada.

7) Aprobar o solicitar modificaciones al estudio de seguridad y aprobar sus actualizaciones, en conformidad con lo dispuesto en la presente ley.

8) Mantener un registro actualizado de las personas naturales y jurídicas autorizadas a prestar servicios de seguridad privada, de conformidad con lo establecido en el reglamento.

9) Otorgar, denegar y revocar autorizaciones a personas naturales o jurídicas para prestar servicios de seguridad privada en conformidad con esta ley y demás normas sobre la materia.

10) Ejercer las demás funciones que le encomienden las leyes.

Título VIII

DE LAS INFRACCIONES Y SANCIONES

1. De las infracciones

Artículo 56.- Las personas naturales o jurídicas que incurrieren en infracciones de esta ley serán sancionadas de acuerdo con las disposiciones establecidas en los artículos siguientes.

Cualquier persona podrá denunciar ante el tribunal competente las infracciones de esta ley.

Artículo 57.- Las infracciones de esta ley serán gravísimas, graves o leves.

Artículo 58.- Sin perjuicio de los delitos establecidos en otras leyes, son infracciones gravísimas:

1) Prestar servicios o realizar actividades de seguridad privada sin disponer de autorización, o desarrollarlos con fines distintos para los cuales fueron otorgados.

2) No presentar dentro de los plazos establecidos en esta ley la propuesta de estudio de seguridad, o sus modificaciones, o implementarlos sin la correspondiente autorización.
3) Presentar antecedentes falsos para justificar los requisitos exigidos con el fin de obtener la autorización.
4) Oponerse u obstaculizar las actividades de fiscalización, o presentar información falsa a los requerimientos de control de parte de la autoridad fiscalizadora.

5) Desarrollar actividades de seguridad privada utilizando procedimientos, uniformes, denominaciones o símbolos que las asimilen con los servicios que brindan las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública.

6) Disponer de mayor número de vigilantes privados o armas exigidos en el estudio de seguridad, o contar con armas o elementos disuasivos distintos de los autorizados.

Asimismo, incurrirán en infracciones gravísimas de la presente ley los investigadores privados que:

1) Presten o realicen servicios sin encontrarse autorizados para tal efecto.

2) Investiguen hechos que revistan caracteres de delito perseguibles de oficio.

3) Vulneren de cualquier manera los sitios del suceso a que hace referencia el artículo 83 del Código Procesal Penal.

4) Falten a la debida reserva sobre las investigaciones que realicen o la utilización de medios materiales o técnicos que atenten contra el derecho al honor, a la intimidad, a la imagen o a la privacidad de las comunicaciones.

5) Se nieguen a prestar colaboración a la autoridad, en caso de tomar conocimiento de un hecho que revista caracteres de delito.

6) No informen a la autoridad fiscalizadora de las investigaciones que estuvieren realizando.

Artículo 59.- Son infracciones graves:

1) Suspender el cumplimiento de los servicios de seguridad a que se ha obligado la empresa, sin dar aviso oportuno a quienes lo demandaron y no proporcionar a éstos los fundamentos de hecho y de derecho que así lo justifican.

2) No subsanar en el plazo otorgado las irregularidades señaladas por las autoridades fiscalizadoras durante el control de esas actividades.

3) No dar cumplimiento al estudio de seguridad aprobado.

4) No dar cumplimiento a las obligaciones establecidas en los artículos 17, inciso final, y 23, número 2.

5) Contratar servicios de seguridad con empresas o personas naturales no autorizadas para ello, a sabiendas.

Asimismo, incurrirán en una infracción grave de esta ley los investigadores privados que prestando servicios se excedan de la autorización concedida.

Artículo 60.- Son infracciones leves los actos u omisiones que contravengan cualquier obligación establecida en esta ley y que no constituyan infracción gravísima o grave, de acuerdo con lo previsto en los artículos anteriores.

Además, incurrirán en infracciones leves los investigadores privados que:

1) Publiquen sus actividades de investigación privada sin contar con la autorización requerida.

2) No cuenten con los registros establecidos por el reglamento o los mantengan de manera imperfecta.

3) No comuniquen de manera oportuna a la autoridad fiscalizadora, el extravío, destrucción, robo o sustracción de la documentación establecida en el reglamento de la presente ley.

2. De las sanciones

Artículo 61.- Sin perjuicio de las sanciones que se establezcan en leyes especiales, las entidades obligadas a contar con un sistema de vigilancia privada o con medidas de seguridad que cometan:

1) Infracciones gravísimas, serán sancionadas con multa de 650 a 13.500 UTM. Además, podrán ser sancionadas con la clausura de la sucursal, agencia u oficina respectiva en caso que incurran en la infracción señalada en la letra c) del inciso primero del artículo 58.

2) Infracciones graves, serán sancionadas con multa de 50 a 650 UTM.

3) Infracciones leves, serán sancionadas con multa de 15 a 50 UTM.

La reincidencia de infracciones graves dentro del curso de dos años será sancionada como si fuese de una infracción gravísima.

La reincidencia de infracciones leves dentro del curso de dos años será sancionada como si fuese una infracción grave.

Artículo 62. Sin perjuicio de las sanciones que se establezcan en leyes especiales, las empresas de seguridad privada y las instituciones de capacitación que cometan:

1) Infracciones gravísimas, serán sancionadas con multa de 50 a 650 UTM, suspensión o revocación definitiva de la autorización, clausura temporal o definitiva del o los recintos donde funcione la misma. En cualquier caso, la suspensión y la clausura temporal a que hace referencia este número no podrá ser por un período inferior a dos años, ni superior a cinco.

2) Infracciones graves, podrán ser sancionadas con multa de 15 a 50 UTM, suspensión o revocación definitiva de la autorización, o clausura temporal o definitiva del o los recintos donde funcione la misma. En cualquier caso, la suspensión y la clausura temporal a que hace referencia este número no podrán ser por un período inferior a tres meses ni superior a dos años.

3) Infracciones leves, podrán ser sancionadas con multa de 1,5 a 15 UTM.

La reincidencia de infracciones graves dentro del curso de dos años será sancionada como si fuese una infracción gravísima.

La reincidencia de infracciones leves dentro del curso de dos años será sancionada como si fuese una infracción grave.

Artículo 63.- Sin perjuicio de las sanciones que se establezcan en leyes especiales, quienes contraten servicios de seguridad privada y las personas naturales que laboren en empresas de seguridad privada, que cometan:

1) Infracciones gravísimas, serán sancionadas con multa de 3 a 20 UTM, o con la suspensión o revocación definitiva de su autorización. En cualquier caso, la suspensión de la autorización no podrá ser por un período inferior a tres meses ni superior a dos años.

2) Infracciones graves, o dos infracciones leves en el curso de dos años, podrán ser sancionadas con multa de 1 a 3 UTM o con la suspensión de su autorización por un período no inferior a un mes ni superior a tres.

3) Infracciones leves podrán ser sancionadas con multa de 0,5 a 1 UTM.

La reincidencia de infracciones leves dentro del lapso de dos años será sancionada como una infracción grave.

La reincidencia de infracciones graves dentro de dos años será sancionada como una infracción gravísima.

Artículo 64.- Para la graduación de las sanciones se tendrá en cuenta la gravedad y trascendencia del hecho, si produjo daño a terceros, el posible perjuicio para el interés público, la situación de riesgo creada para personas o bienes, la conducta anterior del infractor, y el volumen de la actividad de la empresa de seguridad contra quien se dicte la sanción o la capacidad económica del infractor.

Artículo 65.- Las infracciones señaladas en los artículos precedentes serán de competencia del juzgado de policía local respectivo, de conformidad con el procedimiento ordinario establecido en la ley N° 18.287.
Título IX

DISPOSICIONES FINALES

Artículo 66.- Mientras las entidades obligadas mantengan en ejecución sistemas de vigilancia privada o medidas de seguridad aprobadas en conformidad con esta ley, los contribuyentes tendrán derecho a imputar como gastos necesarios para producir renta aquellos en que deban incurrir por aplicación de las normas de esta ley, de acuerdo con lo establecido en el artículo 31 de la ley sobre Impuesto a la Renta.

Artículo 67.- Deróganse el decreto ley N° 3.607, de 1981, que establece normas sobre vigilantes privados, y la ley N° 19.303, que establece obligaciones a entidades que indica en materias de seguridad de las personas.

Artículo 68.- Créase en la Planta de Directivos, Cargos de Exclusiva Confianza de la Subsecretaría de Prevención del Delito, un cargo de Jefe de División grado 3° E.U.S.

Increméntase en cuatro cupos la dotación máxima vigente de personal de la Subsecretaría de Prevención del Delito.

Disposiciones Transitorias

Artículo primero.- Las autorizaciones y permisos actualmente vigentes se mantendrán hasta la fecha de su vencimiento conforme con la legislación vigente a la época de su otorgamiento.

Artículo segundo.- El mayor gasto que represente la aplicación de esta ley, durante el primer año de vigencia, se financiará con los recursos que se contemplen en el presupuesto de la Subsecretaría de Prevención del Delito y, en lo que no alcanzaren, con cargo a aquellos que se consignen en la partida presupuestaria Tesoro Público del año correspondiente.”.

***

Hago presente a Vuestra Excelencia que el artículo 65 del proyecto de ley fue aprobado en general con el voto favorable de 101 diputados, en tanto que en particular lo fue con el voto afirmativo de 88 diputados, en ambos casos de un total de 120 en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta manera, a lo prescrito en el artículo 66, inciso segundo, de la Constitución Política de la República.
A su vez, los artículos 3°, inciso cuarto; 7°, inciso primero; 8°, inciso primero; 16, inciso final; 41, inciso primero, y 42 fueron aprobados en general con el voto favorable de 101 diputados, en tanto que el particular los artículos 3°, inciso cuarto; 7°, inciso primero; 8°, inciso primero y 16, inciso final, lo fueron con el voto afirmativo de 88 diputados, y los artículos 41, inciso primero, y 42 con el voto de 90 diputados, en todos los casos de un total de 120 en ejercicio, dándose cumplimiento así a lo establecido en el artículo 66, inciso tercero, de la Carta Fundamental.

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Edmundo Eluchans Urenda, Presidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkič, Secretario General de la Cámara de Diputados.-
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INFORME DE LA COMISIÓN DE SALUD, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN TERCER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA EL CÓDIGO SANITARIO EN MATERIA DE REGULACIÓN REFERENTE A FARMACIAS
(6523-11, 6037-11, 6331-11 y 6858-11, REFUNDIDOS)
HONORABLE SENADO:





La Comisión de Salud, en cumplimiento de lo acordado por la Sala en sesión de fecha 17 de junio del año en curso, tiene el honor de informar el proyecto de ley de la suma, iniciado en moción de los Honorables Senadores señores Guido Girardi Lavín y Mariano Ruiz-Esquide Jara y el ex Senador señor Carlos Ominami Pascual; señora Soledad Alvear Valenzuela y señor Mariano Ruiz-Esquide Jara; señor Pedro Muñoz Aburto, y señora Soledad Alvear Valenzuela, respectivamente.





A las sesiones en que se consideró esta materia asistieron, además de sus integrantes, las siguientes personas:





Del Ministerio de Salud: el Ministro, doctor Jaime Mañalich Muxi; el asesor, doctor Juan Cataldo Acuña; el asesor legislativo, señor Jaime González Kazazian; la Jefa de la División Jurídica, señora Adriana Maturana, y el periodista, señor Pablo Solís.





Del Instituto de Salud Pública: la Directora, doctora María Teresa Valenzuela Bravo, y el Jefe de Asesoría Jurídica, señor Luis Brito.





Del Colegio Médico de Chile A.G.: el Presidente, doctor Enrique Paris Mancilla, y el consejero, doctor Hugo Reyes.

El doctor Pablo Rodríguez Whipple.





Del Colegio de Ópticos y Optómetras de Chile A.G.: el Presidente, señor Uwe Koch Kronberg, y el asesor del Directorio, señor Francisco Javier Vargas.

Del Colegio de Químico Farmacéuticos y Bioquímicos de Chile A.G.: el Presidente Nacional, Doctor Mauricio Huberman R.
Del Colegio de Químico Farmacéuticos y Bioquímicos A.G., Delegación Regional Valparaíso: el Presidente, señor Patricio González; el asesor, señor Rigoberto Calderón y el Químico Farmacéutico, señor José Hernández.

De la Asociación Industrial de Laboratorios Farmacéuticos (ASILFA Chile A.G): el Presidente, señor Sergio Cedano; el Gerente General, señor Elmer Torres, y el asesor legislativo, señor Rodrigo Cabello.

De la Organización de Consumidores y Usuarios de Chile (ODECU): el Presidente, señor Stefan Larenas, y el asesor, señor Edgardo Seballos.

De la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda: el asesor, señor Thomas Leisewitz, y la analista de estudios, señora Carmen Quezada.

De la Federación Nacional de Trabajadores de Farmacias de Chile (FENATRAFAR): el Presidente, señor Mauricio Acevedo Sandoval, y los Directores, señora Georgina Gambino y los señores Luis Valerio Lincopil, John Maldonado Romero y Pedro Beltrán.





De la Cámara de la Innovación Farmacéutica: el Vicepresidente, señor Erick Viertel; el Vicepresidente Ejecutivo, señor Jean-Jacques Duhart, y la asesora, señora Asunción Martínez.





De la Asociación Nacional de Estudiantes de Química y Farmacia, ANEQyF: el Presidente, señor Jorge Cárdenas, y el Secretario General, señor José Cárdenas.





De la Asociación de Farmacias Independientes de Chile, AFI: el Presidente, señor Héctor Rojas.





De la Universidad de Valparaíso: el Doctor en Política Farmacéutica, señor Juan Francisco Collao.




Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia: los coordinadores, señores Pedro Pizarro González y Sergio Guzmán.





De la Biblioteca del Congreso Nacional: el analista, señor Eduardo Goldstein Braunfeld.

Los asesores del H. Senador señor Chahuán, señora Marcela Aranda y señores Marcelo Sanhueza Mortara e Ignacio Charme Fuentes.

Los asesores del H. Senador señor Uriarte, señores Daniel Montalva y Máximo Pavez.

Los asesores de la H. Senadora señora Rincón, señora Labibe Yumha y señor Josué Vega.
Los asesores del H. Senador señor Girardi, señores Lorenzo Soto y Juan Walker.
De la Bancada de Diputados del Partido por la Democracia, el asesor señor Felipe Venegas.

Del Centro Democracia y Comunidad: la asesora legislativa, señora Paula Nuche.

De Farmacias Ahumada: la secretaria, señora Elizabeth Armijo.

Del diario La Segunda: la periodista, señora Marjory Miranda.
- - - - - - -

CONSTANCIAS

Se hace presente que la enmienda que incide en el inciso quinto del artículo 101 propuesto por el numeral 1) del artículo 1°, de aprobarse, debe serlo con rango de ley de quórum calificado, de conformidad con lo dispuesto por los artículos 8° y 66, inciso tercero, de la Constitución Política de la República.

El proyecto objeto del presente informe ha sido declarado de suma urgencia por el Presidente de la República y el plazo vence el 29 de agosto del año en curso.
La Comisión acordó dejar constancia de que los Honorables Senadores señores Francisco Chahuán Chahuán y Fulvio Rossi Ciocca han presentado una moción que permite el funcionamiento de farmacias móviles, Boletín N° 9.049-11, a la que han adherido los Honorables Senadores señora Ximena Rincón González y señor Gonzalo Uriarte Herrera. De lo que se deja testimonio con el propósito de reconocer la autoría de tal iniciativa, en vista de que el estado de tramitación de la iniciativa en informe no permite fusionar proyectos ni admitir indicaciones.
 - - - - - -

DISCUSIÓN PREVIA

El Honorable Senador señor Rossi dejó constancia para incluir en este debate algunas declaraciones que ha realizado en medios de comunicación y que estima relevante que también figuren en el informe de la Comisión.


En efecto, a raíz de ciertos comentarios efectuados en términos generales por el señor Ministro de Salud sobre el lobby ejercido por sectores interesados durante la tramitación en la Cámara de Diputados del presente proyecto de ley, precisó que con ello se corre el riesgo de afectar a personas que no han incurrido en malas prácticas.


Sin perjuicio de lo cual compartió las afirmaciones que dan cuenta de que el lobby que ha llevado a cabo la industria farmacéutica respecto de la iniciativa en discusión ha sido descomunal. Informó que ha sido requerido por distintas vías por representantes de esa industria para darle a conocer sus planteamientos y, si bien no tiene reparos en que los interesados en algún proyecto en particular expresen sus visiones, ha tenido la precaución de publicitar cada una de esas actividades.


Por ello se declaró partidario de aprobar iniciativas que regulen el lobby y transparenten la agenda de las autoridades públicas.


En cuanto al proyecto que modifica el Código Sanitario en materia de regulación de las farmacias, destacó la significativa relevancia social que posee, tanto en la garantía del acceso a medicamentos eficientes como en la reducción de su costo. 


Sin embargo, manifestó, el intento de desvirtuar la iniciativa de ley ha sido muy nítido y se materializa en la modificación en la Cámara de Diputados de uno de los elementos centrales que contiene el texto aprobado por el Senado en el primer trámite constitucional, esto es, que la receta médica contenga el nombre de fantasía del fármaco y el correspondiente a su principio activo o genérico o denominación común internacional.


Lo anterior está relacionado con el aseguramiento de la bioequivalencia de los medicamentos, proceso promovido por el Ministerio de Salud, que permite ampliar el acceso a medicinas de menor costo y con una seguridad clínica comprobada y, al mismo tiempo, certifica que el fármaco se ha producido observando buenas prácticas de manufactura.


No obstante, el referido elemento fundamental del proyecto fue modificado en la discusión en la Cámara de Diputados, con argumentos que, por lo menos, llaman profundamente la atención. Por ello, instó a los miembros de la Comisión a ratificar la posición adoptada por el Senado, con el objetivo de evitar la posibilidad de que se incentive a los facultativos a prescribir determinados medicamentos. 


El Honorable Senador señor Girardi destacó que en esta materia no es conveniente legislar de forma precipitada y llamó a aprovechar cada fase de la tramitación para perfeccionar el proyecto de ley. En ese contexto, solicitó invitar al Presidente del Colegio Médico, para que exprese la posición de esa organización gremial sobre los puntos en que aún subsiste controversia.


Además, a partir de los lamentables resultados obtenidos en el proceso penal que conoció y juzgó la denuncia de colusión de las farmacias en cuanto a los precios de los medicamentos, sugirió reponer algunos temas en la discusión, tales como la prohibición de la integración vertical entre farmacias y laboratorios.    


Seguidamente, el Honorable Senador señor Chahuán  expresó, en primer lugar, su deseo de que la encendida discusión que se produjo en la Cámara de Diputados al analizar este proyecto de ley no se extrapole al Senado ni a su Comisión de Salud. Asimismo, recordó que esta materia fue abordada y estudiada latamente durante el primer trámite constitucional y, por lo mismo, requirió un despacho expedito en esta etapa.


Luego, adhirió a la opinión expresada precedentemente por el Honorable Senador señor Rossi, en el sentido de que uno de los elementos centrales del proyecto de ley dice relación con el establecimiento de una política nacional de genéricos que tenga como objetivo ampliar el acceso a los medicamentos y reducir su costo. Pese a ello, las modificaciones introducidas en el segundo trámite constitucional no condicen con el espíritu original de las mociones que dieron origen a la presente iniciativa legal.


En otro aspecto, sobre la factibilidad de que se expendan medicamentos en lugares diferentes de las farmacias, comentó que el Ejecutivo presentó una indicación en tal sentido en la Cámara de Diputados, la que no concitó el apoyo requerido para su aprobación. En virtud de aquello, dicho tema no podrá ser parte de la discusión en este trámite constitucional, pudiendo haber un nuevo pronunciamiento si el tema se somete a la consideración de una Comisión Mixta. 


Advirtió que retrasar en demasía la discusión sobre esta materia puede generar una fuerte presión social sobre la Comisión, toda vez que el país necesita urgentemente un nuevo marco regulatorio para los fármacos y, además, porque sólo hay una materia que podría provocar discrepancias serias, cual es, la referida a la prescripción de genéricos en las recetas médicas.


Finalmente, enfatizó que, a su juicio, el texto del proyecto de ley, luego de haber superado los dos primeros trámites constitucionales, soluciona muchos de los problemas relacionados con el mercado de las farmacias y los medicamentos. Por ello, exhortó a los miembros de la Comisión a tener una visión maximalista en este ámbito, para despachar la mejor legislación posible y evitar la inclusión de nuevos temas en la discusión que tiendan a entorpecer su trámite.



En la misma línea, el Honorable Senador señor Uriarte solicitó dar curso progresivo al proyecto de ley en discusión, dado que las etapas más extensas de tramitación ya han sido superadas y no se entendería paralizar o retrasar su tratamiento en esta fase.


Coincidió con la opinión precedente el Honorable Senador señor Rossi, quien precisó que la eventual reposición de temas ya discutidos podría hacerse sólo en la Comisión Mixta, debiendo abocarse esta Comisión, en esta etapa, sólo a recomendar a la Sala la aprobación o el rechazo de las enmiendas, supresiones y adiciones introducidas por la Cámara de Diputados.


A su turno, el Ministro de Salud, señor Jaime Mañalich, recalcó que entre los proyectos que ocupan a la Comisión, el que está en discusión es, en opinión de la repartición que dirige, el de mayor relevancia social, toda vez que Chile es el país con el gasto más regresivo en materia de medicamentos. En efecto, añadió, en Chile el gasto en fármacos de la población de menores recursos es el más alto entre las naciones que conforman la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico; en el corto plazo y por el cambio del perfil epidemiológico, los habitantes del país serán portadores de alguna enfermedad crónica que requerirá la administración diaria de medicinas, y, las personas entre 20 y 35 años de edad, utilizan en promedio dos medicamentos diarios, cifra que aumenta a 4,2 en el caso de los adultos mayores.


En relación con este último grupo etario, informó además que se ha constatado que una pareja de adultos mayores de 65 años,  que  entre   ambos  reciben  una   pensión  mensual  de   alrededor  de 
$ 300.000, incurre en gastos en medicamentos que, en promedio, superan los $ 100.000 al mes.


Agregó que los últimos gobiernos han hecho esfuerzos por incorporar los beneficios farmacéuticos como garantías. A modo de ejemplo, indicó que la mayoría de las garantías AUGE los contemplan. 


Asimismo, se ha calculado que entre las 11 patologías y condiciones de salud contenidas en la nueva canasta de beneficios recientemente incorporada al AUGE, la diferencia que se produce en el gasto fiscal entre el uso medicamentos genéricos con bioquivalencia demostrada y aquellos de una marca determinada, que generalmente son de mayor precio, es de un 46%.


Junto con hacer presente que durante el último tiempo el conflicto con la industria farmacéutica ha sido durísimo y que a pesar de todo los gobiernos han tratado de avanzar en este ámbito por la vía reglamentaria, enfatizó que es necesario legislar en ciertas materias de relevancia, como la creación de una Agencia Nacional de Medicamentos. Para ello, adelantó a los miembros de la Comisión que será reingresado al Congreso Nacional el proyecto de ley que instituye dicha entidad.


Rememoró que en el año 2009 se dictó, por intermedio del Ministerio de Salud, un decreto que permitía la venta en las góndolas de las farmacias de medicamentos que no requerían receta médica. Sin embargo, el acto administrativo fue reparado por la Contraloría General de la República, que determinó que la autoridad no cuenta con las potestades legales para ello.


Entonces, se hace indispensable otorgar un marco institucional de rango legal, al igual que para el fortalecimiento de la exigencia de que en las farmacias se encuentre permanentemente a disposición del público un petitorio o listado determinado de medicamentos.


Sobre este último tema, informó que con la incorporación del hipotiroidismo y el trastorno bipolar entre las patologías cubiertas por el AUGE, los fármacos genéricos para su tratamiento han desaparecido de las farmacias, situación anómala que ha sido denunciada por su repartición a la Fiscalía Nacional Económica. 


En seguida, enumeró las bondades que, en su opinión, presenta la iniciativa de ley en comento:


1.- Garantiza la disponibilidad de medicamentos en todo el territorio nacional, asignando a la Central Nacional de Abastecimiento un relevante rol para asegurar su cumplimiento;


2.- Hace más estricta la normativa que sanciona la falsificación de  medicamentos;


3.- Reglamenta de mejor manera, mediante la instalación de los Comités de Ética Clínica, la investigación de nuevos fármacos y la importación de productos farmacéuticos; 


4.- Traspasa al Instituto de Salud Pública (ISP) la atribución de vigilar el sector farmacéutico, que actualmente es de competencia de las Secretarías Regionales Ministeriales de Salud;


5.- Incluye una correcta definición de lo que se entiende por producto farmacéutico, incluyendo la regulación de las medicinas de tipo biológico, que no están reglamentadas en la legislación vigente;


6.- Establece un control de los medicamentos bioequivalentes, no sólo en el proceso de su fabricación en los laboratorios, sino también una vez que se han distribuido a las farmacias, para corroborar que mantengan las propiedades que señalan;



7.- Prohíbe entregar muestras médicas al inicio del tratamiento de un paciente;


8.- Prohíbe los incentivos a los médicos por parte de los laboratorios y la propaganda encubierta de ciertos fármacos;


9.- Legitima la existencia de la receta expedida a través de medios electrónicos;


10.- Otorga el carácter de documento privado a la receta médica;


11.- Posibilita que CENABAST importe directamente medicamentos, insumos y alimentos de uso médico, en caso de que se presenten dificultades en la provisión de dichos productos o se detecte una colusión entre los proveedores en materia de precios;


12.- Faculta a los centros de salud públicos para expender medicamentos en lugares donde no exista disponibilidad de ellos;


13.- Prohíbe incentivos destinados a que los dependientes de las farmacias vendan un determinado producto, y



14.- Autoriza el fraccionamiento de medicamentos, lo que permitirá que las personas no incurran en mayores gastos que los estrictamente necesarios, al posibilitarles adquirir las dosis exactas para su tratamiento.


En cuanto a los temas que a su juicio deberían ser analizados por la Comisión, reponiendo en su caso lo aprobado por el Senado en el primer trámite constitucional, mencionó la obligación de las personas que pueden prescribir fármacos de consignar en la receta el nombre genérico o la denominación común internacional del respectivo medicamento.


En ese sentido, precisó que no se pretende que sólo se prescriban medicamentos genéricos, sino que se informe adecuadamente al paciente, por cuanto es su derecho tener pleno conocimiento sobre qué se le está administrando. 


Ese requerimiento, razonó, está en línea con lo dispuesto, tanto por la ley N° 19.496, sobre protección de los derechos de los consumidores, como por la ley N° 20.584, que regula los derechos y deberes que tienen las personas en relación con acciones vinculadas a su atención en salud. 


A este respecto, llamó la atención sobre la tenaz oposición que ha llevado a cabo la industria farmacéutica, que ha encubierto sus reales argumentos para rechazar la medida antes señalada al propugnar que su objetivo es proteger la libertad del médico de prescribir el fármaco que estime más pertinente en el tratamiento del paciente. Sin embargo, consignó el señor Secretario de Estado, la verdadera intención de la industria es continuar la venta de fármacos varias veces más caros de lo que costaría un medicamento bioequivalente. 


Otro asunto que en su parecer debiese ser ratificado por el Senado, es la autorización de la venta de medicamentos sin receta en las góndolas de las farmacias, enmienda introducida en el segundo trámite constitucional de esta iniciativa de ley.


Igualmente, indicó que un tema que fue propuesto en la Cámara de Diputados mediante una indicación del Ejecutivo, pero que finalmente no concitó consenso para su aprobación y, por lo tanto, no deberá ser analizado en esta instancia, es la venta de medicamentos en lugares diferentes a las farmacias


Al concluir su intervención, el señor Ministro aseguró que el texto del proyecto de ley, en lo que ya se encuentra consensuado entre ambas Cámaras, generará importantes beneficios para la población, faltando sólo resolver algunos aspectos adicionales que, en su opinión, perfeccionarían la normativa. 


El Honorable Senador señor Girardi, por su parte, sostuvo que, si bien concuerda con la mayoría de las disposiciones del proyecto, aún existen algunos asuntos que generan inquietud. 


En primer lugar, planteó que es partidario de la venta de fármacos que no requieren receta médica no sólo en las góndolas de las farmacias, sino también en otros establecimientos, con la finalidad de aminorar los efectos del oligopolio que actualmente ejercen las grandes cadenas farmacéuticas en el mercado de los medicamentos.


Asimismo, estimó necesario debatir nuevamente sobre la propuesta tendiente a poner fin a la integración vertical que se presenta en la actualidad entre farmacias y laboratorios.


En cuanto a la discrepancia que ha surgido entre el Senado y la Cámara de Diputados respecto de lo dispuesto en el artículo 101 del Código Sanitario, contenido en el proyecto de ley, se mostró contrario a que en el caso de los fármacos que deben demostrar bioequivalencia se deje en manos de un dependiente de la farmacia la sustitución del medicamento, debido a que esa facultad debe corresponder siempre al paciente.


En resumen, opinó que la receta médica debería contener el nombre de fantasía del medicamento prescrito y, entre paréntesis, el nombre genérico o la denominación común internacional del producto. Lo anterior, en el entendido de que es relevante respetar el derecho del médico a recetar el medicamento que estima más adecuado para el tratamiento del paciente.


Finalmente, solicitó no generalizar en todos los facultativos la ocurrencia de malas prácticas de algunos médicos que  aceptan incentivos de algunos laboratorios para prescribir determinadas medicinas, sin perjuicio de sancionar drásticamente a los culpables cuando ellas sucedan.


A su vez, el Honorable Senador señor Rossi estimó necesario generar condiciones para que las malas prácticas no se propaguen y, en ese sentido, se mostró igualmente contrario a los incentivos, tanto a los médicos como a los dependientes de las farmacias, en este último caso, bajo la forma de la denominada “canela”.


Sobre el pronunciamiento que debe efectuar la Comisión respecto de los cambios introducidos en el texto del proyecto por la Cámara de Diputados, en especial en lo que respecta al artículo 101 del Código Sanitario, pidió ratificar lo aprobado en el primer trámite constitucional, que impide la sustitución de un producto que debe demostrar bioequivalencia terapéutica reconocida por resolución ministerial, por otro que, aun cuando tenga el mismo principio activo o fórmula, no se haya sometido a un examen de bioequivalencia.


Con las enmiendas introducidas en la Cámara de Diputados, a su juicio se desvirtúa la promoción de los procedimientos encaminados a comprobar la bioequivalencia. Estimó dudosas algunas razones esgrimidas durante la discusión, como que sería fundamental financiar mediante el patentamiento lo que se ha invertido en el descubrimiento de un nuevo fármaco.


Sin embargo, la tendencia actual es la derogación de las patentes y, por ello, muchos laboratorios innovadores se están dedicando a la producción de genéricos, que rebajan entre un 30% y un 50% el precio de los medicamentos.

El señor Ministro de Salud agregó que, de acuerdo a lo señalado por la Organización Mundial de la Salud (OMS), existen fármacos que para ser aceptables y seguros en su uso requieren demostrar bioequivalencia. Ello es aplicable, en general, a las medicinas que se administran por vía oral.


Explicó que para verificar la bioequivalencia no basta con verificar el cumplimiento de buenas prácticas de manufactura, sino que se debe demostrar mediante experimentos in vivo e in vitro, que tienen un costo que oscila entre $ 40.000.000 y $ 60.000.000 por producto, respectivamente, que la droga original y la bioequivalente tuvieron el mismo efecto en voluntarios sanos. Agregó que el procedimiento antes dicho y el listado de medicamentos que requieren bioequivalencia están regulados por decretos expedidos por intermedio del Ministerio de Salud.


Por otro lado, de acuerdo a la OMS, existen también fármacos que, a pesar de ser sustituibles, no requieren demostrar bioequivalencia. Están en esa situación aquellos en que el registro sanitario cumple la misma función. A modo de ejemplo, señaló que, en el caso de un suero fisiológico de 1.000 centímetros cúbicos certificado por el ISP sería absurdo y extremadamente oneroso efectuar procesos de equivalencia terapéutica.


Por último, mencionó que existen algunos medicamentos en que no es admisible la bioequivalencia, como anticoagulantes o heparinas.

 
Finalmente, reparó en que, según el texto del proyecto de ley aprobado por el Senado, la sustitución del producto prescrito en la receta sólo operará cuando se opte por un fármaco de menor precio y cuando éste haya demostrado su bioequivalencia.


La Directora del Instituto de Salud Pública de Chile (ISP), señora María Teresa Valenzuela, expuso sobre el desarrollo de la bioequivalencia en Chile, en el entendido de que uno de los ejes estratégicos de la repartición que dirige consiste en asegurar medicamentos de calidad a toda la población.


Aseguró que los estudios de bioequivalencia en nuestro país se basan en las recomendaciones de la Organización Mundial de la Salud (OMS), que establecen como exigencia la presentación de los protocolos o de los diseños de estudio que se realizan en los laboratorios productores de medicamentos, cuando éstos contengan los principios activos que se encuentran en el listado señalado en los decretos que exigen la demostración de bioequivalencia.


Una vez revisados los protocolos, se deben presentar los resultados de los estudios efectuados ante agencias regulatorias determinadas por la Agencia Nacional de Medicamentos, o presentar los productos preseleccionados como bioequivalentes conforme al programa de precalificación de la OMS que, fundamentalmente, están referidos a enfermedades como tuberculosis y VIH, entre otras.


Indicó también qué Agencias Internacionales de Alta Vigilancia han sido reconocidas por el ISP, para efectos de la certificación de medicamentos bioequivalentes: 
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Manifestó que la reglamentación de los procesos de   bioequivalencia  en  nuestro  país se  encuentra  contenida en el  decreto 
N° 27,  del  Ministerio  de  Salud,  de 2012,  que   aprueba  la  norma  técnica 
Nº 131, nominada "Norma que Define los Criterios Destinados a Establecer la Equivalencia Terapéutica en Productos Farmacéuticos en Chile".


Otra norma que da soporte a los referidos procedimientos, complementó, es el reglamento del sistema nacional de control de productos farmacéuticos de uso humano, que se contempla en el decreto N° 3, del Ministerio de Salud, de 2011, el cual, entre otras normas, dispone que no podrán registrarse ante el ISP aquellos productos farmacéuticos que contengan principios activos para los cuales se exija la demostración de equivalencia terapéutica, sin que hayan presentado los correspondientes estudios.


Agregó que un segundo precepto relevante del citado reglamento es el que consigna que la ineficacia terapéutica debida a problemas de bioequivalencia será causal suficiente de cancelación del registro sanitario, previa consulta al Ministerio de Salud.


Respecto del cronograma para demostrar bioequivalencia, dio cuenta de los decretos ministeriales que han regulado esta situación a partir del año 2012 y de los principios activos que han sido certificados. En ese contexto, señaló que  se espera que al año 2014 se hayan sometido a ese proceso 155 principios activos, que se traducirán en un total de 2.780 medicamentos de características sólidas, de administración por vía oral y de tipo mono droga. 


Sin embargo, destacó que, de acuerdo a la experiencia recabada por el ISP en los últimos años, se puede afirmar que del total de productos registrados sólo se comercializa alrededor de un 38%.


Presentó las siguientes gráficas sobre la materia:
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En cuanto a la fiscalización ejecutada por la entidad que dirige, sostuvo que se ha controlado al 100% de los 35 laboratorios farmacéuticos de producción que actualmente existen en el país, junto con la realización de un seguimiento posterior para verificar el cumplimiento de las Buenas Prácticas de Manufactura (BPM).


Sobre este último punto, consignó que las BPM son herramientas del sistema de calidad y, como tal, tienen elementos de mejora continua, existiendo siempre algún parámetro que corregir. Asimismo, afirmó que su regulación está dada por las directrices que sobre el particular ha emitido la Organización Mundial de la Salud. Recalcó que no existe ningún medicamento bioequivalente en Chile que provenga de un laboratorio que no cumpla con BPM y con procesos productivos validados.


Reafirmó lo anterior mediante el siguiente cuadro:
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A este respecto, expresó que todos los laboratorios existentes cumplen con las BPM y que 16 de  20 laboratorios que tienen o potencialmente pueden tener productos bioequivalentes también las cumplen. Los 4 laboratorios convencionales restantes deberán avanzar en aseguramiento de la calidad y en validación de procesos, aunque ninguno de ellos presenta un grado de incumplimiento que amerite su cierre.

En otro aspecto de la fiscalización, manifestó que durante el año 2013 se ha efectuado un total de 191 visitas de control a laboratorios por parte del Subdepartamento de Inspección de la Agencia Nacional de Medicamentos. Detalló la información de la siguiente manera:
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Agregó que una de las tareas relevantes que ha decidido apoyar su repartición, es el impulso, especialmente a través de las universidades, de centros de bioequivalencia, toda vez que este aspecto era uno de los principales déficit que presentaba el sistema al momento de iniciarse la regulación de estos procesos.


Sin embargo, hoy la situación es diferente y ya se han certificado 7 centros de bioequivalencia in vivo y 12 centros in vitro. Mencionó los siguientes:
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Aseguró también que se ha realizado un permanente trabajo de fiscalización de centros extranjeros, certificándose 11 laboratorios internacionales:

[image: image8.jpg]Bioequivalencia

Centros Extranjeros Autorizados por el ISP

Centros Extranjeros Cantidad %

IN VITRO/BIOEXENCION
IN VIVO

4 36%
7 64%
Total 11

CENTROS IN VITRO / BIOEXENCION

1 BIOSERVICIOS S.R.L. (Argentina)

2 DOMINGUEZ LABORATORIO (Argentina)

3 ICF SOLUCBES EM PESQUISAS (Brasil)

4 BIOCINESE CENTRO DE ESTUDOS BIOFARMACEUTICOS
(Brasil)

O Se reconocen los centros autorizados por
Agencias de Alta Vigilancia Sanitaria, sélo
ANVISA  a  certificado 21 centros de
Bioequivalenciaen Brasily 38 en el extranjero.

[ I SRV

6
7

CENTROS IN VIVO

GRUPO CENTRALAB (Argentina)
DOMINGUEZ LABORATORIO (Argentina)
F.P. CLINICAL PHARMA S.R.L. (Argentina)
ALKEM LABORATORIES LTD. (India)

CENTRO DE ESTUDIOS CIENTIFICOS Y CLINICOS PHARMA S.A. DE C.V. (CECYC)

(México)
OM SAI CLINICAL RESEARCH PVT. LTD. (India)

CENTRO DE BIOEQUIVALENCIA BIOPHADE CLINICAL RESEARCH. (BIOPHADE)

(México)






En definitiva, concluyó, dado que la gran mayoría de los estudios de equivalencia terapéutica se deben realizar bajo la modalidad in vivo, es posible afirmar que Chile dispone de 14 centros de bioequivalencia, el 50% de los cuales está instalado en el país.


Otro de los aspectos considerados por la Directora del ISP en su exposición fueron los resultados obtenidos hasta el momento en esta materia. Así, expuso que el total de medicamentos calificados como bioequivalentes alcanza a la fecha a 181 productos, en circunstancias que en el año 2009 eran sólo 3.


Asimismo, en la gráfica siguiente dio cuenta de la relación entre los fármacos que han logrado la certificación y los que no lo han hecho:
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A los 181 medicamentos ya mencionados se deben sumar 114 fármacos que para ingresar al registro del ISP debieron demostrar sus estudios de bioequivalencia.
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A continuación, hizo notar que uno de los ejes de preocupación de su repartición ha sido la incorporación en el listado de principios activos que deben demostrar bioequivalencia, de aquellos medicamentos que más consume la población, según los últimos cambios epidemiológicos. Presentó la siguiente lámina para ilustrar lo expuesto:

[image: image11.jpg]Principales principios activos

Resolucién 244/31-Ene-2011 - ISP Chile

Problemas de Salud Principios Activos Medicamentos
Cardi | S
ar lo:sascu ar - :> |
Metabélicas - ﬁ :> W
Sist
— - .-

W e )
Infecciosas - ﬁ :> i 59 i

(AB)






A fin de resaltar la relevancia del proceso de equivalencia terapéutica, hizo presente a los miembros de la Comisión que los medicamentos genéricos o bioequivalentes, en general, han mantenido o disminuido su precio en el tiempo, mientras que en la totalidad de los casos los fármacos innovadores han aumentado su valor. Exhibió 4 ejemplos al respecto:
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A modo de conclusión, manifestó que la labor del ISP en este ámbito se ha llevado a cabo de forma gradual, mediante el trabajo conjunto con la industria farmacéutica, en un cronograma establecido y con una priorización clara. En ese sentido, destacó el apoyo que el Instituto ha otorgado a ese sector de la economía, puesto que uno de los importantes problemas que lo aquejaba en el pasado tenía relación con la validación de los procesos productivos y las metodologías estadísticas, tareas en las que ha tenido un rol relevante el ISP.


La Honorable Senadora señora Rincón, dando inicio a una ronda de consultas, requirió de la Directora del ISP información sobre el porcentaje de medicamentos bioequivalentes certificados como tales a la fecha y respecto del total de fármacos que deben someterse a ese proceso. Además, preguntó sobre el número de cancelaciones de registro de laboratorios que se han producido hasta esta data y sobre las características y procedencia de las denuncias que gatillan procesos de fiscalización, toda vez que más de un 50% de ellas provienen de particulares.


A su vez, el Honorable Senador señor Uriarte inquirió sobre la fuente normativa que regula los procedimientos de equivalencia terapéutica.


Dando respuesta a las consultas anteriores, la señora Directora del ISP aseveró que el compromiso asumido por el país en materia de bioequivalencia data del año 2005, habiéndose actualizado su regulación mediante el decreto N° 3, del Ministerio de Salud, de 2011. Por su parte, la fuente legal está dada por lo dispuesto en los Libros IV y VI del Código Sanitario, que entre otras exigencias establecen que los medicamentos deben cumplir con condiciones de eficacia, calidad y seguridad apropiadas.


Conjuntamente, añadió, el proyecto de ley que modifica el Código Sanitario, en materia de regulación de las farmacias y los medicamentos, sometido a discusión en esta Comisión, también regulará la situación de los fármacos bioequivalentes y asegurará la calidad de sus procesos.


Respecto de las cancelaciones, observó que mientras el ISP no disponga de la atribución legal correspondiente, no se podrá dar curso a este tipo de sanciones por incumplimiento de los laboratorios en cuanto a los plazos para implementar procesos de bioequivalencia. Informó que los términos que se han fijado para que los laboratorios cumplan con ciertas condiciones en materia de equivalencia terapéutica, regulados por decretos ministeriales, han debido prorrogarse hasta fines del presente año. 



No obstante, el ISP sí posee la autoridad para cancelar un registro cuando se detectan falencias en la calidad o en la producción de un medicamento, sea bioequivalente o no, siempre que se constate un riesgo para la salud de la población. 


Reiteró que hasta el momento se han certificado 181 medicamentos como bioequivalentes, de un total de 2.780 que deben hacerlo de aquí a fines del año 2014. Asimismo, consignó que, de ese total, sólo un 35% aproximadamente se comercializará.


Seguidamente, respondiendo a nuevas consultas, en cuanto a la distinción entre fármacos genéricos y bioequivalentes, la señora Directora del ISP planteó que sólo estos últimos son capaces de demostrar la eficacia, calidad y seguridad del medicamento. Sin perjuicio de ello, recalcó que sobre las medicinas de tipo genérico hay una inspección permanente por parte del ISP, por lo que no se debe tener temor sobre su utilización.


En relación con las denuncias de particulares que dan origen a procesos de fiscalización, valoró que esa situación se produzca, toda vez que da cuenta de que todo el sistema está alerta frente a algún problema que se genere con un medicamento. Pese a ello, advirtió que muchas de las denuncias son sobre aspectos que no conllevan riesgo para la salud de la población, como por ejemplo, la falta de alguna unidad en una caja de fármacos.


Añadió que en materia de fiscalización el ISP, que cuenta actualmente con 23 funcionarios para esta tarea, ha dispuesto también la creación de un Laboratorio Nacional de Control, que ejecuta un programa anual de retiro de medicamentos desde estanterías en todo el país, a través de los SEREMIS, con la finalidad de realizar estudios que determinen sus propiedades. Igualmente, se ha dispuesto un departamento de  fármaco vigilancia, cuyos funcionarios han sido apropiadamente capacitados para detectar problemas en este sentido.  


Con posterioridad, expuso el doctor Pablo Rodríguez, quien dio inicio a su intervención comentando algunos aspectos de la exposición de la señora Directora del ISP que le merecieron especial atención.


En primer lugar, hizo notar su disconformidad con la gestión que ha desempeñado el Instituto de Salud Pública durante los últimos años. Como ejemplo de lo anterior, mencionó que en el año 2008 se clausuró el laboratorio que figuraba a esa fecha como el principal proveedor de la Central de Abastecimiento del Sistema Nacional  de Servicios de Salud (CENABAST), por más de 120 sumarios relacionados con la mala calidad de los productos que entregaba. Es decir, los productos farmacéuticos que eran suministrados a los pacientes de la salud pública, provenían de un proveedor que fue finalmente sancionado por graves faltas a la calidad.


Ello, a su juicio, demuestra que el registro sanitario del ISP no ha sido garante de la calidad de los fármacos que se comercializan en Chile.


En cuanto a los procesos de fiscalización, confirmó que, si bien más de un 50% de ellas surgen de denuncias de particulares, muchas se producen entre los mismos laboratorios.


Respecto de los procedimientos para demostrar la bioequivalencia, adujo que su tratamiento se inició en el año 2005, para lo cual se consultó a todas las instituciones del país capacitadas en ese ámbito, respondiendo positivamente sólo 3 de ellas, esto es, la Universidad de Chile, la Universidad de Concepción y la Pontificia Universidad Católica, las que señalaron que podían efectuar el estudio de 2 o 3 principios activos anualmente, con la prevención de que la responsabilidad que asumían debía ir acompañada de mayor inversión para desarrollar esa labor de la mejor manera posible.


En ese contexto, la política de los gobiernos de esa época priorizó la certificación de Buenas Prácticas de Manufactura en los laboratorios farmacéuticos, con la finalidad de contar con centros de bioequivalencia. Sin embargo, ese camino fue modificado con el correr del tiempo y, por ejemplo, nunca se cumplió con la sanción que señalaba que los laboratorios que no certificaran BPM no podrían seguir fabricando medicamentos, lo que conllevó a que sólo los laboratorios de mayor envergadura hicieran las inversiones correspondientes para dar cumplimiento a esa exigencia.


A mayor abundamiento, acotó que la circular N° 5, del  Instituto  de  Salud  Pública, de  2010, que  aclara y  completa la  circular 
Nº 4/09 sobre notificación de eventos adversos en ensayos clínicos, prorrogó el plazo hasta diciembre del año en curso para que los laboratorios avancen en el proceso. Pese a ello, mostró su desconfianza en que se cumpla finalmente con las obligaciones de certificación antes señaladas, dada la experiencia de años previos.


Sin perjuicio de lo expuesto, la situación más grave, en su parecer, es que no se posean certificaciones de que los productos importados de países como India o China, entre otros, y que corresponden a la gran mayoría de los genéricos que se comercializan en las cadenas farmacéuticas, hayan sido fabricados bajo BPM o en condiciones de calidad adecuadas.


A continuación señaló que la comercialización de medicamentos en Chile es una de las más malas del mundo. Lo anterior, entre otras razones, debido a que el Código Sanitario entrega la exclusividad de su venta a las farmacias y, por otro lado, se presenta un canal de distribución altamente concentrado en sólo tres cadenas farmacéuticas, que representan alrededor de un 93% del mercado privado.   


En ese escenario, recordó el episodio de colusión de precios en que incurrieron las tres cadenas de farmacias más relevantes, lo cual fue acreditado ante los tribunales de justicia, aunque con penas bastante menores como resultado. Estos problemas, argumentó, deberían ser solucionados en el proyecto de ley actualmente en discusión. 


Por otro lado, resaltó que el modelo de comercialización de medicamentos es extremadamente caro, por cuanto las farmacias se ubican en un número desproporcionado en las comunas más ricas del país, con locales onerosos, cuyos costos son traspasados a los consumidores. No obstante, en las comunas de menores recursos son escasos los locales instalados, problema al que se suma que los turnos de farmacias no funcionan como corresponde, todo lo cual aumenta el déficit de fármacos requeridos por la población más pobre.
Entonces, el oligopolio que practican las farmacias ha desencadenado un aumento de los márgenes de ganancia que permita sostener esa gran estructura de costos, elevándose hasta un 40%, aproximadamente.


Aseguró luego que tampoco se da cumplimiento a la condición de venta de los medicamentos, ya que es muy fácil adquirir cualquiera de ellos, salvo los antibióticos y los psicofármacos. Para el resto de las medicinas no se requiere contar con receta médica e, incluso, un estudio demostró que sólo un tercio de las personas que adquiere medicamentos para los cuales se requiere exhibir una receta, efectivamente la posee.


Al problema antes indicado se suma también el comercio de medicamentos en ferias libres, que en muchas oportunidades ofrece productos vencidos, robados o falsificados o que no han cumplido con las condiciones apropiadas de almacenamiento.


Desde el punto de vista del mercado farmacéutico, el doctor Rodríguez llamó la atención sobre el aumento paulatino del precio de  los  medicamentos  en  los  últimos  años,  desde  un  valor  promedio  de 
US$ 4,73 en el año 2009, hasta US $6,27 en el año 2013. Así, la situación que convertía a Chile en uno de los mercados más baratos y eficientes del mundo, en especial por los genéricos contenidos en el Formulario Nacional, se ha desvirtuado.


Destacó asimismo el avance de las marcas propias de las cadenas farmacéuticas, que actualmente representan un 16,9% del mercado de medicamentos, lo que corresponde al doble de la participación en el sector del Laboratorio Chile, a pesar de que aquel crecimiento se morigeró transitoriamente durante el año 2011, período en que se denunció la colusión de las farmacias. 


En definitiva, concluyó, se ha perdido la efectividad de la creación en el año 1967 del Formulario Nacional de Medicamentos, conformado por fármacos que en la actualidad tienen un valor promedio de US$ 1. 


Presentó las siguientes láminas, que dan cuenta de lo expuesto precedentemente:
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En seguida, sostuvo que para alcanzar una política que permita mayor transparencia en el punto de venta, en beneficio de los consumidores, es absolutamente necesario terminar con la integración vertical entre farmacias y laboratorios, que promueve el desarrollo de las marcas propias y los incentivos para su venta. Por ello, exhortó a los miembros de la Comisión a volver a analizar esta materia.


Otro aspecto abordado en la exposición del doctor Rodríguez fueron los objetivos que, a su juicio, debe impulsar el proyecto de ley en comento. Detalló los siguientes:

- corregir las malas prácticas denunciadas y acreditadas por los tribunales de justicia, en materia de colusión de las farmacias;

- empoderar a los consumidores y poner fin a los abusos de las farmacias;

- sustentar la política de medicamentos en la prescripción médica y no en el mesón de la farmacia, donde se ejercen las malas prácticas que han favorecido el negocio y su rentabilidad, en desmedro de la salud de la población, y

- avanzar en medidas que disminuyan el control monopólico del mercado farmacéutico, toda vez que en ninguna parte del mundo se presenta el nivel de concentración que exhibe Chile y que ha significado la desaparición de muchas pequeñas farmacias administradas por químico farmacéuticos.

En cuanto a la posibilidad de que el químico farmacéutico pueda dispensar un medicamento bioequivalente a solicitud del paciente, explicó que la sustitución debería privilegiarse respecto de medicamentos genéricos bioequivalentes, cuyo precio es menor.


No obstante, previno que la característica de bioequivalencia no debe entenderse como una exención de requisitos para productos foráneos provenientes de laboratorios que no son certificados en BPM y sobre los cuales no se tiene constancia sobre su origen o se ignora si el producto que finalmente se expende corresponde al registrado en el ISP.



Se mostró partidario de aprobar una norma que haga posible que se expendan medicamentos en lugares diferentes de las farmacias, con la finalidad de dar término al oligopolio que actualmente ejercen las cadenas sobre el mercado. Además, anotó, esta forma de venta se contempla en la mayoría de los países desarrollados y no favorece sólo a los supermercados, sino que también a todos los comercios habilitados que cuenten con las condiciones adecuadas para el expendio. Asimismo, sostuvo que no es difícil realizar cambios en la presentación de los fármacos o establecer ciertas restricciones a su expendio, que permitan prevenir los temores de que la ampliación de los lugares de venta podría aumentar el riesgo de intoxicaciones derivadas de un consumo excesivo de medicamentos. 


Otro argumento que sustenta su posición, complementó, es que 55 comunas del país no cuentan con farmacias establecidas y, en ese contexto, una norma como la antes comentada paliaría el déficit de medicinas que afecta a esa población.


Seguidamente se refirió a lo establecido en el artículo 101 del Código Sanitario contenido en el proyecto de ley y que fue aprobado por la Cámara de Diputados, indicando que tiene la particularidad de que empodera a los pacientes, permitiéndoles solicitar y adquirir  medicamentos certificadamente bioequivalentes y de menor costo, los cuales han acreditado seguridad y eficacia.

Sin embargo, advirtió que si no se adoptan medidas para asegurar que entre estos medicamentos bioequivalentes las farmacias cuenten con aquellos que tienen el carácter de genéricos, se volverá a repetir la anomalía actual, en que se niega la venta de estos últimos para favorecer a los fármacos de marcas propias. Además,  podría suceder el efecto negativo de que las farmacias liciten un producto entre los laboratorios, para preferir aquél que les otorgue un mayor margen de ganancias.


Igualmente, hizo notar la importancia de que los estudios de bioequivalencia se realicen de acuerdo a estándares internacionales reconocidos por la OMS y no en virtud de presiones para acelerar procesos que deben dar garantía de absoluta seguridad para los pacientes. En efecto, la exención de estudios en beneficio de algunos productos se basa en las características de los principios activos y de las formas farmacéuticas, pero estos resultados no son homologables a productos terminados, que no cuenten con Buenas Prácticas de Manufactura ni estudios de calidad de materias primas y excipientes.

Sin perjuicio de lo expuesto, manifestó no tener claro cómo se hará efectiva la posibilidad de sustitución de la receta en la farmacia mientras persista la integración vertical y los niveles de crecimiento que han tenido las marcas propias.


En conclusión, precisó que las medidas que debiesen priorizarse son, en orden de prelación, la generación de BPM, la certificación de adecuados procesos de bioequivalencia y, por último, abrir la posibilidad de que la persona pueda optar por un medicamento, pero siempre por uno que asegure una calidad apropiada. 


Respecto del listado de los medicamentos bioequivalentes publicitado por el ISP, afirmó que la priorización que han tenido ciertos fármacos de uso oncológico o para el tratamiento del VIH es positiva, puesto que se trata de productos de alto precio. Además, la falta de alternativas genéricas provoca un elevado costo estatal en esta materia, ya que se trata de enfermedades cubiertas por el sistema AUGE.


Otro punto discutido en el proyecto, añadió, ha sido el fraccionamiento de los medicamentos, asunto extremadamente complejo toda vez que, si bien parece correcto señalar a los pacientes que podrán adquirir el número exacto de comprimidos o dosis necesarias para el tratamiento prescrito, se debe analizar cuidadosamente cómo se implementará la medida y ver cómo se mantendrán los estándares de seguridad sanitaria. 


Este último aspecto, aseveró, es el que personalmente le genera mayores dudas. A modo de ejemplo, señaló que los envases terminados de fármacos poseen los resguardos para que no exista falsificación de ellos, por lo que el fraccionamiento podría vulnerar esa norma de seguridad. En el mismo sentido, explicó que entre los fármacos que pueden fragmentarse no se contemplan aquellos que se utilizan para tratamientos de enfermedades crónicas ni los que exigen ciertos resguardos en cuanto a su uso, como los tranquilizantes o los antibióticos.


Seguidamente, recordó que en el pasado se aceptó en alguna oportunidad el expendio de medicamentos por “tiras”, lo cual, en su opinión, podría ser aceptable si se definen claramente los fármacos que podrían venderse en dosis reducidas. De ese modo, razonó, no se vulnera el envase ni es necesaria la fragmentación.


Sin embargo, advirtió, el fraccionamiento podría provocar un encarecimiento de los productos farmacéuticos, por el cambio de modalidad de presentación del fármaco. En ese sentido, el listado que disponga el ISP será fundamental para paliar esa eventual dificultad.


Finalmente, advirtió sobre la dificultad de fiscalizar los procedimientos de fraccionamiento, ya que, a diferencia de otros países, como Estados Unidos, en el nuestro las cápsulas no están rotuladas con la denominación respectiva.


El último punto que el doctor Rodríguez expuso ante los miembros de la Comisión fue el referente a la ampliación del canal de distribución de venta de medicamentos a comercios establecidos diferentes de las farmacias y destacó los siguientes aspectos que se deben tener en consideración en este tema:


- La Organización Mundial de la Salud promueve el autocuidado y la automedicación responsable de medicamentos que no requieren receta médica.

- En la mayoría de los países se autoriza la venta de medicamentos sin receta en espacios bien delimitados de comercios habilitados.

- En la región se autoriza la venta de medicamentos en comercios habilitados en países tales como Canadá, Estados Unidos, México, Bolivia, Perú, Colombia, Uruguay, Venezuela y Ecuador. 

- En Chile el mercado no garantiza un oportuno acceso a medicamentos de libre venta, especialmente en las comunas más vulnerables.

- Existen alrededor de 50 comunas en Chile que no cuentan con farmacias, no pudiendo acceder en forma oportuna  a medicamentos.

- Los medicamentos de libre venta, dado que no requieren receta, son una especial fuente de abuso y de manejo comercial en el mesón de la farmacia, impidiéndose toda competencia entre laboratorios farmacéuticos, los que deben incentivar a las farmacias para poder vender sus productos. La falta de competencia conlleva una elevación de los precios, lo que debiera corregirse permitiendo que los consumidores elijan libremente estos productos en góndolas.

Por otro lado, destacó el hecho de que actualmente los consumidores se encuentran más empoderados y, en ese escenario, el acceso libre a medicamentos que no requieren receta es una aspiración  fundada de la  población. Incluso,  luego de la  dictación  de la ley 
N° 20.584, que regula los derechos y deberes que tienen las personas en relación con acciones vinculadas a su atención en salud, no se comprende que, por una parte, los pacientes puedan participar de las decisiones que les afectan, y que incluso en ciertos casos se les permita renunciar a un tratamiento médico, pero, por otra parte, se les prohíba comprar un simple remedio.

Sobre las características y requisitos de los medicamentos de libre venta, manifestó que se trata de fármacos sintomáticos; en presentaciones orales; que se administran por períodos breves; que poseen efectos colaterales conocidos y reversibles, y que son destinados al tratamiento de enfermedades leves de fácil identificación. Además, deben haber demostrado su eficacia en el registro sanitario correspondiente y no deben presentar riesgos de uso inadecuado, abuso, adicción o tolerancia.

Luego, junto con destacar que el mayor número de intoxicaciones por medicamentos en el país se genera por fármacos que deben adquirirse con receta médica, exhibió las siguientes gráficas que dan cuenta de estudios en esta materia:
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Recordemos que el 53,6% de las intoxicaciones del
afio 2004, fueron producidas por el grupo de los
Medicamentos. Dentro de este grupo (Grafico n®
12), el subgrupo de los medicamentos del Sistema
Nervioso Central (SNC), constituyen la causa principal
con el 39% de las consultas.





Del estudio de los antecedentes antes expuestos, extrajo las siguientes conclusiones:


1. Es importante ampliar el canal de distribución a comercios habilitados en lugares claramente definidos y con condiciones de almacenamiento especificadas en registros sanitarios.

2. El listado confeccionado por el ISP debe ser idóneo, en cuanto debe estar acorde con las exigencias internacionales.

3. Se debe promover presentaciones que permitan  mejorar seguridad domiciliaria, esto es, envases de seguridad, blíster de seguridad y presentaciones especificas con dosis reducidas.

4. Es necesario realizar campañas de información sobre automedicación responsable y autocuidado, tal como lo propicia la Organización Mundial de la Salud.

5. Debe existir un monitoreo y evaluación permanente.


Una vez concluida la exposición, el Honorable Senador señor Uriarte aclaró que, sobre el fraccionamiento de medicamentos, lo que se pretende es autorizar la venta sólo de aquellos remedios que estén debidamente certificados, ojalá con bioequivalencia. Asimismo, se tratará de un listado acotado y en ningún caso podrá incluir fármacos importados. Agregó que la venta a granel de algunos medicamentos para cuyo expendio no se requiere de receta médica también podría significar una solución para los problemas de acceso que en este ámbito se presentan en algunas comunas del país. 

Su Señoría planteó una posición diferente en cuanto a la incidencia en los valores de los medicamentos que pudiera tener el fraccionamiento, haciendo notar que no se debe causar preocupación a la población con la supuesta alza de precios advertida por los laboratorios, ya que, según otros estudios, el efecto sería precisamente el contrario.


En otro aspecto, el doctor Rodríguez consideró de gravedad que algunos laboratorios privados también tengan la calidad de centros de bioequivalencia, puesto que serían juez y parte en el eventual estudio de un fármaco. Una situación de ese tipo, continuó, no condice en un  escenario de sustitución abierta de medicamentos en las farmacias.


La Directora del ISP, por su parte, expresó que la gran mayoría de los estudios sobre principios activos que deben demostrar bioequivalencia, señalados en el listado dispuesto por la entidad que dirige, se realizan bajo la modalidad in vivo, aunque la tendencia mundial es disminuir los análisis en sujetos. El porcentaje restante, que alcanza aproximadamente a un 30% de los casos, se efectúa a través de estudios in vitro.

  
Resaltó que para la certificación de un centro de bioequivalencia la institución aspirante debe cumplir con todos los requerimientos dispuestos para tal efecto y someterse a una fiscalización posterior por parte del ISP. Además, destacó que mediante la aplicación de BPM es posible señalar que el producto final cumple con los más altos estándares establecidos por la OMS y, por esa razón, se publicita cada uno de los medicamentos certificados como bioequivalentes y su laboratorio productor. 


A su turno, el Vicepresidente Ejecutivo de la Cámara de la Innovación Farmacéutica de Chile A.G. (CIF), señor Jean-Jacques Duhart, informó que la entidad que representa agrupa a 18 compañías internacionales de innovación farmacéutica, que cuentan con instalaciones en Chile.


Agregó que dichas instituciones poseen un fuerte compromiso en materia de investigación y desarrollo y de innovación y calidad, con la finalidad de ofrecer nuevos y mejores medicamentos y terapias en salud. Además, se caracterizan por ser líderes en investigación clínica en Chile, con una inversión anual de alrededor de US$ 24.000.000, posicionando al país como una plaza emergente en este ámbito, a nivel global.

En cuanto al proyecto de ley en discusión, expresó que la CIF comparte la importancia otorgada por el Senado y la Cámara de Diputados a la necesidad de velar, a través del Ministerio de Salud,  por el acceso de la población a medicamentos o productos farmacéuticos de calidad, seguridad y eficacia.


Seguidamente, planteó que su exposición estará basada en dos materias consideradas claves por la CIF, esto es, la discusión sobre genéricos, intercambiabilidad y receta médica, y aquella relacionada con el fraccionamiento de medicamentos.


Sobre el primer punto, indicó que, de acuerdo a las recomendaciones de la OMS y de las principales agencias reguladoras del mundo en el área de los medicamentos, se entiende por producto genérico aquel conocido por su denominación común internacional que ha demostrado su equivalencia terapéutica con el medicamento innovador u original y que, por lo tanto, puede considerarse intercambiable con este último, sin afectar la seguridad. Es decir, es incorrecto referirse a un medicamento como genérico solamente, ya que sólo es intercambiable un medicamento original por un genérico bioequivalente, condición demostrada mediante los estudios correspondientes. 

En otro aspecto, indicó que, si bien existen ciertos productos farmacéuticos que no necesitan demostrar su equivalencia terapéutica, tales como los fármacos inyectables, aquellos de uso tópico o los inhaladores, la OMS de todas maneras establece que deben cumplir una serie de requisitos y someterse a otros tipos de análisis, con el objetivo de acreditar que poseen el carácter de intercambiables y, de ese modo, asegurar la seguridad, calidad y eficacia de dichos productos. Exhibió el siguiente cuadro:
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Habida cuenta de lo expuesto, afirmó que la CIF no se opone a que el médico, en el momento de prescribir un producto con marca, incluya, si así lo estima, el nombre genérico entre paréntesis, como información al paciente, siempre que se trate de equivalentes terapéuticos. De no ser así, quedaría abierta la posibilidad de sustituir el medicamento por otro de seguridad incierta.  


Sin embargo, la Cámara es contraria a que se obligue a los médicos a recetar medicamentos genéricos cuya equivalencia terapéutica no está demostrada o, más aun, que se permita que el medicamento prescrito por el médico tratante pueda ser sustituido indiscriminadamente en la farmacia por otro producto farmacéutico, de calidad, efectividad y seguridad no demostradas, vulnerando de manera grave la receta médica. 

Un antecedente adicional al que hizo mención para sustentar su posición, es un reciente informe en derecho, elaborado por el abogado constitucionalista, señor Jorge Correa Sutil, que ha concluido que resultaría inconstitucional prohibir a los médicos prescribir medicamentos por su nombre de marca u obligarlos a recetar medicamentos genéricos, cuando tales fármacos no hayan demostrado debidamente su equivalencia terapéutica.


Por último, dio cuenta de que la CIF considera que  al permitirse la sustitución a nivel de las farmacias por genéricos sin equivalencia demostrada, se reforzarán los efectos nocivos sobre la competencia en el mercado de medicamentos, favoreciendo la alta concentración e integración vertical entre cadenas de farmacias y sus propios laboratorios, que producen mayoritariamente medicamentos genéricos sin bioequivalencia. 

En relación con el tema del fraccionamiento sostuvo que la CIF comparte la redacción original aprobada por el Senado, que dispone que la eventual fragmentación de medicamentos debe ser selectiva y conforme a los términos consignados en la receta. Asimismo, mostró su preferencia porque la implementación de este sistema sea gradual y progresiva, a fin de que se puedan desarrollar las capacidades y controles necesarios.


En tanto, si bien el Ministerio de Salud ha indicado que el reglamento respectivo sólo se aplicará a los productos bioequivalentes producidos en Chile, por cuanto resulta un contrasentido hacerlo con productos innovadores importados en dosis adecuadas para los tratamientos, manifestó su preocupación ante la posibilidad de que el fraccionamiento se realice en el país, por las siguientes razones:


1.- La manipulación de los medicamentos que conlleva el fraccionamiento es riesgosa para los productos y puede afectar las formas farmacéuticas tanto sólidas como líquidas y, de esa manera, la seguridad y la salud de los pacientes. Lo anterior, por cuanto los locales de las farmacias y, en especial, los de las independientes, no están preparados para implementar un área de fraccionamiento.

2.- El fraccionamiento significará un aumento de costos, que probablemente será traspasado al paciente en mayores precios. Se ha estimado un aumento de aproximadamente $ 800 por receta, sólo considerando el factor mano de obra y excluyendo la inversión en infraestructura. Ello puede representar un alza significativa en los medicamentos de bajo costo, calculada en un rango entre 40% y 85%, lo que perjudicaría especialmente a los pacientes de menores recursos.


3.- Las capacidades reales de implementación y de fiscalización son limitadas. En efecto, parece prematuro aprobar por ley un fraccionamiento obligatorio generalizado, toda vez que en Chile todavía no se aplican Buenas Prácticas de Manufactura en parte importante de las plantas que fabrican medicamentos, y porque los medicamentos bioequivalentes representan sólo un 4% de los productos que se comercializan en el mercado. A este respecto, presentó el siguiente cuadro:
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4.- El fraccionamiento de medicamentos podría fortalecer aún más a las grandes cadenas de farmacias, en desmedro de las farmacias pequeñas, dados los mayores costos de operación y de inversión que conlleva.

Una última consideración sobre el proyecto de ley que transmitió a la Comisión fue que la entidad que representa tiene una posición favorable a la posibilidad de que se expendan medicamentos en lugares diferentes a las farmacias, como forma de aumentar la cobertura geográfica en materia de acceso de la población a fármacos y ampliar la competencia en el mercado, en beneficio de los consumidores.


Al finalizar las exposiciones precedentes, la Honorable Senadora señora Rincón explicitó que en su calidad de representante de una zona del país eminentemente rural ha podido constatar que en muchas comunas no existen farmacias ni supermercados. Por ello, requirió información sobre las características específicas que deben poseer los lugares de expendio de medicamentos.


El doctor Pablo Rodríguez dio respuesta señalando que los requerimientos aplicables a los locales serán definidos por el Ministerio de Salud en el reglamento que debería dictarse de aprobarse una norma que ampliara los lugares de expendio. 


Sin perjuicio de ello, de acuerdo a la experiencia internacional, no existirían exigencias particulares para los comercios habilitados.


El doctor Enrique Paris, Presidente del Colegio Médico de Chile A.G. explicó que su intervención estará centrada en dos puntos que merecen especial atención.


Respecto del primero de ellos, referido al uso de los medicamentos en el país, informó que el servicio telefónico dispuesto en el año 1993 para consultas de la población en materia de intoxicaciones ha recibido hasta el mes de diciembre del año 2012 un total de 402.718 llamadas, con un aumento creciente desde el primer año de implementación del programa y una estabilización en los últimos períodos, según da cuenta el siguiente gráfico:
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Luego, reseñó que la mayoría de las llamadas recibidas provienen de profesionales de la salud y, en segundo lugar, de las familias, aunque en los primeros años se presentaba la situación contraria.


Agregó el doctor Paris que, al igual que en otras partes del mundo, la mayoría de las intoxicaciones se producen por ingestión, con bastante diferencia de otras vías, como la inhalación o transmisión cutánea de agentes tóxicos. Asimismo, no se nota una diferencia relevante en el género de las personas intoxicadas, aunque sí se presenta en relación con el grupo etario, ya que más del 50% de los casos corresponde a niños:
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Sin embargo, un aspecto que sí ha llamado la atención en los últimos años es el aumento de las intoxicaciones intencionales, toda vez que en el año 1993 sólo representaban el 17% del total, mientras que en la actualidad esa cifra se ha elevado hasta un 28%, especialmente por el uso para suicidios de medicamentos de uso humano. 


Entre los agentes causales de las intoxicaciones, manifestó que predominan los medicamentos, superando con creces a los productos de uso doméstico, a diferencia de otros países, como Estados Unidos, en que se presenta la situación inversa. También detalló los grupos de fármacos de mayor incidencia en intoxicaciones, que coinciden con aquellos de mayor uso en la población, según lo ha determinado la Encuesta Nacional de Salud:
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A este respecto, recalcó que sólo un 26% del total de los agentes de uso neurológico que provocan intoxicaciones se adquieren mediante la exhibición de la correspondiente receta médica. Adicionalmente, expresó que un punto sobre el cual debe tenerse especial consideración es que durante la vida de una persona la entrada de los medicamentos no sólo se produce por la vía digestiva directa, sino que, por ejemplo, una mujer embarazada puede transmitirle un medicamento al feto por vía intrauterina o una madre a su hijo, a través de la leche materna. De consiguiente, es necesario reforzar el rol del químico farmacéutico para que otorgue una adecuada información, en aras de lograr un uso racional de los fármacos.


Volviendo al tema de las intoxicaciones intencionales, especialmente aquellas destinadas a provocar el suicidio, el doctor Paris consignó que entre los medicamentos más utilizados existen tres que no requieren receta médica para su adquisición: paracetamol, clorfenamina y los anti inflamatorios no esteroidales. Por ello, expresó su preocupación de que se vendan libremente y sin un control apropiado. 


Exhibió la siguiente imagen, que da cuenta de los fármacos de mayor incidencia en intentos suicidas:
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Puso de manifiesto que las intoxicaciones deliberadas con los remedios que requieren receta médica, a saber, el clonazepam, la amitriptilina y la sertralina, son casi dos veces más numerosas en los menores de edad que en los adultos. En tanto, respecto de la clorfenamina, el paracetamol y los anti inflamatorios no esteroidales esa relación aumenta a 4, 5 y 6 veces, respectivamente. 


A modo de conclusión, hizo presente que los niños son quienes más se intoxican con medicamentos; los intentos suicidas con medicamentos de libre venta tienen mayor incidencia en menores de edad, al igual que en aquellos producidos con fármacos controlados, y que los adolescentes podrían utilizar más medicamentos de libre venta como forma de autoeliminación.

Sin perjuicio de lo expuesto, advirtió que con la aplicación de medidas adecuadas, como el otorgamiento de mayor información en el lugar de venta, la introducción de envases seguros y un adecuado control sobre la receta retenida y el número de comprimidos, es posible reducir el número de intoxicaciones. Incluso, aseveró que, a pesar de que encarece en cierta medida el producto farmacéutico, en algunos países casi han desaparecido las intoxicaciones con la sola implementación de los envases seguros.

En relación con el uso inapropiado del paracetamol, hizo notar que un reciente estudio publicado en una revista médica del país pudo determinar que 950 pacientes al año ingieren paracetamol en exceso y que el 29% de ellos lo hace en dosis tóxicas. Asimismo, se concluyó que las mujeres y los adolescentes presentaron mayor riesgo en este sentido y que, en pacientes suicidas, aumentó sobre diez veces el riesgo de ingerir el paracetamol en dosis potencialmente generadoras de daño hepático, el cual, en muchas oportunidades, requiere un transplante de hígado para su tratamiento. 

Expresó que el perfil etario de la población chilena muestra un aumento creciente del número de adultos mayores, lo que influirá fuertemente en cambios en el uso de los medicamentos, en el costo de la salud y en la transformación de las patologías que requerirán atención médica en el futuro. Lo anterior, añadió, cobra relevancia al analizar el gasto público y privado en esta área durante los últimos años, los que se han mantenido relativamente estables y representan, en el primer caso, un 4,4% del Producto Interno Bruto y, en el segundo, un porcentaje del 3,4% del mismo indicador.


No obstante, previno que el mayor problema del que dan cuenta estas cifras es la desigualdad en el gasto, ya que con recursos públicos se debe atender las necesidades de un 82% de la población, mientras que los privados están destinados a un 18% de ella. Situación que debe ser corregida, en su opinión. En el mismo orden de ideas, destacó que, pese a que Chile gasta en salud alrededor de US$ 1.000 per cápita, el mayor nivel de progreso de un país conlleva un mayor gasto en salud. Ejemplificó dicha situación con el gráfico siguiente:
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Sobre el gasto “de bolsillo”
 en salud, que se ha argumentado como una de las razones de la necesidad de impulsar políticas de fármacos que los conviertan en un bien más asequible para la población, explicó que, si bien el 57% del gasto del primer quintil por este concepto está constituido por el costo de los medicamentos, ello no se soluciona con la libertad absoluta en materia de puntos de venta de fármacos, sino con una acción decidida por parte del Estado para asegurar que los medicamentos estén a disposición de la población que atiende en los centros de salud respectivos.


Respecto de la bioequivalencia en Chile, sostuvo que la entidad que representa es partidaria de fomentar ese proceso y, por ello, incluso se ha promocionado en el sitio electrónico del Colegio Médico el listado de medicamentos que detentan esa calidad.


Se mostró partidario de incorporar en las recetas médicas el nombre genérico de la medicina que se prescriba, pero siempre que posea el carácter de bioequivalente, ya que, de otra manera, no tendría sentido promover esa certificación. Igualmente, reclamó porque en las licitaciones para la compra de fármacos que realiza la CENABAST no se privilegia la adquisición de productos bioequivalentes y porque sólo la minoría de los remedios que están en el sistema GES lo son, todo lo cual resulta contraproducente con el fomento estatal a esa certificación.

En seguida, junto con destacar que el Colegio Médico A.G. está de acuerdo en que se aumente el número de medicamentos sometidos a procesos de bioequivalencia, advirtió que debe propugnarse que los laboratorios cumplan con Buenas Prácticas de Manufactura, toda vez que ambos aspectos están íntimamente relacionados.


Se refirió luego a la propuesta de obligar a que los médicos prescriban en sus recetas sólo fármacos genéricos, rechazándola de plano, en especial, por la imposibilidad de su fiscalización o control. Además, requirió una  mayor labor de información a la población por parte de la autoridad sanitaria, sobre los medicamentos que tendrán el carácter de bioequivalentes, ya que muchos de ellos, como los antibióticos o aquellos inyectables, no pueden ostentar esa calidad. 


Advirtió también que, dado el alto costo que significa para los laboratorios certificar un medicamento como bioequivalente, ello influirá en un aumento del precio de los genéricos respectivos. Citó al respecto un estudio efectuado en el año 2003 por don Felipe Larraín Bascuñán:
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En ese contexto, resaltó que su hipótesis es que probablemente los medicamentos de marca reduzcan un poco su precio, los bioequivalentes tiendan a subir y los genéricos propiamente tales desaparezcan paulatinamente, ante su falta de prescripción, debido a la desconfianza que generarán.


A mayor abundamiento, afirmó que en Chile la mayor cantidad de fármacos vendidos son los genéricos, a pesar de que se ha instalado en la población la idea contraria. Asimismo, descartó la creencia de que los médicos recetan remedios de marca por los incentivos económicos que recibirían de parte de los laboratorios, por cuanto, en su opinión, la prescripción se realiza únicamente de acuerdo  a la calidad del producto y basada en los estudios científicos que avalan su eficacia. 


Al finalizar esta exposición, el Honorable Senador señor Rossi planteó que uno de los puntos relevantes en este tema son las intoxicaciones medicamentosas y su eventual relación con el aumento de los lugares de venta de remedios. Requirió el parecer de doctor Paris sobre el eventual aumento de precio de los medicamentos denominados “éticos”, o sea, los que se deben adquirir con receta médica en las farmacias.


El Honorable Senador señor Uriarte, por su parte, consultó al expositor si existen fármacos bioequivalentes propiamente tales, ya que se ha señalado que algunos de ellos, como los jarabes o los inhaladores, no requieren ser sometidos a procesos de equivalencia terapéutica.


A su vez, el Honorable Senador señor Girardi evocó el comienzo de la presente iniciativa legal, que se originó en moción de Senadores de esta Comisión que también persiguieron ante las autoridades pertinentes a las farmacias que se coludieron en los precios de ciertos fármacos, logrando la formalización de varios de los gerentes de las compañías involucradas, aunque no la condena pretendida.


Consignó a continuación que para lograr una correcta política de medicamentos es indispensable terminar con la integración vertical y los monopolios u oligopolios que se producen en ese mercado, ya que, de lo contrario, seguirá existiendo un incentivo a la sustitución de los fármacos y al abuso, en virtud de que el interés de las farmacias es vender productos de marcas propias. Sin embargo, el lobby ejercido por la industria logró que esa normativa no estuviera incluida en el proyecto.


De la misma forma, resaltó la precaria situación laboral que afecta a los dependientes de las farmacias, debido a que gran parte de su remuneración está constituida por la exigencia de las empresas de engañar a los pacientes, negándoles el medicamento solicitado si no corresponde al que se pretende vender.


Otro aspecto relevante en torno a este tema, en su entender, es que las farmacias son el único actor comercial que viola sistemáticamente las leyes que protegen a los consumidores, al no exhibir listas de precios que permitirían al paciente conocer previamente el costo del producto que necesita adquirir.


Una preocupación fundamental que Su Señoría hizo presente a los miembros de la Comisión es la ampliación del acceso de los pacientes a la información y, en esa perspectiva, indicó ser partidario de agregar en la receta médica la denominación genérica del fármaco prescrito, pero teniendo siempre la precaución de que ello no implique otorgar a las farmacias la facultad de sustituir a su voluntad los medicamentos, sino que ello sólo se haga a petición del paciente y se trate de un producto bioequivalente generado mediante BPM. Este último punto, agregó, es de especial relevancia, puesto que se han detectado casos, como el del laboratorio Bestpharma, en que los productos finales entregados a la población carecían de eficacia y calidad.


Igualmente, coincidió con el doctor Paris en que en materia de bioequivalencia se presenta el contrasentido de que el Estado, por una parte, fomenta este proceso, pero, por otra, sigue adquiriendo para el sistema público ciertos medicamentos de dudosa eficacia terapéutica.


Al finalizar, inquirió la opinión del expositor sobre si es una condición necesaria para que los productos bioequivalentes posean esa calidad, el hecho de haber sido elaborados bajo BPM.


Dando respuesta a las consultas efectuadas, el doctor Enrique Paris reconoció que, efectivamente, durante los últimos años han existido avances en materia de bioequivalencia, lo que posibilita que la población adquiera productos seguros, eficaces y de calidad. Además, concordó con la opinión que señala que los medicamentos que son elaborados bajo Buenas Prácticas de Manufactura presentan una mayor confiabilidad que aquellos que no cuentan con dicha certificación. A mayor abundamiento, aseguró que ese estándar de fabricación debería ser un requisito indispensable para los procesos de bioequivalencia.


Aseguró concordar con lo expresado por el Honorable Senador señor Girardi, en cuanto a la recomendación de que las recetas médicas, además del nombre de fantasía del fármaco, consignen su denominación genérica, siempre que tenga el carácter de bioequivalente. Por el contrario, si se abre la puerta a cualquier genérico, se inducirá a las farmacias a vender el fármaco producido por el laboratorio con el que estén relacionadas.


Sobre los medicamentos respecto de los cuales no se exige bioequivalencia, afirmó que de todas maneras se pueden realizar otros tipos de análisis para demostrar su eficacia terapéutica, con la salvedad de que esos estudios pueden ser más complejos y onerosos que los dirigidos a verificar si son o no bioequivalentes.


En cuanto a la propuesta que podría hacerse valer durante el eventual trámite de Comisión Mixta, en orden a ampliar los puntos de venta de fármacos a lugares distintos de las farmacias, sostuvo que prefiere que esa medida se lleve a cabo a través de la creación del químico farmacéutico general de zona y no de la forma promovida por el Ejecutivo en el segundo trámite constitucional. Así, el citado profesional podría instalar farmacias en localidades de menos de 20.000 habitantes o prestar asesoría en pequeños hospitales o consultorios.


Por otro lado, dio cuenta de la relevancia de aumentar el número de químico farmacéuticos en las farmacias, al igual que el de personal adecuadamente entrenado.


En último lugar, consignó que el gremio que representa está de acuerdo con la implementación de la receta electrónica, ya que también ayudará a impedir la sustitución del fármaco prescrito.


A su turno, expuso el Presidente de la Organización de Consumidores y Usuarios de Chile (ODECU), señor Stefan Larenas, quien, en forma previa al análisis de la materia para la cual fue convocado, reveló que la agrupación que dirige es una asociación independiente y autónoma dedicada a la defensa y protección de los derechos de los chilenos, con amplias redes, tanto dentro como fuera del país, y que ha realizado importantes estudios respecto de diversos mercados. Entre ellos, mencionó los referidos a los cereales para el desayuno, a las grasas trans en las margarinas, a la calidad de los yogures, al análisis comparativo de las bebidas gaseosas y al cumplimiento de la Ley del Consumidor en las farmacias. 


Sobre este último punto, que consideró de gran relevancia, recalcó que las farmacias han tenido una actitud perseverante y contumaz   destinada  a  evitar  dar  cumplimiento  a  las   normas  de  la  ley 
N° 19.496, sobre protección de los derechos de los consumidores y que regula el derecho de las personas a elegir los productos que desean adquirir y a conocer previamente su precio.


Ante ese escenario, centró su intervención en los medicamentos de venta directa, denominados también OTC (“over the counter”), haciendo presente que, desde el punto de vista de su organización, este tema no es sólo un problema médico, sino que también tiene un carácter ciudadano, al relacionarse con los derechos irrenunciables a elegir e informarse, de que gozan los consumidores. De consiguiente, se preguntó por qué en Chile se exige que ese tipo de fármacos se expendan sólo detrás del mesón de las farmacias y mediante la utilización de intermediarios.


Comentó que hace unos días compró cinco cajas de paracetamol en diferentes oportunidades y en diversas farmacias y nunca recibió alguna información sobre las posibles contraindicaciones de su administración irresponsable. Entonces, no hay una explicación que permita sostener que la adquisición de este tipo de medicamentos deba sustraerse a la aplicación de los derechos ciudadanos generales en materia de consumo.


Una situación diametralmente opuesta, razonó, es la que concierne a la venta de medicinas que requieren de receta médica, ya que en ese caso se debe mantener el expendio en farmacias y con la asistencia de un profesional químico farmacéutico.


Informó que, pese a que todos los países desarrollados y muchos en vías de desarrollo adoptaron hace años la venta directa en góndolas, se ha seguido sosteniendo por algunos que, por ejemplo, Brasil no ha adoptado esa posición, manteniendo la venta de medicamentos exclusivamente en farmacias. Sobre el particular, advirtió que no es posible comparar la realidad brasileña con la de nuestro país, toda vez que en esa nación el sector farmacéutico no está tan concentrado como en Chile, donde sólo tres cadenas de farmacias aglutinan el 90% del mercado.

Luego, llamó la atención sobre ciertos comentarios que han señalado que a partir de la adopción de una medida como la expuesta se podrá adquirir remedios en forma indiscriminada, y sólo en supermercados. Al respecto, recalcó que los locales comerciales facultados para expender medicamentos serán los que finalmente autorice la ley y no sólo se favorecerá a la industria del comercio detallista.


Asimismo, reseñó que la ampliación de los puntos de venta de fármacos es una medida que va en la misma dirección del apoyo que ha dado la Organización Mundial de la Salud al fomento del autocuidado y la automedicación responsable, en el entendido de que reduce el continuo apremio que tienen los servicios médicos, aumenta la disponibilidad de recursos en áreas rurales o alejadas, capacita a los pacientes para controlar sus problemas crónicos y, por último, disminuye la presión sobre los centros de salud, priorizando la atención para casos complejos.

Otro aspecto positivo que conllevaría la ampliación de los lugares de expendio sería el aseguramiento de un mayor acceso de la población a los fármacos, evitando los extensos desplazamientos que deben realizar algunas personas para adquirirlos, especialmente en comunas pequeñas y de escasos recursos. Complementó dicha sentencia señalando que en el país existen 69 comunas sin lugares de venta de remedios.


Ejemplificó lo anterior mediante la siguiente imagen:

[image: image28.jpg]Los habitantes de las comunas de Lago Verde, Ollagiie y Alhué, en el sur, norte y centro del pais,
deben cubrir extensas distanclas para poder comprar remedios.
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A modo de conclusión, el señor Larenas dejó de manifiesto que, en opinión de ODECU, deben considerarse en la discusión las siguientes particularidades:


1.- En el presente proyecto de ley no sólo se tratan asuntos de tipo médico, sino también de derechos ciudadanos. 


2.- El acceso a los medicamentos denominados OTC se relaciona con la apertura de la posibilidad de ejercer libremente el derecho a elegir de los consumidores.

3.- Los ciudadanos tienen el deber de informarse  y actuar manera responsable. Para ello, se debe fomentar una cultura del medicamento y una automedicación responsable, utilizando los lugares de expendio como centros de información y educación de las personas.


4.- Los derechos en comento son irrenunciables.

Al concluir la intervención precedente, la Honorable Senadora señora Rincón precisó que la ampliación de los puntos de venta de fármacos no es una materia sobre la cual deba pronunciarse el Senado en el tercer trámite constitucional del proyecto de ley en discusión.


Coincidió con dicha argumentación el Honorable Senador señor Chahuán, quien recalcó que el tema del que se ha hecho mención no forma parte del texto de la iniciativa de ley. Lo anterior, con el objetivo de circunscribir la discusión y evitar que la opinión pública tenga la sensación de que hay falta de voluntad política de los Senadores para tratar estos asuntos.


El Presidente Nacional del Colegio de Químicos Farmacéuticos y Bioquímicos de Chile A.G., señor Mauricio Huberman Rodríguez, llamó la atención sobre el retraso que presenta el país en materia de regulación de los dispositivos médicos. En efecto, puntualizó, se encuentran reglamentados los guantes de examinación quirúrgicos, los preservativos, las agujas y las jeringas, pero Chile no ha aprobado una certificación internacional recomendada por la OMS y requiere que se hagan en el país los estudios de productos importados, pero, como sólo se cuenta con un laboratorio para esos efectos, finalmente no se realizan análisis de dispositivos tan relevantes como marcapasos, implantes o válvulas cardíacas.


Sobre la venta de fármacos en góndolas, se mostró de acuerdo con la redacción del texto del proyecto que emanó de la Cámara de Diputados, en el sentido de que estará restringida sólo a las farmacias que tengan la capacidad de hacerlo, puesto que la generalidad de las de menor tamaño no cuentan con los medios para ello y, en ciertos casos, deben atender a la población protegidos por rejas. 


Relacionado con lo anterior, previno sobre el peligro que representa para la salud pública el hecho que las farmacias no cuenten con personal preparado en la atención, por cuanto, como se ha demostrado en ciertos casos, se confunden relajantes musculares con antiinflamatorios o anti reflujo con medicamentos para irritación de garganta.

En cuanto a la exigencia de que todo producto que se expenda al público indique en su envase el precio respectivo, consideró que se trata de una medida retrógrada, discriminatoria e injustificada, puesto que ningún comercio en el país tiene tal obligación y la ley del consumidor sólo ordena tener listas de precios en soporte papel o electrónico, listas que también pueden publicarse en la página web de la empresa. Por otro lado, las farmacias independientes trabajan con compras diarias, ya sea al contado o a crédito, por lo que les sería imposible fijar en cada envase un precio determinado. En definitiva, es un obstáculo técnico al comercio, que obligaría a los laboratorios a cambiar todas las cajas que contienen fármacos.

Respecto de los petitorios y del listado de productos contenidos en el Formulario Nacional, el señor Huberman reparó en que, en la práctica, no se actualizan cada dos años, como mandata la normativa, lo que podría exponer a las farmacias a multas por no contar con un producto descontinuado en su fabricación que no ha sido eliminado de los listados respectivos.

Sobre la forma en que deben prescribirse las recetas médicas, resaltó que siempre debe tenerse en cuenta que la finalidad de su regulación debe ser la salvaguardia de la calidad y el acceso adecuado de los pacientes a los medicamentos. Aseguró que, en opinión del gremio que dirige, para que el intercambio de fármacos se base en la calidad debe hacerse por productos bioequivalentes, en cualquiera de sus formas. Por el contrario, al señalarse simplemente que se debe consignar en la receta la denominación genérica del remedio, es necesario determinar con qué finalidad se hace aquello; si el objetivo es la información del paciente, ello no merece reparos, pero si se efectúa para liberalizar la sustitución resulta contraproducente. Sería aconsejable estimular que, en los casos de fármacos que se ofrecen bajo varias marcas, se pueda recetar el genérico, sugiriendo además alguna o algunas marcas, todo en el afán de asegurar el acceso de las personas a medicamentos de calidad probada.

En otro ámbito, recordó que los almacenes farmacéuticos fueron creados para instalarse en aquellas localidades con población reducida que no cuenten con farmacia; lo anterior, considerando un petitorio reducido y la asesoría de un práctico en farmacia, de tal manera de ajustar los costos a la realidad local.


Sin perjuicio de lo señalado, no obstante que la ley dispone que no podrán instalarse almacenes en localidades que cuenten con farmacias, estimó errónea la interpretación en contrario del Ministerio de Economía, Fomento y Tursimo, que consigna que al emplazarse una farmacia en un lugar en que opere un almacén, este último debe cesar su funcionamiento.


Descartó la creencia de que la ampliación de puntos de venta a supermercados u otros comercios habilitados representa la solución para las comunas alejadas o de escasos recursos que no cuentan con farmacias, ya que ello sólo replicaría el modelo concentrado que actualmente predomina en el país. A su juicio, la situación de esas localidades mejoraría incentivando la instalación de farmacias y almacenes farmacéuticos o si el Estado, a través de sus postas o consultorios, proveyera medicamentos a la población. Manifestó que las farmacias móviles implementadas en algunos lugares apartados han demostrado que la necesidad de los pacientes, en el 80% de los casos, corresponde a medicamentos con receta, requeridos mayoritariamente para el tratamiento de enfermedades crónicas.

Se refirió también a la bioequivalencia, haciendo énfasis en la importancia de las BPM en este proceso, debido a que en la medida en que se validen los procedimientos los listados de productos que poseen ese carácter serán sostenibles en el tiempo.


Si bien manifestó que el gremio que representa ha señalado claramente su posición favorable a la bioequivalencia y la fármaco vigilancia, reclamó que se confunda ese tema con otros no necesariamente relacionados, como el hecho de que las farmacias deberían tener en su petitorio todos las medicinas bioequivalentes, ya que, por ejemplo, entre ellas están considerados los fármacos para el tratamiento del cáncer, transplante de órganos o el SIDA, que son proveídos en los establecimientos que ejecutan las prestaciones respectivas. En el caso del SIDA, además, la dispensación al paciente debe hacerse de forma reservada.


Aseveró que la mantención de todos esos productos de alto costo, cuya venta es casi imposible, obligaría al cierre de algunas farmacias pequeñas y medianas. Por ello, recomendó la inclusión en los petitorios de al menos un medicamento genérico y, de no estar disponible, permitir uno similar de marca.


Por otra parte, si se obliga a que las farmacias tengan en su petitorio todos los medicamentos bioequivalentes, se les forzaría a adquirir incluso fármacos de marcas propias de algunas cadenas, lo cual resulta contradictorio con uno de los objetivos del proyecto.


Por otro lado, llamó la atención sobre la imposibilidad de demostrar bioequivalencia hacia fines del año 2014 de todos los medicamentos incluidos en los listados, toda vez que es muy difícil abarcar más de 20 o 30 productos anualmente, lo que demuestra que es imposible alcanzar la meta propuesta por el ISP.


Luego, expuso sobre la situación de los botiquines, destacando que fueron creados para grupos cerrados que se encuentran en un contexto de aislamiento y con difícil acceso, con el objetivo de contar con ayuda en caso de emergencia. En estos casos, el petitorio que se autoriza, que debe ser administrado por un profesional de la salud, está relacionado con la actividad que se realiza en el sitio y con los productos necesarios para iniciar los tratamientos respectivos. Sin embargo, durante muchos años ésta ha sido una forma de burlar la ley, por cuanto se han descubierto maternidades completas acogidas a esta modalidad para evitar fiscalizaciones. Lo mismo ocurre en consultorios y postas que cuentan con verdaderas farmacias por la cantidad de medicamentos que proveen.


Otro inconveniente es la falta de definición de qué se entiende por “grupo cerrado”, puesto que empresas como ISAPRES o supermercados podrían considerar que se cumple tal condición considerando a todos aquellos que poseen tarjetas de crédito de su emisión, lo que les permitiría la venta como botiquín a todos sus afiliados. De esa manera, concluyó, se eludiría la prohibición de venta de medicamentos fuera de las farmacias. 


En materia de fraccionamiento de fármacos, previno que su aplicación debe ser restringida, ya que presenta aspectos peligrosos si no se regula adecuadamente.  Así, consignó que para mantener la calidad y eficacia que exigen las BMP, se requiere el cumplimiento de elevados índices de seguridad, que eviten que el fraccionamiento provoque contaminación cruzada. Lo anterior supone una gran inversión en espacio, equipamiento y profesionales de dedicación exclusiva, todo lo cual conlleva una elevación de los costos, especialmente para las farmacias pequeñas y medianas.

Más aún, algunos estudios elaborados en Estados Unidos han concluido que el precio por el mantenimiento del equipo de fraccionamiento para cada preparación asciende a US$ 10,5 dólares, lo que excede el costo promedio de los medicamentos en Chile. 

Sobre el sistema de fragmentación denominado comúnmente “tijereteo”, explicó que ese procedimiento presenta un alto riesgo para los pacientes, pues impide identificar en cada unidad las indicaciones del fármaco. Agregó, a modo de ejemplo, que al abrir el envase de un remedio éste podría fácilmente mezclarse con otro que se encuentre vencido, sin que pueda distinguirse entre ellos. En su opinión, el único lugar donde se puede aplicar este sistema es en un hospital, en que la enfermera a cargo, una vez fraccionado el medicamento, lo administrará inmediatamente al paciente, sin que este último tenga otra injerencia en el proceso. 


No obstante, se declaró partidario de autorizar el fraccionamiento en envases clínicos de menor contenido y precio, que contengan las unidades con la información necesaria, como nombre genérico o de marca, miligramaje, lote o vencimiento, es decir, todo lo requerido para reducir el riesgo de errores e intoxicaciones. Esta medida sería de implementación inmediata y permitiría reducir los costos de forma efectiva.

Igual situación acontece con los fármacos que pueden expenderse en dosis unitarias. Para ello, se debería fomentar en los laboratorios la fabricación de mayor cantidad de productos de ese tipo, lo cual permitiría entregar las dosis justas y necesarias a los pacientes, junto con asegurar la calidad y seguridad de los medicamentos. 


Finalmente, hizo presente que un grave problema que debe abordarse es el de la falsificación de medicamentos y su venta ilegal a través de medios electrónicos.


A continuación intervino brevemente el Presidente de la delegación regional de Valparaíso del Colegio de Químico Farmacéuticos y Bioquímicos A.G., señor Patricio González, quien, junto con compartir las expresiones proferidas por el anterior expositor, solamente hizo presente su deseo de que en la discusión de la iniciativa se promueva la idea de que el medicamento se considere un bien social y no uno de consumo, como actualmente ocurre en el país, lo cual ayudaría a la adopción de las decisiones más apropiadas en esta materia.


A su vez, el Presidente de la Asociación Industrial de Laboratorios Farmacéuticos A.G. (Asilfa Chile), señor Sergio Cedano, dio inicio a su exposición dando a conocer que la industria nacional fabrica 8 de cada 10 medicamentos que se comercializan en Chile, constituyéndose en una de las más activas del continente y a nivel mundial.


Al entrar en materia, informó que es previo dilucidar si el paso de los medicamentos por procesos de equivalencia terapéutica tiene relación con el precio de los productos o sólo con la intercambiabilidad. Así, declaró que la entidad que representa está a favor de la bioequivalencia, siempre que se realice de la manera adecuada y se tengan en cuenta las variables que deben ser consideradas en un proceso tan complejo como el ya señalado. Manifestó compartir su promoción, pero no de la manera acelerada que ha sugerido el Gobierno, que pretende certificar 2.780 productos en dos años, lo que, a su juicio, es imposible.


La afirmación anterior se sustenta en que los plazos establecidos por la autoridad no condicen con la infraestructura disponible para hacer los estudios de bioequivalencia ni con la capacidad real de los centros autorizados, y en que los procesos  productivos de validación en países desarrollados como Estados Unidos demoraron más de 15 años.


A mayor abundamiento, consignó que la industria local ha informado al ISP de su  diagnóstico y capacidad real acerca de los tiempos necesarios para hacer estos estudios, pero hasta la fecha no ha obtenido respuesta. Declaró que en el país, en promedio, es posible realizar 9,5 estudios anualmente.


Luego se refirió a un análisis efectuado por el Servicio Nacional del Consumidor sobre el efecto en el precio de los medicamentos que tendría la introducción de productos bioequivalentes, cuyos resultados se ilustran en el siguiente gráfico,:
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Destacó el aumento relevante en el costo de los genéricos, relacionado, en su parecer, con el impacto producido por la entrada de los fármacos bioequivalentes en el mercado. Consideró negativo el resultado, ya que los pacientes que más consumen genéricos son los que pertenecen a los tres primeros quintiles de la población.

Seguidamente, mencionó que algunos medicamentos, como el alprazolam, han presentado en el último tiempo curvas de consumo decrecientes, previéndose su casi completa desaparición del mercado en algunos años. En ese caso, continuó, la realización de eventuales estudios de bioequivalencia significaría invertir en tecnologías en desuso y, por ello, es entendible que algunas empresas no deseen hacerlo. Además, interferir en fármacos genéricos de costo reducido, que en promedio alcanzan un costo de US$ 1,2 por caja, sólo conllevará un aumento de su precio.  


Evocó declaraciones del señor Ministro de Salud, quien sostuvo, en mayo de 2012, que el alprazolam, al alcanzar la calidad de bioequivalente, sería un 2.000% más barato que un producto de marca. En su opinión, esa afirmación pierde sentido, ya que se trata de un fármaco cuya utilización está en franco decrecimiento y no hay interés de otros actores para entrar en ese mercado. Por otro lado, dijo, al adquirir el medicamento antes referido el carácter de bioequivalente, su precio ha aumentado en 200%, en un año.


Planteó que la Contraloría General de la República, al analizar decretos ministeriales que regulan el proceso de equivalencia terapéutica, ha dictaminado que debe fijarse un plazo razonable para que los titulares de los registros sanitarios respectivos cumplan con la obligación de practicar los análisis en cuestión. Sin embargo, eso generará una eventual judicialización del asunto al no cumplirse las exigencias de bioequivalencia, ya que habrá tantos “plazos razonables” como laboratorios existan. En conclusión, mientras no se determine claramente el término requerido, la situación será ambigua.

Asimismo, hizo notar cierta incongruencia y falta de coordinación entre las instituciones estatales, puesto que mientras, por un lado, se promueve el proceso de bioequivalencia, por otra parte, la CENABAST, al efectuar los procedimientos licitatorios para la compra de fármacos, asigna un puntaje considerablemente más bajo a los que tienen la calidad de bioequivalentes, en comparación con otros factores, como el precio.


Exhibió la siguiente lámina al respecto:
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Al continuar su exposición, citó el caso de la multa cursada por la FDA estadounidense a la compañía de origen indio Ranbaxy, por productos de calidad inapropiada, ya que se caracterizaban como bioequivalentes fármacos que no lo eran. Esa misma situación, advirtió, podría afectar a los medicamentos que ingresen al país procedentes de fuentes donde no se practiquen las BPM.


En virtud de lo expuesto, demandó de las autoridades un proceso de bioequivalencia serio, dirigido por una Agencia Nacional de Medicamentos independiente, tanto económicamente como del gobierno de turno. 


Por otro lado, informó que el único estudio serio sobre la materia ha sido el elaborado en el año 2003 por el actual Ministro de Hacienda, señor Felipe Larraín, el cual concluyó que los precios de los fármacos en Chile están dentro de los más bajos de Latinoamérica y que el positivo desempeño del mercado se ha logrado por una escasa intervención estatal. Además, en ese trabajo se previene que si la regulación que se pretende es exitosa, bajará la demanda por remedios de marca y subirá la demanda por genéricos, elevando el precio de estos últimos. De la misma forma, se concluye que, como presumiblemente los consumidores de genéricos son las familias de menores recursos, se produciría una intervención de mercado con efectos regresivos.


En otros estudios publicados recientemente en la prensa, informó, se ha señalado que la tasa de aumento de los precios de los medicamentos en los próximos años será de un 7,5% anual. Sin embargo, advirtió que los datos entregados no serían fiables, puesto que no consideran el IPC anual ni reflejan el crecimiento real del mercado de fármacos en el país. Además, como se destacó anteriormente, el sistema público no está comprando productos bioequivalentes, a menos que posean un precio adecuado. 


El problema de la bioequivalencia, aseguró, ya ha sido resuelto en otros países latinoamericanos, como Argentina y México, realizándose el proceso sólo en el país respectivo y sobre medicamentos fabricados en el mismo lugar, para certificar los pasos y etapas del fármaco.


En cuanto al texto aprobado por la Cámara de Diputados sobre la forma en que deben prescribirse los medicamentos, señaló su conformidad con dicha iniciativa, ya que tenderá a empoderar a los pacientes para que elijan el medicamento que más les convenga y al mejor precio. Conjuntamente, se reafirma la potestad profesional del médico, constitucionalmente protegida, para prescribir el medicamento correspondiente, y se interpreta de forma más precisa la realidad del mercado, donde el concepto de bioequivalencia está en vías de renovación.

Sin embargo, también se debe tener en consideración que abrir la puerta a la intercambiabilidad bajo el actual escenario generará un riesgo sanitario y agudizará el peligro de integración vertical, al entregar mayor poder a las farmacias. Lo anterior, en el entendido de que pasarán varios años hasta poder contar con una bioequivalencia generalizada de los productos esenciales. 



Sobre el fraccionamiento y el tratamiento de las dosis unitarias para reducir el costo de los fármacos y aminorar el riesgo de intoxicación, manifestó que se podría implementar si las farmacias contaran con los elementos necesarios para realizar una dispensación segura. No obstante, como ello no ocurre en el país, una medida de ese tipo, en las actuales condiciones, significaría un riesgo para la salud de la población. Por otra parte, el costo de dispensación en dosis unitarias y fraccionamiento aumenta aproximadamente entre US$ 9 y US$ 12.


Informó también que en Estados Unidos, que cuenta con altos índices de seguridad en esta materia, las intoxicaciones en niños han aumentado en un 30% el último año. A mayor abundamiento, uno de cada ocho niños ingresa a un servicio de urgencia por una afección de este tipo.

A raíz de lo anterior, ASILFA considera que, considerando las características de las farmacias en Chile, el fraccionamiento no es recomendable. 

Finalmente, detalló que, a juicio de la organización que representa, las medidas más eficientes que deberían adoptarse para mejorar el acceso de la población a los medicamentos es actuar cuando los fármacos pierden su patente y subvencionar a los medicamentos de menor valor.

- - - - - - - -


Al concluir las exposiciones, usó nuevamente la palabra el señor Mauricio Huberman y manifestó que, en su opinión, cada persona que hace valer su posición ante la Comisión debiera dejar en claro a quién representa. En ese sentido, consideró negativo que el doctor Pablo Rodríguez se presente como ex Presidente del Colegio Médico y no dé cuenta si está o no relacionado con algún laboratorio.


Ante ese comentario, la Honorable Senadora señor Rincón manifestó que el doctor Rodríguez no fue invitado a la Comisión en calidad de representante del gremio médico ni invocó tal calidad en su exposición. Agregó que, si bien se ha instalado en la opinión pública la idea de que el lobby habría influenciado las posiciones de algún parlamentario, se legislará en beneficio de las personas, que es, en definitiva, el interés que los parlamentarios deben salvaguardar.   


Sin perjuicio de lo anterior, el Honorable Senador señor Rossi advirtió que en proyectos de ley en que hay fuertes intereses económicos involucrados, muchas veces los grupos concernidos disfrazan sus intenciones apelando a supuestas finalidades sanitarias y altruistas. En tal virtud, consideró un buena práctica que los expertos y personeros que participen en la discusión de un proyecto de ley expliciten los intereses que defienden.    


A su turno, el Ministro de Salud, doctor Jaime Mañalich, se hizo cargo de la alusión hecha en una de las intervenciones de los invitados, a un estudio en que habría participado el actual Ministro de Hacienda, aclarando que dicho análisis fue elaborado en el año 2003, por una consultora privada a la que pertenecía en ese entonces el señor Felipe Larraín. Por tanto, dicha opinión no refleja la posición que hoy sostiene sobre la materia la Secretaría de Estado antes señalada. 


En seguida, precisó que su repartición está bastante conforme con la redacción del texto del proyecto de ley, fruto de los dos primeros trámites constitucionales, normativa que se caracteriza por hacerse cargo del grave problema de acceso a los medicamentos que aqueja a la ciudadanía y que soluciona algunas externalidades negativas de un sector de la economía cuestionado no sólo en el país, sino que también a nivel internacional.


Entre los aspectos más relevantes de la iniciativa de ley, destacó la prohibición de entregar incentivos a los médicos para que prescriban determinados fármacos; la posibilidad de que se vendan medicamentos en las góndolas de las farmacias; la aprobación del fraccionamiento de las medicinas, que tenderá a reducir sus costos, sin afectar la seguridad sanitaria; la nueva regulación de los almacenes farmacéuticos; la autorización para que en aquellas comunas en que no hay farmacias ni almacenes, los consultorios y los Servicios de Atención Primaria de Urgencia expendan medicamentos; el otorgamiento de un rol activo a la CENABAST en caso de desabastecimiento de fármacos, y, por último, la regulación de los alimentos e implementos de uso médico.


No obstante, un aspecto que no ha generado consenso entre ambas Cámaras es la disposición contenida en la nueva redacción del artículo 101 del Código Sanitario, que define la receta médica, por cuanto en el segundo trámite constitucional se eliminó la obligación de consignar en ella la denominación genérica del fármaco recetado, disminuyendo de esa forma la información que se pone a disposición del paciente y contrariando lo establecido en las leyes Nos 19.496 y 20.584
.


Entonces, como forma de lograr un acuerdo al respecto, se ha propuesto que la receta deba contener tanto el nombre de fantasía del producto como su denominación común internacional.


En el mismo orden de ideas, el Honorable Senador señor Chahuán sostuvo que, en su parecer, el proyecto en discusión es bastante positivo, en la medida en que fomenta la generación de  una política nacional de medicamentos y de genéricos. En virtud de lo expuesto, propuso restablecer el espíritu original del proyecto, que dice relación con el otorgamiento de un acceso más expedito de la población a fármacos de menor precio.


Seguidamente, el Honorable Senador señor Girardi reiteró que, para efectos de la historia fidedigna de la ley, es necesario recordar que este proyecto, de iniciativa parlamentaria, fue consecuencia del fraude que las farmacias cometieron en materia de colusión de precios, denunciado ante todas las autoridades pertinentes.


Afirmó que uno de los objetivos principales del proyecto es impedir la sustitución de los medicamentos que se efectúa en los puntos de venta, lo que lleva a que un dependiente de farmacia, en función del interés económico de la empresa, determine cuál es el remedio que recibirá el paciente. Asimismo, recordó que hubo Senadores que se opusieron a poner coto a la integración vertical en este sector, medida que impediría que las farmacias tengan marcas propias de medicamentos para promover su venta mediante el estímulo remuneratorio denominado “canela”. 


Entre los importantes avances que contiene la normativa en comento, valoró la reglamentación de los productos naturales de uso médico, ya que hoy se les trata como alimentos, sin serlo. Además, este tipo de productos son los que más aumentan en el mundo, entre los que están relacionados con la medicina. Igualmente, mostró su acuerdo con la medida de fraccionamiento de los fármacos.

En relación con la discusión suscitada en torno al artículo 101 del Código Sanitario, se mostró partidario de ampliar el derecho a saber de los pacientes, pero generando una barrera para que esa herramienta no sea usada por las farmacias para sustituir los productos recetados. En definitiva, no ve problemas en la intercambiabilidad de los fármacos, pero siempre con la precaución de que se haga por uno que haya demostrado su bioequivalencia y sea de menor costo.


Aseguró también que una de sus proposiciones originales, que finalmente no prosperó en este proyecto, propugnaba que las farmacias fueran consideradas un servicio público, al igual como ocurre en otros países, lo que conllevaría a la licitación de sus locales y a una paridad en los precios que cobran a la población. Lo anterior, por la necesidad de ampliar la cobertura de medicamentos, toda vez que los hospitales y los consultorios sólo entregan el 40% de los fármacos recetados, mientras que el porcentaje restante debe ser costeado por el paciente.


En virtud de lo expuesto y en razón de que las farmacias concentran un 90% de la venta de fármacos en el país, anunció que planteará en su momento la posibilidad de que los remedios que no requieran receta médica puedan ser vendidos en lugares diferentes a las farmacias, con el objetivo de acabar con el oligopolio que afecta al mercado farmacéutico.


En lo atinente a otras materias, expresó la esperanza de que se contemple un petitorio de medicamentos amplio y que haya listas de precios en cada una de las farmacias, en línea con los derechos actuales que la ley garantiza a los consumidores.


Al concluir, precisó que no sólo se debe exigir que los medicamentos aseguren seguridad, calidad y eficacia, sino que también debe incluirse la accesibilidad a toda la población. 


A su vez, el Honorable Senador señor Rossi consideró que el proyecto de ley irá en beneficio de los sectores de menores recursos. Ello, por cuanto según datos proporcionados por el Colegio Médico, más de la mitad de los gastos en salud que efectúan las personas pertenecientes al quintil más pobre de la población están destinados a la compra de medicinas en las farmacias.


En esa perspectiva, manifestó su extrañeza por las expresiones planteadas por algunos expositores, en cuanto no sería necesario establecer una política nacional de genéricos, debido a los bajos costos de los medicamentos. Igualmente, advirtió que ciertos actores del sector productor de fármacos tratan de evitar un descenso en los precios poniéndo obstáculos a la ampliación del proceso de bioequivalencia. Entonces, argumentó, es factible poner en duda el supuesto interés altruista o sanitario de los argumentos aducidos por algunos expositores.


A mayor abundamiento, afirmó que ciertos fármacos de la misma marca y laboratorio pueden comprarse en el extranjero por un valor que puede ser hasta tres veces más barato que en Chile. Tal es el caso de los antidepresivos, citó como ejemplo.


En ese contexto, requirió una mayor promoción de la intercambiabilidad por productos bioequivalentes elaborados bajo BPM y que todos ellos se encuentren en los petitorios de las farmacias, con la finalidad de empoderar al paciente mediante la entrega de la mayor información posible.


Finalmente, estuvo de acuerdo en que en la receta médica se consigne el nombre de fantasía del fármaco y su denominación común internacional.


Por último, la Honorable Senadora señora Rincón, para recalcar la relevancia de la iniciativa en comento, evocó un fallo reciente de la Corte de Apelaciones de Antofagasta, que confirmó la sanción a una farmacia por el cambio de un medicamento recetado a un menor de edad, sustitución que le causó problemas de salud.


En sesión posterior expuso el Presidente de la Federación Nacional de Trabajadores de Farmacias, FENATRAFAR, señor Mauricio Acevedo, quien, a modo de introducción, dio cuenta de los aspectos que, en su opinión, no debiesen estar ausentes en el debate.


Entre ellos, se refirió a los vicios de la estructura de las remuneraciones de los trabajadores de las farmacias, aspecto que se encuentra tratado apropiadamente en el proyecto de ley; a la necesidad de que el país cuente con una legislación responsable que impida que los beneficios lleguen solamente a los grupos más favorecidos de la sociedad y con una adecuada fiscalización para asegurar su cumplimiento, y al cambio de concepción respecto de la forma en que se ha considerado a los medicamentos, esto es, desde un bien de consumo a un producto que incide en la salud de la población.


Luego, se refirió a la medida de permitir la venta de medicinas en góndolas situadas dentro de los locales farmacéuticos, lo que aumentaría el modelo de negocio de las farmacias y la integración vertical que presenta el sector, entre los laboratorios y las cadenas farmacéuticas. Advirtió que la iniciativa en discusión replica el modelo de preferencia hacia productos de marcas propias que actualmente se ofrecen en el mesón de esos establecimientos, toda vez que la normativa no especifica el listado de fármacos que deben expenderse en las góndolas, dejando nuevamente de lado a los genéricos.


Hizo notar que ha servido de fundamento para sustentar la propuesta de venta en góndolas que dicha acción terminaría con los incentivos a los trabajadores para expender productos de marcas propias de las farmacias. Sin embargo, esa práctica sólo se trasladará a las góndolas, perjudicando las remuneraciones de los trabajadores, las que, en ningún caso, pueden ser reputadas como parte de los incentivos perversos del sistema.  


En ese orden de ideas, calificó como imprudentes las expresiones que apuntan a que los trabajadores de las farmacias son los responsables del engaño a la población o de las malas prácticas que en esos lugares se producen en la venta de ciertos medicamentos. Por el contrario, estimó que la mayor responsabilidad recae en aquellos que han diseñado el actual modelo de negocio de las farmacias y que han permitido que se fortalezcan los incentivos.


Por otro lado, reclamó que la implementación de envases seguros para los medicamentos sólo conllevará un aumento de precios, que deberá ser costeado por los consumidores. 


Indicó que aún se encuentra pendiente la regulación de las medicinas para el tratamiento de enfermedades crónicas. Igualmente, aseguró que las recetas médicas deben prescribir el medicamento genérico, ya que diariamente son testigos de como los pacientes solicitan la sustitución del fármaco recetado por uno genérico, en razón de las importantes diferencias de precios entre ellos, que muchas veces no son conocidas por los facultativos. Una solución alternativa, añadió, sería que el médico dispusiera en su despacho de un listado con los precios de los medicamentos, para que el paciente pueda señalar si es capaz de pagar por el producto prescrito.


En razón de la relevancia de la intervención de los auxiliares de farmacia en la labor de informar adecuadamente al paciente para la recuperación de su salud, valoró las acciones de capacitación que han dispuesto las autoridades ministeriales y que se plasman en el decreto N° 38, del Ministerio de Salud, del año en curso
.


Sobre los procesos de bioequivalencia, advirtió que lo primero que se debiese considerar es el aseguramiento de la producción de medicamentos mediante Buenas Prácticas de Manufactura. Esa medida, razonó, terminaría con el temor de algunos de que en las recetas se prescriban fármacos genéricos. Además, requirió de las autoridades una mayor información a la población sobre este tema, toda vez que, a pesar de que los medicamentos que han demostrado su equivalencia terapéutica no son la mayoría, los pacientes en muchas oportunidades exigen el expendio de fármacos que supuestamente tendrían la calidad de bioequivalentes y que no la detentan.


Se refirió también al fraccionamiento, acotando que lo único que provocará esa medida serán riesgos, tanto para los clientes como para los trabajadores de las farmacias, ya que estos últimos, al estar expuestos a cometer errores en la dispensación de los fármacos, pueden ver peligrar su estabilidad laboral y afectada su responsabilidad.


Respecto del etiquetado de los precios en los envases de los medicamentos, el señor Acevedo, junto con considerar que no cumplirá los objetivos perseguidos, manifestó su preferencia por que se haga efectiva la exigencia de que las farmacias cuenten con listas de precios de los productos, junto con una fiscalización apropiada de su cumplimiento. La remarcación implicará mayor trabajo para los trabajadores de las farmacias, por el mismo sueldo y entrañará un mayor riesgo para ellos, ya que cualquier error en un precio deberá ser asumido por el funcionario.


A continuación, exhibió un diagrama que, en opinión de la organización que representa, ilustra la solución que se considera adecuada:
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Concluyó su exposición señalando que en el proyecto de ley hay medidas que sólo se fundamentan en la voluntad de imponer un castigo a las empresas farmacéuticas y no en la de asegurar beneficios para todos los chilenos, puesto que muchos de los costos involucrados serán pagados finalmente por los trabajadores de las farmacias y por los consumidores.


El Honorable Senador señor Chahuán pidió al señor Acevedo precisar si FENATRAFAR estaría de acuerdo con la venta de medicamentos en góndolas en las farmacias, si los productos que estarán a disposición de la población son genéricos. 


Dando respuesta, el señor Presidente de FENATRAFAR aseguró que el escenario ideal es que los medicamentos se expendan sólo con la intermediación de un profesional calificado. Por ello considera que permitir la venta en góndolas fomenta el actual negocio de las farmacias.


A su vez, el Honorable Senador señor Girardi requirió una explicación sobre cómo se estructura la remuneración de un trabajador de farmacia y cómo la retribución se vería afectada si se prohíbe el incentivo denominado “canela”.


En tanto, el Honorable Senador señor Rossi, junto con recalcar que las malas prácticas que puedan presentarse en las farmacias no son de responsabilidad de los trabajadores, recalcó que en las góndolas debe estar disponible un petitorio mínimo que contenga, por ejemplo, determinados productos genéricos que hayan demostrado su bioequivalencia.


El señor Mauricio Acevedo manifestó que alrededor del 50% de la remuneración de un trabajador de farmacia es un componente variable. Con la venta de medicamentos más caros se puede alcanzar montos que oscilan entre $300.000 y $ 400.000 mensuales. Sin embargo, esa situación, a su juicio, no es justa, tanto para los dependientes como para los consumidores. El sueldo base corresponde al mínimo establecido por la ley.


De consiguiente, celebró la disposición contenida en el artículo transitorio de esta iniciativa de ley, que apunta efectivamente a dar término al sistema de remuneraciones descrito.


Finalmente, explicó que los mayores incentivos por venta generalmente corresponden a las medicinas ubicadas en el mesón de la farmacia. Además, hay un listado a disposición de los dependientes que señala los montos de las comisiones según producto y laboratorio.


En seguida, expuso el Presidente de la Asociación de Farmacias Independientes de Chile, AFI, señor Héctor Rojas, quien manifestó, en primer lugar, que la entidad que dirige concuerda absolutamente con la norma que aprobó el Senado en el primer trámite constitucional y que dispone que en la receta médica se deba consignar tanto el nombre de fantasía del fármaco como su denominación común internacional. Agregó que los datos no sólo se deben consignar tratándose de remedios categorizados como monodroga, sino también en el caso de aquellos que son una asociación de drogas, para evitar que en el futuro algún laboratorio  trate de eludir la norma agregando al componente principal otro compuesto inocuo. Al efecto, solicitó a los miembros de la Comisión considerar esta idea en la redacción final de la disposición. 


Expresó que el sistema actual, que calificó de perverso, impide al paciente elegir el producto más barato, perjudicando especialmente a aquellos pertenecientes a sectores más vulnerables, que no pueden comprar medicinas de una marca determinada. Entonces, se preguntó si es preferible que el paciente no adquiera el fármaco recetado, por su imposibilidad de pagarlo, o que compre uno que haya demostrado su equivalencia terapéutica.


Al respecto, declaró que su entidad recomienda que la solución que se adopte sea en beneficio del paciente, reforzando su información y confianza, aunque se perjudique en cierta medida a los laboratorios denominados innovadores.


Otro de los ejemplos que mencionó para apoyar su argumentación es la situación que se produce al presentarse una urgencia, en que el precio del producto recetado podría determinar que el paciente opte finalmente por no adquirir el remedio, poniendo en riesgo su salud. Lo mismo podría suceder en caso de falta de stock del fármaco prescrito.


Respecto del fraccionamiento, evocó lo dispuesto en el artículo 8° del decreto N° 466, del Ministerio de Salud, de 1985
, que faculta a esa Secretaría de Estado para dictar una resolución que autorice fraccionar medicamentos en el país. Sin embargo, ningún gobierno ha dictado esa reglamentación. 


En virtud de lo expuesto, mantener en el proyecto de ley la disposición que señala que la implementación de la fragmentación de medicamentos quedará sujeta a la dictación del reglamento respectivo, arriesga repetir el escenario actual y dejar sin aplicación la normativa. Por lo demás, no se entiende por qué a un farmacéutico, que puede sintetizar o fabricar productos complejos, no se le permite realizar un simple fraccionamiento de medicamentos terminados, medida que beneficiaría de forma importante al paciente.


Sobre la sustitución del medicamento en farmacia, comentó que le parece más apropiado que sea un químico farmacéutico, a petición del paciente, quien se encargue de practicarla. Sin embargo, si no se preceptúa que el médico deba prescribir tanto el remedio de marca como el genérico, lo anterior no podrá aplicarse.


Seguidamente, hizo uso de la palabra el Secretario General de la Asociación Nacional de Estudiantes de Química y Farmacia, ANEQyF, señor José Cárdenas, quien se refirió, en primer término, a lo establecido en el artículo 129 D del Código Sanitario propuesto en la iniciativa de ley, que trata la situación de los botiquines farmacéuticos.


En ese sentido, hizo hincapié en la deficiente fiscalización que, en su opinión, se presenta no sólo en este nivel, sino que respecto de todos los locales de dispensación de medicamentos, lo que ha hecho posible que algunos botiquines contengan fármacos que exceden el petitorio que les corresponde y, por lo tanto, funcionen prácticamente como una farmacia, aunque sin contar con la dirección de un químico farmacéutico.


Otro aspecto que le mereció especial atención es la falta de definición de lo que se entenderá por grupos cerrados que accederán a los botiquines, lo que podría dar lugar a que ciertas empresas, como supermercados e ISAPRES, amplíen en demasía ese concepto y vendan medicinas fuera de las farmacias.


Por último, reparó en que si los botiquines se abren el expendio de medicamentos se presenta una oportunidad de negocio para la empresa que los administra, pudiendo resultar afectados los trabajadores que estuvieran haciendo uso del beneficio en forma gratuita.


En definitiva, esas características negativas pueden terminar perjudicando la salud de los pacientes y disminuyendo el acceso a los medicamentos.


Como forma de visibilizar la falta de fiscalización a la que ha hecho alusión, dio cuenta de que en un radio de tres cuadras en torno a la oficina en que funciona la Secretaría Regional Ministerial de Salud de la Región Metropolitana fue posible encontrar 21 puntos no autorizados de venta de medicamentos, lo que se ilustra en el plano inserto a continuación.
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Conjuntamente, esta falta de control puede derivar en un importante riesgo sanitario, debido a la calidad deficiente de los medicamentos, inadecuado almacenamiento, errores en dispensación e información incorrecta a los consumidores.


En ese sentido, planteó que la ANEQyF opina que la apertura de nuevos puntos de venta debe circunscribirse exclusivamente a las farmacias, toda vez que Chile es el país de América que posee menor número de esos locales por habitantes, junto con ostentar una deficiente distribución entre las regiones. Exhibió los siguientes cuadros:
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Lugar Pais NUmero de | Poblacién | Nomero de
farmacias | (en miles) hab. x
farmacias
1 Chile 1.798 16.970 9.438
2 Venezuela 5.246 28.583 5.449
3 Republica 1.980 10.090 5.096
Dominicana
4 Ceniro América 8.686 39.500 4.548
5 Peru 8.287 29.165 3.519
6 México 31.398 109.610 3.491
7 Bolivia 2.867 9.863 3.440
8 Paraguay 1.861 6.349 3.412
9 Brasil 58.232 193.734 3.327
10 | Argentina 12.979 40.276 3.103
11 Uruguay 1.250 3.361 2.689
12 | Colombia 19.068 45.660 2395
13 | Ecuador 5915 13.625 2.303

Fuente: ONU (Organizacién de Naciones Unidas) Divisién de estadistica, proyecciones
2009. World Population Prospects: The 2008 Revision, TABLE A.1. TOTAL POPULATIONN BY
COUNTRY IN 2009. Universo total de Farmacias IMS Health. Sofocar S.A.
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I [Regién de Tarapaca 34 300.301 8.342
i [Region de Antofagasta 571 561.604 9.853
i [Regién de Atacama 35 276.48( 7.899)
IV Regién de Coquimbo 8 498.019 8.517
IV Regién de Valparaiso 238 1.720.584 7.229|
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X [Regién de La Araucania 82 953.839  11.637
X [Regién de Los Lagos 62| 815.399 13.152
XI [Regién de Aisén 7] 102.632 14.662
XIl [Regién de Magallanes y Antdrticq 18 157.574 8.754
Xl Regién Metropolitana 1133 6.745.651 5.954
IV [Regién de Los Rios 33 376.704 11.415
XV Regién de Arica y Parinacota 22 187.349 8.514
TOTAL| 22791 6.763.47d 7355

Fuente: elaboracién propia en base a INE y DIPOL (MINSAL).





Respecto del fraccionamiento de medicamentos, manifestó que una medida de ese tipo requerirá de una inversión en materia de espacio, equipamiento y recursos humanos capacitados, para cumplir con los estándares de calidad necesarios para llevarlo a cabo. Sin embargo, no serán muchas las farmacias que podrán invertir la cantidad de fondos requeridos para su implementación.


Añadió que otra opción sería el corte manual de envases, aunque previno sobre la peligrosidad de aquello, en virtud de los riesgos sanitarios que implica, por cuanto impide que el paciente conozca claramente las características del medicamento que se le está suministrando.


En esta materia también resurge el problema de la deficiente fiscalización, puesto que el ISP, al no contar con oficinas regionales, no sería capaz de efectuar un apropiado control de los procesos. 


En conclusión, el fraccionamiento provocaría un aumento de los precios de los fármacos y perjudicaría la seguridad en su dispensación. Por el contrario, una buena opción en este tema sería incentivar a la industria farmacéutica para el desarrollo de medicamentos en dosis unitarias, teniendo la precaución de que el costo adicional que ello represente no recaiga en los pacientes.


En cuanto a la formulación de la receta médica, apoyó que se exija la prescripción tanto del remedio de marca como del genérico respectivo, permitiéndose la intercambiabilidad sólo por fármacos bioequivalentes, ya que si se deja abierta la sustitución las cadenas de farmacias preferirán aquellos productos de sus propias marcas.


También se mostró contrario a que todos los medicamentos bioequivalentes deban estar en el petitorio obligatorio de las farmacias, por cuanto algunos de estos productos no se comercializan en farmacias y son de exclusivo uso hospitalario, otros son de alto costo y baja rotación y, por último, existen fármacos bioequivalentes de marcas propias de las cadenas farmacéuticas.

Por ello, el petitorio debe exigir contar sólo con una alternativa, priorizando los bioequivalentes.

Dando término a su exposición, presentó las propuestas que su organización estima pertinentes para perfeccionar el proyecto en comento.


La primera de ellas, destinada a solucionar los problemas de acceso a medicamentos seguros en zonas aisladas, es incentivar la figura del farmacéutico general de zona, ya que se ha demostrado que el trabajo de estos profesionales optimiza los recursos y asegura calidad y seguridad en la dispensación de medicinas.


Otra propuesta es la recuperación de uno de los objetivos originales de la iniciativa, esto es, la regulación de la integración vertical entre laboratorios y cadenas farmacéuticas.


En último lugar, consideró conveniente priorizar la instalación de nuevas farmacias en los lugares en que se requieran, por sobre otras soluciones paliativas que no corrigen el problema de raíz, como  los botiquines y los almacenes farmacéuticos que, a largo plazo, sólo originarán más dificultades.


Asimismo, deseó que en un escenario futuro el químico farmacéutico sea considerado como un profesional sanitario, que las farmacias sean centros de salud y que al medicamento se le trate como un bien social, a diferencia de lo que ocurre actualmente, en que se les asigna el rol de meros administrativos, locales comerciales y bienes de consumo, respectivamente.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón, precisó que el tema de la integración vertical a que se ha hecho referencia anteriormente no forma parte de las discrepancias surgidas entre el Senado y la Cámara de Diputados y, por lo tanto, no es un asunto sobre el cual deba pronunciarse la Comisión en este trámite constitucional.


El Doctor en Política Farmacéutica, señor Juan Francisco Collao, inició su intervención aduciendo que, en su parecer, el acceso a los medicamentos no es un tema que haya sido suficientemente abordado en el proyecto de ley. Explicó que la Organización Mundial de la Salud ha determinado que los cuatro componentes que deben estar presentes para su consumación son los siguientes: uso racional de medicamentos; financiamiento sostenible; precios accesibles y un sistema de salud y distribución confiables.


Lo anterior cobra importancia, por cuanto el acceso a medicamentos y a la salud se relaciona directamente con el desarrollo humano.


Refiriéndose a la seguridad de los fármacos, explicó que, de acuerdo a estadísticas proporcionadas por la OMS, más de la mitad de ellos son mal dispensados o prescritos; respecto de la mitad que no tendría esos inconvenientes, sólo un 50% es correctamente administrado. Todo ello afecta la eficacia de las terapias y su seguridad, sobrecargando, consecuencialmente, los sistemas de salud.


Agregó que en Estados Unidos la intoxicación por medicamentos es la primera causa de muerte accidental, superando incluso a los siniestros de tránsito.


Explicó que en términos de seguridad y eficacia los países pertenecientes a la OCDE han fomentado la intervención personal de los químico farmacéuticos en la dispensación de medicamentos, puesto que está demostrado que mejoran la adherencia al tratamiento y su eficacia y disminuyen los errores en la medicación.


Sobre el fraccionamiento de fármacos, estimó que posee efectos positivos, siempre que se realice bajo estrictas condiciones de seguridad y con una fiscalización apropiada.


Un aspecto que consideró preocupante es que los botiquines que dispensan medicinas, en general, no cuentan con un químico farmacéutico a cargo, no poseen un adecuado control del stock y no se monitorea el uso de los fármacos.


En lo tocante a las farmacias, las dificultades se generan a partir del modelo de comercio detallista que ellas han implementado, destinado a incentivar el consumo y a concentrar la oferta de medicinas, debido a una demanda inelástica.


Concluyó que toda política farmacéutica debe estar orientada a garantizar el acceso a medicamentos en forma oportuna, segura y eficaz.


Al finalizar su exposición, consignó las siguientes recomendaciones que deben considerarse en la discusión:


- Chile debe desarrollar una política de medicamentos coherente y pensada para proveer acceso a medicamentos con seguridad y eficacia, en concordancia con las que imperan en los demás países miembros de la OCDE.


- Es necesario potenciar el sistema público de dispensación de medicamentos, asegurando la presencia de un químico farmacéutico.


- Se debe restringir la instalación de botiquines o almacenes farmacéuticos en lugares aislados, limitando explícitamente el expendio de fármacos.


- Conviene avanzar hacia una cobertura universal de medicamentos genéricos de calidad certificada, potenciando la industria nacional.

- - - - -





A continuación se efectúa una relación de las modificaciones que introdujo la Cámara de Diputados en el segundo trámite constitucional, al texto aprobado en el primer trámite por el Senado, así como de las recomendaciones que propone la Comisión a la Sala respecto de las referidas enmiendas. 





Los cambios introducidos por la Cámara de Diputados inciden en los numerales 1), 2) y 4) del artículo 1°, que sustituyen los Libros Cuarto y Sexto del Código Sanitario y derogan el artículo 169 de dicho cuerpo legal, respectivamente; en el artículo 3°, y en el artículo transitorio.


Antes de comenzar la votación de las enmiendas introducidas al proyecto de ley por la Cámara de Diputados, el Honorable Senador señor Chahuán dejó constancia de que su padre ejerció la profesión de químico farmacéutico y fue propietario de dos farmacias hasta 1992, año de su fallecimiento. Y puntualizó que la sociedad que controlaba dichas empresas, cuyos derechos heredó Su Señoría, hoy posee como giro único el de arrendamiento de inmuebles sin amoblar y no está relacionada con el negocio farmacéutico.  
Artículo 1º

Numeral 1), que reemplaza el Libro Cuarto del Código Sanitario

Modificación N° 1




El artículo 94 del Código Sanitario aprobado por el Senado dispone, en el inciso primero, que corresponderá al Ministerio de Salud velar por el acceso de la población a medicamentos o productos farmacéuticos de calidad y seguridad, lo que llevará a cabo por sí mismo, a través de sus Secretarías Regionales Ministeriales y de los organismos que se relacionan con el Presidente de la República por su intermedio.




La Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, reemplazó, en el inciso primero del artículo 94, la frase “calidad y seguridad” por “calidad, seguridad y eficacia.”.





- La Comisión recomienda aprobar la enmienda aprobada por la Cámara de Diputados, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señora Rincón y señores Chahuán, Girardi, Rossi y Uriarte.
- - - - - - - 
Modificación N° 2





El texto del artículo 97 del Código Sanitario aprobado por el Senado en el primer trámite constitucional, prescribe, en el inciso primero, que el Instituto de Salud Pública de Chile llevará un registro de todos los productos farmacéuticos evaluados favorablemente en cuanto a su seguridad y a la calidad que deben demostrar y garantizar durante el período previsto para su uso. Ningún producto farmacéutico podrá ser distribuido en el país sin que haya sido registrado.

Luego, en el inciso tercero, dispone que corresponderá al Ministerio de Salud pronunciarse en forma previa a la cancelación o negativa de registrar un medicamento. Tratándose de la cancelación de un registro, el Instituto deberá comunicar a su titular la solicitud de informe dirigida al Ministerio de Salud. Los recursos que los interesados deduzcan no suspenderán la ejecución de la decisión que el Instituto adopte.




La Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, introdujo las siguientes enmiendas:

a) Ha incorporado, en el inciso primero, antes de la expresión “seguridad y a la calidad”, la palabra “eficacia,”, y ha eliminado los vocablos “a la” que preceden al término “calidad”.

b) Ha reemplazado, en el inciso tercero, la frase “o negativa de registrar un” por la expresión “del registro de un”, y sustituyó la oración final por la siguiente: “El Instituto no podrá cancelar el registro sanitario frente a un pronunciamiento negativo del Ministerio al respecto, sin perjuicio de los recursos administrativos y judiciales que procedan por parte del titular del registro u otros interesados.”.





- La Comisión recomienda aprobar las modificaciones propuestas por la Cámara de Diputados, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señora Rincón y señores Chahuán, Girardi, Rossi y Uriarte.
- - - - - - - 
Modificación N° 3





El inciso primero del artículo 99 del Código Sanitario aprobado por el Senado en el primer trámite constitucional establece que, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 97, el Instituto de Salud Pública de Chile podrá autorizar provisionalmente la distribución, venta o expendio y uso de productos farmacéuticos sin previo registro, para ensayos clínicos u otro tipo de investigaciones científicas, como asimismo para usos medicinales urgentes derivados de situaciones de desabastecimiento o inaccesibilidad que puedan afectar a las personas consideradas individual o colectivamente.

La Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, agregó, en el inciso primero del artículo 99, a continuación del punto aparte, que pasa a ser seguido, lo siguiente: “Con todo, no se podrá desarrollar un protocolo de investigación en medicamentos no registrados o para nuevos usos en medicamentos registrados sin un informe favorable del Comité Ético Científico que corresponda.




- La Comisión recomienda aprobar la enmienda propuesta por la Cámara de Diputados, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señora Rincón y señores Chahuán, Girardi, Rossi y Uriarte.
- - - - - - - 
Modificación N° 4





El texto del artículo 100 del Código Sanitario aprobado por el Senado es del siguiente tenor:

“Artículo 100.- La venta al público de productos farmacéuticos sólo podrá efectuarse previa presentación de la receta del profesional habilitado que los prescribe, salvo aquellos medicamentos que se autoricen para su venta directa en el respectivo registro sanitario.

La publicidad y demás actividades destinadas a dar a conocer al consumidor un producto farmacéutico sólo estarán permitidas respecto de medicamentos de venta directa. Los medicamentos deberán presentarse en envases que dificulten a los menores su ingesta no asistida y no podrán tener forma de dulces, golosinas, confites, figuras, juguetes o cualquier otra que promueva su consumo, según se determine en el respectivo reglamento. Estas actividades deberán ajustarse a los términos del respectivo registro sanitario y a lo señalado en los artículos 53 y 54 de este Código.

Lo anterior no obsta a la promoción del producto focalizada a los profesionales habilitados para su prescripción, dentro de los márgenes señalados en el respectivo registro sanitario, la que en ningún caso podrá efectuarse por medios de comunicación social dirigidos al público en general.

Queda prohibida la donación de productos farmacéuticos realizada con fines publicitarios y los incentivos económicos de cualquier índole que induzcan a los profesionales habilitados para prescribir y dispensar medicamentos o a los dependientes de los establecimientos de expendio y a cualquier otra persona que intervenga en la venta o administración de medicamentos, a privilegiar el uso de determinado producto.

Se entenderá por incentivo cualquier pago, regalo, servicio o beneficio económico entregado o realizado a las personas señaladas en el inciso anterior, por parte de laboratorios farmacéuticos, droguerías, importadores o distribuidores de medicamentos, establecimientos farmacéuticos en general o por quienes los representen.

Sin perjuicio de lo señalado en los incisos anteriores, se permitirá la donación de productos farmacéuticos a instituciones sin fines de lucro, siempre que aquéllos se encuentren comprendidos en el Formulario Nacional de Medicamentos.”.
La Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, ha sustituido el artículo 100 por el siguiente:

“Artículo 100.- La venta al público de productos farmacéuticos sólo podrá efectuarse previa presentación de la receta del profesional habilitado que los prescribe, salvo aquellos medicamentos que se autoricen para su venta directa en el respectivo registro sanitario.

La publicidad y demás actividades destinadas a dar a conocer al consumidor un producto farmacéutico sólo estarán permitidas respecto de medicamentos de venta directa y en los términos establecidos en el respectivo registro sanitario y conforme a lo señalado en los artículos 53 y 54 de este Código.

La promoción del producto farmacéutico destinada a los profesionales habilitados para su prescripción, dentro de las indicaciones de utilidad terapéutica del respectivo registro sanitario, no podrá efectuarse a través de medios de comunicación social dirigidos al público en general. Dicha promoción podrá incluir la entrega de muestras médicas a estos profesionales en los términos dispuestos en los respectivos registros para ser proporcionados, a título gratuito, a las personas que utilizan sus servicios.

Quedan prohibidos la donación de productos farmacéuticos realizada con fines publicitarios y los incentivos económicos de cualquier índole, que induzcan a privilegiar el uso de determinado producto a los profesionales habilitados para prescribir y dispensar medicamentos o a los dependientes de los establecimientos de expendio y a cualquier otra persona que intervenga en la venta o administración de medicamentos.

Se entenderá por incentivo cualquier pago, regalo, servicio o beneficio económico entregado o realizado a las personas señaladas en el inciso anterior, por parte de laboratorios farmacéuticos, droguerías, importadores o distribuidores de medicamentos, establecimientos farmacéuticos en general o por quienes los representen.

Sin perjuicio de lo señalado en los incisos anteriores, se permitirá la donación de productos farmacéuticos a establecimientos asistenciales sin fines de lucro, siempre que aquéllos se encuentren comprendidos en el Formulario Nacional de Medicamentos.

Ningún medicamento podrá tener forma de dulces, golosinas, confites, figuras, juguetes o cualquiera otra que promueva su consumo, según se determine en el respectivo reglamento.”.




El Honorable Senador señor Rossi consideró relevante mantener los impedimentos para que los niños no accedan fácilmente a los medicamentos, por lo que prefirió la redacción emanada del Senado en el primer trámite constitucional. Además, aseveró, los beneficios derivados de la prevención de intoxicaciones superan con creces los eventuales costos que implicarían mayores medidas de seguridad.





A su vez, el señor Ministro de Salud coincidió en preferir la redacción original que dispuso el Senado, toda vez que si no se respetan las seguridades mínimas de los envases se amplía la posibilidad de error y el eventual perjuicio a la salud.





Por su parte, el Honorable Senador señor Girardi añadió que la norma en discusión está en concordancia con disposiciones que finalmente no prosperaron, como aquella que establecía que las farmacias serían servicios públicos y la que disponía que los medicamentos debían formar parte de la política pública de salud. Sin perjuicio de ello, desde la perspectiva de la seguridad sanitaria, es evidente que existen ciertos fármacos que por su toxicidad en bajas dosis deben estar confinados en envases de difícil acceso para los niños. Entonces, sin necesidad de que el envase sea de extrema complejidad, sí debe ofrecer garantías mínimas de seguridad.  





En virtud de lo expuesto, la Comisión convino en proponer el rechazo la enmienda introducida por la Cámara de Diputados.





- Acordada la propuesta de rechazo por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señora Rincón y señores Chahuán, Girardi, Rossi y Uriarte.

- - - - - - - 
Modificación N° 5

La Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, ha intercalado en el Código Sanitario el siguiente artículo 100 bis, nuevo:

“Artículo 100 bis.- Los medicamentos de venta directa deberán presentarse en envases que contengan en su exterior la indicación terapéutica necesaria para adoptar la decisión de compra y asegurar una adecuada administración, en conformidad a lo que señale el reglamento.

Los envases deberán contar con sellos que permitan verificar si el contenido ha sido manipulado.”.





- La Comisión recomienda aprobar la modificación propuesta por la Cámara de Diputados, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señora Rincón y señores Chahuán, Girardi, Rossi y Uriarte.
- - - - - - - 
Modificación N° 6





El artículo 101 del Código Sanitario aprobado por el Senado, prescribe lo siguiente:

“Artículo 101.- La receta es el instrumento privado mediante el cual el profesional habilitado para prescribir indica a una persona identificada y previamente evaluada, el uso y las condiciones de empleo de un producto farmacéutico individualizado por su denominación común internacional, y de fantasía si así lo prescribe, pudiendo quien requiere su dispensación optar por cualquier medicamento de menor precio que contenga el principio activo, dosis y forma farmacéutica recetada. Con todo, tratándose de productos que deban demostrar su equivalencia terapéutica por resolución ministerial, la persona deberá optar por el producto prescrito o por aquellos que hayan satisfecho dicho requisito.

La prescripción indicará asimismo el período de tiempo determinado para el tratamiento total, o a repetir periódicamente, según lo indicado por el profesional que la emitió.

La receta profesional podrá ser extendida en documento gráfico o electrónico cumpliendo con los requisitos y resguardos que determine la reglamentación pertinente y será entregada a la persona que la requirió o a un tercero cuando aquella lo autorice. El reglamento establecerá al menos los elementos técnicos que impidan o dificulten la falsificación o la sustitución de la receta, tales como el uso de formularios impresos y foliados, código de barras u otros. Si es manuscrita deberá extenderse con letra imprenta legible.

La prescripción de los productos a que se refiere el artículo 98 se regirá por las regulaciones contenidas en la reglamentación específica que sea aplicable a los mismos.

La receta y su contenido, los análisis y exámenes de laboratorios clínicos y los servicios prestados relacionados con la salud serán reservados y considerados datos sensibles de conformidad a la ley, no pudiendo ser divulgados, a menos que la persona consienta expresamente en ello, sin perjuicio de las facultades que, con fines de fiscalización u otros, la ley otorga a otros organismos.

Lo dispuesto en este artículo no obsta a que las farmacias puedan dar a conocer, para fines estadísticos, las ventas de productos farmacéuticos de cualquier naturaleza, incluyendo la denominación y cantidad de ellos. En ningún caso la información que proporcionen las farmacias consignará el nombre de las personas destinatarias de las recetas, ni el de los médicos que las expidieron, ni datos que sirvan para identificarlos.

El propietario, el director técnico y el auxiliar de la farmacia en que se expenda un medicamento diferente del indicado en la receta, contraviniendo lo dispuesto en el presente artículo, serán sancionados conforme a lo dispuesto en el Libro Décimo.”.
La Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, introdujo las siguientes enmiendas en el artículo 101:

a) Ha reemplazado el inciso primero por los siguientes:

“Artículo 101.- La receta es el instrumento privado mediante el cual el profesional habilitado para prescribir indica a una persona identificada y previamente evaluada, como parte integrante del acto médico y por consiguiente de la relación clínica, el uso y las condiciones de empleo de un producto farmacéutico individualizado por su denominación común internacional, o de fantasía si así lo estima.

Si el medicamento prescrito es de aquellos que deben demostrar bioequivalencia, según decreto supremo fundado, el químico farmacéutico, sólo a solicitud del paciente, dispensará alguno de los productos que, siendo bioequivalentes del prescrito, hayan demostrado tal exigencia, en conformidad a los requisitos contenidos en el respectivo decreto supremo del Ministerio de Salud, los que deberán ajustarse a la normativa de la Organización Mundial de la Salud.

Si el medicamento prescrito es de aquellos que no requieren demostrar bioequivalencia, el químico farmacéutico lo dispensará conforme a la receta médica.

Será obligación de los establecimientos de expendio, poner a disposición de quien requiera la dispensación de un medicamento, un listado de los productos que deben demostrar bioequivalencia de acuerdo al decreto señalado precedentemente.”.

  b) Su inciso segundo ha pasado a ser quinto, sin enmiendas.
c) En el inciso tercero, que ha pasado a ser sexto, ha reemplazado la palabra “podrá” por “deberá”, y ha agregado a continuación del punto aparte que pasa a ser punto seguido, la siguiente oración: “En caso alguno la utilización de receta electrónica podrá impedir que el paciente pueda utilizar este instrumento en el establecimiento farmacéutico que libremente prefiera, pudiendo siempre exigir la receta en documento gráfico.”.
   d) El inciso cuarto a ha pasado a ser séptimo, sin enmiendas.
e) Ha reemplazado, en el inciso quinto, que ha pasado a ser octavo, la frase “de conformidad a la ley, no pudiendo ser divulgados, a menos que la persona consienta expresamente en ello, sin perjuicio de las facultades que, con fines de fiscalización u otros, la ley otorga a otros organismos.” por la frase “sujetándose a lo establecido en la ley N° 19.628.”.

f) Ha incorporado como incisos finales los siguientes:
“En los casos en que se emita receta electrónica, ésta deberá constar en un documento electrónico suscrito por parte del facultativo autorizado en esta ley mediante firma electrónica avanzada conforme lo dispuesto en la ley N° 19.799.

El reglamento establecerá las situaciones y casos en que se podrá exceptuar la aplicación de lo dispuesto en el inciso primero, tales como ruralidad, ubicación geográfica, disponibilidad tecnológica u otras situaciones de similar naturaleza.”.

La Comisión acordó recomendar el rechazo de la letra a) de la modificación N° 6, para resolver en Comisión Mixta lo relativo a la receta médica, dejando constancia, a solicitud del Honorable Senador señor Chahuán, de que el propósito es reestablecer el texto del Senado, que persigue facilitar el acceso a medicamentos genéricos que tengan la calidad de bioequivalentes y sean de menor precio. En otros términos, lo que  concita rechazo es el primero de los incisos contenidos en el literal a), pues el resto es coincidente con el espíritu y la letra de la voluntad de esta Comisión del Senado, lo cual se resolverá en la Comisión Mixta.



Como consecuencia de lo anteriormente expuesto se rechazaron también las enmiendas propuestas en las letras b) y d), pues son adecuaciones formales derivadas de la agregación de incisos en el literal a).

- En conformidad con los argumentos expuestos, la Comisión recomienda rechazar las enmiendas propuestas por la Cámara de Diputados en las letras a), b) y d) y aprobar las contenidas en las letras c), e) y f), por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señora Rincón y señores Chahuán, Girardi, Rossi y Uriarte.

- - - - - - - 
Numeral 2), que sustituye el Libro Sexto del Código Sanitario

Modificación N° 7





El inciso segundo del artículo 126 del Código Sanitario aprobado por el Senado dispone que los establecimientos de óptica podrán abrir locales destinados a la recepción y al despacho de recetas emitidas por profesionales en que se prescriban estos lentes, bajo la responsabilidad técnica de la óptica pertinente. En ninguno de estos establecimientos estará permitida la instalación de consultas médicas o de tecnólogos médicos.


La Cámara de Diputados suprimió, en el inciso segundo del artículo 126, la siguiente frase final: “En ninguno de estos establecimientos estará permitida la instalación de consultas médicas o de tecnólogos médicos.”.

El Honorable Senador señor Girardi estimó relevante mantener el texto de la disposición que aprobó el Senado en el primer trámite constitucional, ya que tal como no se permite que un médico tenga su consulta dentro de una farmacia, tampoco es aceptable que en las ópticas se instalen consultas en que puedan recetarse anteojos, debido a que se violan normas mínimas de transparencia y se fomenta la integración vertical.





El señor Ministro de Salud también estimó inadecuada la enmienda aprobada por la Cámara de Diputados, dado que recientemente se aprobó una modificación en el Código Sanitario para autorizar a los tecnólogos médicos a prescribir lentes, estableciéndose como condición para su aprobación de que quedaría prohibida la consolidación de la prescripción y la oferta de lentes.





- La Comisión recomienda rechazar la modificación propuesta por la Cámara de Diputados, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señora Rincón y señores Chahuán, Girardi, Rossi y Uriarte.
- - - - - - - -

Modificación N° 8





El artículo 127 del Código Sanitario aprobado por el Senado en el primer trámite constitucional prescribe, en el inciso primero, que la producción de medicamentos sólo podrá efectuarse en laboratorios farmacéuticos especialmente autorizados al efecto por el Instituto de Salud Pública de Chile, entidad a la cual le corresponderá, asimismo, su fiscalización y control, todo ello conforme a las condiciones que determine el reglamento.

Agrega en el inciso segundo que la dirección técnica de estos establecimientos estará a cargo de un profesional químico farmacéutico y, en el caso de la fabricación de productos farmacéuticos de origen biológico, podrá además corresponder a un ingeniero en biotecnología, un bioquímico o un médico cirujano con especialización en esa área.

A continuación, el inciso tercero consigna que todo laboratorio de producción farmacéutica deberá contar con sistemas de control y de aseguramiento de la calidad independientes entre sí, a cargo de diferentes profesionales, los que deberán tener alguno de los títulos y especializaciones referidos precedentemente, según el caso. Estos sistemas deberán asegurar el cumplimiento de los requerimientos contemplados en las buenas prácticas de manufactura y de laboratorio que a su respecto se aprueben por resolución ministerial, según el tipo de actividad productiva que haya sido autorizada para el establecimiento.

Seguidamente, el inciso cuarto establece que los laboratorios farmacéuticos que ejecuten en forma exclusiva las etapas de acondicionamiento o control de calidad darán cumplimiento a las disposiciones reglamentarias que al efecto se contemplen.

En último término, el inciso final dispone que, no obstante lo anterior, las farmacias podrán elaborar, sin utilizar procesos industriales, preparados farmacéuticos conforme a las indicaciones de quien prescribe o a las contenidas en las normas de elaboración aprobadas, según corresponda al tipo de preparado magistral u oficinal, en la forma y condiciones que establezca la reglamentación que al efecto se emita. 

La Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, ha agregado el siguiente inciso final en el artículo 127: 


“Los recetarios magistrales se entenderán autorizados para preparar las drogas huérfanas.”. 





-La Comisión recomienda aprobar la enmienda propuesta por la Cámara de Diputados, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señora Rincón y señores Chahuán, Girardi, Rossi y Uriarte.
- - - - - - -

Modificación N° 9





El inciso primero del artículo 129 del Código Sanitario aprobado por el Senado señala que las farmacias y almacenes farmacéuticos podrán instalarse de manera independiente, con acceso a vías de uso público, o como un espacio circunscrito dentro de otro. Un reglamento dictado a través del Ministerio de Salud determinará los requisitos que deberán cumplir dichos establecimientos para ser autorizados por el Instituto de Salud Pública de Chile, así como la idoneidad del profesional o técnico que según cada caso ejerza su dirección técnica y el horario o turnos que deberán cumplir para asegurar una adecuada disponibilidad de medicamentos en días inhábiles y feriados legales y en horario nocturno.

A su vez, el inciso segundo prescribe que las farmacias son centros de salud, esto es, lugares en los cuales se realizan acciones sanitarias y, en tal carácter, cooperarán con el fin de garantizar el uso racional de los medicamentos en la atención de salud.

Agrega la disposición, en el inciso tercero, que en aquellos lugares donde no existan farmacias establecidas, podrán autorizarse farmacias itinerantes, las que corresponderán a estructuras móviles que se ubicarán en lugares y horarios autorizados expresamente por la autoridad sanitaria, facilitando el acceso de la población a los medicamentos, cumpliendo en todo caso las condiciones que al efecto establezca el respectivo reglamento.

Por último, el inciso final establece que en aquellos lugares en los cuales no existan establecimientos de expendio de medicamentos al público, el Ministerio de Salud arbitrará las medidas necesarias para su adecuada disponibilidad, a través de los establecimientos de salud.


La Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, ha introducido las siguientes modificaciones en el artículo 129:


a) Ha agregado, en el inciso primero, a continuación del punto aparte, que pasa a ser punto seguido, la siguiente oración: “Para estos efectos, deberán considerarse datos poblacionales y cantidad de farmacias, de almacenes farmacéuticos y de establecimientos de salud existentes en la localidad de que se trate.”.


b) Ha incorporado, en el inciso segundo, a continuación del punto aparte, que pasa a ser punto seguido, la siguiente frase: “Serán dirigidas por un químico farmacéutico y contarán con un petitorio mínimo de medicamentos para contribuir a las labores de fármacovigilancia.”.


c) Ha agregado el inciso final siguiente:

“Sólo los establecimientos señalados en este artículo y en el artículo 129 D estarán facultados para expender productos farmacéuticos, cualquiera sea la condición de venta de éstos.”.


El Honorable Senador señor Chahuán expresó su preocupación, en el sentido de que esta disposición, con las modificaciones que ha practicado la Cámara de Diputados, pueda afectar la libertad económica en el sector farmacéutico. 


El señor Ministro de Salud expresó que la Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, agregó exigencias que no le parecen razonables, debido al carácter subjetivo de las condiciones fijadas para la instalación de farmacias y almacenes farmacéuticos. En efecto, dada la heterogeneidad de los parámetros establecidos, lo que puede ser adecuado para un lugar del territorio puede que no lo sea en otro.


El Honorable Senador señor Rossi, si bien manifestó comprender que algunas de las exigencias pueden parecer discrecionales, consideró importante que la autoridad sanitaria cuente con las atribuciones pertinentes para incentivar la instalación de farmacias en ciertos lugares, mejorando de esa forma el acceso a los medicamentos.


Además, aunque se argumente que podría verse afectada la libertad económica, consideró de suma importancia que en materias sanitarias el Estado mantenga una importante potestad regulatoria, pues eso le permite hacer prevalecer los criterios propios de una política sanitaria, por sobre los meramente económicos.


La Honorable Senadora señora Rincón acotó que las modificaciones sólo establecen parámetros o requisitos sobre turnos, personal y otros asuntos menores, y no condicionan la autorización para la instalación de farmacias. De esa manera, no se está afectando la libertad económica.


A su vez, el Honorable Senador señor Girardi sostuvo que un liberalismo extremo ha permitido el surgimiento indiscriminado de farmacias, instaladas sobre la base de las expectativas de ventas, lo que finalmente atenta contra los consumidores. Por ello, coincidió con la redacción emanada de la Cámara de Diputados.


Finalmente, el Honorable senador señor Chahuán  manifestó su aprobación a la modificación propuesta, en el entendido de que las explicaciones formuladas permiten concluir que la norma no interferirá con la libertad económica. 





- La Comisión acordó proponer la aprobación de las modificaciones introducidas por la Cámara de Diputados, con el voto unánime de sus miembros, Honorables Senadores señora Rincón y señores Chahuán, Girardi, Rossi y Uriarte.

- - - - - - - -

Modificación N° 10





El texto del artículo 129 A del Código Sanitario aprobado por el Senado reza como sigue:

“Artículo 129 A.- La venta y fraccionamiento de medicamentos al público podrá efectuarse en farmacias autorizadas por el Instituto de Salud Pública de Chile, las que serán dirigidas técnicamente por un químico farmacéutico, que deberá estar presente durante todo el horario de funcionamiento del establecimiento.

Corresponderá a este profesional realizar la dispensación adecuada de los productos farmacéuticos, conforme a los términos dispuestos en la prescripción, informar y propender a su uso racional, absolviendo las consultas que le formulen los usuarios. También le corresponderá ejercer la permanente vigilancia de los aspectos técnicos sanitarios del establecimiento, sin perjuicio de la responsabilidad que le pueda caber en la operación administrativa del mismo, la que estará encomendada a su personal dependiente. En el ejercicio de su función de dispensación, este profesional deberá, además, efectuar o supervisar el fraccionamiento de envases de medicamentos para la entrega del número de dosis requerido por la persona según la prescripción del profesional competente.”.

En el segundo trámite constitucional, la Cámara de Diputados reemplazó el artículo 129 A por el siguiente:


"Artículo 129 A.- La venta y fraccionamiento de medicamentos al público deberá efectuarse en farmacias autorizadas por el Instituto de Salud Pública, las que serán dirigidas técnicamente por un químico farmacéutico, que deberá estar presente durante todo el horario de funcionamiento del establecimiento.


Corresponderá a este profesional realizar la dispensación adecuada de los productos farmacéuticos, conforme a los términos dispuestos en la receta, informar y propender a su uso racional, absolviendo las consultas que le formulen los usuarios. También le corresponderá ejercer la permanente vigilancia de los aspectos técnico-sanitarios del establecimiento, sin perjuicio de la responsabilidad que le pueda caber en la operación administrativa del mismo, la que estará encomendada a su personal dependiente. En el ejercicio de su función de dispensación, este profesional deberá, además, efectuar o supervisar el fraccionamiento de envases de medicamentos para la entrega del número de dosis requerido por la persona según la prescripción del profesional competente.





Mediante decreto supremo del Ministerio de Salud se aprobarán las normas para la correcta ejecución del fraccionamiento en farmacias, las que incluirán además la determinación de los productos de venta con receta médica, no sujeta a control legal, sobre los cuales se podrá realizar, incluyendo su forma farmacéutica, la obligación de distribuirlos en envases clínicos por parte de los importadores o fabricantes y las condiciones de rotulación del envase de entrega al adquirente, en términos de identificación del producto, prescriptor y paciente, así como las indicaciones para su empleo.”.





El Honorable Senador señor Rossi advirtió que si algunos temas relevantes, como el que está en discusión, quedan supeditados a la dictación de un reglamento posterior, es posible que las normas finalmente queden sin aplicación.





A este respecto, el señor Ministro de Salud adujo que el fraccionamiento es un tema complejo, que deberá aplicarse de forma gradual y, en conformidad a lo anterior, estimó pertinente que la normativa específica posea cierta flexibilidad y que su implementación quede entregada a un decreto del Presidente de la República. Reafirmó asimismo el compromiso del Ejecutivo de que en un plazo prudente, que no superará los tres años, todos los fármacos orales, como cápsulas y comprimidos, puedan ser entregados de forma fraccionada.





La Honorable Senadora señora Rincón, si bien compartió la necesidad de que la reglamentación específica sea flexible, sugirió que los plazos de implementación de la medida sean menores, pudiendo resolverse el punto de esa forma en el trámite de Comisión Mixta.





- La Comisión recomienda rechazar la modificación propuesta por la Cámara de Diputados, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señora Rincón y señores Chahuán, Girardi, Rossi y Uriarte.

- - - - - - -
Modificación N° 11

La Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, ha intercalado en el Código Sanitario el siguiente artículo 129 B, nuevo:

“Artículo 129 B.- Los medicamentos de venta directa podrán estar disponibles en farmacias y almacenes farmacéuticos en repisas, estanterías, góndolas, anaqueles, dispensadores u otros dispositivos similares que permitan el acceso directo al público, considerando medidas de resguardo general para evitar su alcance y manipulación por niños o infantes, todo conforme lo determine el reglamento que se dicte para regular lo dispuesto en este artículo.

Al efecto, la puesta a disposición al público deberá efectuarse en un área especial y exclusivamente destinada para ello, la que deberá permitir su adecuada conservación y almacenamiento.

Las farmacias y almacenes farmacéuticos que expendan medicamentos de venta directa conforme al inciso anterior, además, deberán:

1) Instalar infografías en espacios visibles al público, que permitan la lectura de una advertencia sobre el adecuado uso y dosificación de medicamentos con condición de venta directa.

2) Mantener en un lugar visible al público, números telefónicos de líneas existentes que provean gratuitamente información toxicológica, ya sea de servicios públicos o privados.

El texto y formato de la infografía, como también la información sobre líneas telefónicas a que se refiere este artículo, serán aprobados por resolución del Ministro de Salud.”.


El Honorable Senador señor Chahuán consultó qué productos serán puestos a disposición del público en las góndolas de las farmacias, con el objetivo de que no se repliquen los incentivos que hoy se presentan para promover la venta de determinados medicamentos.

Al respecto, el señor Ministro de Salud detalló que la idea de la modificación propuesta por la Cámara de Diputados es que todos los medicamentos de venta directa estén presentes en las góndolas, lo cual debe ir de la mano con una apropiada regulación del petitorio que se exigirá a las farmacias, a fin de que no se prefieran unos productos por sobre otros. Esta medida impedirá que los fármacos de venta directa se expendan detrás del mesón del local.

El Honorable Senador señor Girardi consideró crucial este tema, toda vez que los medicamentos de venta directa son parte importante de los abusos de las farmacias, que incentivan al dependiente a promover la venta de ciertos productos, en desmedro de los más económicos para el paciente. La extracción de esos fármacos desde detrás del mostrador, la exigencia de que efectivamente se cumpla la obligación de contar con listas de precios y el etiquetado de cada envase, beneficiarán directamente a los consumidores. 





- La Comisión recomienda aprobar la modificación propuesta por la Cámara de Diputados, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señora Rincón y señores Chahuán, Girardi, Rossi y Uriarte.
- - - - - - -
Modificación N° 12





El artículo 129 B del Código Sanitario aprobado por el Senado prescribe, en el inciso primero, que también podrán venderse medicamentos al público en almacenes farmacéuticos, los cuales deberán ser autorizados conforme a las normas reglamentarias que se dicten al efecto, las que podrán incluir exigencias de infraestructura, procesos y calificación técnica del personal a cargo.


La Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, ha reemplazado, en el artículo 129 B, que ha pasado a ser artículo 129 C, la segunda vez que aparece el vocablo “podrán” por el término “deberán”.




- La Comisión recomienda aprobar la modificación propuesta por la Cámara de Diputados, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señora Rincón y señores Chahuán, Girardi, Rossi y Uriarte.
- - - - - - -

Modificación N° 13





El inciso primero del artículo 129 C del Código Sanitario aprobado por el Senado prescribe que los establecimientos asistenciales de atención cerrada y los de atención ambulatoria que cuenten con salas de procedimiento o pabellones de cirugía menor podrán contar con farmacia o con botiquines en los que se incluyan los medicamentos necesarios para el ejercicio de las acciones de salud que se lleven a efecto dentro del establecimiento. 

Consigna en seguida, en el inciso segundo, que también podrán autorizarse botiquines, conforme a la reglamentación que se dicte, en otros establecimientos o lugares de trabajo, teniendo en consideración su constitución, organización, aislamiento o el desarrollo de actividades o servicios que conlleven riesgos de salud o de accidentabilidad. 

Asimismo, en el inciso tercero plantea que los botiquines a que se refieren los incisos anteriores podrán ser autorizados, además, para el expendio de medicamentos.

El inciso cuarto, por otro lado, indica que los establecimientos de asistencia médica abierta y cerrada que incorporen medicamentos a la prestación de salud que otorgan a sus afiliados o beneficiarios podrán disponer, por sí o por terceros, de servicios de administración, fraccionamiento y entrega de dichos elementos.
Culmina la disposición señalando, en el inciso final, que los profesionales habilitados para prescribir medicamentos o realizar procedimientos que los incorporen podrán mantener existencia de los mismos exclusivamente para su administración o empleo en el ejercicio de su actividad, quedándoles prohibida la venta de tales productos.

La Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, ha agregado, en el artículo 129 C, que ha pasado a ser artículo 129 D, los siguientes incisos finales:

“En todo caso, será obligación de tales profesionales mantener los productos señalados en condiciones adecuadas.

Ninguna de las normas establecidas en esta ley podrá ser interpretada en el sentido que se autoriza el expendio de medicamentos en lugares o recintos distintos de los señalados expresamente en esta ley ni a la venta directa en estanterías u otros espacios de acceso directo al público.”.

El señor Ministro de Salud explicó que el último inciso propuesto reafirma la prohibición de venta de medicamentos en lugares que no sean farmacias o almacenes farmacéuticos y, en su opinión, este es un tema no resuelto del todo, por lo que debiera analizarse nuevamente en la Comisión Mixta, para poder vender medicinas que no requieran receta médica en recintos diferentes a los locales ya indicados.

El Honorable Senador señor Girardi señaló que, en el contexto del oligopolio presente en el sector farmacéutico, que limita el acceso a los medicamentos, son necesarias normas que dispongan, por ejemplo, que a falta de farmacias, el expendio se pueda  hacer en consultorios u otros centros de salud pública. No obstante, también sería conveniente analizar otros mecanismos razonables para atacar las falencias de este mercado, para lo cual la Comisión Mixta es la instancia adecuada.

El Honorable Senador señor Uriarte manifestó su concordancia con la opinión hecha valer por el señor Ministro, ya que, en su parecer, es apropiado abrir la venta de medicamentos que no requieren receta médica, a otros establecimientos diferentes a las farmacias. En este sentido, anunció su voto contrario, para poder estudiar este tema en el trámite de Comisión Mixta.

Opinó en sentido opuesto el Honorable Senador señor Chahuán, quien estimó que la venta de fármacos fuera de las farmacias atentaría contra la seguridad sanitaria y podría aumentar el número de intoxicaciones.





- En consecuencia, con los votos afirmativos de los Honorables Senadores señora Rincón y señores Chahuán y Rossi, y los votos en contra de los Honorables Senadores señores Girardi y Uriarte, la Comisión propone aprobar esta modificación.

- - - - - - - -

Modificación N° 14





El artículo 129 D del Código Sanitario aprobado por el Senado en el primer trámite constitucional dispone que serán solidariamente responsables de todo daño provocado a la salud de las personas por el uso de medicamentos suministrados sin receta, debiendo serlo, el propietario y el director técnico de la farmacia y el auxiliar que haya efectuado la venta, sin perjuicio de su responsabilidad sanitaria, la que se hará efectiva de conformidad con el Libro Décimo del citado Código.
La Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, reemplazó el artículo 129 D, que ha pasado a ser artículo 129 E, por el siguiente:

“La responsabilidad sanitaria por la infracción de las normas establecidas en esta ley se hará efectiva de conformidad al Libro Décimo.”.


El Honorable Senador señor Girardi subrayó la importancia de mantener la redacción que emanó del Senado, ya que son las farmacias las que obligan a sus dependientes a engañar a los pacientes, para venderles medicamentos más onerosos. Deben reponerse las sanciones solidarias para quienes ejerzan esas prácticas, afirmó, puesto que, como se demostró en la causa penal sobre colusión de las farmacias, las penas son de menor entidad.


El Honorable Senador señor Rossi precisó que la disposición sólo se aplica cuando, debiendo venderse con receta un medicamento, ello no ocurre, poniéndose en riesgo la salud del paciente. En ese escenario, coincidió con la conveniencia de reponer el texto aprobado por el Senado.


Por su parte, la Honorable Senadora señora Rincón también consideró recomendable rechazar la enmienda de la Cámara de Diputados, con la finalidad de mantener la responsabilidad solidaria, sin perjuicio de otras sanciones.





- La Comisión recomienda rechazar la modificación propuesta por la Cámara de Diputados, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señora Rincón y señores Chahuán, Girardi, Rossi y Uriarte.
- - - - - - - -

Numeral 4)

Modificación N° 15





El texto del numeral 4) aprobado por el Senado reemplaza el inciso segundo del artículo 174 del Código Sanitario, por los siguientes incisos segundo y tercero:

“Las resoluciones que establezcan las infracciones y determinen las multas tendrán mérito ejecutivo y se harán efectivas de acuerdo con los artículos 434 y siguientes del Código de Procedimiento Civil.

Las infracciones antes señaladas podrán ser sancionadas, además, con la clausura de establecimientos, recintos, edificios, casas, locales o lugares de trabajo donde se cometiere la infracción; con la cancelación de la autorización de funcionamiento o de los permisos concedidos; con la paralización de obras o faenas; con la suspensión de la distribución y uso de los productos de que se trate, y con el retiro, decomiso, destrucción o desnaturalización de los mismos, cuando proceda.”.

La Cámara de Diputados ha agregado, en el artículo 174, el siguiente inciso final:
“Lo anterior es sin perjuicio de hacer efectivas las responsabilidades que establezcan otros cuerpos legales respecto de los hechos.”.




- La Comisión recomienda aprobar la modificación propuesta por la Cámara de Diputados, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señora Rincón y señores Chahuán, Girardi, Rossi y Uriarte.
- - - - - - -

Artículo 3º

Modificaciones Nos 16, 17 y 18




El artículo 3° aprobado por el Senado dispone, en el inciso primero, que las farmacias y demás establecimientos autorizados para expender productos farmacéuticos al público estarán obligados a informar el precio de cada producto, de manera clara, oportuna y susceptible de comprobación, a fin de garantizar la transparencia, el acceso a la información y la veracidad de la misma.

En tanto, el inciso segundo establece que la información deberá figurar en el envase de cada producto. Además, cada local de expendio deberá contar con una lista de precios que esté a disposición del público en forma directa y sin intervención de terceros, de manera visible, permanente y actualizada. La lista de precios podrá constar en soporte papel o electrónico y se publicará en el sitio web del establecimiento, si lo hubiere.

El inciso tercero, por su parte, contempla que un reglamento expedido a través del Ministerio de Salud establecerá la forma en que se dará cumplimiento a esta obligación e indicará qué información debe ponerse a disposición del público para cada producto farmacéutico, así como las normas y condiciones para el expendio de medicamentos de venta directa en estanterías u otros espacios de acceso directo al público.

En último lugar, el inciso final consigna que en caso de infracción a lo dispuesto en este artículo se aplicarán las normas del Libro Décimo del Código Sanitario.

La Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, efectuó las siguientes enmiendas al artículo 3° aprobado por el Senado:


16.- Ha reemplazado el inciso segundo por el siguiente:


“Además, cada local de expendio deberá contar con información que esté a disposición del público en forma directa y sin intervención de terceros, de manera visible, permanente y actualizada. La lista de precios podrá constar en soporte papel o electrónico y podrá publicarse en el sitio web del establecimiento, si lo hubiere.”.


17.- Ha eliminado la siguiente frase final del inciso tercero: “así como las normas y condiciones para el expendio de medicamentos de venta directa en estanterías u otros espacios de acceso directo al público.”, pasando la coma que le antecede a ser punto aparte.


18.- Ha intercalado el siguiente inciso cuarto, nuevo, pasando el actual inciso cuarto a ser quinto:

“Todo producto farmacéutico que se expenda al público deberá indicar en su envase su precio de venta.”.

El Honorable Senador señor Rossi destacó la conveniencia de que el paciente cuente con toda la información requerida, a través de la rotulación del precio en el envase del producto farmacéutico. De no ser así, se facilita la posible colusión de precios en que pueden incurrir las farmacias. Sostuvo que la redacción del Senado otorga mayor transparencia en esta materia. Igualmente, desestimó las eventuales dificultades técnicas del etiquetado, ya que ello también se hace sin inconvenientes en comercios como los supermercados.


El Honorable Senador señor Girardi, por su parte, dijo que éste es uno de los aspectos centrales del proyecto de ley, porque las farmacias aún no cuentan con listas de precios, a pesar de exigirlo la legislación vigente, lo que les facilita modificar los precios con un simple comando en un computador. Insistió en que los precios deben estar rotulados en los envases de los productos, ya que hay una gran asimetría de información entre quien ofrece y quien adquiere el fármaco. En definitiva, dijo Su Señoría, sólo se trata de establecer un mínimo de transparencia que evite la modificación discrecional de los precios.


El Honorable Senador señor Uriarte ratificó la importancia del texto emanado del Senado, toda vez que para que se forme el consentimiento en el contrato de compraventa es necesaria la oferta y la correspondiente aceptación. Sin embargo, en este caso no habría oferta, ya que no se señala al público el valor único del bien que se pretende vender, existiendo una mayor posibilidad de que se vicie el consentimiento. Esta misma situación, añadió, se presenta en otros mercados, como el del transporte aeronáutico de pasajeros.


El señor Ministro de Salud recordó que este asunto provocó una lata discusión en la Cámara de Diputados. Aclaró que el Ejecutivo prefiere el texto aprobado en el segundo trámite constitucional, ya que la redacción del Senado no dice exactamente que el precio debe figurar en cada envase. Lo que hizo la Cámara revisora fue solamente ordenar la redacción y enfatizar que todo producto farmacéutico que se expenda al público deberá indicar en su envase el precio de venta.


Dejando constancia de que ese es el sentido de la enmienda, la Comisión convino unánimemente en recomendar al Senado la aprobación de las modificaciones 16 y 18.

Respecto de la modificación N° 17, el señor Ministro solicitó rechazarla, ya que la redacción del Senado permite normar de forma más adecuada cuáles medicamentos deben estar en las góndolas, junto con las exigencias de seguridad que les serán aplicables.





- La Comisión recomienda, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señora Rincón y señores Chahuán, Girardi, Rossi y Uriarte, aprobar las modificaciones Nos 16 y 18 propuestas por la Cámara de Diputados y rechazar la N° 17.
- - - - - - - -

Artículo transitorio

Modificación N° 19





El inciso tercero del artículo transitorio aprobado por el Senado manifiesta que el ajuste de los contratos de trabajo a la normativa vigente, en el caso de que en ellos se hubiere pactado el pago de incentivos económicos en los términos del artículo 100 del Código Sanitario, consistirá en que los porcentajes totales de los incentivos económicos señalados en el inciso anterior, deberán pagarse con cargo a otros emolumentos variables, lo que deberá reflejarse en las respectivas liquidaciones de remuneraciones.


En el segundo trámite constitucional, la Cámara de Diputados reemplazó el inciso tercero por el siguiente:
“Este ajuste no podrá significar una disminución en el monto o porcentaje total de las comisiones u otros emolumentos variables que conformen la remuneración del trabajador, calculado sobre la base del promedio anual entre enero y diciembre del año 2011 o igual término del año 2012, debiendo aplicarse de entre ellos, el que presente una remuneración promedio más alta.”.

La Honorable Senadora señor Rincón estimó pertinente recoger la propuesta introducida por la Cámara de Diputados, pues disminuye la discrecionalidad en esta materia y concita el apoyo de los trabajadores, según ha expresado el Presidente de FENATRAFAR.





- La Comisión recomienda aprobar la modificación propuesta por la Cámara de Diputados, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señora Rincón y señores Chahuán, Girardi, Rossi y Uriarte.
- - - - - - -





En mérito de las consideraciones precedentemente expuestas, la Comisión de Salud tiene el honor de proponeros que adoptéis los siguientes acuerdos respecto de las enmiendas introducidas por la Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, al proyecto de ley aprobado por el Senado:

Artículo 1°

Numeral 1)
Modificación N° 1




Aprobar la enmienda propuesta. (5x0).

Modificación N° 2, letras a) y b)



Aprobar las modificaciones propuestas. (5x0).

Modificación N° 3



Aprobar la agregación propuesta. (5x0).

Modificación N° 4



Rechazar la sustitución propuesta. (5x0).

Modificación N° 5



Aprobar la modificación. (5x0).

Modificación N° 6
Rechazar las letras a), b) y d) y aprobar las letras c), e) y f). (5x0).

Numeral 2)

Modificación N° 7



Rechazar la supresión propuesta. (5x0).

Modificación N° 8



Aprobar la agregación propuesta. (5x0).

Modificación N° 9, letras a), b) y c)



Aprobar las modificaciones propuestas. (5x0).

Modificación N° 10



Rechazar el reemplazo propuesto. (5x0).

Modificación N° 11



Aprobar la intercalación propuesta. (5x0).

Modificación N° 12



Aprobar la modificación propuesta. (5x0).

Modificación N° 13



Aprobar la agregación propuesta. (3x2).

Modificación N° 14



Rechazar el reemplazo propuesto. (5x0).

Numeral 4)
Modificación N° 15



Aprobar la agregación propuesta. (5x0).

Artículo 3°

Modificación N° 16



Aprobar el reemplazo propuesto. (5x0).

Modificación N° 17



Rechazar la eliminación propuesta. (5x0).

Modificación N° 18



Aprobar la intercalación propuesta. (5x0).

Artículo transitorio

Modificación N° 19




Aprobar el reemplazo propuesto. (5x0).

- - - - - - -





Acordado en sesiones de fecha 9, 17 y 30 de julio y 13 de agosto, todas de 2013, con la asistencia de los Honorables Senadores señora Ximena Rincón González (Presidenta), y señores Francisco Chahuán Chahuán, Guido Girardi Lavín, Fulvio Rossi Ciocca y Gonzalo Uriarte Herrera.





Valparaíso, a 22 de agosto de 2013.

(Fdo.): Fernando Soffia Contreras, Secretario de la Comisión.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE REGULA EL EJERCICIO DEL SUFRAGIO DE LOS CIUDADANOS QUE SE ENCUENTRAN FUERA DEL PAÍS 

(9069-07)
HONORABLE SENADO:





La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene a honra emitir su informe respecto del proyecto de reforma constitucional señalado en el epígrafe, en primer trámite constitucional, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señoras Isabel Allende y Soledad Alvear, y señores Alberto Espina, Hernán Larraín y Patricio Walker.





A la sesión que celebró la Comisión para tratar esta iniciativa asistieron, además de sus miembros, la Honorable Senadora señora Allende; el Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Cristián Larroulet y su asesor el señor Andrés Tagle. Asimismo, concurrió el abogado y profesor de derecho internacional público, señor Claudio Troncoso.





Igualmente estuvieron presentes la asesora del Honorable Senador señor Patricio Walker, señora Paz Anastasiadis; el asesor de la Honorable Senadora señora Alvear, señor Jorge Cash; el asesor de la Honorable Senadora señora Allende, señor Rodrigo Mora; el asesor del Honorable  Senador señor Hernán Larraín, señor Sergio Morales, y el asesor del Comité RN, señor Hernán Castillo. 





Finalmente, hacemos presente que, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, la Comisión discutió en general y en particular esta iniciativa de ley, por tratarse de un proyecto de artículo único.

OBJETIVO DEL PROYECTO





Este proyecto tiene por propósito regular, en los actos electorales que indica, el ejercicio del derecho de sufragio de los ciudadanos chilenos se encuentren viviendo o residiendo en el extranjero. 

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL





El artículo único de este proyecto debe ser aprobado por los tres quintos de los Senadores en ejercicio en virtud de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 127 de la Constitución Política de la República, toda vez que modifica una norma del Capítulo II de la Ley Fundamental.

ANTECEDENTES

Para el debido estudio de esta iniciativa de reforma constitucional, se ha tenido en consideración, entre otros, los siguientes antecedentes:

I.- JURÍDICOS





1.1.- Constitución Política de la República





Uno).- El artículo 13 que, en síntesis, prescribe que son ciudadanos los chilenos que hayan cumplido dieciocho años de edad y que no hayan sido condenados a pena aflictiva. Agrega que la calidad de ciudadano otorga los derechos de sufragio, la de optar a cargos de elección popular y los demás que la Constitución Política o la ley confieran.





Dos).- El artículo 18 que establece que existirá un sistema electoral público y que una ley orgánica constitucional determinará su organización y funcionamiento, y regulará la forma en que se realizarán los procesos electorales y plebiscitarios. Asimismo, precisa que una ley orgánica constitucional contemplará un sistema de registro electoral, bajo la dirección del Servicio Electoral, al que se incorporarán, por el solo ministerio de la ley, quienes cumplan los requisitos establecidos por la Ley Fundamental.





Tres).- El inciso segundo del artículo 127 de la Constitución Política que establece que los proyectos de reforma constitucional necesitará para ser aprobados en cada Cámara el voto conforme de las tres quintas partes de los diputados y senadores en ejercicio. Agrega que, sin perjuicio de lo anterior, si la reforma recayere sobre los capítulos I, III, VIII, XI, XII o XV, necesitará, en cada Cámara, la aprobación de las dos terceras partes de los diputados y senadores en ejercicio.





1.2.- Ley N° 18.460, Orgánica Constitucional sobre Tribunal Calificador de Elecciones. 





1.3.- Ley N° 18.556, Orgánica Constitucional sobre Sistema de Inscripciones Electorales y Servicio Electoral.





1.4.- Ley 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios.

II.- ANTECEDENTES DE HECHO
2.1.- Moción

En los fundamentos de esta iniciativa, sus autores señalan que el ejercicio del derecho de sufragio de los chilenos que se encuentran en el exterior es una de las demandas más sentidas por la comunidad de compatriotas que viven fuera del país.
Agregan que diversos Senadores han coincidido en la necesidad de garantizar este derecho sobre las siguientes bases que inspiran a la reforma constitucional que se propone a continuación.

En primer lugar, se señala que los ciudadanos con derecho a sufragio podrán votar desde el exterior por el sólo hecho de dirigir una solicitud en tal sentido al Servicio Electoral, ya sea en Chile si el ciudadano se encuentra en nuestro país o a través de las Consulados de Chile en el exterior. Dicha solicitud deberá cumplir con los requisitos formales que establezca la ley.

En segundo lugar, que tal solicitud deberá realizarse para cada elección presidencial o plebiscito nacional, debiendo los chilenos reiterar dicha petición para cada uno de los actos electorales y plebiscitarios futuros.

En tercer lugar, que este derecho se ejercerá respecto de las elecciones de Presidente de la República y plebiscitos nacionales, pudiendo contemplarse en la ley orgánica constitucional respectiva que también lo puedan hacer respecto de las elecciones primarias presidenciales.

En cuarto lugar, que todo lo anterior no altera la posibilidad de que los ciudadanos con derecho a sufragio que se encuentren en el extranjero puedan votar en Chile, en todo tipo de elecciones o plebiscitos, siempre que no hayan efectuado antes la mencionada solicitud.

Finalmente, que la ley orgánica constitucional respectiva regulará la forma en que se realizarán los procesos electorales y plebiscitarios en el extranjero, en conformidad a lo dispuesto en los incisos 1° y 2° del artículo 18 de la Constitución Política, disposición que establece las bases del sistema electoral público. Puntualiza que se excluye el inciso 3° de dicha norma que confía a las Fuerzas Armadas y Carabineros el resguardo del orden público durante los actos electorales y plebiscitarios.

Concluyen señalando que, en virtud de lo expresado anteriormente, resulta necesario aprobar una disposición que intercale un inciso tercero, nuevo, al artículo 13 de la Constitución Política de la República. Mediante dicha disposición se establece que los ciudadanos con derecho de sufragio que se encuentren fuera del país podrán votar desde el extranjero en las elecciones de Presidente de la República y en los plebiscitos nacionales, por el sólo hecho de solicitarlo para cada elección o plebiscito. Dicha solicitud se dirigirá al Servicio Electoral, pudiendo realizarse en Chile o a través de los Consulados de Chile en el extranjero, indicando el Consulado donde se ejercerá este derecho. Agrega que una ley orgánica constitucional establecerá los requisitos formales que deberá contener la mencionada solicitud y regulará la manera en que se realizarán los procesos electorales y plebiscitarios en el extranjero, en conformidad a lo dispuesto en los incisos 1º y 2º del artículo 18 de la Constitución. 
2.2.- Consideración del proyecto de reforma constitucional contenido en el Boletín N° 9.004-07

Hacemos presente que, en forma previa al análisis de esta iniciativa, la Comisión consideró un proyecto de reforma constitucional iniciado en Moción de los Honorables Senadores señoras Alvear y Allende y señor Walker, don Patricio, que garantiza el derecho de sufragio para los ciudadanos chilenos residentes en el extranjero (Boletín
N° 9.004-07). En dicho proyecto se proponía modificar el artículo 18 de la Constitución para establecer que los ciudadanos podrán ejercer su derecho de sufragio en el extranjero, sea en plebiscitos o en elecciones, incluidas las elecciones primarias, por el solo hecho de encontrarse inscritos en los registros electorales que, para tal fin, mantendrán los Consulados de Chile en el exterior. Agregaba que una ley orgánica constitucional podrá establecer que en determinadas elecciones y plebiscitos se deba sufragar en Chile, por poseer dichas votaciones un alcance meramente local.

Del análisis de la mencionada iniciativa se concluyó, por los autores de la Moción que ahora se informa, que era indispensable presentar un nuevo proyecto de reforma constitucional que regule el derecho de sufragio de los ciudadanos chilenos que se encuentran fuera del país, en las elecciones de Presidente de la República y plebiscitos nacionales.

Dado que el debate de la referida iniciativa es el antecedente directo de la presente reforma constitucional, a continuación efectuamos una síntesis del mismo, que refleja las principales consideraciones que se tuvieron en cuenta para presentar el proyecto de reforma constitucional en informe.

Al iniciarse la consideración del referido proyecto, la Honorable Senadora señora Alvear señaló que el reconocimiento del voto de los chilenos en el exterior es un planteamiento que de manera reiterada se ha venido formulando desde que nuestra patria recuperó la democracia en el año 90 del siglo pasado. Indicó que ese año se presentó la primera iniciativa para reconocer este derecho, la que tuvo su origen en una Moción cuyo autor fue el ex diputado, señor Carlos Dupré. 
Agregó que lamentablemente tal proyecto no alcanzó en el Congreso Nacional los consensos ni los votos necesarios para ser aprobado.  Recordó que una situación similar afectó a otras iniciativas que tanto Gobiernos de la Concertación como sus parlamentarios presentaron con este mismo objeto. Señaló que siendo Ministra de Relaciones Exteriores del Gobierno del ex Presidente señor Ricardo Lagos le correspondió tramitar en este Parlamento una iniciativa que tampoco alcanzó las mayorías requeridas por nuestro texto constitucional.

Hizo presente que para avanzar en esta materia ha sostenido conversaciones con S.E el Presidente de la República para insistir sobre la relevancia de hacer efectivo el derecho de sufragio de los chilenos que viven en el exterior.
Puntualizó que si bien es efectivo que el Gobierno presentó un proyecto para regular el ejercicio de este derecho, dicha iniciativa estableció un conjunto de requisitos que lo limitaban considerablemente. Recordó que el actual Gobierno propuso que los chilenos que viven fuera del país debían reunir un conjunto de vínculos para poder participar desde el extranjero en los actos electorales. Por ejemplo, recordó que se les exigía que vinieran cada cierto tiempo y por un determinado período a Chile, o que pagasen tributos o contribuciones en nuestro país, lo que, como señaló precedentemente, hicieron imposible la aprobación de la mencionada iniciativa.
Manifestó que, con el fin de eliminar tales exigencias, se reunió con S.E el Presidente de la República para tratar este asunto, quien le informó que el Gobierno estaría dispuesto a establecer, como único requisito para poder sufragar desde el exterior, el encontrarse inscrito en los registros electorales que llevarían nuestros consulados en el exterior. Puntualizó que dado que dicha inscripción sería voluntaria, ninguno de esos ciudadanos estaría obligado a votar. Agregó que en una ley orgánica constitucional se determinará como se deberá practicar esa inscripción, la forma en que se efectuará la votación y otras materias que demanda la implementación de una iniciativa de esta naturaleza.

Añadió que en el ánimo de avanzar en esta materia, en el mes de diciembre del año pasado, le entregó al Ministro del Interior, señor  Chadwick, un proyecto de ley orgánica completo y afinado, con las disposiciones que debiera contener dicha normativa, con todos los detalles para los efectos de llevar adelante la mencionada inscripción.

A continuación, el señor Presidente de la Comisión, ofreció la palabra al abogado señor Claudio Troncoso, quien inició su intervención señalando que este es un tema de largo análisis en nuestro Parlamento, pues ya lleva 23 años discutiéndose. Expresó que se han presentado distintas iniciativas que no han podido prosperar por diversas razones políticas.

Señaló que el reconocimiento del derecho de sufragio de los chilenos que viven en el extranjero ha sido impulsado en forma muy decidida por los cuatro gobiernos de la Concertación, y por todos los parlamentarios de este conglomerado político.
Sostuvo que se puede avanzar rápidamente en esta reforma si se produce un acuerdo en la idea de que los chilenos que residen en el exterior puedan votar desde el extranjero por el solo hecho de encontrarse inscritos en los Consulados. 

En consecuencia, afirmó que la única exigencia que se les impondría sería que estén inscritos en los consulados, o sea, que se presente ante ellos en forma previa a una elección para poder sufragar. De esta manera, explicó, se garantizaría que esos chilenos, que hoy día están inscritos en los registros electorales en Chile, puedan sufragar desde el exterior.

Seguidamente, el señor Presidente de la Comisión ofreció la palabra al Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Cristián Larroulet.

El señor Ministro señaló, en primer lugar, que quería hacer una pequeña reseña de lo que ha sido el trabajo que ha realizado el Ejecutivo en esta materia, sobre todo porque en la fundamentación del Boletín N° 9.004-07 se hacen un conjunto de aseveraciones que era necesario precisar.

Recordó que, a raíz del proyecto de inscripción automática y voto voluntario, se iniciaron las conversaciones sobre el voto de los chilenos en el extranjero. Este trabajo comenzó en el Gobierno de la ex Presidenta Bachelet, quien conformó una comisión técnica que trabajó una iniciativa en esta materia. Esta comisión volvió a reunirse a instancia de su Ministerio, una vez producido el cambio de Gobierno, básicamente con las mismas personas que habían formado parte del grupo que había trabajado en el período presidencial anterior. Esa instancia, señaló, representaba o reflejaba los nombres de los especialistas que los Senadores habían sugerido para continuar con dicha labor. Fruto de ese esfuerzo, el Ejecutivo presentó al Senado dos iniciativas destinadas a regular el sufragio de los chilenos en el exterior. Manifestó que una primera iniciativa fue la reforma constitucional, que ingresó a esta Corporación el día 1° de diciembre de 2010, la cual fue rechazada en la Sala del Senado el día 3 de mayo de 2011. Asimismo, recordó que el Ejecutivo presentó un segundo proyecto de ley para regular el ejercicio de ese derecho. Tal iniciativa fue ingresada al Senado el día 14 de diciembre de 2010, la que en definitiva se retiró, pues un conjunto de Senadores presentó un requerimiento ante el Tribunal Constitucional para impugnar su constitucionalidad.

Afirmó que el segundo proyecto tenía por propósito aclarar aquellas materias donde había diferencias: en particular, sobre la idea de que la votación de los chilenos en el extranjero debía fundarse en un tipo de vínculo. Señaló que en esa oportunidad todo el debate se dio en torno a tal concepto.

Puntualizó que no iba a entrar al detalle de esta materia pero que la Comisión debía recordar que las diferencias surgieron pues el Gobierno planteó que para poder sufragar en las elecciones nacionales se requeriría que los chilenos que residen en el exterior hubieran estado en Chile a lo menos doce meses continuos o discontinuos en los últimos diez años. En la comisión técnica se fueron acercando posiciones, y finalmente llegaron a diversos acuerdos que no alcanzaron los consensos políticos esperados.

Finalmente, señaló que lo que ahora se debe analizar es el concepto de vínculo. En este sentido, la decisión o exigencia para que los ciudadanos pudieran votar en el extranjero, sería que fueran a un consulado con anticipación, y se registraran y manifestaran su voluntad de votar en la elección correspondiente.

En suma, reiteró que el Gobierno ya había presentado un proyecto de reforma constitucional, el cual fue rechazado en la Sala del Senado, razón por la que el Ejecutivo solicitó que pasara a la Cámara de Diputados, donde actualmente se encuentra en tramitación en la Comisión de Constitución de la mencionada Corporación. 

A continuación, se ofreció la palabra al Honorable Senador Larraín, don Carlos, quien expresó que la configuración de todo ordenamiento jurídico supone la recta disposición de las cosas hacia un fin, que en este caso, sería que participen más personas en los actos electorales. Sostuvo que con el objeto de alcanzar dicho propósito se sugiere que los chilenos residentes en el extranjero se inscriban en los consulados de nuestro país en el exterior.

Adujo que esta iniciativa presenta varios problemas que deben ser resueltos. En primer lugar, por ejemplo, cuál es la residencia efectiva de una persona que vive en el extranjero y cómo ella se acredita. Agregó que en Estados Unidos de Norteamérica hay seis consulados generales y otros que cumplen funciones específicas o protocolares. Frente a lo anterior se preguntó si eso significa que cada persona va a ser libre para determinar el consulado donde realizará la referida inscripción.

Por otra parte, expresó que tampoco estaba claro cuál iba a ser el rol del Servicio Electoral en esta materia, ni si este derecho se iba a poder ejercer en todas las elecciones que contempla nuestro ordenamiento legal o sólo en algunas.

Sostuvo que en derecho privado rige la regla que señala que “quien puede lo más puede lo menos”. De acuerdo con lo anterior, se preguntó si alguien que puede votar en una elección presidencial también podría sufragar en las elecciones parlamentarias. Agregó que tampoco estaba claro dónde se va a realizar el escrutinio de los votos.
Por todo lo anterior, planteó que existían aspectos que era necesario precisar a nivel legislativo, dado que la reforma no es muy clara en estas materias.

Puntualizó que si bien compartía la idea de que más ciudadanos participen en los actos electorales, ello no debe realizarse de cualquier forma, ya que por esta vía se podría contribuir a distorsionar la voluntad ciudadana.

A continuación, la Honorable Senadora señora Alvear expresó que en estricto rigor, la actual Constitución no establece ninguna restricción para que los chilenos y chilenas, que vivan dentro o fuera de Chile, puedan votar.
Expresó que en puridad no se requeriría en este caso una reforma constitucional ya que la Carta Fundamental dice que pueden votar en las elecciones todos los chilenos y chilenas. Agregó que con el fin de alcanzar un consenso en esta materia se acordó, con S.E el Presidente de la República, que la única exigencia que se establecería a los ciudadanos que se encuentran en el exterior será que deben inscribirse en los consulados de nuestro país en el exterior.

Insistió que con este proyecto se cumple con una deuda que tenemos con los compatriotas que viven en el extranjero. Agregó que la Constitución establecerá un requisito único para poder sufragar desde el exterior. Añadió que luego de aprobado lo anterior se podrían efectuar los cambios legales que resulten necesarios para implementar esta reforma.

Concluyó señalando que esta proposición permitiría que el Presidente Piñera cumpliera con lo que manifestó tanto en su campaña presidencial como en los mensajes presidenciales que ha dirigido al país.

A continuación se ofreció la palabra al Honorable Senador Larraín, don Hernán, quien resaltó que en esta materia era necesario alcanzar un acuerdo político amplio que defina los criterios básicos que permitirían avanzar en la regulación del derecho de sufragio de los chilenos que encuentren fuera del país.

Sostuvo que en el estudio de esta normativa era necesario hacer algunas aclaraciones respecto del derecho de sufragio de las personas que han adquirido la nacionalidad como consecuencia de lo que disponen los números 2° y 4° del artículo 10, en atención a lo que establece el inciso final del artículo 13. 

Manifestó que este derecho debiera otorgarse a los chilenos nacidos en el territorio nacional y a sus hijos, como lo hacen muchas legislaciones, hasta la segunda generación. Un nieto de chileno, que no ha pisado nunca el territorio y que quizás no habla castellano, no parece razonable que pueda participar en elecciones, cuyo resultado afectará a quienes viven en nuestra patria. Distinta es la situación de un chileno que nació en el país y el de sus hijos que ahora viven en el extranjero, a quienes si se les debe reconocer ese derecho.

Asimismo, sostuvo que hay que velar por los derechos de los chilenos que residen permanentemente en Chile y que, por alguna razón circunstancial, se encuentran fuera del país al momento de efectuarse una elección. Aseveró que a ellos también se les debe garantizar el ejercicio de su derecho a sufragio.

Seguidamente señaló que él era partidario de reconocer el ejercicio de esta facultad en las elecciones presidenciales, incluyendo a las primarias presidenciales, y en los plebiscitos nacionales. 
Agregó que para otro tipo de elecciones, como son las parlamentarias, las de consejeros regionales o autoridades locales, se presentan muchos problemas prácticos que harían muy difícil su implementación. Por ejemplo, destacó que los Senadores son los representantes de los ciudadanos de una circunscripción, de un territorio determinado. Lo mismo ocurre con los alcaldes, concejales y consejeros regionales.

Concluyó señalando que apoyaba la idea de establecer un vínculo que en este caso se expresa en la manifestación de la voluntad de sufragar en una elección determinada.

Por todo lo anterior, sostuvo que un chileno residente en el extranjero o chileno que se encuentre temporalmente fuera del país puede inscribirse para votar en una elección primaria o presidencial. Agregó que él no exigiría ningún requisito adicional para participar en las elecciones presidenciales o plebiscitos nacionales.
En virtud de lo anterior, se planteó en la Comisión que el acuerdo que se alcance en esta materia no debiera incluir la participación en la elección de parlamentarios o de autoridades locales.

El señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Walker, don Patricio, señaló que de lo planteado con anterioridad se concluye que habría un acuerdo mayoritario en orden a que dos serían las condiciones que deberían reunir un connacional para poder ejercer el derecho de sufragio desde el extranjero. La primera consistiría en establecer que sólo podrán sufragar en las elecciones primarias presidenciales, de Presidente de la República y en los plebiscitos nacionales. La segunda es que se inscriban en los registros que deberán llevar los Consulados de nuestro país en el extranjero.

Indicó que, sin perjuicio de lo anterior, sería necesario también llevar adelante las modificaciones legales que implicará una reforma constitucional como la descrita.

El Honorable Senador Larraín, don Hernán, hizo presente que si se alcanzaba un acuerdo sería conveniente presentar un nuevo proyecto en que figuraran los autores de esta Moción y otros que estén interesados en respaldarla.

Asimismo, concordó en las condiciones que planteó el Presidente de la Comisión. En todo caso, precisó que los ciudadanos que se encuentren en el extranjero deberán inscribirse en los mencionados registros antes de cada acto electoral, en la forma que establezca la ley.

Sostuvo que para imponer tal exigencia sería necesario efectuar un cambio en la Constitución Política y en las normas legales que regulan el derecho de sufragio, la inscripción, la constitución de las Mesas de votación y la transmisión de los resultados electorales.

El Honorable Senador señor Espina coincidió con lo expuesto por el señor Presidente de la Comisión en el sentido de que si se avanza en un acuerdo para que los chilenos, que cumplan con los requisitos legales, puedan votar desde el extranjero, ello supondrá que deberán inscribirse antes de cada elección en los consulados profesionales de nuestro país y de acuerdo con la legislación chilena. Explicó que la razón para exigir esta inscripción se encuentra en el hecho de que todos los chilenos están automáticamente inscritos en los registros electorales, ya sea que vivan en Chile o en el extranjero. Sostuvo que esos compatriotas deben expresar su voluntad de querer votar en el extranjero y de esa manera incorporarse al respectivo registro. De no hacerlo no figurarán en el mismo. Añadió que de establecerse en forma permanente que votarán en el extranjero se incurriría en el error de quedar considerados dos veces para poder sufragar en una misma elección. Explicó que figurarían en el registro que existe en Chile y también en aquel en que aparecen los que pueden sufragar en el extranjero. Por lo tanto, señaló, es muy importante que frente a cada elección presidencial, con la antelación debida, expresen su voluntad de votar en el extranjero, indicando el país donde lo harán.

Finalmente, hizo presente que esta reforma constitucional no sería aplicable a las elecciones presidenciales de noviembre del presente año, pues, tal como lo han dicho todas las autoridades competentes, no es factible que en tan breve tiempo se realicen todos los cambios legales y reglamentarios que supone un reforma de este tipo.

La Honorable Senadora señora Alvear señaló que lo primero que habría que hacer sería ponerse de acuerdo en los principios generales que inspiran a la reforma, para luego elaborar la norma que reflejará este acuerdo.

El señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Walker, don Patricio, señaló que tal como lo han manifestado los Honorables Senadores señores Espina y Larraín, don Hernán, para llegar a un acuerdo en este asunto deberá establecerse que los ciudadanos que están en el extranjero deberán inscribirse, antes de cada elección, en los registros que llevarán los Consulados de nuestro país en el exterior. 

La Honorable Senadora señora Alvear puntualizó que esta exigencia le parecía innecesaria pues el ejercicio del derecho de sufragio es voluntario. Por tanto, afirmó que el ciudadano, aunque esté inscrito en el extranjero, igual puede decidir no ir a votar. 

El Honorable Senador Larraín, don Hernán, recordó que los chilenos con derecho a sufragio que residen en el extranjero se encuentran inscritos en los registros electorales de nuestro país, de acuerdo con el domicilio que tienen consignado en el Servicio de Registro Civil. Puntualizó que actualmente alrededor de quinientos mil compatriotas se encontrarían viviendo fuera del país, y estarían inscritos en los mencionados registros.

Sostuvo que cuando alguien manifiesta su intención de votar en el extranjero para una determinada elección, debe dejar patente su voluntad de querer participar en ese acto electoral. Afirmó que si se inscribe en el extranjero, se anularía para esa elección su inscripción en Chile.

El Honorable Senador señor Espina reiteró que los ciudadanos que viven en el extranjero no pueden aparecer inscritos dos veces en los registros electorales. Por lo tanto, si finalmente para una elección determinada solicita ser inscrito en el extranjero, automáticamente debe quedar eliminado del registro en Chile. En caso contrario quedaría dos veces inscritos.

Seguidamente, intervino el abogado señor Claudio Troncoso quien manifestó que debía analizarse si era necesario que los ciudadanos tengan que inscribirse antes de cada elección. En estricto rigor, señaló, no sería necesario que tengan que volver a hacerlo para cada elección. Para ratificar sus vínculos con el país sería necesario simplemente que en cada elección ejercieran su derecho de sufragio.

Por otra parte, y en relación con la inquietud que presentó el Honorable Senador Larraín, don Hernán, recordó que este derecho no se extiende indefinidamente a cualquier hijo de padre o madre chilenos, ya que el inciso final del artículo 13 de la Constitución Política prescribe que, tratándose de los chilenos a que se refieren los números 2º y 4º del artículo 10, el ejercicio de los derechos que les confiere la ciudadanía estará sujeto a que hubieran estado avecindados en Chile por más de un año.

El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, señaló que debe quedar estipulado en el acuerdo que se suscriba que se dará cumplimiento a lo que indica la norma citada por el profesor señor Troncoso. Señaló que muchos compatriotas no entenderían que un nieto de chileno que nunca ha vivido en nuestro país, que no habla nuestra lengua, pueda votar en elecciones nacionales. 

El asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Andrés Tagle, manifestó que el tema planteado ya estaba resuelto por aplicación de lo que establece el inciso final del artículo 13 de la Constitución, en relación con lo que dispone sobre nacionalidad en los números 2º y 4º del artículo 10.


Seguidamente, el profesor señor Claudio Troncoso dio lectura a una propuesta de articulado que podría servir de base para un acuerdo, su texto es el siguiente:


Artículo único.- Intercálase el siguiente inciso tercero, nuevo, al artículo 13 de la Constitución Política de la República:


“Los ciudadanos podrán ejercer su derecho de sufragio en el extranjero en las elecciones de Presidente de la República, en los plebiscitos nacionales y en las elecciones primarias presidenciales, por el solo hecho de encontrarse inscritos en los registros que, para tal fin, confeccionarán para cada elección o plebiscito los Consulados de Chile en el Exterior. Una ley orgánica constitucional regulará la forma en que ejercerán este derecho.”.


Manifestó que los principios que rigen la propuesta son los siguientes:

1.- Que los chilenos puedan votar desde el exterior por el sólo hecho de dirigir una solicitud en tal sentido al Servicio Electoral, ya sea en Chile, si el ciudadano se encuentra en nuestro país, o a través de los Consulados de Chile en el exterior, si se encuentra fuera del país.


2.- Que tal solicitud deba realizarse en cada elección presidencial, primaria presidencial o plebiscito nacional, debiendo los chilenos volver a efectuar dicha solicitud para cada uno de los actos electorales (primarias presidenciales o elecciones presidenciales) y plebiscitos nacionales futuros.


3.- Que solo se pueda votar desde el exterior en las elecciones presidenciales, primarias presidenciales y plebiscitos nacionales y no en las elecciones parlamentarias, primarias parlamentarias, municipales, CORES y plebiscitos comunales.


4.-Que no se altere la posibilidad de los extranjeros que residen en el extranjero de votar en Chile en todo tipo de elecciones o plebiscitos, posibilidad que tienen abierta hoy mismo.

5.- Que la ley orgánica constitucional respectiva regulará los demás aspectos.


El asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Andrés Tagle expresó que organizar una elección en el extranjero tiene un alto costo, e incluir las elecciones primarias dentro de este proyecto no tiene una mayor justificación, debido al bajo nivel de participación que ellas pueden llegar a tener.


Seguidamente, criticó la utilización de la expresión: “por el solo hecho de encontrarse inscritos en los registros”. Sostuvo que lo anterior puede significar que los requisitos exigidos para sufragar en el exterior son los mínimos y, por lo tanto, insuficientes.


Destacó que sólo debe considerarse como entes habilitados para ejercer el derecho de sufragio a los Consulados de profesión y no a los de carácter honorario.


El profesor señor Claudio Troncoso advirtió que la frase propuesta, que ha sido objetada por el señor Tagle, no es ajena a nuestra tradición constitucional y que ella tiene por objeto evitar que el ciudadano que se encuentre en el extranjero deba cumplir con otros requisitos no previstos en la Carta Fundamental para poder sufragar.

El asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Tagle, señaló que el Gobierno propuso la siguiente frase: “podrán sufragar si así lo solicitaban para cada elección al Servicio Electoral”. Sostuvo que la expresión “por el solo hecho” implica que bastaría cualquier solicitud para obtener el derecho a sufragar en el exterior. 


Añadió que el derecho a voto está sujeto a otras restricciones formales que establece la legislación vigente. Explicó que, por ejemplo, se requiere acudir a sufragar con la cédula nacional de identidad. Dicha exigencia está presente en la ley orgánica y no en la Constitución.


El profesor señor Claudio Troncoso aseveró que la propuesta mencionada en ningún caso pone en duda que deban cumplirse con otros requisitos de forma. Lo único que se desea enfatizar es que no se establecerán en la ley otras exigencias adicionales a las previstas por el constituyente. 


Declaró que el único requisito que debiera exigirse a un ciudadano para que vote en el extranjero, sería que dirigiera una solicitud al consulado correspondiente.  


La Honorable Senadora señora Allende valoró el avance logrado en esta materia. Manifestó que lo más importante para alcanzar un acuerdo consiste en dar derecho a voto en el exterior a aquellos chilenos que se presenten ante un Consulado manifestando su interés de participar en un acto electoral. Lo anterior no se opone a que, además, cumplan con los requisitos formales que actualmente se exigen por ley a todos los chilenos. 


El Honorable Senador señor Espina manifestó que concordaba con las ideas generales planteadas en la norma a que se ha dado lectura. 


Hizo presente, sin embargo, que tenía la aprehensión respecto a la expresión: “por el solo hecho de solicitarlo”. Consultó qué ocurrirá si un chileno eleva la solicitud y si por no reunir los requisitos legales es rechazada. Por eso, sostuvo, se debe precisar que se entiende por la expresión “por el solo hecho de solicitarlo”. Una solución es precisar que junto con la solicitud se deben cumplir con los requisitos formales que establece la ley.


Por lo anterior, propuso agregar la siguiente frase: “que la solicitud cumpla con los requisitos formales que la ley establece”.  


El profesor Claudio Troncoso sugirió redactar la norma en el siguiente sentido: “por el solo hecho de solicitarlo para cada elección o plebiscito, cumpliendo con los requisitos formales que establece la ley”

El Honorable Senador Larraín, don Carlos, manifestó que antes de adoptar cualquier decisión en esta materia era indispensable precisar cuáles serán los consulados que van estar habilitados para que los chilenos puedan inscribirse y sufragar; los plazos en que deberán efectuar tal inscripción y cómo se sancionarán los delitos electorales, etc.


El profesor señor Claudio Troncoso destacó que hay cuatro proyectos de ley que han abordado los temas planteados por el Honorable Senador Larraín, don Carlos. 


El Honorable Senador señor Espina sostuvo que coincidía con las inquietudes planteadas por el Honorable Senador Larraín, don Carlos. Por lo anterior, propuso que junto con el acuerdo constitucional que se alcance, debería elaborarse un listado que enumerara las reglas legales que complementarán esta reforma constitucional. 


El Honorable Senador Larraín, don Hernán expresó que antes de presentar una reforma constitucional, deben estar de acuerdo en el texto final de la misma. Aseveró que la Comisión está llegando a un acuerdo razonable, tomando como base la propuesta del profesor Troncoso.


Añadió que le parecía adecuado eliminar la expresión “primarias presidenciales”, dejando que la ley resuelva la forma cómo serán incorporadas.

El señor Ministro Secretario General de la Presidencia, don Cristián Larroulet insistió que el Ejecutivo se inclinaba por utilizar la expresión “si así lo solicitan” en lugar de: “por el solo hecho de solicitarlo”. Lo anterior implica que la persona expresamente manifieste su voluntad de concurrir a emitir su sufragio. 


El Honorable Senador Larraín, don Hernán manifestó que lo que plantea el Poder Ejecutivo es una expresión que refleja un planteamiento distinto. Es diferente utilizar la frase: “si así lo solicitan” que la expresión “por el solo hecho de solicitarlo”, pero reconoció que la diferencia es sutil.   


Como resultado del debate precedente, algunos de los integrantes de la Comisión, acordaron presentar un nuevo proyecto de reforma constitucional que recogiera los planteamientos previamente formulados.

-.-.-

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR


Hacemos presente que este proyecto fue conocido por la Comisión el mismo día en que se dio cuenta en la Sala del Senado y que los acuerdos alcanzados en esa oportunidad fueron confirmados en la sesión del día 27 de agosto del año en curso.


Al iniciarse el estudio de este proyecto, el señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Walker, don Patricio, hizo presente que la iniciativa en análisis reflejaba un consenso que habían alcanzado diversos Senadores en orden a reconocer el ejercicio del derecho de sufragio de los chilenos que se encuentran en el extranjero, en las elecciones de Presidente de la República y en plebiscitos nacionales. Agregó que en la redacción de este proyecto había colaborado el profesor de derecho internacional público, señor Claudio Troncoso, quien hizo las consultas correspondientes a los representantes del Ejecutivo.


Seguidamente, se dio lectura al proyecto de reforma constitucional. Su texto es el siguiente:

“Artículo único.- Intercálase el siguiente inciso tercero, nuevo, al artículo 13 de la Constitución Política de la República:

“Los ciudadanos con derecho a sufragio que se encuentren fuera del país, podrán sufragar desde el extranjero en las elecciones  de Presidente de la República y en los plebiscitos nacionales, por el solo hecho de solicitarlo para cada elección o plebiscito. Dicha solicitud se dirigirá al Servicio Electoral, pudiendo realizarse en Chile o a través de   los Consulados de Chile en el extranjero, indicando el Consulado donde se ejercerá este derecho. Una ley orgánica constitucional establecerá los requisitos formales que deberá contener la mencionada solicitud y regulará la manera en que se realizarán los procesos electorales y plebiscitarios en el extranjero, en conformidad a lo dispuesto en los incisos 1° y 2° del Artículo 18.”.”.


Al iniciarse el análisis del texto de esta reforma, el Honorable Senador Larraín, don Carlos, recordó que antes de pronunciarse sobre su contenido era indispensable precisar los criterios que debería contener la ley orgánica constitucional que complementará esta disposición.



En virtud de lo anterior, el señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Walker, don Patricio, le solicitó al profesor señor Claudio Troncoso que precisara qué criterios o reglas debiera contener la referida legislación complementaria.



El profesor señor Troncoso señaló que luego de las conversaciones sostenidas con el asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Andrés Tagle, se habían concordado en las reglas que se enumeran a continuación:

“1.-
En la solicitud ya sea que ésta se presente en el SERVEL o en Consulado, se indicará la ciudad en el extranjero y el Consulado a cuya jurisdicción pertenece en la cual el chileno desea ejercer su derecho a voto.


2.-
Cada Consulado constituirá una circunscripción electoral en el extranjero y tendrá mesas de votación. Se contemplan casos excepcionales regulados por resolución fundada del Servicio Electoral en que se podrá autorizar que un Consulado comprenda más de una circunscripción electoral, ya sea por factores como la distancia o número de electores, entre otros.


3.-
Para conformar el padrón para cada elección el SERVEL los elimina temporalmente del padrón electoral correspondiente al domicilio del elector en Chile y los incorpora a un padrón electoral por cada circunscripción electoral en el extranjero.


4.-
Se entiende como Consulado a las Oficinas Consulares, incluyendo las secciones consulares de una Misión Diplomática, a cargo de un funcionario de la planta del Servicio Exterior designado para desempeñar funciones consulares.


5.-
Se regula la difusión e información establecidas en la ley mediante medios idóneos como afiches impresos, folletos informativos, páginas webs oficiales del Estado de Chile. Afiches y folletos se colocarán en un lugar destacado del Consulado.


6.-
En cada Consulado habrá una Junta Electoral presidida por el Cónsul e integrada además por otro funcionario del Servicio Exterior, o en caso de no haberlo por otro funcionario de planta o empleado designado por el Cónsul.


7.-
Las Juntas Electorales en el exterior velan por la difusión de las cédulas electorales.


8.-
Se establecen normas sobre propaganda electoral en el extranjero consistente solo en material que los candidatos envíen o entreguen directamente a los electores.


9.-
Composición de las mesas de sufragios en el exterior: tres vocales elegidos de un sorteo de entre los 10 ciudadanos registrados en los padrones de mesa respectivos y seleccionados por los miembros de la junta electoral respectiva en el extranjero. Normas sobre la constitución de las mesas.


10.- Normas sobre el funcionamiento de los locales de votación, determinados por la Junta Electoral.


11.- Será responsabilidad del Cónsul la instalación de las mesas receptoras en los locales designados, debiendo proveer las mesas, sillas urnas y cámaras secretas necesarias.


12.- En cada local de votación funcionará una Oficina Electoral dependiente de la Junta Electoral, que estará cargo de un Delegado.


13.- Para la provisión de útiles electorales a las mesas receptoras de sufragios el extranjero el Servicio Electoral los remitirá sellados por medio de valija diplomática al Jefe de la sección Consular o Cónsul, correspondiendo a éstos su resguardo, traslado y entrega al Delegado de cada local.


14.- Se aplican a las votaciones que tengan lugar en el extranjero las normas sobre los actos electorales en Chile con determinadas salvedades.


El Delegado remite al Servel copia del acta de escrutinio para resultados preliminares por el medio de transmisión de datos que el servicio disponga.

Una vez concluido el escrutinio por mesa el secretario y Presidente de la mesa receptora de sufragios remitirá 2 sobres que contienen copia del acta del escrutinio al cónsul. Éste los hará llegar en forma separada al presidente del Tribunal Calificador de Elecciones y al Servicio Electoral. Para ello los Cónsules confeccionarán la valija diplomática correspondiente y se enviará toda la documentación necesaria por esa vía.


El Delegado remite al Cónsul paquete con todos los elementos de la mesa incluidos votos para su remisión al Servicio Electoral por valija diplomática.


15.- Se contempla una regulación detallada acerca del escrutinio de los sufragios emitidos en el exterior y de los Colegios Escrutadores de votos en el extranjero. Para efectos de proceder al escrutinio general de los sufragios emitidos en el extranjero existirá uno o más colegios escrutadores especiales, constituidos por los miembros de cada una de las Juntas Electorales de la Región Metropolitana. El Director del SERVEL tendrá facultades para determinar el número de Colegios escrutadores asignando a cada ellas un número determinado de mesas.


16.- Se contempla asimismo una regulación detallada acerca de las reclamaciones electorales en el exterior. Las reclamaciones de nulidad y solicitudes de rectificación de resultados se relacionadas con mesas en el extranjero se presentarán directamente ante el tribunal Calificador de Elecciones o a través del Consulado respectivo.


17.- Corresponderá a los Cónsules adoptar las medidas necesarias para el mantenimiento del orden público en el exterior. También se contemplan normas en esta materia para los Presidentes de las Jutas Electorales y de mesas receptoras de sufragios.


18.- Se contempla un título referido a las sanciones y procedimiento judiciales estableciéndose la competencia de los tribunales chilenos para conocer de eventuales delitos o infracciones que se cometan.


19.- En la LOC se podrá regular la participación de los ciudadanos con derechos a sufragio que se encuentren en el exterior en las elecciones primarias presidenciales.


20.- Los partidos y candidatos pueden designar apoderados en las mesas en el exterior.”

A continuación de la lectura de estos veinte puntos, el profesor señor Claudio Troncoso destacó que con cada una de ellos se da plena garantía de que la reforma constitucional será complementada con las normas que asegurarán un proceso electoral transparente y adecuadamente regulado.  


El Honorable Senador Larraín, don Carlos consultó si los delitos cometidos en el extranjero por chilenos impediría la participación de éstos en las elecciones.


También preguntó si se va a prohibir los aportes de los partidos políticos extranjeros en las elecciones nacionales.


El profesor señor Troncoso señaló que si se trata de delitos cometidos por chilenos en el extranjero, cuya competencia corresponda a los tribunales nacionales, se puede suspender el derecho de sufragio de un connacional siempre que el ilícito investigado merezca pena aflictiva. Advirtió que en otras hipótesis nuestros tribunales no tienen competencia para sancionar actos que se cometan fuera de nuestras fronteras.


Indicó que respecto al aporte de los partidos políticos extranjeros, dicha materia puede ser regulada en detalle en la ley orgánica respectiva.


El Honorable Senador señor Espina sostuvo que puede aprobarse una disposición legal que sancione los delitos que se cometan en el extranjero y que afecten a los procesos electorales nacionales. Por lo anterior, requirió al Ejecutivo que considere ampliar las hipótesis de extraterritorialidad de la ley que considera el Código Orgánico de Tribunales, para el caso en que se apruebe esta reforma.

Agregó que debe prohibirse el aporte de partidos políticos o entidades gubernamentales extranjeras en el proceso electoral chileno.


Seguidamente, el señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Walker, don Patricio, propuso a la Comisión examinar el contenido de la reforma constitucional en análisis.


Al iniciarse, el estudio de su contenido, el profesor Claudio Troncoso recordó que el artículo 18 de la Constitución consagra las normas sobre el sistema electoral. Agregó que en la redacción propuesta se excluye la referencia al inciso tercero del ya mencionado precepto, porque éste le confía a las Fuerzas Armadas el control del orden público en los procesos electorales y esa tarea, por razones obvias, no la pueden desarrollar en el exterior.


El Ministro señor Larroulet consultó si la ley orgánica definirá en qué consulados los chilenos podrán presentar la solicitud respectiva y posteriormente sufragar.


El profesor señor Claudio Troncoso señaló que eso debe ser definido en la ley orgánica respectiva.


El asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Andrés Tagle, mencionó que el artículo 18 de nuestra Carta Fundamental señala que una ley orgánica regulará lo no contemplado por la Constitución.


A continuación, el Honorable Senador Larraín, don Carlos, consultó si incorporar a los plebiscitos nacionales constituye un requisito indispensable para que se apruebe este proyecto. Destacó que el argumento para que los votos emitidos en el extranjero se circunscriban a las elecciones presidenciales, se vincula con el carácter concreto de las mismas, rasgo del que carecería un plebiscito nacional. 


Agregó que si bien de acuerdo a la normativa vigente, la realización de plebiscitos es improbable, nada asegura que en el futuro pueda alterarse la normativa vigente.


Consideró que el argumento que se da para excluir de esta reforma a las elecciones parlamentarias o municipales, también puede extenderse, por analogía, a los plebiscitos nacionales, precisamente por su complejidad y difícil discernimiento desde la distancia.


Manifestó que en el futuro se podrían ampliar las hipótesis que permitirían convocar a un plebiscito, situación que podría conducir al país a un tipo de democracia plebiscitaria. Si eso ocurriera, el mecanismo del plebiscito adquiriría una fuerza insospechada.


El Honorable Senador Larraín, don Hernán hizo presente que hoy en día los plebiscitos nacionales sólo están previstos para un caso excepcional que está descrito en el artículo 128 de la Constitución Política de la República.


Señaló que, por lo anterior, incorporar este tipo de plebiscitos en esta reforma constitucional no crea de por si el peligro que describe el Senador señor Larraín, don Carlos. Agregó que si en el futuro se produce un cambio radical de régimen político podríamos efectivamente desembocar en el modelo de una “democracia plebiscitaria”, que refuerza de manera excesiva las atribuciones del Jefe del Gobierno y  anula las del Congreso como contrapeso en la estructura de poder político. En consecuencia, puntualizó, incorporar ahora a los plebiscitos nacionales no presenta los peligros planteados.


Añadió que en el marco constitucional vigente son más relevantes los plebiscitos que se efectúan a nivel local. Recordó que es en los municipios donde existe una posibilidad real de tomar decisiones cercanas a la comunidad.


Destacó que dado que se requiere una reforma constitucional para alterar las actuales característica de los plebiscitos nacionales, no ve inconveniente en mantener la referencia a los plebiscitos nacionales que se contempla en esta reforma constitucional.


La Honorable Senadora señora Alvear compartió lo señalado por el Honorable Senador Larraín, don Hernán y sostuvo que la ocurrencia de plebiscitos nacionales es escasa. Si llegase a convocarse, se trataría de una situación tan excepcional que ameritaría que pudiesen votar los chilenos que están en el exterior.    

Añadió que distinta situación que se da respecto a los plebiscitos comunales, que es el ámbito donde éstos deben preferentemente desarrollarse. Esos plebiscitos pueden llegar, incluso, a cambiar la vida de los ciudadanos que habitan en una comuna.


Finalmente, se recordó que de acuerdo con lo que dispone el inciso segundo del artículo 15 de la Carta Fundamental solo podrá convocarse a votación popular para las elecciones y plebiscitos expresamente previstos en la Constitución.



Entregadas las explicaciones precedentemente, el señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Walker, don Patricio, dio por concluido el debate y sometió a votación esta iniciativa.  


En primer lugar, intervino el Honorable Senador Larraín, don Carlos, quien manifestó que, en general, deben poder votar en las elecciones nacionales los ciudadanos que viven en Chile, las personas que contribuyen con sus impuestos al funcionamiento del Estado y que cumplen con las demás cargas que implica ser habitante de este país.


Indicó que le parece sumamente discutible que puedan decidir sobre el curso futuro de nuestro país, personas que pueden llevar 25 años viviendo en el extranjero, que nacieron fuera de nuestras fronteras y que, probablemente, no volverán a radicarse en nuestra patria. Aunque eventualmente retornen, y ojala así fuera, por el bien de Chile, quienes sufragan desde el extranjero no enfrentan en su propia existencia las consecuencias del voto.


Sostuvo que se han aprobado diversos programas para fomentar el retorno de dichos connacionales a nuestro territorio. Reiteró que mientras más chilenos lo hagan, mejor será para nuestro país.


Aseveró que consagrar el voto en el extranjero significa desincentivarlos a que regresen a vivir a Chile.


Hizo presente que gran parte de los compatriotas que habitan fuera de nuestro país, lo hacen por motivos involuntarios, provocados por momentos de conflicto político. Señaló que nuestra Sociedad ha hecho esfuerzos para evitar que ello se vuelva a repetir.

Declaró que era más adecuado reconocer el derecho de sufragio a quienes desarrollan su vida en el país, a quienes soportan cotidianamente las consecuencias de las decisiones políticas nacionales. Destacó que permitir a los chilenos sufragar en el extranjero no va fortalecer nuestro sistema legal electoral.


Manifestó que por todo lo anterior, votaba en contra de la idea contenida en esta iniciativa.


Seguidamente, intervino el Honorable Senador señor Espina, quien manifestó que votaba a favor de esta reforma constitucional.


Señaló que de acuerdo a la Constitución Política de la República tienen derecho a votar todos los chilenos que hayan cumplido dieciocho años de edad y que no hayan sido condenados a pena aflictiva, ya que reúnen los requisitos para ser ciudadanos. 


Por otra parte, todos los ciudadanos mayores de dieciocho años quedan inscritos automáticamente en los registros electorales. Por lo tanto, el punto en cuestión no es si los chilenos que son ciudadanos pueden votar o no. Siempre pueden hacerlo, lo que estamos resolviendo es si el derecho de sufragio pueden ejercerlo desde el extranjero.


Agregó que en la actualidad son miles los compatriotas que viajan al extranjero, ya sea porque encontraron una buena opción laboral, porque acompañan a su cónyuge, pareja o padres, porque fueron a estudiar, porque están desarrollando algún negocio o emprendimiento puntual, porque ejercen su profesión tanto en Chile como en el extranjero o porque están de viaje por turismo.


Agregó que en un comienzo se buscó establecer un vínculo que probará la relación del chileno que vive en el extranjero con el país, bajo el argumento de que si participa en las elecciones de las autoridades debe tener alguna relación con Chile y, por lo tanto, soportar los efectos de las decisiones de las autoridades en cuya elección intervendrá.


Explicó que luego de estudiar distintas fórmulas con las propias autoridades del actual Gobierno, llegó a la conclusión que todas ellas presentaban numerosas complejidades que dificultaban su aplicación y más aún tampoco probaban un vínculo real o interés por los asuntos del país de un chileno que vive en el extranjero.


Es por ello que llegó a la convicción que lo correcto y razonable es permitir que todos los chilenos puedan votar en el extranjero, exigiéndoles como vínculo con nuestro país que soliciten su inscripción e incorporación a un registro para sufragar en un país extranjero, trámite que naturalmente puede hacer en el mismo país en que votará o desde Chile.


Expresó que hoy estamos viviendo en un mundo globalizado y, por lo tanto, hay un porcentaje muy importante de chilenos que viaja al extranjero por diversas razones como las indicadas precedentemente. Ese grupo de compatriotas puede encontrarse fuera de Chile al momento en que se desarrolle una elección y a su juicio no resulta razonable impedirle que ejerza su derecho a sufragio.


Hizo presente que quienes critican la decisión de extender este derecho de sufragio a los chilenos que se encuentran en el extranjero argumentan que habría compatriotas que no pagan impuesto en Chile o que viven desde hace muchos años fuera del país.


Indicó que no compartía para nada estos argumentos, ya que poner como requisitos para poder votar el pago de impuestos, es establecer una exigencia que no se contempla en la Constitución, que no dice relación con la condición de ciudadano y que atenta contra el principio de igualdad ante la ley, elemento de la esencia de un Estado de Derecho Democrático.


Por otro lado, afirmó que vivir por muchos años en el extranjero no puede interpretarse como una falta de interés por los asuntos públicos del país. Hay muchos chilenos que están por razones profesionales, laborales, familiares radicados en el extranjero pero que tienen pleno interés por los destinos de Chile y siente gran nostalgia por nuestro país. Por eso, sostuvo, es muy importante que los chilenos que se encuentran fuera del país y desean votar desde el extranjero deban expresar su voluntad de hacerlo para cada elección presidencial, mediante la solicitud de inscripción respectiva, tal como se ha indicado precedentemente.


Señaló que si a un chileno que vive en el extranjero no le interesa lo que ocurre en nuestro país, todo indica que no hará gestión alguna para inscribirse y sufragar desde el exterior. Por lo demás en nuestro país el voto es voluntario y las experiencias recientes demuestran que es un gran desafío de la política y especialmente de los candidatos convocar a los ciudadanos para que voten, esto es, convencerlos que su participación es importante y relevante para llevar adelante un proyecto político determinado.


Manifestó que este derecho a votar desde el extranjero se debe circunscribirse a la elección de Presidente de la República y a los plebiscitos nacionales, que es en donde existen posibilidades de generar una mayoría en el parlamento que permita aprobar esta modificación constitucional. 


Finalmente, precisó que es muy importante analizar en detalle otras materias formales en el momento en que se tramite la ley orgánica que regulará el derecho a sufragio de los chilenos desde el extranjero, con el objeto de resguardar adecuadamente la transparencia del proceso electoral, la imparcialidad de las autoridades, y las sanciones que se aplicarán a quienes vulneren el principio de probidad, criterios que rige los procesos electorales en Chile. 


A continuación, se pronunció la Honorable Senadora señora Alvear, quien votó a favor de este proyecto.


Manifestó que mediante esta reforma se da respuesta a una deuda histórica que tenemos con los chilenos que viven en el exterior.


Añadió que nuestra Carta Fundamental no hace distinción entre chilenos que viven dentro o fuera del país para efectos electorales. Es nuestro Estado, en especial, los poderes colegisladores quienes debemos alcanzar los acuerdos para facilitar el ejercicio del derecho a sufragio.


Manifestó que le llama poderosamente la atención que, de alguna manera, se afirme que el exilio que sufrieron algunos compatriotas justifique el hecho de que los chilenos que viven en el exterior no puedan sufragar. Agregó que ese argumento carecía de fundamento ya que dicha circunstancia no puede inhabilitar a una persona a ejercer su derecho a sufragio.


Sostuvo que de acuerdo al último censo que se efectuó en el exterior (año 2002), se determinó que sólo el trece por ciento de los chilenos que vivían en el exterior eran exiliados, el resto, son compatriotas que se encuentran estudiando, viajando, haciendo pasantías, etc.


Manifestó que en un mundo global, ellos contribuyen a que Chile sea un mejor país.


Recordó que cuando ocupó el cargo de Canciller, dos eran las peticiones que siempre recibía, la primera, eliminar los hijos apátridas y la segunda, consagrar el voto desde el exterior.


Seguidamente, sostuvo que la mayoría de los países de América Latina tienen consagrado el derecho a voto en el extranjero, lo mismo sucede con los países asociados a la OCDE.


Por lo anterior, se preguntó cuál era la razón de que Chile sea uno de los pocos países en que no esté regulado el voto en el exterior.


Agregó que cada vez que en Chile hay catástrofes naturales surgen diversas iniciativas solidarias. Destacó que muchas veces los primeros que se organizan para ayudar son los chilenos que residen fuera de nuestras fronteras, lo que demuestra el grado de vinculación y compromiso que tienen con nuestro país.


Concluyó señalando que en Chile está consagrado el voto voluntario, de tal manera que los chilenos que no tengan vínculos, no concurrirán a sufragar. Lo harán sólo aquellos que tengan interés por los destinos de la patria.


Seguidamente, se pronunció el Honorable Senador Larraín, don Hernán, quien manifestó que respaldar esta iniciativa no era una decisión fácil para él, ya que si bien ningún parlamentario está sujeto a un mandato vinculante, también, en cierto modo debe representar a aquellos con los cuales conforma un partido y trabaja en equipo.


Adujo que es conveniente y justa la petición de los chilenos que viven en el extranjero o que residen temporalmente fuera del país, de poder sufragar en elecciones presidenciales y plebiscitos nacionales.


Destacó que algunos han planteado sus reparos a que personas que no sufren las consecuencias de su decisión política formen parte del electorado. Por ejemplo, aquellos que tienen una vida en otro lugar, que sus hijos asisten a escuelas o reciben servicio de salud en el extranjero, estén tomando decisiones que van afectar a chilenos que viven en nuestro país.


Sostuvo que el problema recién planteado es el que se busca resolver mediante una norma como la propuesta, que refuerza dicho vínculo con el país. Aseveró que tal exigencia en otras ocasiones no ha sido debidamente entendida, pues se piensa que lo que aquí se pretende hacer, por razones políticas o de cálculo electoral, es limitar el derecho a sufragio de los chilenos que viven en el exterior.


Seguidamente, recordó que no hubo acuerdo en las alternativas propuestas para establecer algún tipo de vínculo de alta exigencia.


Recalcó que el objetivo de esta iniciativa es justo. Se ha buscado establecer algún grado de vinculación  -aunque sea menor a lo deseado- que refleje un compromiso con el país.


Indicó que la presente reforma propone resolver la situación antes mencionada, al establecer el deber de inscribirse para cada elección, lo que obliga al elector a manifestar su voluntad. Lo anterior implica reafirmar un interés por el país.


Señaló que el proyecto supone que el chileno que vota en el exterior es “ciudadano con derecho de sufragio”, lo que significa que cumple con las normas constitucionales vigentes, es decir, al menos con las establecidas en los artículos 13, 16 y 17 de la Ley Fundamental.


Declaró que el proyecto constituye un mínimo razonable. Sostuvo que las grandes decisiones del país tienen que ser tomadas sobre la base de amplios acuerdos. Agregó que las resoluciones que adoptemos en esta materia no pueden ser producto de una mayoría circunstancial.


Añadió que cuando nos obligamos a hacer esfuerzos para lograr acuerdos significativos, entonces, estamos haciendo predominar el interés común.


Concluyó diciendo que por las consideraciones antes señaladas y tratando de ser coherente con su pensamiento, votaba a favor de esta iniciativa.      


Finalmente, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador Walker, don Patricio, señaló que él también concurría con su votó a aprobar este proyecto de reforma constitucional.


Recordó que el artículo 13 de nuestra Carta Fundamental establece que los connacionales que se encuentran en el extranjero son ciudadanos y tienen derecho a sufragar.


Afirmó que no era partidario de que se establezcan requisitos sustantivos adicionales a quienes quieran sufragar en el exterior. Exigir que los chilenos que viven fuera de su país deban venir al territorio nacional constituía una determinación arbitraria, por dicha razón, explicó, se negaron a aprobar en el pasado una reforma constitucional que exigía un vínculo de ese tipo para poder participar en las elecciones nacionales.


Advirtió que la única exigencia que establece el presente proyecto es el deber de inscribirse en el Consulado, para poder sufragar en elecciones presidenciales o plebiscitos nacionales.


Asimismo, sostuvo que le parecía acertada la idea de dejar a la ley orgánica la descripción de los requisitos formales que se van a exigir.


Reiteró que todos los chilenos que estén en el extranjero, por razones políticas, económicas o familiares, tienen derecho a votar. Destacó que el ejercicio de este derecho debe quedar circunscrito a las elecciones nacionales, ya que es difícil para un chileno que se encuentra en el extranjero, determinar en qué comuna va a votar en una elección municipal, o en qué región lo hará cuando se trate de elegir consejeros regionales.

Recordó que hay muchos ayseninos que trabajan en Argentina, al otro lado de la cordillera, que deben hacer grandes esfuerzos económicos para concurrir a votar.


Concluyó señalando que en ese país hay alrededor de 400.000 chilenos, de un universo de 800.000 que se encuentran en el exterior, por lo que la consagración del derecho a voto en el extranjero constituye un gran avance en la igualdad entre los chilenos, sin distinguir el lugar donde residan o se encuentren. 

-.-.-


En mérito de las consideraciones precedentemente expuestas, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, por cuatro votos a favor, de los Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Larraín, don Hernán y Walker, don Patricio y el voto en contra del Honorable Senador Larraín, don Carlos, aprobó este proyecto de reforma constitucional.
-.-.-

TEXTO DEL PROYECTO


En conformidad a lo expuesto precedentemente, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de proponer la aprobación del siguiente:

PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL

“Artículo único.- Intercálase el siguiente inciso tercero, nuevo, al artículo 13 de la Constitución Política de la República:

“Los ciudadanos con derecho a sufragio que se encuentren fuera del país podrán sufragar desde el extranjero en las elecciones  de Presidente de la República y en los plebiscitos nacionales, por el solo hecho de solicitarlo para cada elección o plebiscito. Dicha solicitud se dirigirá al Servicio Electoral, pudiendo realizarse en Chile o a través de los Consulados de Chile en el extranjero, indicando el Consulado donde se ejercerá este derecho. Una ley orgánica constitucional establecerá los requisitos formales que deberá contener la mencionada solicitud y regulará la manera en que se realizarán los procesos electorales y plebiscitarios en el extranjero, en conformidad a lo dispuesto en los incisos 1° y 2° del artículo 18.”.”.
-.-.-


Acordado en sesión celebrada el día 27 de agosto de 2013, con asistencia de los Honorables Senadores señora Soledad Alvear Valenzuela (Presidenta accidental) y señores Alberto Espina Otero, Hernán Larraín Fernández, Carlos Larraín Peña.


Sala de la Comisión, a 28 de agosto de 2013.

(Fdo.): Rodrigo Pineda Garfias, Secretario.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE RELACIONES EXTERIORES, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE APRUEBA EL “ACUERDO SUPLEMENTARIO SOBRE INVERSIONES DEL TRATADO DE LIBRE COMERCIO ENTRE EL GOBIERNO DE LA REPÚBLICA DE CHILE Y EL GOBIERNO DE LA REPÚBLICA POPULAR DE CHINA”, SUSCRITO EN VLADIVOSTOK, FEDERACIÓN RUSA, EL 9 DE SEPTIEMBRE DE 2012

(9002-10)
HONORABLE SENADO:





Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de informaros el proyecto de acuerdo de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República, de fecha 24 de abril de 2013, con urgencia calificada de “simple”.





Se dio cuenta de esta iniciativa ante la Sala del Honorable Senado en sesión celebrada el 31 de julio de 2013, donde se dispuso su estudio por la Comisión de Relaciones Exteriores.




A la sesión en que se analizó el proyecto de Acuerdo en informe, asistieron, especialmente invitados, el Director de Asuntos Bilaterales de la Dirección de Relaciones Económicas Internacionales del Ministerio de Relaciones Exteriores, señor Mathias Francke; el Jefe del Departamento de Servicios, Inversiones y Transporte Aéreo de dicha entidad, señor Rodrigo Monardes, y el Asesor, señor Patricio Balmaceda.
- - -

NORMAS DE QUÓRUMS




La Comisión deja constancia que el proyecto de acuerdo en informe debe ser votado con quórum orgánico constitucional, según lo dispuesto en los artículos 54, N° 1); 66, inciso segundo, y 108, todos de la Constitución Política de la República, en atención a que el artículo 9 de la sección B en relación con los números 1. y 2. del anexo B, inciden en las facultades del Banco Central de Chile, en materia de encaje.





Asimismo, hace presente que el artículo 25, número 2, de la sección E, debe aprobarse con quórum calificado, en virtud de lo dispuesto en el N° 1) del artículo 54, y del inciso segundo del artículo 8°, en relación con el inciso tercero del artículo 66, todos de la Carta Fundamental, porque garantiza la protección de la información que indica.
- - -





Asimismo, cabe señalar que, por tratarse de un proyecto de artículo único, en conformidad con lo prescrito en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, vuestra Comisión os propone discutirlo en general y en particular a la vez.

- - -

ANTECEDENTES GENERALES





1.- Antecedentes Jurídicos.- Para un adecuado estudio de esta iniciativa, se tuvieron presentes las siguientes disposiciones constitucionales y legales:





a) Constitución Política de la República. En su artículo 54, Nº 1), entre las atribuciones exclusivas del Congreso Nacional, el constituyente establece la de "Aprobar o desechar los tratados internacionales que le presentare el Presidente de la República antes de su ratificación.".





b) Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, promulgada por decreto supremo Nº 381, promulgada por decreto supremo Nº 381, de 5 de mayo de 1981, del Ministerio de Relaciones Exteriores, publicado en el Diario Oficial del 22 de junio de 1981.





c) Tratado de Libre Comercio entre la República de Chile y la República Popular China, promulgado mediante decreto supremo N° 317, de 21 de agosto de 2006, del Ministerio de Relaciones Exteriores, publicado en el Diario Oficial del 23 de septiembre del mismo año.




2.- Mensaje de S.E. el Presidente de la República.- Hace presente el Mensaje que este Acuerdo Suplementario se negoció conforme al compromiso asumido en el artículo 120 del Tratado de Libre Comercio (TLC) vigente entre la República de Chile y la República Popular de China, suscrito en Busan, República de Corea, el 18 de noviembre de 2005, el que estableció lo siguiente: “A menos que se acuerde lo contrario, las Partes negociarán servicios e inversiones después de la conclusión de la negociación de este Tratado”.




En consecuencia, expresa el Ejecutivo, este Acuerdo en materia de inversiones corresponde a la tercera y última etapa de negociación progresiva contemplada en dicho TLC, puesto que el Acuerdo Suplementario de Comercio de Servicios, se suscribió el 13 de abril de 2008, y entró en vigencia el 1º de agosto de 2010.




El Mensaje señala que, de acuerdo a este compromiso, Chile y China concluyeron tras VIII Rondas de Negociaciones el proceso tendiente a incorporar en la cobertura del TLC el área de inversiones, el cual contiene una serie de normativas que mejoran sustancialmente el Acuerdo de Protección y Promoción de las Inversiones (APPI), del año 1995.




Agrega que los vínculos comerciales entre Chile y China se han estrechado fuertemente a lo largo de los últimos años. A modo de ejemplo, indica que entre 2007 y 2012 el intercambio de bienes aumentó de US$ 16.571 millones a US$ 32.651 millones, lo que representa una tasa anual promedio de expansión de 14,5%.




Añade que las exportaciones chilenas han crecido a altas tasas, traduciéndose este dinamismo en que, en los últimos cinco años, el saldo del comercio ha sido persistentemente favorable a Chile, registrando un superávit de US$ 4.687 millones el 2012, excedente que supera ampliamente lo registrado en los primeros años de la década pasada.




En el año 2012, las exportaciones de cobre concentraron el 80,3% del valor de los embarques chilenos a China, cifra que se eleva a 86,8% si se considera la totalidad de los embarques de productos mineros. Sin embargo, el fuerte incremento de las exportaciones de frutas frescas, a una tasa de 109%, y de productos metálicos, maquinarias y equipos (57,3%), entre otros, da cuenta de la ampliación de la canasta de productos chilenos exportados a China.




El Mensaje señala que en el 2012, los embarques a China registraron una caída de 2,2% respecto del año anterior, alcanzando US$ 18.218 millones. El resultado derivó, fundamentalmente, de la disminución de 4% registrado por las exportaciones de productos de la minería, aunque se evidencia un crecimiento de las exportaciones industriales en 3,5%. 




Agrega que las importaciones a Chile de productos provenientes de China fueron de US$ 14.432 millones (en valores CIF), durante el 2012, registrando un incremento respecto del año anterior, que en este caso se elevó a 13,7%. Los principales productos que explican esta variación son los teléfonos celulares (móviles) y los de otras redes; máquinas automáticas para el tratamiento o procesamiento de datos; y automóviles de turismo, de cilindrada entre 1.000 cm3 y 1.500 cm3.




En cuanto a la evolución de las exportaciones, el Ejecutivo indica que, en el año 2012, las exportaciones chilenas a China han experimentado una disminución de 2,2%, respecto al mismo período del año anterior, lo que se debe principalmente a los menores valores registrados por los embarques de cobre (-3,8%) y celulosa (-3,6%), disminuyendo también las exportaciones de alimentos (8,7%)  y salmón (-23,8%).




Añade que el número de productos cubiertos en la canasta de exportaciones chilenas a China registra una clara tendencia a crecer en los últimos años, alcanzando una cifra de 507 productos el 2012. Por otra parte, el número de empresas chilenas que exportan a China también ha aumentado de manera significativa, pasando de 373 empresas durante 2003, a 922 registradas en 2012, lo que representa un crecimiento promedio anual de 110%.




El Ejecutivo señala que, actualmente, las exportaciones chilenas a China se concentran en cátodos y secciones de cátodos de cobre refinado; minerales de cobre y sus concentrados; y minerales de hierro y sus concentrados, finos, sin aglomerar. Estos tres productos, en conjunto, equivalen al 78,6% de las exportaciones realizadas a ese mercado en el año 2012.




En relación a la evolución de las importaciones, el Mensaje destaca que en el año 2012 las importaciones desde China han aumentado en 13,7%, en comparación al mismo período del año anterior. La tendencia en los últimos años ha sido de un aumento, si bien irregular, de éstas, registrando una tasa promedio anual de 18,9% entre el 2007 y el 2012.




Agrega que Chile importa una amplia canasta de productos desde China, contabilizando el 2012 la internación de 4.419 productos, en tanto que el número de empresas chilenas importadoras de productos chinos ha tenido una fuerte expansión, creciendo de 4.590 registradas el 2003 a 16.687 contabilizadas el 2012.




Reitera que los principales productos importados durante 2012 fueron los teléfonos celulares (móviles) y los de otras redes; las máquinas automáticas para tratamiento o procesamiento de datos, portátiles; y los automóviles de turismo, de cilindrada entre 1000 cm3 y 1500 cm3.




En cuanto al estado de las inversiones recíprocas entre ambas naciones, el Mensaje señala que, según cifras oficiales del Comité de Inversiones Extranjeras (CIE), la inversión directa materializada de China en Chile, vía decreto ley 600, alcanza la suma de US$103,94 millones en el período 1974-2012.





De ese monto, el sector financiero ha acaparado el 41,2% de los recursos, con US$ 42,9 millones. En minería, la presencia china alcanza a US$ 21,6 millones (20,1%). Le sigue la silvicultura con una cifra que bordea los US$ 37 millones (35,5%). Puntualiza el Ejecutivo que estos tres sectores explican el 96,8% del total de la inversión de China en Chile.




Agrega que, sin perjuicio de que China aún no es un gran inversionista extranjero en nuestro país, esta situación está cambiando, ya que en junio de 2012, en el marco de la visita oficial a Chile del entonces Primer Ministro de China, Sr. Wen Jiabao, una serie de compañías han firmado acuerdos marco de inversión y construcción, que en definitiva aumentarán sustancialmente la inversión china en Chile.




En relación a las inversiones directas de Chile en China, señala el Mensaje que, según el levantamiento de información obtenido por la Dirección General Económica del Ministerio de Relaciones Exteriores, e implementado por la Asesoría de Monitoreo de las Inversiones en el Extranjero, a diciembre de 2012 las inversiones chilenas directas en China alcanzan a US$ 325 millones.




Agrega que, de acuerdo a las cifras disponibles, el sector industrial constituye el principal destino de las inversiones chilenas, con un monto acumulado que asciende a US$ 243 millones, o un 74,7% del total invertido en ese país. Añade que en el último tiempo se aprecia un aumento en el desarrollo de proyectos de empresas chilenas vinculados a la industria metalúrgica.




Destaca el Mensaje que, en segundo lugar, se ubica el sector servicios, asociado principalmente a transporte marítimo y comercio. Precisa que las inversiones chilenas acumuladas en este sector ascienden a US$ 82 millones, lo que representa el 25,1% del total.




Aunque las cifras no lo consignan, por carecer de información al respecto, es relevante la inversión chilena en minería.




Son varias las empresas chilenas que para potenciar sus operaciones en los mercados asiáticos, y aprovechar el dinamismo del mercado chino, han decidido instalarse en ese mercado a través de oficinas comerciales. Esta situación ocurre con empresas asociadas a retail y el sector vitivinícola exportador.




Por último, el Mensaje indica que más de sesenta empresas chilenas están instaladas en China. Aunque su mayor número se encuentra concentrado en Shanghai, la presencia chilena se extiende también a otras regiones y ciudades, entre ellas: Beijing, Ganzu, Guangdong (Shenzhen), Guangzhou, Henan (Hongzhou), Fujian, Hong Kong, Jiangzu (Changzhou, Nantong, Yixing, Jiangyin), Mongolia Interior, Shandong (Qingdao), Zhejiang (Hangzhou, Ningbo, Jixiang).





3.- Tramitación ante la Honorable Cámara de Diputados.- Se dio cuenta del Mensaje Presidencial, en la Honorable Cámara de Diputados, el día 20 de junio de 2013, donde se dispuso su análisis por parte de la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana.




La Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana, estudió la materia en sesión efectuada el día 2 de julio de 2013, aprobando por unanimidad el proyecto en estudio.





Finalmente, la Sala de la Honorable Cámara de Diputados, en sesión realizada el día 30 de julio de 2013, aprobó el proyecto, en general y en particular, por la unanimidad de sus miembros presentes (98 votos).





4.- Instrumento Internacional.- Este Tratado se estructura sobre la base de cinco secciones y cuatro anexos.





En la sección A (Definiciones), las Partes definen los principales conceptos a los efectos de la aplicación del Acuerdo, tales como: Tratado de Libre Comercio, Comisión, inversión, inversionista, medida, demandado, demandante, entre otros.





En la sección B (Inversiones), las Partes incluyen las disciplinas y obligaciones que rigen dentro del Acuerdo. Entre ellas, destaca aquella que asume la obligación de otorgar un tratamiento igualitario a los inversionistas extranjeros respecto a los inversionistas locales (“Trato Nacional”) e inversionistas de terceros países (“Trato de Nación Más Favorecida”).





Adicionalmente, en la sección B, las Partes se comprometen a otorgar un tratamiento justo y equitativo conforme a la costumbre (“Nivel Mínimo de Trato”). Además, se incorpora la obligación de cumplir con el Acuerdo de Medidas Relacionadas a las Inversiones de la OMC (“Requisitos de Desempeño”).





Asimismo, los países se obligan a garantizar la transferencia de todos los activos provenientes de una inversión (“transfer in” y “transfer out”). A este respecto, Chile reservó debidamente las facultades del Banco Central establecidas en su Ley Orgánica Constitucional, las cuales tienen por objeto velar por la estabilidad de la moneda y el normal funcionamiento de los pagos internos y externos.





Por último, se incluye la obligación de prohibir la expropiación, salvo que se haga por razones de interés público, sin discriminación, conforme a los procedimientos internos, y respetando el debido proceso a través del pago de una compensación.





En definitiva, los artículos contenidos en la sección B del Acuerdo son: Admisión de Inversiones (artículo 2), Trato Nacional (artículo 3), Requisitos de Desempeño (artículo 4), Trato de Nación Más Favorecida (artículo 5), Nivel Mínimo de Trato (artículo 6), Compensación por Pérdidas (artículo 7), Expropiación y Compensación (artículo 8), Transferencias (artículo 9), Subrogación (artículo 10), Denegación de Beneficios (artículo 11) y Exclusiones (artículo 12).





En la sección C (Solución de Controversias Inversionista-Estado), se fijan las reglas de procedimiento inversionista Estado, permitiendo a los inversionistas la posibilidad de recurrir a arbitraje internacional en caso de incumplimiento del Acuerdo.





Asimismo, se incluyen normas de alto estándar en el procedimiento relativo a solución de diferencias inversionista–Estado, otorgando además la posibilidad de recurrir a arbitraje internacional por cualquier incumplimiento del Acuerdo. Como antecedente, cabe destacar que el APPI de 1995 entre Chile y China sólo permitía el arbitraje sustentado en la falta de una compensación por expropiación.





Esta sección incluye artículos correspondientes a: Consultas y Negociaciones (artículo 13), Sometimiento de una Reclamación a Arbitraje (artículo 14), Consentimiento de cada una de las Partes al Arbitraje (artículo 15), Condiciones y Limitaciones al Consentimiento de cada Parte (artículo 16), Selección de los Árbitros (artículo 17), Objeciones Preliminares (artículo 18), Derecho Aplicable (artículo 19), Acumulación de Procedimientos (artículo 20) y Laudos (artículo 21).





En la sección D (Excepciones), las Partes acuerdan algunas excepciones a la aplicación de las obligaciones contenidas en este Acuerdo, siempre y cuando se hayan cumplido ciertas condiciones. Entre las excepciones contenidas en el Acuerdo, destacan aquellas en caso de: Seguridad Esencial (artículo 22), Tributación (artículo 23), y Medidas para Salvaguardar la Balanza de Pagos (artículo 24).





En la sección E (Disposiciones Finales), se establecen elementos como: Transparencia (artículo 25), Solución de Controversias Estado- Estado (artículo 26), Comité de Inversiones (artículo 27), Anexos y Notas al pie (artículo 28), Relación entre este Acuerdo y el Tratado de Libre Comercio (artículo 29), Enmiendas (artículo 30), Entrada en Vigor (artículo 31), Duración y Terminación (artículo 32).





Por último, el Acuerdo incluye cuatro anexos que corresponden a: Expropiación, Transferencias, Deuda Pública (Chile) y Término del Acuerdo Bilateral de Inversiones.
- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR





El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, puso en discusión el proyecto. Al respecto, solicitó una evaluación del Tratado de Libre Comercio con China, ya que el nivel de inversiones ha sido bajo. A su vez, consultó qué sucede con los bienes, servicios e inversiones, en este instrumento internacional.





El Director de Asuntos Bilaterales de la Dirección de Asuntos Económicos Internacionales de la Cancillería, señor Mathias Francke, informó que nuestro país ha celebrado Tratados de Libre Comercio con sesenta países, lo cual ha diversificado el destino de las exportaciones nacionales.





Agregó que el 48% de las exportaciones chilenas tiene como destino Asia, donde la mitad de dicho porcentaje corresponde a China. En este sentido, aseguró que existe un importante incremento de las exportaciones a China, país que se ha transformado en el segundo país receptor de nuestros envíos al exterior, siendo superado sólo por Estados Unidos.





Destacó que nuestro país fue el primero en establecer relaciones diplomáticas con China, en 1970. Además, señaló que fue el primer Estado en el mundo en apoyar su ingreso a la Organización Mundial del Comercio y el primer país en Latinoamérica en otorgarle el estatus de economía de mercado.





En cuanto al Tratado de Libre Comercio entre Chile y China, señaló que entró en vigencia en octubre de 2006, y que fue el primer acuerdo comercial del país asiático con uno latinoamericano.





Por otra parte, añadió que el Acuerdo Suplementario en Servicios entró en vigencia en agosto de 2012, mientras que el correspondiente a Inversiones fue firmado en el marco de la Cumbre de Líderes APEC de 2012, en Vladivostok, Rusia.





Destacó que en el año 2006 el comercio con China representaba el 8,8% de nuestras exportaciones. Añadió que en el año 2012 alcanzaron un 24%. Informó que en el mismo período las importaciones desde el gigante asiático registraron un aumento de un 22%.





El señor Francke afirmó que el cobre representa, dentro del total de las exportaciones a China, el 80%. Por otra parte, informó que las principales exportaciones a China, excluidos minerales y celulosa, son: cerezas frescas, yodo, vinos, mosto de uva en recipientes, ciruelas y endrinos, algas no aptas para el consumo humano y manzanas frescas. A su vez, hizo presente que dentro de los productos importados se distinguen los teléfonos (incluidos los móviles), máquinas automáticas para tratamiento o procesamiento de datos digitales, calzado, vehículos, neumáticos, suéter, jerséis, pullovers, triciclos, patines, coches a pedal, monitores y proyectores, entre otros.





Indicó que en el período entre 1974 y 2012, China invirtió en el extranjero US$ 445,5 billones, correspondiendo sólo el 0,02% de ese monto a inversiones realizadas en nuestro país. A su vez, precisó que la inversión directa materializada de China en Chile, en el mismo período, vía decreto ley N° 600, de 1974, que establece el Estatuto de la Inversión Extranjera, alcanzó la suma de US$ 103,9 millones, esto es, el 0,1% del total.





Destacó que en el mes de julio del presente año, el Comité de Inversiones Extranjeras anunció la aprobación de una inversión china en nuestro país por más de US$ 1.245 millones, correspondientes a la Compañía Sky Capital Investment, la cual consiste en la instalación de una planta solar fotovoltaica en el norte de Chile.





Acotó que, entre los años 1990 y 2012, la inversión chilena en China alcanzó los US$ 325 millones, correspondiendo US$ 243 millones al sector industrial, lo que representa un 74,7% del total invertido, y US$ 81 millones al sector servicios, equivalente al 25,1% del total de la inversión.





El Jefe del Departamento de Servicios, Inversiones y Transporte Aéreo de la Dirección de Relaciones Económicas Internacionales de la Cancillería (DIRECON), señor Rodrigo Monardes, señaló que la negociación del Acuerdo Suplementario de Inversiones se realizó conforme al compromiso asumido en el artículo 120 del Tratado de Libre Comercio. Añadió que este Acuerdo constituye la tercera y última etapa de negociación progresiva contemplada en dicho TLC, y contiene una serie de disposiciones que mejoran sustancialmente el Acuerdo de Protección y Promoción de la Inversiones, vigente desde 1995.





Manifestó que el Acuerdo Suplementario en Inversiones contiene disposiciones sobre el procedimiento de solución de diferencias inversionista-Estado, otorgando la facultad al primero de recurrir a arbitraje internacional, por cualquier incumplimiento del Acuerdo. A su vez, destacó que protege las inversiones establecidas en el territorio de la otra Parte, de conformidad a la normativa vigente, debiendo mantener las reglas del juego a los inversionistas, desde el momento que ingresan su inversión, sin posibilidad de introducir nuevas restricciones.





El señor Monardes hizo presente que el Acuerdo incorpora obligaciones de: no discriminación a los inversionistas de cada Parte (Trato Nacional y Nación Más Favorecida); derecho a la expropiación, previo pago de compensación, y tratamiento a las inversiones, garantizando un nivel mínimo de trato conforme a la costumbre internacional.





El Honorable Senador señor Tuma preguntó cómo se ha ido incrementando la relación comercial con China. Por otra parte, afirmó que una buena parte de los productos que se importan desde ese país tienen su origen en él, y destacó que los chinos han realizado un esfuerzo importante para reemplazar las importaciones que efectúan, incluyendo las que vienen desde Chile, motivo por el cual cree que no será sostenible mantener una línea de aumento del intercambio comercial, por tanto, en su opinión, debe incrementarse el comercio con países como Japón o la India.





Por su parte, el Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, advirtió que la concentración de nuestras exportaciones en China nos ha vuelto dependientes de ellos, lo que puede traer peligros para nuestra economía. Indicó que si China desacelera su crecimiento esa dependencia puede provocar efectos negativos para nuestro país. Recalcó que antes Chile tenía diversificadas sus exportaciones, lo que permitía proteger de mejor forma nuestra economía. Destacó que existe una desproporción entre las inversiones realizadas por China en Chile, respecto de las nuestras en el país asiático. Sin embargo, señaló que, a pesar del retardo que ha sufrido, este instrumento internacional debe aprobarse.





El Honorable Senador señor Kuschel aseveró que deben incrementarse las relaciones comerciales con los países de la región de indochina, tales como, Vietnam, Laos, Camboya, Thailandia. Resaltó que esta región del planeta en conjunto tiene más habitantes que Europa y América del Sur, y la mitad de los que tienen países como China o la India.





A su vez, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, realizó una evaluación positiva del Tratado de Libre Comercio con China. Sin embargo, observó que las inversiones representan cifras muy pequeñas, por lo que deberían adoptarse medidas tendientes al incentivo de éstas. Por ello, preguntó por qué son tan bajas las inversiones y qué ocurrió con la idea de hacer de Chile una puerta de acceso a América del Sur.





Por último, expresó que Chile tiene una de las economías más abiertas al mundo. Por ello, manifestó su preocupación por la excesiva dependencia del cobre y por una evidente falta de innovación.





El señor Francke manifestó que el Tratado de Libre Comercio con China ha sido exitoso para las exportaciones no tradicionales. Precisó que es difícil determinar si es posible mantener el aumento del intercambio comercial con el país asiático. Sin embargo, advirtió que este Acuerdo es positivo para ambas partes, por cuanto China invierte en terrenos para la agricultura en África y en la minería en nuestro continente.





Concordó con la necesidad de diversificar las exportaciones. Señaló, respecto de Indochina, que existen una serie de instrumentos comerciales tendientes a aumentar dicho flujo. En este sentido, destacó que se firmará un Acuerdo con India, transformando a nuestro país en el primer Estado latinoamericano en firmar un instrumento de este tipo con dicho país.





El Honorable Senador, señor Walker, don Ignacio, indicó que el formato de ampliación, que se ha firmado con otros países, tiene un estándar alto de exigencias que probablemente China no alcanzaba.





El señor Monardes explicó que la política de negociar Capítulos de Inversiones en un Tratado de Libre Comercio busca garantizar el acceso de Chile a un determinado mercado. Resaltó que los grados de protección logrados con este Acuerdo, China no se los concede a otros socios comerciales.





El Honorable Senador, señor Walker, don Ignacio, preguntó si se dejó de usar el formato de Acuerdo de Complementación Económica y Acuerdo de Promoción y Protección de Inversiones.





El señor Francke respondió que dichos formatos se han dejado de utilizar en la actualidad. 





Sometido a votación, el proyecto de acuerdo fue aprobado, en general y en particular, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Larraín, Tuma y Walker (don Ignacio).
- - -





En consecuencia, vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de proponeros que aprobéis el proyecto de acuerdo en informe, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:





“Artículo único.- Apruébase el “Acuerdo Suplementario sobre Inversiones del Tratado de Libre Comercio entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República Popular de China”, suscrito en Vladivostok, Federación Rusa, el 9 de septiembre de 2012.”.

- - -





Acordado en sesión celebrada el día 13 de agosto de 2013, con asistencia de los Honorables Senadores señores Ignacio Walker Prieto (Presidente), Carlos Ignacio Kuschel Silva, Hernán Larraín Fernández y Eugenio Tuma Zedán.




Sala de la Comisión, a 13 de agosto de 2013.

(Fdo.): Julio Cámara Oyarzo, Secretario.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE RELACIONES EXTERIORES, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE APRUEBA EL “CONVENIO ENTRE EL GOBIERNO DE LA REPÚBLICA DE CHILE Y EL GOBIERNO DE LA REPÚBLICA FEDERAL DE ALEMANIA SOBRE UNA ACTIVIDAD LABORAL REMUNERADA DE FAMILIARES DEPENDIENTES DE MIEMBROS DE UNA REPRESENTACIÓN DIPLOMÁTICA O CONSULAR”
(8939-10)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de informaros el proyecto de acuerdo de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República, de fecha 24 de abril de 2013.

Se dio cuenta de esta iniciativa ante la Sala del Honorable Senado en sesión celebrada el 10 de julio de 2013, donde se dispuso su estudio por la Comisión de Relaciones Exteriores.




A la sesión en que se analizó el proyecto de acuerdo en informe, asistió, especialmente invitado, el Jefe del Departamento de Derecho Internacional Bilateral del Ministerio de Relaciones Exteriores, señor Carlos Crisóstomo del Pedregal.
- - -


Asimismo, cabe señalar que, por tratarse de un proyecto de artículo único, en conformidad con lo prescrito en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, vuestra Comisión os propone discutirlo en general y en particular a la vez.

- - -

ANTECEDENTES GENERALES


1.- Antecedentes Jurídicos.- Para un adecuado estudio de esta iniciativa, se tuvieron presentes las siguientes disposiciones constitucionales y legales:


a) Constitución Política de la República. En su artículo 54, Nº 1), entre las atribuciones exclusivas del Congreso Nacional, el constituyente establece la de "Aprobar o desechar los tratados internacionales que le presentare el Presidente de la República antes de su ratificación.".


b) Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, promulgada por decreto supremo Nº 381, de 5 de mayo de 1981, del Ministerio de Relaciones Exteriores, publicado en el Diario Oficial del 22 de junio de 1981.


2.- Mensaje de S.E. el Presidente de la República.- El Ejecutivo señala que este instrumento reconoce los vínculos de amistad entre ambos países y recoge, además, el interés de las Partes de permitir, sobre la base de un tratamiento recíproco, realizar una actividad laboral remunerada a los familiares dependientes de miembros de una representación diplomática o consular. Con ello se facilita la vida familiar de dichos funcionarios y se establece un marco jurídico que mejora sus condiciones de vida, haciendo posible, asimismo, una mayor integración entre las sociedades de Chile y de Alemania.
3.- Tramitación ante la Honorable Cámara de Diputados.- Se dio cuenta del Mensaje Presidencial, en sesión de la Honorable Cámara de Diputados, del 16 de mayo de 2013, donde se dispuso su análisis por parte de la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana.


Dicha Comisión estudió la materia en sesión efectuada el día 4 de junio de 2013 y aprobó, por la unanimidad de sus miembros presentes el proyecto en informe.

Finalmente, la Sala de la Honorable Cámara de Diputados, en sesión realizada el día 9 de julio de 2013, aprobó el proyecto, en general y en particular, por 87 votos a favor, 4 en contra y 2 abstenciones.


4. Instrumento Internacional.- El Memorándum consta de un Preámbulo y 8 artículos, que se reseñan a continuación.

Las Partes manifiestan en el Preámbulo el interés de ambos Estados de permitir a los familiares dependientes de miembros de una representación diplomática o consular realizar una actividad remunerada en el Estado receptor.

El artículo 1, denominado “Definiciones”, precisa, para una correcta aplicación del Convenio, que la expresión “miembro de una representación diplomática o consular”, se entiende por los funcionarios enviados por el Estado acreditante para desempeñarse en una representación diplomática o consular o en una representación ante una organización internacional en el Estado receptor; que la expresión familiar dependiente se refiere a: el o la cónyuge conforme a las leyes del Estado acreditante; los hijos solteros o hijas solteras de hasta 21 años o solteros o solteras de hasta 25 años que fueren alumnos regulares en universidades o escuelas superiores reconocidas por el Estado receptor; y los hijos solteros o hijas solteras con discapacidad física o mental que pudieren realizar una actividad laboral, todos que vivan permanentemente en el hogar del miembros de la representación y que dependan de él económicamente; y que la expresión “actividad laboral remunerada” se refiere a cualquier actividad independiente o dependiente, por la cual se pague una remuneración o un sueldo o salario.

A su vez, el artículo 2, titulado “Autorización para realizar una actividad laboral”, dispone que los familiares dependientes quedan autorizados para ejercer una actividad remunerada en el Estado receptor, una vez que obtengan la correspondiente anuencia de la autoridad respectiva. Asimismo, agrega esta disposición, que sin perjuicio de la autorización, serán aplicables las disposiciones legales laborales y profesionales específicas vigentes en el Estado receptor, y que en el caso de Alemania, los familiares dependientes están liberados del requisito de un permiso de residencia, y en el de Chile el referido familiar seguirá gozando del estatus de residente oficial al realizar su actividad. En casos excepcionales el familiar podrá continuar con su actividad laboral seis meses más del término de servicios del miembro de la representación.

El artículo 3, relativo al “Procedimiento”, trata de la comunicación oficial entre los Ministerios de Relaciones Exteriores tanto para manifestar el interés del familiar de iniciar una actividad remunerada, como, a su vez, de informar el término de la referida actividad.

Luego, el artículo 4, rotulado “Inmunidad de jurisdicción civil y administrativa”, regula el alcance de la inmunidad de jurisdicción de que goza el familiar dependiente, disponiendo que no se aplicará la inmunidad civil ni administrativa respecto de los actos u omisiones relacionadas con la realización de la actividad remunerada, quedando sometidas a la legislación y a los tribunales del Estado receptor.


El artículo 5, que trata de la “Inmunidad de jurisdicción penal”, se refiere a la que goza el familiar dependiente, estableciendo que seguirán siendo aplicables las disposiciones sobre inmunidad de la jurisdicción penal en relación a los actos cometidos al realizar la actividad laboral remunerada y que el Estado acreditante, a petición Estado receptor, considerará la posibilidad de retirar la inmunidad penal. Si el Estado acreditante no renuncia a su inmunidad someterá el delito a sus autoridades de prosecución criminal, debiendo informar al Estado responsable el resultado del procedimiento penal. El familiar dependiente podrá ser interrogado como testigo en relación con la actividad remunerada a no ser que el Estado acreditante opine que afecta sus intereses.




Con respecto a la legislación aplicable en materia tributaria y de seguridad social, el artículo 6, sobre “Régimen tributario y de seguridad social”, estipula que el beneficiario de este Convenio estará sujeto en el ejercicio de su actividad remunerada a la legislación nacional del Estado receptor, siempre que ello no se oponga a otros convenios de derecho internacional.





El artículo 7, se refiere a “Solución de diferencias”, prescribiendo que las diferencias en relación a la interpretación o aplicación del Convenio se resolverán por consultas mutuas, vía diplomática.




Finalmente, el artículo 8, prevé la entrada en vigor, duración y terminación del Convenio, disponiendo que el mismo entrará en vigor transcurridos 60 días a contar de la fecha en que el Gobierno de la República de Chile comunique al Gobierno de la República Federal de Alemania el cumplimiento de los requisitos del ordenamiento interno para su entrada en vigor. Alemania enviará al Gobierno de Chile una nota confirmando su recepción. Asimismo, dispone este artículo que el Convenio tendrá una duración indefinida y prevé que cualquiera de las Partes podrá denunciarlo, mediante Nota Verbal, denuncia que producirá efecto 6 meses después de que la otra Parte haya recibido dicha comunicación.
- - -
DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, colocó en discusión el proyecto.


El Jefe del Departamento de Derecho Internacional Bilateral del Ministerio de Relaciones Exteriores, señor Carlos Crisóstomo del Pedregal, señaló que Chile país ha suscrito treinta y cinco Acuerdos de este tipo.


Agregó que el Convenio permite a los familiares dependientes de personal diplomático o consular trabajar en el país receptor. Añadió que lo anterior posibilita una mejor inserción de las familias en el extranjero.





Puesto en votación, el proyecto de acuerdo fue aprobado, en general y en particular, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Larraín (don Hernán), Letelier, Tuma y Walker (don Ignacio).

- - -

En consecuencia, vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de proponeros que aprobéis el proyecto de acuerdo en informe, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO


“Artículo único.- Apruébase el “Convenio entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República Federal de Alemania sobre una Actividad Laboral Remunerada de Familiares Dependientes de Miembros de una Representación Diplomática o Consular”, suscrito en Berlín, el 22 de octubre de 2012.”.

- - -




Acordado en sesión celebrada el día 13 de agosto de 2013, con asistencia de los Honorables Senadores señores Ignacio Walker Prieto (Presidente), Carlos Ignacio Kuschel Silva, Hernán Larraín Fernández, Juan Pablo Letelier Morel y Eugenio Tuma Zedán.





Sala de la Comisión, a 13 de agosto de 2013.
(Fdo.): Julio Cámara Oyarzo, Secretario.
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES BIANCHI Y HORVATH, CON LA QUE DAN INICIO A UN PROYECTO DE LEY QUE INCORPORA EN LA LEY N° 19.925 UNA DISPOSICIÓN QUE EXCEPTÚA A LOS ESTABLECIMIENTOS DE EXPENDIO DE BEBIDAS ALCOHÓLICAS DE LAS REGIONES DE AYSÉN Y DE MAGALLANES Y LA ANTÁRTICA CHILENA DE LA OBLIGACIÓN DE ESTAR ABSOLUTAMENTE INDEPENDIENTES DE LA CASA HABITACIÓN DEL COMERCIANTE O DE CUALQUIERA OTRA PERSONA 

(9076-03)
Proyecto de ley, iniciado en moción de los Honorables Senadores señores Bianchi y Horvath, que incorpora en la ley N° 19.925 una disposición que exceptúa a los establecimientos de expendio de bebidas alcohólicas de las regiones de Aysén y de Magallanes y la Antártica Chilena de la obligación de estar absolutamente independientes de la casa habitación del comerciante o de cualquiera otra persona.

Actualmente se encuentran en tramitación dos mociones que pretenden modificar la ley número 19.925, conocida como la “ley de alcoholes” en relación a la excepción que existía en favor de las regiones de Aysén y Magallanes, respecto a la prohibición contenida en el artículo 14 de la ley, en cuanto a que los establecimientos de expendio de bebidas alcohólicas deban estar absolutamente independientes de la casa habitación del comerciante o de cualquier otra persona.

La primera de dichas mociones presentada el año 2008 en el Senado, tiene el Boletín 6103-06 y propone incorporar en la ley 19.925 un nuevo artículo segundo transitorio que establece que “La obligación contemplada en el artículo 14 no será aplicable a los establecimientos que, en las Regiones de Aysén y Magallanes, hubieran obtenido patente con anterioridad a la dictación de esta ley.”
Además propone que “quedarán sin efecto las sanciones vigentes aplicadas por infracción a dicho precepto.”
La segunda de dichas mociones y que tiene el Boletín 7.138 propone sustituir el artículo 14 de la ley número 19.925 por el siguiente artículo 14 nuevo: “Todos los establecimientos de expendio de bebidas alcohólicas, a excepción de hoteles y casas de pensión, deben estar absolutamente independientes de la casa habitación del comerciante o de cualquiera otra persona”.

Exceptuase de lo establecido en el inciso anterior a la Región de Aysén y del General Carlos Ibáñez del Campo y a la Región de Magallanes y la Antártica Chilena.”
Del contenido de ambas mociones, creernos que hay cosas que son dignas de rescatar en una y otra y de también complementar o cambiar.

Respecto a la primera moción, estimamos que no es justo que la excepción sea aplicable únicamente a aquellos establecimientos que hubieran obtenido patente con anterioridad a la dictación de esta ley.

Sin embargo estimamos que es de completa justicia lo establecido en el inciso segundo de dicho artículo transitorio en cuanto a establecer que “quedarán sin efecto las sanciones vigentes aplicadas por infracción a dicho precepto”.

Respecto a la segunda moción, estimamos que los términos amplios en lo que se encuentra restablecida la excepción para las Regiones de Aysén y Magallanes es lo que corresponde, sin embargo creemos que esto debe ser complementado con la disposición del otro proyecto que dice relación con las sanciones aplicadas.
Por lo tanto en virtud de recoger lo mejor de ambos proyectos y de manera de restablecer esta excepción de una manera que beneficie realmente a las regiones de Aysén y Magallanes es que venimos en presentar el siguiente:

Proyecto de Ley

Artículo único.- Incorpórese en la ley 19.925 el siguiente nuevo artículo segundo transitorio:

“Artículo segundo transitorio.-La obligación contemplada en el artículo 14 no será aplicable a los establecimientos de las Regiones de Aysén y Magallanes.

Quedarán sin efecto las sanciones vigentes aplicadas por infracción a dicho precepto en el periodo intermedio entre la derogación de dicha excepción y su restablecimiento.”
(Fdo.): Carlos Bianchi Chelech, Senador.- Antonio Horvath Kiss, Senador.
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES ESPINA, LARRAÍN PEÑA, ROSSI, TUMA Y WALKER, DON PATRICIO, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL EN MATERIA DE INTEGRACIÓN DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS 

(9078-07)
Honorable Senado:


En los últimos años se ha acrecentado la distancia entre la ciudadanía y las instituciones políticas y sus representantes.


Este fenómeno se ha expresado especialmente en los altos niveles de abstención electoral que se constató en la última elección de autoridades municipales.


Lo anterior se debe, entre otras razones, a que la actual configuración de nuestro sistema electoral no contribuye a una efectiva representación popular, dado que especialmente en el ámbito parlamentario se establece un modelo electoral de carácter binominal que no estimula la participación ciudadana e impide la incorporación de nuevos actores políticos  en el Congreso Nacional.


Estos hechos han ocasionado un serio cuestionamiento a la legitimidad del sistema institucional, lo cual ha dado origen a manifestaciones de diversos movimientos sociales en los últimos dos años, que han concitado un amplio apoyo ciudadano.


Para hacer frente a estos problemas resulta indispensable efectuar algunas modificaciones constitucionales y legales que favorezcan una mayor cercanía de los representantes con sus electores, que aumenten la competencia entre los partidos, que impulsen mayores grados de participación de la ciudadanía y que garanticen una mayor correspondencia entre los parlamentarios y los ciudadanos que representan.


Para lograr estos objetivos es necesario reformar la Constitución Política con el fin de facilitar las modificaciones a las leyes orgánicas constitucionales  que regulan el sistema electoral y determinan la actual conformación de las circunscripciones y distritos electorales.


Para concretar tales cambios legislativos es indispensable modificar el número de 120 diputados, que constituye una barrera constitucional que impide efectuar los cambios legales necesarios para democratizar nuestro sistema político.


Mediante esta reforma, junto con otra que establecerá límites a la reelección de las autoridades políticas, incluidos los parlamentarios, permitirá que los electores dispongan de más alternativas para elegir, favoreciendo el debate de ideas entre quienes representan a las distintas sensibilidades que están presentes en los diferentes pactos o alianzas político-electorales.


Los futuros cambios en el sistema electoral deben apuntar a dar mayor representatividad, proporcionalidad, y competencia, manteniendo la gobernabilidad y estabilidad que ha caracterizado al país desde el retorno a la democracia. 


En mérito a las consideraciones que anteceden, sometemos a la aprobación del Senado el siguiente proyecto de reforma constitucional:

“Artículo único: Introdúcense las siguientes modificaciones a la Constitución Política de la República.

Uno) Elimínase el guarismo “120” contenido en el inciso primero del artículo 47, y

Dos) Sustitúyase el inciso segundo de la disposición decimotercera transitoria, por el siguiente:

“Las modificaciones a la Ley Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios que digan relación con el número de senadores y diputados, las circunscripciones y distritos existentes, y el sistema electoral vigente, requerirán del voto conforme de las tres quintas partes de los diputados y senadores en ejercicio.”.”.
 (Fdo.): Alberto Espina Otero, Senador.- Carlos Larraín Peña, Senador.-  Fulvio Rossi Ciocca, Senador.- Eugenio Tuma Zedan, Senador.- Patricio Walker Prieto, Senador.
� El gasto de bolsillo de los pacientes se refiere a la compra de medicamentos, copago de exámenes generados en el centro de salud y pago de consultas a médicos fuera del sistema; se excluye el gasto por automedicación, ya sea con medicamentos o con medicinas alternativas y complementarias.  Fuente: Peñaloza B, Leisewitz T, Bastías G, Zárate V, Depaux R, Villarroel L, et al. Metodología para la evaluación de la relación costo-efectividad en centros de atención primaria de Chile. Rev Panam Salud Publica. 2010; 28(5):376–87.


� Sobre protección de los derechos de los consumidores y que regula los derechos y deberes que tienen las personas en relación con acciones vinculadas a su atención en salud, respectivamente.








� Modifica el decreto Nº 466, de 1984, Reglamento de farmacias, droguerías, almacenes farmacéuticos, botiquines y depósitos autorizados.


� Artículo 8°.- Farmacia es todo establecimiento o parte de él, destinado a la venta de productos farmacéuticos y alimentos de uso médico; a la confección de productos farmacéuticos de carácter oficinal y a los que se preparen extemporáneamente conforme a fórmulas magistrales prescritas por profesionales legalmente habilitados; y al fraccionamiento de envases clínicos de productos farmacéuticos, conforme a las normas que imparta el Ministerio de Salud, mediante resolución.
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